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Como parte del ministerio público, el IEMP, a lo 
largo de estos años, se ha preocupado por de-
sarrollar programas de capacitación y de inves-
tigación orientados a promover la defensa de 
los derechos de la población. Los estudios, por 
ejemplo, han permitido proteger los derechos 
al develar problemáticas que ameritan ajustes 
en la acción institucional de la Administración 
Pública encargada del asunto estudiado. 
El marco normativo y el Plan Estratégico del 
IEMP han contribuido con un conjunto im-
portante de actividades de investigación so-
bre ámbitos sociales, políticos y económicos 
que aportan conocimientos de diferentes 
condiciones de vulnerabilidad a las que pue-
dan enfrentarse nuestros conciudadanos.

Este proceso no solo corresponde a la ob-
servación y análisis de la legislación, de la im-
plementación de las políticas públicas o de las 
macro decisiones que nuestros gobernantes y 
funcionarios implementan a diario, sino que, 
además, implica la generación de propuestas 

que abran espacios para que estas leyes, políticas 
y decisiones encuentren tierra fértil sobre la cual 
germinar oportunidades de desarrollo y creci-
miento nacional.

En este sentido, uno de los principales in-
tereses del Instituto es el de visibilizar aquellas 
afectaciones a los derechos consagrados en la 
Constitución Política de Colombia, por ello re-
sultan de alto interés investigativo las situaciones 
que conducen a las afectaciones que los desas-
tres provocan sobre los derechos y, en general, 
sobre la vida de las personas, es claro que estos 
eventos minan incluso las mismas posibilidades 
de desarrollo que tiene el país. 

Hoy es claro que los desastres no son 
hechos fortuitos y que la mano del hombre 
tiene mucho que ver con su ocurrencia, fruto 
de la interacción entre los fenómenos natura-
les o antrópicos, con las dinámicas humanas, 
surgen las condiciones para que las tragedias 
ocurran; sin embargo, también hoy es claro 
que los impactos de estos eventos pueden 
ser menores cuando conocemos los riesgos, 
conjuramos sus causas sociales, políticas y 
económicas estructurales, y estamos prepara-
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«(...) uno de los principales intereses del Instituto es el de visibilizar aquellas afectaciones a los derechos consagrados en la Constitución 
Política de Colombia, por ello resultan de alto interés investigativo las situaciones que conducen a las afectaciones que los desastres 
provocan sobre los derechos y, en general, sobre la vida de las personas (...)».
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dos para responder adecuada-
mente a las emergencias.

En este sentido, el Estado 
expresó su máxima preocupa-
ción por desarrollar herramien-
tas de conocimiento, reduc-
ción, prevención y atención de 
desastres, que permitan mitigar 
los efectos negativos de estos 
eventos en el territorio, con la 
expedición de la Ley 1523 de 
2012. En forma positiva estos es-
fuerzos requieren del apoyo de 
todas las instituciones estatales, 
empresariales y civiles para así 
integrar los intereses generales a 
fin de lograr mejores resultados.

El IEMP en la gestión del 
riesgo de desastres

El aporte del IEMP radica en la 
creación de una línea de inves-
tigación especializada en estos 
eventos, dedicada enteramen-
te al estudio de la gestión del 
riesgo de desastres, esfuerzo 
que no ha sido aislado y que, 
gracias al empeño, cuenta con 
la cooperación de la Unidad 
Nacional para la Gestión del 
Riesgo de Desastres (ungrd), e 
incluso ha contado con recur-
sos de la Escuela Superior de 
Administración Pública (esap) 
y del Departamento Adminis-
trativo de Ciencia, Tecnología  
e Innovación (Colciencias).
Los resultados son notorios, en 
cuatro años de trabajo manco-
munado existen tres boletines 
Innova  especiales sobre el 
tema. Así mismo, en labores 
conjuntas con una red de cen-
tros de investigación articulada 
desde el IEMP y con nodos en 
la Universidad Sergio Arboleda 
y la Universidad Reformada se 
han producido dos libros de re-
sultados de investigación.

Igualmente, con la finan-
ciación del IEMP, de la esap y 
de Colciencias es publicada 
una tercera obra sobre despla-
zamiento ambiental, por parte 

de la Universidad de Caldas, 
con otro nodo de investigado-
res. En este momento está en 
impresión una cuarta obra del 
IEMP sobre desastres, ambiente 
y sociedad que será pronto en-
tregada al país.

Este programa de inves-
tigación ha impartido cuatro 
Cátedras Carlos Mauro Hoyos 
sobre desastres, en las ciudades 
de Barranquilla, Santa Marta y 
Bogotá; a nivel internacional se 
impartió una conferencia sobre 
riesgos en zonas de bajamar y se 
participó en el lanzamiento del 
libro sobre riesgos en ciudades 
costeras. En el presente año se-
rán impartidas dos nuevas cáte-
dras sobre el tema. Es de notar 
que todos estos eventos han 
contado con la participación 
de profesores e investigadores 
reconocidos y de una nutrida e 
interesada asistencia.

A partir de estos procesos 
de investigación y discusión 
académica pública han sido 
evidenciados los vacíos que la 
implementación de la política 
de gestión del riesgo aún debe 
resolver, así como los retos 
que implica considerar facto-
res profundos en la sociedad 
que no habían sido tenidos en 
cuenta y la necesidad de desa-
rrollar referentes que posibili-
ten dicho ejercicio.

El propósito es que el país 
comprenda que los desastres 
no son solamente una cues-
tión física, estructural, sino 
que estos son producto de 
un proceso de construcción 
sociopolítica de factores de 
vulnerabilidad que ante las 
amenazas generan una mayor 
exposición, con el subsecuen-
te aumento de los daños que 
puede generar un fenómeno. 

Por tal razón, una de las 
apuestas del Instituto es la de 
observar los múltiples focos y 
características que componen 
este campo de estudio para 
validar posibles soluciones que, 
también, puedan ser construi-
das desde las bases sociales y de 
forma horizontal, en esquemas 
de gobernanza.

Uno de estos aspectos a 
tener en cuenta es incluir la 
vulnerabilidad social en el es-
tudio del riesgo, como varia-
ble para definir su magnitud; 
esto, porque las capacidades 
sociales permiten reducir los 
impactos, al incrementar las 
posibilidades que tiene la so-
ciedad para sobreponerse a 
los hechos. 

Observar este tipo parti-
cular de vulnerabilidad invita, 
a quienes estudian los riesgos, 
no solo a considerar los facto-
res físicos expuestos sino tam-
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«(...) los desastres no son solamente una cuestión física, estructural, sino que estos son 
producto de un proceso de construcción sociopolítica de factores de vulnerabilidad que ante 
las amenazas generan una mayor exposición, con el subsecuente aumento de los daños que 
puede generar un fenómeno». 
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bién la calidad de vida, los medios de vida 
con que se cuenta, las oportunidades así 
como la relación de cada individuo, de 
cada hogar, con el territorio que habita. 
Además, este reto implica considerar, de 
manera profunda, las particularidades de 
los hogares colombianos, para así intentar 
medir su resiliencia ante eventos desafor-
tunados.

En esta línea se ha hablado también 
del impacto psicosocial de los desas-
tres, de cómo los esquemas de atención, 
como la creación de albergues tempo-
rales, pueden contribuir a la resistencia 
social.1 Adicionalmente, se han analizado 
situaciones como el vínculo entre las zo-
nas de bajamar y las construcciones pala-
fíticas, y las afectaciones en términos de 
gobernabilidad de tales áreas de ocupa-

1  Ver Innova n.º 18. La resiliencia social: una propuesta para 
integrar dentro de las políticas públicas de gestión del riesgo.

ción, la gestión del riesgo de desastres, los 
procesos sociales y culturales que estas 
prácticas implican.

Cada uno de estos esfuerzos ha re-
presentado triunfos para el Instituto, que 
se ha convertido en un referente nacional 
en estos temas, por ello ha sido invitado 
a formar parte de la Comisión Nacional 
Asesora para la Investigación de Gestión 
del Riesgo de Desastre, espacio al que 
concurren los principales académicos de 
este campo para contribuir con ideas, 
para pensar el norte de los aportes que 
las ciencias pueden hacer al país en la 
salvaguarda de nuestras formas de vida, 
de nuestros recursos, y en forma institu-
cional, en la preservación de las condicio-
nes para el ejercicio de los derechos en 
el marco de las normas constitucionales.

Vale además mencionar que estas in-
vestigaciones han generado recursos para 
el IEMP, además de los fondos de coope-

ración aportados por Colciencias y por la 
esap, el IEMP ha logrado ingresos, por la 
relevancia de este tema, de otras entida-
des públicas.

De forma interinstitucional, el IEMP 
está posicionado en espacios científicos en 
el campo del estudio de los desastres; gra-
cias a los hallazgos de nuestros investiga-
dores es posible aportar a la construcción 
de nuevas perspectivas y herramientas efi-
caces para garantizar el bienestar general.

De esta manera, el Instituto de Estu-
dios cumple su compromiso con la nación, 
por ello continuará contribuyendo cada vez 
más para que sean menores las afectacio-
nes físicas, sociales, económicas y culturales 
al momento de un desastre. Así mismo, 
proseguirá con el fortalecimiento de los vín-
culos con todos los órganos del Estado que 
requieran de sus servicios de investigación 
para la generación de conocimiento cientí-
fico útil al Estado y a la sociedad.

Ciencia y creencia, multiplicidad de 
realidades en el riesgo y los desastres
Claudia Patricia Coca Galeano1

En Colombia, como en el resto del mundo, 
grandes desastres, además del impacto so-
cioeconómico, han generado cambios nor-
mativos e institucionales de diverso orden. 
Por ejemplo, la avalancha de Armero, que 
tuvo un costo equivalente al 1.02% del pib, 
motivó la creación del Sistema Nacional de 
Prevención y Atención de Desastres; el te-
rremoto del Eje Cafetero, cercano al 1.01%, 
condujo a la inclusión del tema en el plan 
nacional de desarrollo, y el fenómeno de La 

1  Doctoranda del Centro de Estudios Sociales de la Uni-
versidad Nacional de Colombia (UNAL), magister en medio am-
biente y desarrollo,, especialista en pedagogía y en gerencia social, 
Licenciada en filología e idiomas. Se ha desempeñado en temas 
de gestión del riesgo de desastres especialmente en los campos 
de investigación y educación en entidades como el Instituto 
Distrital de Gestión de Riesgos y Cambio Climático (Idiger), la 
UNAL, la Unidad Nacional para la Gestión del Riesgo de Desas-
tres (UNGRD), la Unidad Administrativa Especial Cuerpo Oficial 
de Bomberos de Bogotá (UAECOB), Ecopetrol y la Secretaría de 
Educación Distrital (SED). Ha realizado alrededor de 15 publica-
ciones en la materia y se ha desempeñado como catedrática en la 
Universidad de los Andes, la Escuela Superior de Administración 
Pública (ESAP) y la Escuela de Posgrados de la Policía. Actual-
mente trabaja en la Subdirección para el Manejo de Emergencias 
y Desastres del Idiger. Correo:  coca.claudia@gmail.com

Niña, con un 2.2%, conllevó a una Política 
Nacional de Gestión del Riesgo de Desas-
tres articulada a procesos de desarrollo. 
Desde el punto de vista de las finanzas del 
Estado, de acuerdo con el Banco Mundial 
(2012), durante los últimos 40 años los 
desastres han ocasionado pérdidas que al-
canzan los us$ 7 100 millones, es decir, un 
promedio anual de us$ 177 millones. 

Medir, cuantificar y contar los efectos 
sociales, económicos y ecológicos de los de-
sastres y transportarlos a una cifra, gráfica o 
indicador, como se muestra en los ejemplos 
mencionados, no solo se constituye en una 
forma normal de construir una «realidad» 
cuya construcción ha sido tan bien armada 
que difícilmente resulta cuestionable, sino 
que responden a una serie de conceptos 
normativos, de taxonomías y de métodos 
que ante todo tienen un carácter político 
y una forma de comprensión. ¿Qué tipo de 
realidad se construye a través de cifras, datos 
o indicadores como estos? ¿Qué se hace vi-
sible y qué no, qué se elude, qué desconoce?

En las formas de comprensión del ries-
go y los desastres ha prevalecido la dicoto-
mía sujeto - objeto, problemáticas sociales 
- fenómenos naturales, sociedad – natura-
leza, privilegiándose el conocimiento cien-
tífico especialmente sobre los fenómenos, 
y poca voz y visibilidad a las implicaciones 
de las estructuras de poder y la cultura en 
su «construcción». Por ello, desde un enfo-
que de la coproducción de conocimiento 
es relevante «reconocer que la producción 
de orden en la naturaleza y en la sociedad 
tiene que ser discutido en un lenguaje que 
no le reste, ni siquiera de forma accidental o 
sin intención, primacía a alguna de las dos» 
(Jasanoff, 2004, p. 9).2 

De esta manera, es posible hacer visi-
bles las conexiones entre los objetos «na-
turales» y los objetos «sociales», evitar caer 
en determinismos en las explicaciones del 
mundo, reducir supresiones y omisiones 
de multiplicidad de realidades que se en-

2  Traducción libre del autor. 
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samblan en la cotidianidad, propiciar nue-
vas formas de pensar acerca del poder del 
conocimiento, la experticia, la técnica y los 
objetos materiales en las relaciones de for-
mas de autoridad (ibíd.). Estas son algunas 
de las perspectivas que contribuyen a am-
pliar el riesgo de desastres en el marco de 
la política y la cultura, de lo público y de lo 
privado.

Las realidades sobre el riesgo y 
los desastres

Normalmente, el lugar de enunciación so-
bre el riesgo y los desastres parte de una 
postura epistemológica que produce una 
verdad; sin embargo, la apuesta justamen-
te es darle el mismo trato a los enunciados 
científicos y a los «no expertos», lo cual 
implica no otorgar estatus de verdad a nin-
guno. El debate sobre la realidad y la verdad 
aún no ha sido superado; por ello, desde un 
enfoque de simetría es posible darle salida a 
la problemática presentada entre la versión 
única y la multiplicidad de versiones; si bien 
no se trata de decir la última palabra tam-
poco se trata de dejar por fuera el resto.

Lo relevante, como plantea Law 
(2004), es pensar cómo se construye, cómo 
se ensambla, cómo se hace y se deshace la 
realidad, pues es claro que la visión que se 
tenga de ella está restringida por las cosas 
que cada persona conoce, piensa y cree 
del mundo y eso incluye a quienes produ-
cen conocimiento científico. Este mismo 
texto es una construcción de realidad de 

quien la escribe. Lo anterior, máxime si 
partimos como dice Law de un mundo 
que es «resbaladizo, indistinto, complejo, 
elusivo, difuso, desordenado, texturado, 
vago, inespecífico, confuso, emocional, do-
loroso, placentero, esperanzado, horrendo, 
perdido, redimido, visionario, angelical, de-
moniaco, mundano, intuitivo, corredizo, 
impredecible»3 (2004, p. 7). 

Existen limitaciones para intentar 
comprender el mundo, disciplinariamen-
te se han determinado objetos de estu-
dio y formas de teorizar sobre ellos pro-
duciendo explicaciones de fenómenos y 
de la «realidad», excluyendo aquellas que 
se quedan por fuera del alcance científi-
co, principalmente. 

«El discurso sobre la realidad natural 
es un medio para producir conocimientos 
relativos a esa realidad, de reunir consen-
sos y de delimitar dominios seguros en 
relación con otros más inciertos» (Shapin, 
1995, p. 41). En el contexto del riesgo, el 
conocimiento experto y científico sobre el 
análisis y la evaluación del riesgo supone las 
consideraciones sobre las causas, fuentes 
de generación, consecuencias, la probabi-
lidad de ocurrencia y, consecuentemente, 
las medidas de mitigación y prevención 
de las amenazas, cuando sea posible, y de 
la vulnerabilidad existente. De esta mane-
ra, se han institucionalizado y producido 
realidades sobre los fenómenos de origen 
natural y antrópico, tipificándolos como 

3  Traducción libre del autor. 

amenazantes; pero realidades incipientes 
en relación con la vulnerabilidad y su co-
rrelación con el riesgo.

De acuerdo con el World Disaster Re-
port (2014) para las comunidades ubica-
das en «zonas de riesgo» existen una serie 
de beneficios que no visibilizan el riesgo 
que ve el experto. Estos beneficios tienen 
que ver con los medios de vida, activos so-
ciales y beneficios inmateriales vinculados 
a su espiritualidad, satisfacción emocional, 
identidad, autoestima y capital social, los 
cuales normalmente no hacen parte de los 
análisis de riesgo. En este sentido, por qué 
esperar desde la racionalidad científica 
e institucional que la gente cambie todo 
esto por el hecho de recibir información 
experta si existe un lente cultural distinto. 
La aceptación de un conocimiento exper-
to puede significar para la gente anular 
o reducir identidades, negar o alterar las 
comprensiones existentes o subestimar 
valoraciones de algo que no les significa 
necesariamente riesgo, pues las interpreta-
ciones sobre el peligro están influenciadas 
por la cultura y profundamente inscritas 
en su cotidianidad en donde riesgo y me-
dios de vida se funden.

Como la lava de un volcán, lo social 
se comporta como el modelo rizomático, 
pues existen multiplicidad de realidades 
que se hacen y deshacen permanentemen-
te, sin versiones únicas. Desde el punto de 
vista sociológico se ha identificado la agen-
cia4 como la capacidad que posee una per-
sona u otra identidad para actuar o conec-
tarse con la estructura social y el mundo; 
concepto que desde la Teoría Actor Red 
(tar) de Latour (1991) se ha ampliado a la 
capacidad de agencia de actantes humanos 
y no humanos. Analizar la agencia del qué, 
quién, cómo, cuándo, dónde y por qué se 
produce, transforma, usa, moviliza, incluye 
y excluyen conocimientos, es muy rele-
vante tanto en los análisis de las amenazas 
como de vulnerabilidad. 

En este contexto uno de los análisis 
que puede resultar asombroso es la capa-
cidad de agencia de instrumentos de ins-
cripción como las estadísticas, las redes y 
observatorios vulcanológicos y sismoló-

4  Agencia: etimológicamente del latín agentia, palabra 
compuesta, integrada por el verbo agere que traduce «actuar» y 
el sufijo «ia» indicativo de cualidad; así, agencia tiene que ver con 
la cualidad de aquel que actúa o hace algo.

«(…) la avalancha de Armero, que tuvo un costo equivalente al 1.02% del PIB, motivó la creación del Sistema Nacional de 
Prevención y Atención de Desastres».
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gicos, los mapas temáticos, los 
pronósticos meteorológicos, 
por citar algunos ejemplos. En-
tonces la pregunta es, ¿cómo 
se da el proceso de «agencia-
miento» del conocimiento del 
riesgo de desastres en el país? 
Los documentos científicos 
producen «realidad» y por la 
forma como están armados, 
especialmente a través de 
fuentes visuales que imitan la 
realidad, como es el caso de 
un mapa de zonificación de 
amenaza volcánica o sísmica, 
reducen la desconfianza y mo-
vilizan testimonios producien-
do esa realidad (Shapin, 1995). 
Comunican hechos que pare-
cen independientes y reales.

Un segundo punto de ob-
servación es cómo desde el Es-
tado, a través de la política de 
gestión del riesgo de desastres, 
se establece un compromiso 
con la planificación, el ordena-
miento territorial, la inclusión 
del riesgo en la inversión pública 
para la protección de la vida, el 
mejoramiento de su calidad y el 
bienestar y la sostenibilidad del 
desarrollo. Para ello en la políti-
ca, institucional y normativa, se 
han definido como factores de 
riesgo por un lado la amenaza, 
como factor de riesgo externo, 
que incluye no solo los fenóme-
nos naturales como los sismos, 

sino también aquellos de origen 
socionatural como las inunda-
ciones y los antrópicos no inten-
cionales5 como los incendios. 

Y, por otra parte, la vulne-
rabilidad, como factor de riesgo 
interno, que se expresa como 
la «susceptibilidad o fragilidad 
física, económica, social, am-
biental o institucional que tiene 
una comunidad de ser afecta-
da o de sufrir efectos adversos 
en caso de que un evento físi-
co peligroso se presente» (Ley 
1523, 2012). Estos conceptos, a 
través de un proceso de purifi-
cación del conocimiento cientí-
fico, separan naturaleza - cultu-
ra y conducen a una gestión de 
la naturaleza, desde el ámbito 
científico, y a una gestión de la 
sociedad en el ámbito político; 
aunque realmente en la cotidia-
nidad no están separados, por 
el contrario, están mezclados 
y configuran multiplicidad de 
híbridos que, como menciona 
Latour (1991), dibujan madejas 
de ciencia, política, economía, 
derecho, religión, técnica y fic-
ción que se multiplican y que 
es necesario escudriñar en el 
cómo se producen para me-

5  Las amenazas antrópicas intencionales 
no están incluidas en la normativa colombiana 
asociada al riesgo de desastres. Tal es el caso 
del conflicto armado, los ataques terroristas y el 
bombardeo de oleoductos.  

jorar la gestión que se hace en 
torno al riesgo.

Los aportes de la tar, por 
una parte, dan cuenta de la 
existencia de actantes no hu-
manos con capacidad de agen-
cia como es el caso de los ins-
trumentos de inscripción men-
cionados, estos no son sim-
plemente «infelices portadores 
de una proyección simbólica» 
(Latour, 2005, p. 26). Por otra, en 
lo que toca a lo humano, desde 
este mismo enfoque teórico, se 
presenta una nueva forma de 
relacionar «lo social» pues este 
ha sido encogido y limitado a 
aquello que queda después de 
que la política, la biología, la 
economía, el derecho y la psi-
cología han tomado lo suyo.

En este sentido se redefine 
lo social como «un movimien-
to muy peculiar de reasocia-
ción y reensamblado» (ibíd., p. 
21), en donde lo fundamental 
es cómo nuevas instituciones, 
normas, procedimientos y con-
ceptos son capaces de reunir 
y volver a relacionar lo social y 
de propiciar nuevas asociacio-
nes de actantes humanos y no 
humanos capaces de agenciar. 
Este es un tercer elemento a 
través del cual, a propósito de 
la participación, se reivindica la 
impopular y menoscabada idea 
de lo político y la representación 

para «canalizar nuevas pasiones 
políticas, en nuevos ámbitos de 
pensamiento, nuevas retóricas, 
nuevos modos de estar intere-
sados, indignados, movilizados y 
pacificados” (ibíd., p. 39). 

En el caso particular en tor-
no al riesgo y los desastres, se 
trata de revitalizar la «agencia-
lidad» de lo social activo, com-
prendido como asociaciones y 
«reensambles» humanos y no 
humanos, que como actantes 
relevantes actúan y llevan a 
hacer cosas y sin cuyo ensam-
ble no sería posible la acción 
humana «aparentemente» ra-
cional – científica que ha sido 
purificada de lo social. Aquí nos 
queda un cabo suelto y es cues-
tionar por qué no hay partici-
pación, asunto que se abordará 
un poco más adelante.

El «agenciamiento» del 
conocimiento del riesgo de 
desastres produce dispositivos, 
emplea normas, conceptos 
expertos e institucionalidades 
que organizan y reorganizan 
a la sociedad y al territorio de 
cierta manera y con ciertos 
fines, los cuales no están aisla-
dos de acciones políticas y de 
poder que es necesario reco-
nocer. Dentro de la diversidad 
de formas de «agenciamien-
to» resultaría interesante ver, 
por ejemplo:

En la política de gestión del riesgo de desastres «(...) se han definido como factores de riesgo por un lado la amenaza, como factor de riesgo externo, que incluye no solo los fenómenos naturales 
como los sismos, sino también aquellos de origen socionatural como las inundaciones y los antrópicos no intencionales como los incendios». En las imágenes incendio forestal en el cerro de 
Monserrate, Bogota, D. C. 
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 • Cómo es el tratamiento que se da a 
los registros de las redes de monitoreo 
de fenómenos, a las zonificaciones de 
amenaza, las fórmulas que se emplean, 
los diseños de ingeniería que se propo-
nen y poder evidenciar si estos pueden 
«decir todo o casi nada» (Latour, 1990, 
P. 82).
 • Cuáles son los lugares de enunciación 

de comunidades, académicos, consultores 
y funcionarios, qué alianzas se establecen, 
cómo se transmite y reconoce la autoridad 
frente a lo que se enuncia. Es decir, qué mo-
vilizaciones, agrupaciones, intereses y ten-
dencias se presentan, por qué y para qué. 

 • Qué nuevos objetos o propieda-
des de objetos existentes surgen, cuánto 
tiempo permanecen, qué hacen visible, 
qué combinan entre sí.

El ensamble de estos «agenciamien-
tos», que conforman híbridos, permite pen-
sar en el riesgo de otra manera pues se hace 
visible la potencia que entrañan. El poder de 
los híbridos o cadena de asociaciones de hu-
manos y no humanos está no en «una idea 
que se hace realidad, sino en una traducción 
que transforma completamente a todo 
aquello que arrastra… la cual tiene que ver 
con la inclusión en las narrativas, no solo de 

lo real, sino también de lo posible, lo irreal, lo 
realizable, lo deseable, lo utópico, lo absurdo, 
lo razonable o lo costoso» (ibíd., p. 125). 

Las creencias irracionales sobre 
el riesgo de desastres

En el marco de la importancia de las na-
rrativas, un cuarto aspecto de análisis son 
las creencias sobre el riesgo y la pregunta 
es: ¿qué lugar y rol se les da a las narrati-
vas de lo irreal, imposible, utópico y de-
seable? Un par de narrativas adaptadas 
puede ilustrar por qué es necesario darles 
voz, desde un principio de simetría:

Foto : https://es.wikipedia.org/wiki/Terremoto_del_
oc%C3%A9ano_%C3%8Dndico_de_2004

El tsunami asiático ocurrido en la 
madrugada del 26 de diciembre de 2004 
asoló varios países de la región: Sumatra, 
Indonesia, Tahilandia, Sri Lanka, India y 
las Islas Maldivias. Allí era donde se con-
centraba una multitud de turistas pro-
cedentes de todos los países del mundo 
en búsqueda de placeres sexuales ilícitos, 
como la prostitución, pederastia, porno-
grafía, homosexualidad, drogadicción, 
embriaguez, etc. Murieron 200 000 per-
sonas de 34 nacionalidades distintas, que 
estaban pecando sin respetar la fecha 
del Nacimiento del Salvador y Redentor 
Nuestro Señor Jesucristo. Murieron aho-
gadas bajo las olas de más de diez me-
tros de altura. Es conveniente decir que 
también murieron muchas víctimas to-
talmente inocentes. 

Foto : http://www.bbc.co.uk/staticarchive/7e722b716
6b87ef6a01edbc91c0898fd1611a070.jpg

Con el terrible terremoto de Haití, 
me viene a la memoria una imagen que re-
presenta la triste y desgraciada realidad: la 
pobreza, la esclavitud, el hambre, la plaga 
del Sida (de allí salió hacia ee. uu. y el mun-
do), los tres huracanes del 2008 que deja-
ron un millar de muertos. ¿A qué se debe 
tanta desgracia? No podemos echarles la 
culpa a los conquistadores españoles, ni a 
los colonos franceses, ni tampoco a los ee. 
uu., pues a pesar de ser la primera colo-
nia europea en obtener la independencia, 
desde entonces lleva los no pocos 200 
años de una terrible maldición, que subya-
ce en las profundidades del satanismo y la 
magia negra como segura causa primige-
nia. Es el único país consagrado al demo-
nio, y donde se le sigue rindiendo culto a 
él y a sus huestes satánicas en las diversas 
modalidades del vudú y la santería.

Foto : http://www.eluniversal.com.co/colombia/30-anos-
despues-de-la-tragedia-armero-sigue-oliendo-flores-210909

La catástrofe de Armero sepultó a 
20 000 seres humanos. Algunos supervi-
vientes recordaron la maldición del pa-
dre Pedro María Martínez. El 9 de abril 
de 1948 cuando las noticias informaban 
sobre «El Bogotazo» una horda de vio-
lentos atacó al sacerdote, lo asesinaron a 
machetazos y lo arrastraron hasta el ce-
menterio.  Lo mataron porque en Armero 
se concentraban prostíbulos y el sacerdo-
te exhortaba al pueblo a la conversión. De 
hecho, varias prostitutas bailaron alrede-
dor del cadáver y una multitud iba a ase-
sinar a seis monjas que querían impedir 
la danza macabra. El arzobispo declaró la 
parroquia en entredicho y excomulgó a 
los asesinos.

Cuadro 1 y 2 adaptados de https://radiocristiandad.wordpress.com/2010/02/08/la-cara-oculta-del-terremoto-de-haiti/     
Cuadro 3 adaptado de la entrevista al antropólogo y profesor universitario Leonardo Nieto en la emisora Blu Radio.
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¿Qué lugar le darían los 
centros de cálculo asociados 
al riesgo de desastres a estos 
tres ejemplos? ¿Cómo es que 
se produce la realidad de Haití 
por fuera de la noción de haber 
sido la colonia más próspera de 
Europa? ¿Cómo ocurre lo pro-
pio en Armero por fuera del 
contexto político de una guerra 
civil en Colombia o de una mi-
sión italiana que un año antes 
anunció lo que iba a pasar? Se 
esperaría que fuera fácilmente 
comprensible y explicable des-
de las ciencias sociales; sin em-
bargo, esas narrativas, ciertas o 
no, tampoco tienen un lugar, 
aunque están presentes en la 
memoria y en las creencias. 

Desde la teoría cultural, 
Mary Douglas establece que es 
rara la comunidad que no echa 
la culpa de sus desgracias y estas, 
a la vez, actúan como palanca 
para elevar el nivel de solidari-
dad; esta tesis «es una extensión 
de la tesis de Durkheim acerca 
de los usos políticos del crimen 
hacia los usos  políticos de la 
desgracia» (Douglas, 1992. p. 6). 

Durkheim entiende el cri-
men como: 

(…) el acto que ofende 
estados fuertes y precisos de la 
conciencia colectiva, y al crimi-
nal como un agente imprescin-
dible para la revitalización de la 
cohesión social  por cuanto su 
punición posibilita la reafirma-
ción normativa del lazo social. 
Para él, el castigo penal consti-
tuye un ritual público y violento 
que, interpelando sentimientos 
y creencias comunes, ratifica la 
posición trascendente de los 
valores en los que un conjunto 
se reconoce como tal (Durkhe-
im, 1986) citado en (Tonkonoff 
Costantin, 2012. p. 112). 

En este sentido, las per-
sonas que forman una co-
munidad no es que decidan 

conscientemente tener uno u 
otro patrón de culpa, sino que 
los peligros que afectan su vida 
e integridad física se dibujan 
en diálogos que van constitu-
yéndose espontáneamente y 
que se decantan en patrones y 
creencias puntuales.

La Red de Estudios Socia-
les en Prevención de Desastres 
en América Latina, uno de los 
actantes más importantes en 
la transformación conceptual 
del tema en Colombia y Lati-
noamérica, en una de sus publi-
caciones del sitio web,61 indica 
que para entender, prevenir y 
recuperarse de los desastres es 
necesario desprenderse de una 
serie de malinterpretaciones 
que turban las mentes e im-
piden actuar acertadamente, 
de esa «deformación» de «su-
poner que el desastre se debe 
a fuerzas naturales poderosas 
o sobrenaturales que actúan 
irremediablemente contra los 
humanos» y de «conciencia 
mágica» que transfiere la causa 
de los acontecimientos reales y 
cotidianos hacia un nivel supra-
humano, imposible de penetrar 
racionalmente, que puede ser 
un dios o algo semejante. 

Las creencias no tienen voz 
porque son irracionales e ilógi-
cas a la luz del conocimiento 
científico. Pero, por qué y para 
qué anular, desconocer e invisi-
bilizar esta carga sociocultural 
cuando se piensa en el riesgo de 
desastres, cómo lograr interesar 
sin ellas. Es necesario rescatar 
el carácter político activo de 
la participación ciudadana y el 
llamado a los académicos y po-
líticos, que son los autorizados 
para decidir y tomar decisiones, 
para que incorporen a quienes 
va dirigido el conocimiento 
que producen. A la luz de estos 
sencillos ejemplos, el lugar de la 

6  Recuperado de (2016, 16 de agos-
to) http://www.desenredando.org/public/li-
bros/1993/ldnsn/html/cap1.htm

asamblea quizá no sea solo la 
academia o los centros de cál-
culo sino la iglesia, el supermer-
cado o los confesionarios, pues 
la realidad no es estática sino 
que, por el contrario, está per-
manentemente haciéndose y 
rehaciéndose, con o sin religión, 
con o sin maldiciones, con o sin 
investigación.

La multiplicidad de reali-
dades producidas por la gente, 
algunas impensables y otras 
invisibles, así como las pro-
ducidas a través de aparatos, 
redes, conceptos técnicos, se 
ensamblan y de manera ge-
nerativa producen lo que esta 
aquí o presente, lo que está au-
sente pero manifiesto y lo que 
está ausente pero que es otro, 
a saber: oculto, reprimido o no 
interesante. 

En suma se trata de, por 
una parte, dar curso a una pers-
pectiva «transdisciplinar» de 
los análisis de riesgos, en donde 
se aplique el principio de sime-
tría, que permita superar las 
dicotomías, principalmente la 
de naturaleza y cultura que han 
separado los conocimientos 
exactos y el poder que entra-
ñan, que han puesto a un lado 
el conocimiento de las cosas, y 
al otro el interés, el poder y la 
política. También de darle cabi-
da a las redes que siendo reales, 

colectivas y discursivas permi-
ten atar naturaleza y cultura 
(Latour, 1991 – 2007). Se trata 
de hacer visibles los engranajes, 
las redes que se mueven y pro-
ducen un orden social, situado 
y relacional. Pero, además, lo 
más importante es identificar 
elementos que permitan su-
perar lo que Jasanoff (2004) 
denomina las tecnologías de 
la arrogancia en científicos, los 
técnicos y los expertos dado 
que cuando hablan a nombre 
de los fenómenos naturales, los 
representan en un sentido polí-
tico y técnico marcando explí-
citamente quiénes son los que 
lo pueden decir, dejando a su 
paso de una vez claro que todo 
conocimiento distinto a su lu-
gar de enunciación es irracional 
e ilógico.  

Dificultades en 
la aplicación del 
conocimiento 

Dicho lo anterior, en el contex-
to de la gestión del riesgo de 
desastres esto es fundamental 
pues existen amplias brechas 
entre la producción de cono-
cimiento científico y su aplica-
ción en las políticas públicas. 
Spiekermann y colaboradores 
(2015) han identificado que 
existen barreras en la copro-

«(…) aunque ha aumentado la producción de conocimiento sobre riesgos de desastre, la 
toma de decisiones a partir de ella aún es muy baja a la vez que siguen aumentando las 
pérdidas asociadas (Spiekermann et al., 2015)». Imagen de Ocha Colombia (Candelaria, 
Atlántico), inundación por ruptura del canal del Dique (2010). 
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ducción, intercambio y uso del 
conocimiento para la gestión 
del riesgo que inciden en el 
cómo se dan los procesos ins-
titucionales y los recursos téc-
nicos, financieros y humanos 
para su estudio y abordaje. 

Se le suma al debate el 
hecho de que, como plantea 
Lampis (2013, p. 19), «la no-
neutralidad de la ciencia y su 
relación con diferentes posturas 
políticas, como de comprensión 
de la realidad, hacen del tema de 
las definiciones un punto álgido 
en el proceso de intercambio 
entre ciencia y política pública 
(…) y (…) definir de una manera 
o de otra un fenómeno puede 
implicar evidenciar o descartar 
como irrelevantes sus efectos 
e implicaciones». Se han esta-
blecido los factores que obsta-
culizan el uso de información 
y conocimiento científico y las 
barreras estructurales para la co-
producción, intercambio y uso 
del conocimiento; y aunque ha 
aumentado la producción de 
conocimiento sobre riesgos de 
desastre, la toma de decisiones 
a partir de ella aún es muy baja 
a la vez que siguen aumentando 
las pérdidas asociadas (Spieker-
mann et al., 2015).

Las brechas existentes tie-
nen que ver en cómo los ha-
llazgos de las investigaciones 
son trasladados a las políticas 
y programas, con las diferencias 
en la comprensión de lo que las 
personas comunes y corrientes 
tienen sobre una amenaza, o 
cómo dimensionan el desarro-
llo y las medidas de prevención 
o mitigación. De otro lado, el 
mismo autor indica que el co-
nocimiento producido por las 
entidades técnicas no le sirve 
a los niveles locales porque 
supuestamente tienen poca 
capacidad técnica para inter-
pretar estudios y tomar decisio-
nes. Alrededor de esta proble-
mática el mismo autor plantea 

la necesidad de reconocer que 
puede ocurrir lo siguiente:

 • La información existe, 
pero se ignora su existencia.

 • El conocimiento está 
disponible pero no se usa de 
manera efectiva por falta de 
capacidad para implementar 
el conocimiento en la política 
y en la práctica.

 • El conocimiento existe, 
pero no hay habilidad para 
seleccionar la información co-
rrecta para decisiones o pro-
pósitos específicos. 

 • La forma como se trans-
forma el conocimiento no es 
inadecuada y por tanto sus 
aplicaciones prácticas tampo-
co lo son.

 • El conocimiento está dis-
ponible, se usa de manera 
efectiva, pero toma mucho 
tiempo en tener efecto. 
 • El conocimiento está dis-

ponible, se usa de manera efec-
tiva, pero es anulado por el in-
cremento de la vulnerabilidad.

 • Existe incapacidad de las 
entidades para comunicar el 
conocimiento que producen y 
transforman.

 • Existe incapacidad en 
las comunidades porque no 
pueden entender lo que se les 
«transfiere», o porque sus pro-
ducciones domésticas, valores, 
creencias y mentalidades no 
son tenidas en cuenta. 

Para cerrar, es preciso de-
cir que quizás la causa estruc-
tural que imposibilita la copro-
ducción de conocimiento y 
por tanto su agencia es, como 
indica Latour, que se emplea 
un lenguaje tan técnico que 
hace cada vez más indiscutible 
cualquier tema de riesgo, por 
tanto, es menos probable in-
tentar adelantar cualquier cla-
se de cuestionamiento. En esta 
misma línea, la arrogancia del 
lenguaje sin duda puede ser la 

causa de que la gente pierda 
interés y competencia para en-
tender, genera exclusión y anu-
la la posibilidad de un debate 
político en torno al tema. 

Por ello, los científicos de-
berían ser capaces de «volver 
a traer» para poder hablar en 
«asamblea» de los problemas 
que, como el riesgo, afectan a las 
comunidades. Volver el tema 
político es fundamental para 
reducir el riesgo pues mientras 
se mantenga en el campo de 
lo científico o técnico no ten-
drá esa posibilidad. También es 
necesario que las instituciones 
amplíen la visión y busquen 
nuevas formas alternativas de 
consulta y de participación que 
vinculen las preocupaciones 
reales de la gente. Entonces, se 
trata de ser capaces de mirar a 
ambos lados, al de la ciencia y 
al de la creencia, para volver a 
estar interesados.
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Ciento por ciento responsables 
Claudia Miguel Ortega1

La Ley 1523 de 2012 que defi-
ne las políticas colombianas en 
materia de gestión del riesgo de 
desastres sostiene que «(…) la 
gestión del riesgo es responsa-
bilidad de todas las autoridades 
y de los habitantes del territorio 
colombiano» (p. 13).  Encuentro 
extremadamente fascinante que 
bajo esta afirmación literalmen-
te se nos obligue, al menos, a un 
tipo de responsabilidad desde 
un precepto legal, sobre todo 
cuando en varios frentes de la 
sociedad se perciben índices 
preocupantes de irresponsabili-
dad como en la paternidad y la 
maternidad, en el manejo de la 
salud, en el trato a la enferme-
dad, en la protección del dere-
cho a la vida y el respeto de la 
misma, en materia de movilidad, 
entre otros. Así pues, plasmar el 
sentido de la responsabilidad ta-
xativamente frente a un tema en 
particular son palabras mayores.

La gestión del riesgo de 
desastres es un frente de tra-
bajo árido, agreste, duro como 
la roca.  Allí solo hay antiguos 
problemas de difícil solución 
que durante lustros, décadas, 
han requerido que ese sentido 
de responsabilidad colectiva 
poco a poco comience a zanjar 
un nuevo camino de conduc-
tas sociales, moldeadas desde la 
perspectiva de los atributos de la 
gobernabilidad y la gobernanza, 
como la única ruta posible para 

1  Abogada de la Universidad del Atlánti-
co, especialista en derecho administrativo de la 
Universidad Libre Seccional Atlántico. Profesio-
nal especializado del distrito de Barranquilla, con 
amplia experiencia en la aplicación de la norma-
tiva que regula la gestión del riesgo en la admi-
nistración distrital. Participó en los procesos de 
atención humanitaria en la situación de desastre 
decretada en diciembre de 2010 con motivo del 
fenómeno de La Niña, con funciones de coordi-
nación administrativa en esta área. Correo: cmi-
guel@barranquilla.gov.co  / Twitter @claumigor

la construcción social del desa-
rrollo sostenible. 

Al respecto, el Plan de Ma-
nejo Integral Laderas Occiden-
tales de Barranquilla (2015) sos-
tiene que: 

Entendiendo la Gestión 
del Riesgo de Desastres como 
una política de desarrollo “in-
dispensable para asegurar la 
sostenibilidad, la seguridad te-
rritorial, los derechos e intereses 
colectivos, mejorar la calidad 
de vida de las poblaciones y 
las comunidades en riesgo” 
(Ley 1523/2012) y  [como] un 
proceso social en el que todos 
somos responsables, la pro-
puesta de su manejo requiere 
de dos atributos: uno es la go-
bernabilidad, vista esta como 
aquella capacidad del Estado 
para responder y actuar en los 
diversos frentes y situaciones, y 
el otro atributo, la gobernanza, 
que alude a estructurar ese pro-
ceso social capaz de comunicar, 
identificar roles y definir la res-
ponsabilidad de los diferentes 
actores del proceso; cuando 
se conjugan una gobernabili-
dad estatal confiable frente a la 
gestión del riesgo y una gober-
nanza orientada a fijar respon-
sabilidades con los roles insti-
tucionales y comunitarios muy 
bien definidos y esclarecidos, 
se logra así, una construcción 
social del riesgo y su gestión, y 
se materializa como el proceso 
social que finalmente de alcan-
ce al espíritu de la ley 1523 de 
2012 (p. 10).

La acción ciento por ciento 
responsable aplicada individual 
o grupalmente desde cualquier 
órbita, ya sea la estatal, social, 
educativa, gubernamental, co-
munitaria o empresarial tiene el 

efecto de la gota de agua que 
cae y cae lentamente hasta llegar 
a horadar la piedra. La responsa-
bilidad, de la mano con la perse-
verancia, son dos cualidades con 
las que se pueden sortear terre-
nos de tránsito complicados en 
las organizaciones, donde es una 
constante encontrarse con la in-
diferencia, la incomprensión, la 
miopía y la sordera de dirigentes 
y directivos; estas dificultades 
obstaculizan la concreción de 
los procesos de  gestión del ries-
go de desastres en el país. 

Las nuevas necesidades de 
corresponsabilidad, de interac-
ción múltiple o pluralismo in-
teractivo con miras a construir 
redes de gobernanza, nos con-
vence de la gran valía que tiene 
para la organización el trabajo 
encomendado de formular el 
plan de laderas, muy específico, 
muy técnico. Este plan estuvo a 
cargo de un pequeño grupo de 
profesionales, capaces de dise-
ñar conjuntamente una estrate-
gia de proceso social del cono-
cimiento y reducción del riesgo 
para garantizar el tan sonado 
desarrollo sostenible, que no es 
nada diferente a la necesidad de 
estar convencidos de que, defi-
nitivamente, entre todos debe-
mos participar de manera com-
prometida para así garantizar la 
permanencia en el territorio que 
ocupamos.

También es cierto que lue-
go de varios años de desempe-
ño profesional en estos terre-
nos  germinan y prosperan la 
creatividad y la recursividad 
como dos grandes cualidades, 
que aunadas a la responsabili-
dad permiten hallar nuevas pro-
puestas que —a manera de hilo 
conductor— dan salida a los 
multidimensionales laberintos 
de problemas que presentan los 

entes territoriales en materia de 
gestión del riesgo de desastres, 
como es el caso de la amenaza 
socionatural por movimientos 
en masa en la ciudad de Barran-
quilla. Así, en la tercera parte del 
territorio urbano de la ciudad, la 
cual comprende una superficie 
de 3 044 hectáreas y donde se 
asientan 75 barrios, los movi-
mientos en masa representan 
un escenario de amenaza consti-

Mapa de amenazas 
ladera occidental de 
Barranquilla

«(...) en la tercera parte del territorio 
urbano de la ciudad [Barranquilla], 
la cual comprende una superficie de 
3.044 hectáreas y donde se asientan 
75 barrios, los movimientos en masa 
representan un escenario de amenaza 
constituyéndose en una problemática 
de inmensas proporciones con alto costo 
social y fiscal».
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tuyéndose en una problemática 
de inmensas proporciones con 
alto costo social y fiscal.

Para atenderla, entre no-
viembre de 2013 y mayo de 2014 
se llevaron a cabo varias mesas 
técnicas en las que participaron 
el Ministerio de Vivienda, la Pro-
curaduría General de la Nación, 
la Defensoría del Pueblo, la Uni-
dad Nacional para la Gestión del 
Riesgo de Desastres (ungrd), 
el distrito de Barranquilla y la 
comunidad. Se concluyó que 
la problemática exigía un plan 
de manejo en el que quedaran 
integrados unos lineamientos 
orientados por la ungrd como 
máximo órgano de dirección del 
Sistema Nacional de Gestión del 
Riesgo de Desastres. 

¿Cómo hacer este plan? 
y ¿cuánto costaba 
hacerlo? 

Fueron interrogantes válidos 
planteados durante la reunión 
del Consejo Distrital de Gestión 
del Riesgo en junio de 2014. La 
respuesta a estos interrogantes 
fue surgiendo de los aportes 
colectivos de las entidades asis-
tentes; los delegados del Servicio 
Geológico Colombiano (sgc) 
comentaron acerca de la expe-
riencia que venían apoyando 
en Bucaramanga y los munici-
pios de Cáqueza y Soacha en 
Cundinamarca, con escenarios 
similares. Igualmente, nos com-
partieron la manera en la que 
se venía haciendo el ejercicio de 
acompañamiento al plan de tra-
bajo en estas entidades.

Además, se habló sobre la 
necesidad de fijar compromisos 
como solicitar al sgc acompa-
ñamiento y apoyo para la apro-
piación del conocimiento del 
estudio de Zonificación de ame-
naza por movimientos en masa 
de las laderas occidentales de Ba-
rranquilla a escala 1:5 000 (2011), 
con el fin de implementarlo 

en  la estructuración del plan 
de manejo para el escenario de 
movimientos en masa.

No obstante, en su mo-
mento se sabía que estas ac-
ciones por sí solas no bastaban 
puesto que no era muy preciso 
quiénes se apropiarían del apo-
yo y acompañamiento del co-
nocimiento geocientífico solici-
tado al sgc. De hecho, dado que 
las ciencias geológicas son áreas 
del saber y de gestión bastante 
complejas, se hizo necesario ha-
cer obligatoria la tarea a través de 
un acto administrativo que or-
denara integrar un comité para 
estructurar el plan de manejo de 
las laderas de Barranquilla, con el 
fin de hacer de este instrumento 
una herramienta dinamizadora 
que generara la obligatoriedad 
y el compromiso institucional 
para realizar el proyecto. 

Fue así que se expidió el De-
creto 0473 de 2014 «Por medio 
del cual se integra comité para 
estructurar el Plan de Acción 
Integral Laderas Occidentales 
de Barranquilla y se dictan otras 
disposiciones», como un acto 
de autoridad que dispuso la 
integración de un comité que 
estructurara un plan de manejo 
para el escenario de la amenaza 
provocada por movimientos en 
masa asociados a amenazas por 
inundación en la ladera occiden-
tal de Barranquilla, con el apoyo 
y acompañamiento del sgc. Es 
decir, el proyecto se realizaría 
en una modalidad novedosa 
que no significaba una cuantio-
sa contratación para la entidad 
territorial.

En agosto de 2014 se ini-
ciaron las mesas técnicas de tra-
bajo integradas con un equipo  
interdisciplinario de funciona-
rios y contratistas vinculados al 
distrito de Barranquilla en sus di-
versas dependencias y entidades 
distritales. En el transcurso del 
proceso fluyeron la creatividad y 
la recursividad de la que se hace 

gala cuando hemos trabajado 
en áreas que históricamente no 
han gozado de preponderan-
cia en las agendas de gobierno, 
como es el caso de la gestión del 
riesgo. En consecuencia, nos vi-
mos avocados a la coordinación 
de un proceso en el cual, si bien 
se tenía claramente definido el 
objetivo contenido en el Decre-
to 0473 de 2014, inicialmente 
hubo titubeos para abordar la 
tarea en los aspectos relaciona-
dos con el cronograma meto-
dológico dada la complejidad 
de la temática. Así, tratándose 
de una amenaza socionatural, la 
estrategia propuesta debía con-
tener medidas de corto, media-
no y largo plazo coherentes con 
los componentes ambientales, 
biofísicos, financieros y sociales 
incorporados al plan.

Poco a poco, de reunión 
en reunión, se generó una si-
nergia de conocimientos, sabe-
res, experiencias y aportes, que 
en la medida en que avanzó el 
tiempo fueron enriqueciendo 
cada vez más el trabajo. De igual 
modo, se llegó a experimentar 
desespero, preocupación, cierto 
escepticismo y también agobio 
por el peso de la responsabilidad.

Hubo mesas técnicas de 
largas horas en las que solo se 
escuchaban las palabras pro-
pias de  la terminología del 

«Poco a poco, de reunión en reunión, se generó una sinergia de conocimientos, saberes, 
experiencias y aportes, que en la medida en que avanzó el tiempo fueron enriqueciendo 
cada vez más el trabajo. De igual modo, se llegó a experimentar desespero, preocupación, 
cierto escepticismo y también agobio por el peso de la responsabilidad».
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estudio del fenómeno de mo-
vimientos en masa de Barran-
quilla como deslizamientos, 
geología, geomorfología, pen-
diente, topografía, arcillas ex-
pansivas, formación Perdices, 
estructura urbana, de manera 
que se sentía la densidad de 
aquellos temas. Para muchos 
en las mesas estos asuntos re-
presentaban un acercamiento 
profesional a un tema nuevo 
y desconocido hasta el mo-
mento. 

Uno de los resultados de 
estos encuentros de trabajo fue 
generar «(…) una propuesta 
de delimitación de polígonos 
de amenaza por barrio, a partir 
de los niveles de amenaza; alta 
y muy alta, media y baja, ob-
servándose que algunas zonas 
altas y muy altas sobrepasan los 
límites barriales, esto se estable-
ció así priorizando el criterio de 
inestabilidad». (Plan de Manejo 
Integral Laderas Occidentales de 
Barranquilla, 2015, p. 17).

Concertados y definidos 
muchos criterios, finalmente 
se obtuvo un trabajo bien fun-
damentado propuesto para 
ejecutar durante 16 años que 
corresponden a cuatro períodos 
de la administración local, al cual 
había que asegurarle nacimiento 
en la vida jurídica mediante otro 
instrumento legal que lo adop-
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tara. Para ello, se expidió el De-
creto 0959 de diciembre de 2015 
«por medio del cual se adopta 
el plan de manejo integral de la-
deras de barranquilla y se dictan 
otras disposiciones».

A partir del primero de 
enero de 2016 inició en Co-
lombia un nuevo período 
constitucional para alcaldes 
y gobernadores por lo que, 
cumplida la parte de formu-
lación y adopción del plan de 
manejo integral de las laderas 
de Barranquilla, al actual man-
datario local le compete el 
iniciar su ejecución mediante 
la incorporación en el Plan de 
Desarrollo Distrital 2016-2019.

A modo de conclusión, 
puede decirse que este ejerci-
cio deja buenas reflexiones: 1) 
el proceso no fue objeto de 
una cuantiosa contratación; 
2) las entidades necesariamen-
te deben  construir su propia 
gobernanza interior a partir 
del respeto y la validación de la 
experiencia y el conocimiento 
profesional específico del re-
curso humano; 3) trabajando 
con el ciento por ciento de 
responsabilidad, perseverancia 
y gota a gota se podrá horadar 
la piedra de la voluntad políti-
ca ya que, finalmente, esta tie-
ne que ceder a los intereses ge-
nerales en cuanto al riesgo de 
desastres se refiere, y porque al 
fin y al cabo frente al desastre 
la naturaleza no discrimina;  4) 
debido al resultado positivo 
y exitoso de esta experiencia 
vale la pena que el ejercicio 
se replique, de hecho, actual-
mente en la administración se 
está trabajando la misma me-
todología para la construcción 
del Plan Distrital de Gestión 
del Riesgo; 5) participar en la 
gestación y materialización de 
estos procesos ha sido satisfac-
torio, compartir la experiencia 
a través del presente artículo 
es muy gratificante.

El regreso de La Niña

El país se prepara para la inmi-
nente llegada del fenómeno 
climático de La Niña a partir de 
septiembre. La situación de de-
sastre decretada en el país con 
ocasión de la fuerte temporada 
de lluvias presentada durante 
2010-2011 dejó duras leccio-
nes registradas en el trabajo de 
investigación ordenado por el 
Gobierno nacional, a través del 
Fondo Nacional de Gestión del 
Riesgo de Desastres a Fedesa-
rrollo, contenido en el libro Eva-
luación de los programas para 
la atención del fenómeno de La 
Niña 2010-2011 (2013), en el cual, 
como evidencia del diagnóstico 
de la situación de la población 
antes de la intervención del 
fondo a través de la subcuenta 
Colombia Humanitaria, quedó 
consignado: 

La vulnerabilidad de la ma-
yoría de las poblaciones, tras el 
paso del Fenómeno de la Niña, 
llegó a un nivel extremo: la pér-
dida de bienes materiales fue 
absoluta; el único acceso que te-
nían a ropa, habitación y alimen-
tación era el que recibían de la 
ayuda humanitaria. [En cuanto a 
la] Inestabilidad política y social 
(…) era imposible que el poco 
personal con el que contaban 
algunos municipios pudiera 
responder a una eventualidad 
como la ocurrida (p. 4).

Bajo estas circunstancias 
quedó al desnudo la situación 
de vulnerabilidad de los asen-
tamientos humanos forma-
les e informales en zonas de 
amenaza de inundación y/o 
movimientos en masa, como 
el caso de la gran ladera de 
Barranquilla. De igual modo se 
evidenció la pobre infraestruc-
tura vial que tenía el país. 

Durante la ola invernal 
2010-2011 el sgc detectó 65 

zonas de deslizamientos acti-
vos en la ladera, debido a que 
para ese tiempo se encontraba 
en plena ejecución el estudio 
de zonificación de la amenaza. 
Esto permitió una oportuna e 
inmediata respuesta por parte 
de las autoridades locales de 
gestión del riesgo del momento, 
que amparadas en la normativa 
contenida en el Decreto Legis-
lativo 4674 de 2010 ordenaron 
evacuación preventiva de varias 
zonas. Así mismo, se dio aviso a 
empresas prestadoras de servi-
cios públicos domiciliarios para 
activar planes de contingencia, 
sobre todo a las de redes de ga-
soducto. Un punto a favor para 
la ciudad es que, hasta la fecha, 
no se ha registrado ni una pérdi-
da de vida humana por causa de 
deslizamientos por movimien-
tos en masa. 

La ciudad ya cuenta con 
una larga historia por el compli-
cado escenario de movimientos 
en masa. Como cualquier pa-
ciente de psicoanálisis en proce-
so de negación, no le queda más 
remedio que aceptar la realidad 
de su enfermedad. A partir de la 
formulación del Plan de Manejo 
Integral   Laderas Occidentales 
de Barranquilla, que acoge las 
disposiciones legales que en ma-

teria de gestión del riesgo regula 
la Ley 1523/2012, se debe escribir 
una nueva historia que revierta 
los resultados manifestados en 
la ola invernal 2010-2011, pro-
ducto de fallas institucionales 
por errónea consideración a las 
restricciones y condiciones que 
podía ofrecer el terreno. 

El regreso de La Niña 
representa todo un reto en 
materia de gobernabilidad y 
gobernanza para todos, pues 
«los desastres no son eventos 
de la naturaleza perse, sino el 
resultado de la aplicación de 
estilos o modelos inapropiados 
de desarrollo que no conside-
ran la interrelación sociedad-
naturaleza, y se manifiestan en 
condiciones de vulnerabilidad 
creciente» (Banco Mundial, 
2012, p. 3). 

Sin el fortalecimiento de 
estos atributos no podemos 
pretender tampoco acercar 
gestión del riesgo y adaptación 
al cambio climático, teniendo 
en cuenta que «una política de 
gestión del riesgo exige acciones 
de carácter integral con los fe-
nómenos del cambio climático 
y sus estrategias de adaptación, 
vinculadas al ámbito sectorial y 
territorial» (ibíd. pp. 75-76), por 
lo que solo a partir de la ade-

«La vulnerabilidad de la mayoría de las poblaciones, tras el paso del Fenómeno de la Niña 
[años 2010-2011], llegó a un nivel extremo: la pérdida de bienes materiales fue absoluta; el 
único acceso que tenían a ropa, habitación y alimentación era el que recibían de la ayuda 
humanitaria». Evaluación de los programas para la atención del fenómeno de La Niña 2010-
2011 (2013) 
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cuada armonización de estos dos grandes 
componentes, gestión del riesgo y cambio 
climático, será posible la planificación soste-
nible del territorio encaminada a la protec-
ción de las futuras generaciones.  

A pesar de la situación complicada del 
desastre, el país avanzó con el marco legal 
contenido en la Ley 1523/2013, con su en-
foque de:

(…) gestión por procesos, que permi-
te implementar la gestión en un sentido 
transversal, e incluye así competencias y 
actividades que otrora estaban separadas 
y enclaustradas en cada entidad. Además, 
el enfoque por procesos es la herramienta 
metodológica más adecuada al proceso 
que empieza por el conocimiento del riesgo, 
continúa como reducción del riesgo y even-
tualmente se concreta en el manejo del de-
sastre (Ley Sistema Nacional de Gestión del 
Riesgo, 2012, p. 10). 

Adicionalmente, la transversalidad 
también posibilita la construcción de 
gobernanza, pues estos procesos al inte-
rior de las entidades oficiales privilegian 
la gobernanza como un mecanismo de 
interrelación entre diferentes niveles, que 
configuran un nuevo esquema orientado 
hacia la consolidación de  un proceso so-

cial convencido de la importancia de ges-
tionar el riesgo otorgando papeles vitales 
a los actores no estatales, y fortaleciendo 
redes con capacidades para emprender 
acciones efectivas y tomar decisiones en 
pro del bienestar común.

Pretendemos creer que las lecciones 
están aprendidas y que hay historias que 
no se deben repetir. Sin embargo, la expe-
riencia de La Niña 2010-2011 aún no está 
del todo superada, sabemos que el tiempo 
marcha a una gran velocidad y las gestiones 
públicas jamás van parejas al paso del tiem-
po. Las alarmas están encendidas en el sur 
del Atlántico, los deslizamientos en la ladera 
de Barranquilla se activan enormemente al 
contacto con el agua, y la tierra continuará 
moviéndose. De cualquier modo, los nive-
les de responsabilidad aumentan, se sien-
te activa la participación de los diferentes 
niveles del gobierno local en el asunto, y 
finalmente va calando el principio de res-
ponsabilidad.

Ciento por ciento responsables

Hoy por hoy, en Colombia la responsabi-
lidad en materia de gestión del riesgo es 
una exigencia legal. Más allá de esto, con-
sideramos que con relación al tema debe 
haber un sentido del ciento por ciento 

de responsabilidad, entendido como el 
criterio subjetivo determinante de la sus-
tentabilidad de la especie humana, del 
planeta y todas las formas de vida que lo 
habitan. 

Ciento por ciento de responsabilidad 
sumado a la gobernanza, debe generar un 
nuevo diálogo social de autorregulación, 
cooperación, solidaridad y consenso por el 
respeto a los dictados de la naturaleza, que 
posibilite los medios instrumentales para 
lograr la coexistencia de todos en un mun-
do con mayor justicia territorial, en el que 
existan acuerdos equitativos entre la plura-
lidad de intereses sociales y económicos, y 
donde las dinámicas de los cambios sean 
más benignas frente a la existencia humana. 
En un mundo donde en palabras del filóso-
fo George Steiner:

El dinero nunca ha gritado tan alto 
como ahora. El olor del dinero nos sofoca, y 
eso no tiene nada que ver con el capitalismo 
o el marxismo. Cuando yo estudiaba la gente 
quería ser miembro del Parlamento, funcio-
nario público, profesor… hoy incluso el niño 
huele el dinero, y el único objetivo ya parece 
que es ser rico. Y a eso se suma el enorme 
desdén de los políticos hacia aquellos que 
no tienen dinero. Para ellos, solo somos unos 
pobres idiotas. Y eso Karl Marx  lo vio con 
mucha anticipación. En cambio, ni Freud ni 
el psicoanálisis, con toda su capacidad de 
análisis de los caracteres patológicos, supie-
ron comprender nada de todo esto (Steiner, 
2016).
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desarrollo.  

 - Steiner, G. (1 de Julio de 2016). Estamos ma-
tando los sueños de nuestros niños. (H. Bor-
ja, entrevistador) El País de España.

«El regreso de La Niña representa todo un reto en materia de gobernabilidad y gobernanza para todos, pues "los desastres 
no son eventos de la naturaleza perse, sino el resultado de la aplicación de estilos o modelos inapropiados de desarrollo que 
no consideran la interrelación sociedad-naturaleza, y se manifiestan en condiciones de vulnerabilidad creciente"» (Banco 
Mundial, 2012, P. 3). 
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¿Vemos todo lo que se puede venir abajo?
Nancy Velásquez Osorio1

La inestabilidad de taludes tanto su-
periores como inferiores de algunas 
carreteras nacionales es una dificultad 
que enfrenta el sector transporte para 
garantizar el tránsito seguro en los co-
rredores viales. Esta situación se resalta 
en las vías de la red nacional que fue-
ron trazadas desde la época prehispá-
nica, y han sido ampliadas, corregidas, 
mantenidas, proyectadas y recorridas 
hasta hoy.

Al presentarse un evento de remo-
ción en masa por un detonante como lo 
es la lluvia, se interrumpe el tránsito del 
corredor vial. Ante ello, el Estado tiene la 
función de restablecer el paso en el me-
nor tiempo posible y su operación nor-
mal, mediante la activación de procesos 
de atención de la emergencia. El Instituto 
Nacional de Vías (Invias) cuenta con una 
estructura emergente, con un conjunto 
de procesos, protocolos y equipos hu-
manos y de equipamientos que se acti-
van ante el incidente, además de aquellos 
que de manera proactiva existen para la 
prevención. 

La atención de un evento conlleva 
riesgos para quienes la ejecutan, de ma-
nera que la situación de peligro aumen-
ta en razón a las condiciones de inesta-
bilidad que suponen una amenaza para 
quienes entren en la zona de impacto. 
Por ello, la primera persona que respon-
de es quien más se ve comprometida, 
incluso, muy a pesar de las medidas de 
seguridad que sean tomadas, en algu-
nos procesos de atención y/o durante 
la rehabilitación, se pueden presentar 
afectaciones a personas, la pérdida de 
vidas de operarios dedicados a estas 
labores y, en otras circunstancias, de 
usuarios o transportadores que actúan 
como primer respondiente, lo que ter-
mina por aumentar el impacto negativo 
del evento.

1    Ingeniera civil de la Universidad del Quindío, especialista 
en gerencia para ingenieros de la Universidad Pontificia Bolivaria-
na de Medellín, candidata a Msc Gestión del Riesgo  y Desarrollo  
de la Escuela de Ingenieros Militares, Bogotá D. C., Colombia.  Co-
rreo electrónico: navegando_nave07@yahoo.es

El dibujo ilustra el riesgo de una segunda remoción en 
masa en una vía de la red nacional. Dibujo elaborado por 
Julián Velásquez Osorio. Cortesía de Nancy Velásquez 
Osorio
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Estudiar los eventos y su manejo per-
miten el avance en la práctica de la gestión 
del riesgo de desastres; así, acontecimientos 

como los ocurridos en el caso de la vía Quib-
dó - Medellín en el Kilómetro 112+0900 
sitio conocido como La Mansa, y en el ki-
lómetro 20 de la misma vía, son útiles para 
comprender las cadenas causales y mejorar 
prácticas. Sin embargo es necesario resaltar 
que ante la complejidad de los eventos, la 
urgencia del rescate y la incertidumbre del 
comportamiento de los elementos implica-
dos, siempre se generan riesgos.

En definitiva, algunos eventos adver-
sos generan pérdida de vidas, de maqui-
naria y de ecosistemas. El dibujo indica dos 
huellas en la ladera: la primera marcada 
con estacas y cuya observación posibilita 
la realización de acciones de prevención 
tales como cierres parciales de la vía —lo 
que seguramente podría evitar pérdida de 
vidas y de bienes—, y la segunda huella, 

Deslizamiento de tierra en el kilómetro 20 vía Medellín – Quibdó, 9 de junio de 2016.
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ubicada unos metros más arriba, pronos-
tica una nueva remoción de material sin 
indicaciones del tiempo en que puede 
ocurrir el desprendimiento, incertidumbre 
que podría desencadenarse incluso duran-
te las operaciones de rescate de un primer 
derrumbe; además, esta situación no pue-
de ser observable desde la carretera, dado 
que hay puntos de avistamiento, incluso 
subterráneos y, por ende, ocultos a la vista.

Estamos ante el panorama de una 
dificultad a la que se enfrenta el sector de 
transporte por la inestabilidad de los talu-
des y cuyos impactos serían cada vez más 
recurrentes dada la vulnerabilidad de la red 
vial nacional, ante el incremento de su ex-
posición por el aumento de la pluviosidad 
en algunas regiones del país, de acuerdo 
con los pronósticos del Instituto de Hidro-
logía, Meteorología y Estudios Ambientales 
de Colombia (Ideam). Esta circunstancia se 

atribuye al cambio climático y a la variabi-
lidad climática, cuya ocurrencia podría ser 
incrementada por la presencia del fenóme-
no de La Niña que en su última manifesta-
ción impactó severamente al sector trans-
porte durante los años 2010-2011. 

Existen circunstancias observables des-
de la óptica de la gestión del riesgo en un 
evento de este tipo. Lo primero es que las 
emergencias, en la red vial nacional, son vi-
sualizadas como una necesidad de devolver 
el tránsito en el menor tiempo posible, inte-
rés no solo institucional sino también de los 
usuarios y transportadores que requieren 
reactivar sus actividades sin demora. Ello 
origina exposiciones adicionales al evento, 
teniendo en cuenta además que allí, en 
ocasiones, la presencia de las autoridades 
para evitar el tránsito no es bien recibida.

Hay consecuencias que se generan 
a partir de lo que no vemos, que a su vez 

resultan difíciles de  determinar en el mo-
mento. Emergencias como la ocurrida en el 
kilómetro 20 de la vía Medellín – Quibdó el 
día 9 de junio de 2016, en donde en un se-
gundo deslizamiento se presentan víctimas 
mortales dentro de los que se encontraban 
quienes atendían un primer deslizamiento 
al ser sorprendidos por un nuevo alud de 
tierra, ejemplifican estos obstáculos.

Todo ello indica que a partir del co-
nocimiento de las amenazas y vulnerabi-
lidades existentes es posible incrementar 
las capacidades estatales para actuar 
preventivamente. Además, si bien la mi-
tigación sobre las causas que originan el 
evento son claves, la experiencia institu-
cional para generar respuestas adecuadas 
a las nuevas emergencias debe constituir-
se en una praxis de gestión del conoci-
miento de los involucrados, en este caso 
en la infraestructura vial. 

Reflexiones de la relación: ambiente – 
sociedad - políticas públicas y gestión del 
riesgo
Andrés Páez Ramírez

Las capacidades básicas para que el ser hu-
mano pueda desarrollarse son: tener una 
vida larga y saludable, disponer de educa-
ción y tener acceso a los recursos necesa-
rios para disfrutar de un nivel de vida digno. 
Otras capacidades incluyen la participación 
en la vida comunitaria y en la política de 
la sociedad (pnud, 2005). La revolución 
industrial produjo el advenimiento de tec-
nologías poderosas capaces de alterar de 
manera rápida y radical el entorno físico y 
socioeconómico, de igual manera la capa-
cidad tecnológica para transformar masiva-
mente la naturaleza vino acompañada por 
una fuerza socioeconómica igualmente po-
derosa: la empresa privada (Jacobs, 1995). 

Entre tanto, la globalización se ha 
caracterizado por enormes avances en 
el campo de la tecnología, el comercio 
y las inversiones, así como por un im-
presionante aumento de la prosperidad 
de algunos individuos. En tal proceso, el 

progreso en el desarrollo humano ha sido 
menos importante y gran parte de los 
países más pobres han quedado a la zaga. 
Las ya marcadas diferencias en desarro-
llo humano entre ricos y pobres van en 

aumento. Es cierto que el desarrollo tec-
nológico que ha tenido la humanidad ha 
sido de grandes connotaciones, en cuan-
to a mejorar la calidad de vida de todas 
las personas que habitan el planeta, pero 

«(...) algunos autores como Crutzen (2008) indican que nos encontramos en el periodo Antropoceno, momento de la historia 
terrestre desde el que las actividades humanas han tenido un impacto global negativo significativo sobre los ecosistemas 
terrestres (siglo XVIII). En la imagen el río Cauca, Valle del Cauca, municipio de Santiago de Cali, corregimiento Hormiguero.
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ese desarrollo tecnológico y la 
inequidad en la distribución 
son dos factores que han im-
pulsado al planeta a una degra-
dación ambiental (Field, 2006). 
Enrique Leff propone que para 
tener un conocimiento de la 
relación hombre - naturaleza 
hay que tener en cuenta tres 
tipos de razones (ambientales, 
utilitarias y sociales) ligadas al 
materialismo histórico, para 
así entender la profundidad 
entre ecología y antropología 
(Cervantes, R. & Fernández, A. 
2004). 

El conocimiento occidental 
se ha construido sobre la base de 
que la naturaleza no hace parte 
integral del hombre, sino que 
está para el servicio del mismo, 
para que este satisfaga las necesi-
dades físicas y de alguna manera 
también las espirituales. De esta 
concepción errónea y antropo-
centrista surge con el correr de 
los siglos, y en especial a finales 
del siglo xx, la mayor crisis am-
biental que haya enfrentado la 
humanidad, donde gran parte 
de esta (crisis socioambiental) 
pudo haberse evitado si los go-
biernos del mundo, desde ini-
cios de los años 70, hubieran de-
sarrollado y acogido dentro de 
las políticas de Estado la gestión 
del riesgo.

De lo anterior, algunos 
autores como Crutzen (2008) 
indican que nos encontramos 
en el periodo Antropoceno, 
momento de la historia terres-
tre desde el que las actividades 
humanas han tenido un im-
pacto global negativo signifi-
cativo sobre los ecosistemas 
terrestres (siglo xviii).

El acentuado deterioro 
ambiental se evidencia en pro-
blemas tan graves como: (i) el 
cambio climático, (ii) el efecto 
invernadero, (iii) la explosión 
demográfica, (iv) el desequilibrio 
de las cadenas tróficas, (v) el des-
balance y deterioro de los ecosis-

temas (terrestres y marinos), (vi) 
la acidificación de los océanos, 
(vii) la crisis alimentaria y (viii) el 
recurso hídrico. 

La calamidad nacional 
del fenómeno de La Niña

En conexidad con lo anterior-
mente señalado, al bajar de 
escala a nivel país (Colombia), 
se encuentra que este y su 
población fueron víctimas del 
fenómeno de La Niña1 acon-
tecido entre los años 2010 – 
2011 el cual dejó, de acuerdo 
a investigaciones del Banco 
Interamericano de Desarrollo 
- bid y la Comisión Económica 
para América Latina y el Cari-
be - Cepal (2012), un total de 
3.219.239 personas damnifica-
das; entre la población de los 
departamentos más afectados 
se tienen: Chocó, Magdalena, 
Bolívar, Cauca, Sucre, Córdoba, 
La Guajira y Cesar. 

Debido a dicho fenómeno 
natural el país tuvo pérdidas 
por un valor de $11.2 billo-
nes de pesos (Ministerio de 
Medio Ambiente y Desarrollo 
Sostenible, s.f.). De lo anterior, 
se puede indicar que la crisis 
humanitaria y económica que 
generó no solo estuvo deter-
minada por la naturaleza mis-
ma del fenómeno, a ello habría 
que sumarle la inexistencia de 
una normativa específicamen-
te dirigida a la temática refe-
rente a la gestión del riesgo, 
que para la fecha (años 2010 
– 2011) el país carecía. 

A su vez, es de anotar la 
ejecución de políticas inapro-
piadas y la aplicación ineficien-
te en las formas de gestión y 
administración de los recursos 

1  «La Administración Nacional Oceánica 
y Atmosférica de Estados Unidos – NOAA, por 
su sigla en inglés) ha calificado el fenómeno de la 
Niña para el periodo julio-agosto 2010 a marzo-
abril 2011 en categoría fuerte, lo cual lo ubica 
entre los seis eventos más importantes de este 
tipo desde 1950 (…)» (BID & Cepal, 2012).

naturales2 del país por par-
te del Gobierno central, por 
más de cinco décadas. En este 
tiempo, se fueron abriendo 
de manera gradual puertas de 
amplio espectro e intensidad, 
con motores de cambio que 
determinan hoy día una fuerte 
transformación de los paisajes 
(ecosistemas), y con esto, un 
cambio negativo sobre la es-
tructura, función y dinámica 
de los mismos, lo cual conlleva 
a que el país haya perdido gran 
parte de los servicios ambien-
tales (provisión, regulación y 
soporte) que estos (paisajes) 
proveen,3 afectando de mane-

2  «En Colombia de los 311 ecosistemas 
continentales y costeros existentes, el ecosistema 
continental de mayor área es el Bosque natural 
del Zonobioma húmedo tropical de la Amazo-
nía – Orinoquia con 29’388.782 ha, seguido por 
los Herbazales del peinobioma de la Amazonía – 
Orinoquia (6’972.311 ha), Bosques naturales del 
litobioma de la Amazonía - Orinoquia (6.545.016 
ha), Bosques naturales del helobioma de la Ama-
zonía – Orinoquia (6.167.279 ha) y Bosques natu-
rales del orobioma bajo de los Andes (5.188.863 
ha)» (Instituto de Hidrología, Meteorología y 
Estudios Ambientales de Colombia – Ideam, 
Ministerio  de Ambiente, Vivienda y Desarrollo 
Territorial – MAVDT, et al. 2007).

3  Ver Estado de los recursos naturales y del 
ambiente de la Contraloría General de la Re-
pública (2007 – 2008) y los documentos de la 
Procuraduría General de la Nación: Ordenación 
de cuencas hidrográficas (2007), Situación de 
los Páramos en Colombia frente a la actividades 
antrópicas y el cambio climático (2008), Páramos 
para la vida (2009), Bosques nacionales: soporte 
de diversidad biológica y cultural (2010), Inven-
tario nacional de áreas protegidas de Colombia 
(2010), Gestión del cambio climático en Colom-
bia: Sistema Nacional Ambiental- Sina (2011) 
y  Río Cauca: situacion actual, acciones para su 
recuperacion y proteccion por parte de las gober-
naciones y corporaciones autónomas regionales 
(2015).

En la imagen departamento de Boyacá, municipio de Rondón.
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ra directa a la población y es-
pecialmente a los grupos so-
ciales de bajos recursos econó-
micos, a saber: (i) campesinos, 
(ii) comunidades indígenas y 
(iii) negritudes.

Solo posterior a la calami-
dad nacional que supuso La 
Niña (2010 - 2011) para el país, 
en abril del 2012, el Congreso de 
la República expidió la Ley 1523 
de 2012 «Por la cual se adopta la 
Política Nacional de Gestión del 
Riesgo de Desastres y se Estable-
ce el Sistema Nacional de Ges-
tión del Riesgo de Desastres y se 
dictan otras disposiciones». Esta 
ley en el artículo 1, parágrafo 1, 
determina que: 

(…) La gestión del riesgo 
se constituye en una política de 
desarrollo indispensable para 
asegurar la sostenibilidad, la se-
guridad territorial, los derechos 
e intereses colectivos, mejorar la 
calidad de vida de las poblacio-
nes y las comunidades en riesgo 
(Congreso de la República, 2012).

Aunado a lo anterior, la 
Ley 1450 de 2011, señaló que en 
lo que se refiere a la gestión del 
riesgo, se implementará una 
política que promueva un cam-
bio de cultura encaminado a 
la gestión preventiva y a tomar 
medidas que permitan anticipar 
y enfrentar los efectos adversos 
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de los fenómenos de variabilidad y cambio 
climático. En este sentido, se desarrollará 
una estrategia sectorial de adaptación al 
cambio climático, en la que se identifiquen 
las amenazas, vulnerabilidades y medidas de 
adaptación que deban ser implementadas 
(Congreso de la República, 2011; Procuradu-
ría General de la Nación, 2012).

Así mismo indicaba:

(…) el ajuste a los Planes de Ordena-
miento Territorial (pot) para la incorpora-
ción de la gestión del riesgo, los procesos 
de reasentamiento identificados para la 
atención de la población afectada por la ola 
invernal 2010/2011, así como la ubicada en 
zonas de alto riesgo no mitigable y aplicar 
instrumentos de control urbano (pgn, 2012, 
pág. 11).

Entre tanto, la Ley 1753 de 2015, en el 
artículo 155, señala la inclusión del Fondo 
de Adaptación en el Sistema Nacional de 
Gestión del Riesgo de Desastres (sngrd) 
en términos de la Ley 1523 de 2012, hecho 
relevante en el marco de la estructuración 
y ejecución de proyectos relacionados con 
la reducción del riesgo frente a desastres y 
la adaptación al cambio climático. 

Como es posible observar, en teoría el 
país se ha venido preparando desde el año 

2012 en la estructuración del sngrd de cara 
a prevenir y mitigar otros posibles efectos 
de un evento como el fenómeno de La 
Niña ocurrido entre los años 2010 – 2011. 

Así las cosas, dada la experiencia que 
dejó el fenómeno en el país, y consecuen-
te con ello, los ajustes realizados por el 
Gobierno nacional de cara a la promulga-
ción y ejecución de la Ley 1523 de 2012, 
se esperaría que ante un próximo even-
to la nación y las instituciones estén en 
la capacidad administrativa y económica 
de enfrentarlo, minimizando al máximo 
los desastres que pudiesen ocurrir y los 
damnificados que se tuvieren.

Si bien el país no debe oponerse al 
desarrollo, es necesaria la reformulación o 
creación de nuevas políticas publicas inte-
grales que coexistan con las Leyes 1523 de 
2012 y 388 de 1997, políticas que no res-
pondan solamente al plano económico, 
sino que tengan en cuenta lo ambiental 
y social, como una prioridad de Estado, 
máxime si los ecosistemas son la base de la 
economía nacional y el soporte del bienes-
tar humano.
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Línea de acción y proyecto marco enfocados 
a la docencia e investigación de la gestión 
del riesgo en Bolonia, Usme
Blanca Elvira Oviedo Torres MSc1

Carlos Eduardo Rodríguez Pineda 
PhD2

 
El Programa Social Prosofi, de la Pon-

tificia Universidad Javeriana, ha venido 

1  Ingeniera de sistemas, master science en geociencias – 
meteorología. Coordinadora del Programa Social Prosofi. Docen-
te de la Facultad de Ingeniería, Pontificia Universidad Javeriana. 
E-mail: b.oviedo@javeriana.edu.co

2  Ingeniero civil, magister en geotecnia, PhD en ingeniería 
civil. Profesor asociado del Departamento de Ingeniería Civil, 
Pontificia Universidad Javeriana. E-mail: crodriguezp@javeriana.
edu.co

trabajando en el sector de Bolonia, lo-
calidad de Usme, Bogotá d. c., desde el 
año 2010, por medio de proyectos acadé-
micos que aportan a procesos gestados 
desde la comunidad. El marco de los pro-
yectos planteados entre los años 2010 y 
el 2015, se da en seis líneas de acción defi-
nidas conjuntamente con la comunidad 
por medio de procesos participativos.  
Iniciando el año 2015, la comunidad hace 
evidente la necesidad de definir proyec-
tos enfocados en la gestión del riesgo, lo 

que motiva a la creación de una séptima 
línea de acción. 

La nueva línea de acción, denomina-
da Gestión Integral del Riesgo, da paso a 
la formulación de actividades centradas 
en la evaluación de amenazas naturales, 
en el análisis de vulnerabilidad física y 
social, así como en la definición de pro-
yectos más robustos que incluyan diag-
nósticos de vulnerabilidad y estrategias 
de mitigación.  Se incluyen entre las es-
trategias de mitigación capacitaciones y 
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formación de la comunidad en temas de 
autoconstrucción y de instalaciones eléc-
tricas básicas.

Las actividades enmarcadas en esta 
línea de acción se adelantan como parte 
de diferentes asignaturas de los progra-
mas de Ingeniería Civil y Arquitectura, 
principalmente, así como en el desarrollo 
de tesis de Maestría en Ingeniería Civil, Es-
tudios Ambientales y Salud Pública.

Este artículo presenta los antece-
dentes académicos que dan lugar a la 
formulación de la línea de acción para 
Prosofi, Gestión Integral del Riesgo, y el 
enfoque metodológico desde el cual se 
está formulando la evaluación del riesgo. 
Así mismo, se describen los alcances y los 
resultados de las actividades que se han 
venido desarrollando bajo la sombrilla de 
esta nueva línea, en el sector de Bolonia, 
en donde la participación de la comuni-
dad ha sido de gran importancia para la 
formulación y desarrollo de estrategias de 
mitigación.

Introducción

La Facultad de Ingeniería coordina el Pro-
grama Social Prosofi, Sabiduría al Benefi-
cio de la Comunidad, el cual busca, por 
medio de proyectos académicos, forta-
lecer y/o crear capacidades en comuni-
dades que permitan generar y sostener 
procesos de desarrollo autogestionados 
(Prosofi, 2014).  

En el año 2010 Prosofi inició activida-
des con comunidades, definió la estruc-
tura organizacional y estableció su plan 
estratégico. Entre los objetivos misionales 
promulgados se encuentra el fortaleci-
miento de la proyección de la universi-
dad hacia la sociedad; generación de es-
pacios de interdisciplinariedad e interins-
titucionalidad; apoyo al enfoque social de 
la academia en docencia, investigación y 
servicio; y por último, acompañar y forta-
lecer comunidades.

Prosofi trabaja articuladamente con 
carreras de varias facultades de la Ponti-
ficia Universidad Javeriana estructurando 
proyectos enmarcados en líneas de ac-
ción que se construyen con la comuni-
dad de un territorio específico mediante 
la aplicación de técnicas de las ciencias 
sociales como lo son la investigación-par-

ticipación-acción y la planeación pros-
pectiva (Oviedo-Torres & Pérez, 2015). 

El territorio seleccionado por Prosofi 
para actuar desde la academia es el sec-
tor de Bolonia, en la unidad de planea-
ción zonal Gran Yomasa de la localidad 
de Usme. Las líneas de acción (Sandra 
Méndez, 2010), construidas en el año 
2010 (ver gráfico 1) con la participación 
de habitantes de 13 de los 16 barrios que 
en ese momento comprendían el sector 
Bolonia.

La universidad aportó a las líneas de 
acción desde sus funciones sustantivas y 
el voluntariado e, igualmente, encontró 
un espacio para la labor social como apo-
yo y complemento de las actividades y 
proyectos desarrollados en el programa.

Así mismo, este se fundamentó en 
cuatro principios, a saber: i) docencia, 
investigación y servicio; ii) responsabili-
dad social universitaria y empresarial; iii) 
interdisciplinariedad e interinstitucionali-
dad, y iv) sostenibilidad y gestión social 
participativa. 

El objetivo principal, relacionado con 
el cuarto principio, fue promover el inte-
rés de desarrollo y productividad de los 
individuos que, debido a los esquemas 
culturales y a la política pública asisten-
cialista, basaban sus ingresos en subsidios 
y ayudas otorgadas por instituciones, en 
un marco de no estigmatización de la 
población, así como en la inclusión social 
que se opone a la marginalización de las 
personas.

Como estrategia coherente, la es-
tructuración de las líneas temáticas de 
acción del programa fue el resultado del 

Gráfico 1. Líneas de acción de Prosofi para el sector Bolonia, Usme 

Fuente: Sandra Méndez, 2010

trabajo con pobladores de los barrios 
que se vincularon en la primera fase de 
implementación, durante el año 2010. 
Algunos de estos barrios fueron: Rosal 
Mirador, San Andrés Alto, La Esperanza 
Sur, Bulevar Sur, Compostela I, Compos-
tela II,  Compostela III, Sierra Morena y El 
Bosque.

Desde el año 2010 se han estructura-
do diferentes proyectos que responden a 
las líneas de acción y, por ende, a las pro-
blemáticas definidas por la comunidad 
del sector Bolonia.  Las líneas de acción 
1, 2 y 6, que se observan en la gráfica 1, 
son las que más desarrollo han tenido 
puesto que, por su misma naturaleza, han 
permitido la realización de acciones, ac-
tividades y proyectos que generan capa-
cidades en las personas, organizaciones y 
microempresas de los barrios del sector. 
De manera especial, el acompañamien-
to en los espacios de participación y la 
asesoría permanente a representantes de 
los barrios, ha promovido la autogestión 
ante las instituciones públicas y privadas 
así como la consolidación de tejido social 
en torno a las juntas de acción comunal y 
líderes de los barrios que hacen parte del 
territorio Bolonia.

La forma en la que puede participar-
se en los proyectos constituidos, dentro 
de las líneas de acción, es a través de la 
docencia, la investigación y la extensión 
como, por ejemplo, la prestación de un 
servicio o realización de cursos no forma-
les, y el voluntariado. Es así como docen-
tes y estudiantes de diez facultades de la 
universidad se han vinculado a los pro-
yectos de Prosofi, desde asignaturas, gru-
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pos de investigación, trabajos 
de grado o por interés personal, 
permitiendo que la academia 
permee la sociedad de manera 
pertinente y brinde soluciones 
a problemáticas reales y senti-
das por la comunidad.

La selección del territorio 
de intervención, el diagnóstico 
participativo con la comuni-
dad, la creación de las líneas de 
acción, la gestión de proyectos, 
la gestión social y la evaluación 
del programa hacen parte del 
modelo que Prosofi propone 
para que la universidad llegue 
de manera oportuna y perti-
nente a las comunidades. 

Con la gestión social que 
se realiza desde el programa, 
parte fundamental del modelo 
Prosofi y que permite la operati-
vidad de los procesos de inves-
tigación-acción-participación, 
los pobladores del territorio se 
encuentran en permanente co-
municación con el equipo so-
cial de Prosofi, que diariamente 
recogen percepciones, necesi-
dades y problemáticas expues-
tas por la comunidad, a partir 
de las cuales se estructuran los 
proyectos. Esta comunicación 
se garantiza por medio de diá-
logos individuales y por aque-
llos que surgen en espacios de 
participación ciudadana como 
la Mesa Territorial de Bolonia, 
la Comisión Ambiental Local, 

la Mesa Basura Cero, el Con-
sejo de Sabios y el Comité Lo-
cal para Política Pública, entre 
otros. 

Entre las temáticas ex-
puestas por los pobladores se 
encuentran de manera recu-
rrente aquellas relacionadas 
con la gestión del riesgo, en 
especial con el conocimiento, 
a través de la identificación 
de amenazas y la evaluación 
de la vulnerabilidad física y so-
cial, dado que la población se 
encuentra ubicada en zonas 
de deslizamientos, el territo-
rio está cruzado por varias 
quebradas y las unidades de 
vivienda no han sido construi-
das conforme a normas de sis-
mo resistencia. 

Es así como a partir del 
acompañamiento permanente 
a la comunidad, se detectó que 
era necesario definir una sép-
tima línea de acción que aco-
giera los proyectos de Gestión 
Integral del Riesgo tales como 
la evaluación de amenazas na-
turales, el análisis de vulnerabi-
lidad física y social, estrategias 
de mitigación dirigidas a me-
jorar la calidad de la vivienda, 
capacitaciones, entre otros.

Materiales y métodos

La línea de acción de Gestión 
Integral del Riesgo nace de la 

expresión de las necesidades 
sentidas por la comunidad del 
sector Bolonia, entre las cuales 
se encuentran:

a. Interés por el conocimien-
to del riesgo según las amena-
zas presentes en el territorio; 
amenazas frente a las cuales el 
territorio es vulnerable en al-
guna medida.
b. Necesidad de definir es-
quemas de prevención del 
riesgo, principalmente por 
las amenazas asociadas con 
remociones en masa, inunda-
ciones, incendios forestales e 
inseguridad.
c. Disposición comunitaria 
por incrementar su capaci-
dad de respuesta para atender 
emergencias.  
d. Cuantificar la vulnerabi-
lidad social de la población 
marginada, como resultado de 
la gestión social realizada por 
Prosofi en el territorio.

La figura 1 permite ilustrar 
las características predomi-
nantes del sector Bolonia en 
Usme.

Como experiencias previas 
a la definición de esta séptima 
línea de acción enfocada a la 
gestión integral del riesgo, se 
han trabajado los siguientes 
proyectos: vivienda digna, re-
cuperación de quebradas, dise-

Figura 1. Fotografías del sector Bolonia
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ños participativos, escuela se-
gura, formación en autocons-
trucción y estudios de riesgo 
por deslizamientos.

Proyecto vivienda digna. 
Se creó en el año 2010 como 
parte de la línea de acción «2. 
Espacio Público, Vivienda y 
Equipamiento Comunitario», 
y como resultado de las sesio-
nes de planeación prospectiva 
participativa realizadas con 
la comunidad. Así, diferentes 
grupos manifestaron que, de 
manera recurrente, la calidad y 
la legalidad de las viviendas era 
una problemática que se pre-
sentaba en todos los barrios. El 
objetivo del proyecto era brin-
dar asesoría técnica en aspec-
tos asociados con la vivienda 
que incidían en el mejoramien-
to de la calidad de vida de las 
familias. 

La asignatura Proyecto So-
cial Universitario, de Ingeniería 
Civil, realiza diagnósticos es-
tructurales a viviendas a partir 
de la observación y modela-
ción de respuesta estructural 
de las mismas, con el acompa-
ñamiento de un equipo social 
que establece el enlace con 
cada familia antes de la visita 
técnica y facilita la entrega de 
los resultados.

La carrera de Arquitectura, 
por su parte, realiza diagnósti-
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cos de habitabilidad en vivien-
das, detectando posibilidades 
de mejora en iluminación, ven-
tilación, manejo de espacios, 
corredores de circulación, salu-
bridad, estructura y accidenta-
lidad. Las visitas de arquitectu-
ra se iniciaron una vez se esta-
bleció  contacto con el equipo 
social, tal y como se procura 
con cada disciplina que trabaja 
con Prosofi.  

En algunos semestres se 
han logrado integrar los resul-
tados de las visitas técnicas de 
ingeniería civil y las de arqui-
tectura, lo que ha permitido 
elaborar diagnósticos conjun-
tos. De manera especial, en el 
segundo semestre de 2015, la 
carrera de Ingeniería Industrial 
enriqueció los diagnósticos 
incluyendo recomendaciones 
de mejora de las instalaciones 
eléctricas de las viviendas visi-
tadas.

En alianza con la Secretaría 
Distrital del Hábitat, por medio 
de la Caja de Vivienda Popular, 
se propusieron 100 viviendas 
para ser beneficiarias de un sub-
sidio de mejoramiento, a partir 
de los informes elaborados por 
los estudiantes, de las cuales el 
10% cumplió con los requisitos 
para hacerse acreedoras.

Recuperación de quebra-
das. Este proyecto fue formu-

lado en la línea «3. Medio Am-
biente, Saneamiento Básico y 
Desarrollo Sostenible» en el año 
2012. El riesgo por inundación, 
junto con las problemáticas so-
ciales asociadas al mal uso de la 
ronda de las quebradas Bolonia 
y Yomasa, dieron sentido a este 
proyecto, en donde los habitan-
tes de barrios aledaños a la que-
brada aportaron las principales 
ideas de intervención y de edu-
cación en la conservación de 
cuerpos de agua en un esque-
ma colaborativo comunidad-
universidad (Méndez, 2012). En 
la figura 2 se muestra una foto-
grafía de la ronda de la quebrada 
Bolonia en un tramo que está 
afectado por la incorrecta dispo-
sición de residuos sólidos, lo cual 
incrementa la vulnerabilidad 
por inundación y el riesgo por la 
cantidad de viviendas construi-
das cerca a los cuerpos de agua 
del sector.

Diseños participativos. 
Este proyecto se crea en el año 
2011 con el objetivo de gene-
rar ideas conjuntamente con 
la comunidad, para el embe-
llecimiento y apropiación co-
munitaria del espacio público 
(parques y senderos peatona-
les) como parte de la línea de 
acción «2. Vivienda, Espacio 
Público y Equipamiento Co-
munitario», ante la escases 
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Figura 2. Fotografía de la quebrada Bolonia de espacios de recreación y la 
oportunidad de mejora de las 
vías secundarias que tienen un 
uso prioritariamente peatonal.  

Se han realizado diseños 
participativos de parques para 
los barrios Compostela I, Com-
postela III, San Isidro y Yomasita. 
En el año 2015, se realizó el dise-
ño e intervención del parque El 
Curubo con la participación ac-
tiva de los habitantes del sector 
y estudiantes de arquitectura. 
En la intervención se unieron 
a la comunidad voluntarios 
de Rotaract, el equipo base de 
Prosofi y el Colectivo Juvenil 
Guaguas Morochos (Prosofi). Se 
contó con el aporte de pinturas 
por parte de la Caja de Vivien-
da Popular y con 450 arbustos 
donados por la Unidad Local 
de Atención Técnica y Agrope-
cuaria (ulata) de la localidad de 
Usme. Este proyecto fomentó la 
participación ciudadana en pro-
cesos de autogestión para hacer 
las obras a partir de los diseños.  

Escuela segura. El megaco-
legio i. e. d. Ofelia Uribe de Acos-
ta atiende aproximadamente 
2 700 niños del sector Bolonia 
y de barrios aledaños. En co-
rrespondencia con la Carta de 
la Niñez para la Reducción del 
Riesgo de Desastres, dirigida a 
las instituciones educativas en el 

marco de Escuelas Seguras —en 
donde se prioriza la atención a 
los niños al promulgar que «la 
protección de la niñez debe ser 
una prioridad antes, durante y 
después del desastre» (Platafor-
ma Global para la Reducción del 
Riesgo de Desastres, 2011)—, 
se planteó en el año 2015 un 
esquema de capacitaciones en 
primeros auxilios para docentes, 
padres de familia y directivos de 
esta institución, a cargo de estu-
diantes de la asignatura Geren-
cia en Enfermería; iniciativa que 
logró la reactivación del comité 
de emergencias en el colegio. La 
figura 3 presenta una jornada de 
capacitación en primeros auxi-
lios para docentes.  

Formación en autocons-
trucción. Tradicionalmente, 
las viviendas se han construido 
mediante procesos de auto-
construcción —valga la redun-
dancia— por etapas sin incluir 
estudios de suelos, diseño de 
cimentaciones, diseños estruc-
turales basados en vulnerabili-
dad sísmica y, en la mayoría de 
los casos, ni licencia de construc-
ción. Lo anterior incrementa la 
vulnerabilidad de las viviendas 
ante las amenazas naturales, por 
lo que resulta pertinente la for-
mación de la comunidad en au-
toconstrucción de viviendas de 

Figura 3. Fotografía de una capacitación en primeros 
auxilios 
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uno y dos pisos bajo la línea de acción «2. 
Vivienda, Espacio Público y Equipamiento 
Comunitario».  

Este proyecto, creado en el año 2010, 
tuvo un doble enfoque.  El primero, rela-
cionado con la forma de construcción de 
las viviendas estructurado por etapas, la 
mayoría de veces por los dueños y/o veci-
nos, produciendo viviendas con deficien-
cias en la calidad técnica y, consecuente-
mente, incrementando la vulnerabilidad 
frente a sismos, deslizamientos, accidenta-
lidad y salubridad. 

Esta situación hizo indispensable crear 
una estrategia en búsqueda de la reducción 
de la vulnerabilidad física de las viviendas, 
mediante la creación del Curso de Auto-
construcción, que tenía por objetivo ense-
ñar a la población las técnicas de construc-
ción en mampostería, y los requerimientos 
establecidos por la normativa en construc-
ción sismo resistente, el cual fue dictado por 
los estudiantes de ingeniería civil y arquitec-
tura. Para impartir este curso se escribió una 
cartilla que sirvió de soporte técnico (Ma-
gallón-Gudiño, López, & Rodríguez, 2014). 
Igualmente, la comunidad pudo comple-
mentar la formación a través del Curso en 
Instalaciones Eléctricas Básicas a cargo de 
estudiantes de ingeniería electrónica. 

El segundo enfoque consistió en forta-
lecer las habilidades de construcción de los 
pobladores, incrementando sus aptitudes 
y, así mismo, aumentando la posibilidad de 
emplearse.  Estudiantes de ingeniería civil de 
últimos semestres fueron los encargados de 
producir gran parte del material didáctico 
del curso, así como de dirigir la capacita-
ción a la comunidad incluyendo visitas a 
los laboratorios de la universidad en donde 
se pusieron a prueba maquetas realizadas 
durante el desarrollo del curso en mesas vi-
bratorias, y donde se verificó la consistencia 
de diferentes mezclas y materiales. 

Estudio de riesgo por deslizamiento 
en Altos del Pino. La trayectoria de Prosofi, 
y el trabajo conjunto entre la comunidad y 
la universidad, permitió que el presidente 
de la Junta de Acción Comunal Barrio Al-
tos del Pino contactara a Prosofi para que, 
como universidad, emitiera un concepto 
técnico acerca de la posibilidad de realizar 
obras de mitigación de riesgos asociados 
con procesos de remoción en masa en un 

área que colinda con el Parque Ecológico 
Distrital de Montaña Entrenubes. 

Esta solicitud se atendió  en el marco 
del proyecto de la línea «3. Medio Ambien-
te, Saneamiento Básico y Desarrollo Soste-
nible», del año 2014.  Desde el quehacer 
académico e investigativo del programa de 
Ingeniería Civil, se resolvió la problemática 
cumpliendo con los objetivos de la asigna-
tura Proyecto Social Universitario con estu-
diantes de pregrado, estudiantes del grupo 
internacional estudiantil de Ingeniería sin 
Fronteras, y mediante la realización de tra-
bajos de grado. Como resultado de esta 
iniciativa se obtuvo el diseño de obras de 
estabilización que permitieron proteger a la 
comunidad expuesta.

Definición de la línea de acción 
«Gestión Integral del Riesgo»

Las experiencias descritas anteriormen-
te, generadoras de conocimiento en la 
comunidad, y de procesos participativos 
y de gestión social, aportaron suficiente 
información para la implementación de 
una nueva línea de acción por parte de 
Programa Social Prosofi, dirigida a abordar 
el riesgo de manera integral y focalizada.

En este aspecto se definieron proyec-
tos centrados en el conocimiento y la pre-
vención del riesgo aplicados a la comu-
nidad objetivo, definida por Prosofi. Así, 
por ejemplo, la línea de gestión del riesgo, 
liderada por el programa de Ingeniería 
Civil, planteó como objetivo generar pro-
puestas de mitigación del riesgo en la co-
munidad analizada, motivo por el cual se 
formularon las siguientes actividades:

 • Elaboración de mapas de amenaza 
por deslizamientos e inundaciones.

 • Elaboración de mapas de vulnerabi-
lidad física.

 • Elaboración de diagnósticos de vul-
nerabilidad social a nivel predial y barrial.

 • Estimación de los niveles de riesgo y 
evaluación del riesgo.

 • Establecimiento de estrategias de 
mitigación.

 • Desarrollo de proyectos para imple-
mentar las estrategias propuestas.

En esta nueva línea el programa plan-
tea desarrollar un conjunto de proyectos 

(ver tabla 1) para ser ejecutados en los si-
guientes dos años, con base en los logros 
obtenidos en los proyectos anteriores. 

La metodología empleada involucra 
un fuerte trabajo y acompañamiento so-
cial para que la comunidad comprenda los 
alcances del trabajo académico, entienda 
la importancia y se motive a generar diná-
micas que conviertan las recomendaciones 
y diseños elaborados por la universidad en 
obras y acciones dirigidas por ellos. 

Resultados

Se creó una nueva línea de acción en el 
Programa Social Prosofi denominada «7. 
Gestión Integral del Riesgo» desde la cual 
se plantearon, inicialmente, cinco proyectos 
para desarrollar en la localidad de Usme, te-
niendo en cuenta las solicitudes e intereses 
de los habitantes del sector Bolonia. El grá-
fico 2 contiene el mapa de líneas de acción 
para Prosofi en el sector Bolonia.

En esta línea de acción se logró vin-
cular a investigadores, docentes y estu-
diantes de las facultades de Ingeniería, 
Arquitectura y Diseño con el concurso 
de asignaturas como Proyecto Social Uni-
versitario de Ingeniería Civil, Maestría en 
Hidrosistemas, Proyecto Social Universita-
rio de Ingeniería de Sistemas, Proyecto de 
Vivienda Popular de Arquitectura, Docto-
rado en Arquitectura y trabajos de grado 
en ingeniería civil. 

El estudio de Altos del Pino se desa-
rrolló en alianza con la junta de acción 
comunal, el Instituto Distrital de Gestión 
del Riesgo y Cambio Climático (Idiger), 
empresas privadas del sector y la Alcaldía 
Local de Usme.

Adicionalmente, se definió un pro-
yecto piloto en el barrio El Curubo, en 
Usme, en torno a la vulnerabilidad física, 
ambiental y social de viviendas. Docentes 
y estudiantes de ingeniería civil, arquitec-
tura, trabajo social, odontología e inge-
niería industrial aportaron diagnósticos 
estructurales de las viviendas, respecto a 
las condiciones de habitabilidad y salubri-
dad, de vulnerabilidad social y de salud, y 
de riesgo por deficiencias en instalaciones 
eléctricas residenciales.  

Con estos diagnósticos se buscará para 
el año 2017, determinar el grado de vulne-
rabilidad de los habitantes del barrio, para 
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Proyecto Objetivo Logros Por hacer

Geotecnia
Formular una propuesta de obra 
de mitigación para deslizamientos y 
remoción en masa en el barrio Altos 
del Pino, localidad de Usme.

Se realizó un diseño de obra 
para mitigación de riesgo por 
deslizamientos de tierra.

El sector tiene varios taludes que 
deben ser estudiados.

Análisis de 
vulneravilidad social

Determinar los principales factores 
de riesgo social en el sector Bolonia 
de Usme y evaluar la vulnerabilidad 
asociada.

Se tiene información de 
aproximadamente cien familias.

Determinar vulnerabilidades y factores 
de riesgo social.

Reconocimiento del 
área de protección 
ambiental del parque 
Entrenubes

Conocer nacederos de agua, 
especies vegetales y zonas que han 
sido invadidas para construcción 
de vivienda informal. Ofrecer 
información a la administración 
local que le permita realizar obras de 
protección en la zona.

Se realizó un inventario de nacederos 
de agua.

Inventario de fauna y flora del parque 
Entrenubes. Hacer un análisis de 
imágenes satelitales de los últimos 50 
años con el objeto de encontrar las 
áreas del parque Entrenubes que han 
sido afectadas y recuperadas.

Encontrar factores 
de vulnerabilidad en 
viviendas

Determinar los principales factores 
de vulnerabilidad en viviendas del 
sector Bolonia de Usme.

Se tiene información estructural y 
arquitectónica de aproximadente 90 
viviendas.

Determinar los principales factores 
de vulnerabilidad en viviendas del 
sector Bolonia de usme, con base en la 
información recolectada, y proponer 
un esquema de intervención factible 
para la comunidad.

Encontrar factores 
de vulnerabilidad 
geotécnica y 
ambiental debido a la 
minería en canteras

Entender la problemática de las 
canteras del sector de Usme desde el 
punto de vista de riesgo geotécnico, 
ambiental y social.

Inventario de los puntos de extracción 
de gravas, y otros, en las montañas 
del sector urbano de Usme, encontrar 
vulnerabilidades y proponer 
soluciones para evitar riesgos 
asociados a deslizamientos y factores 
ambientales. Involucrar el aspecto 
social.

Tabla 1. Listado de proyectos iniciales para la línea de acción Gestión Integral del Riesgo

así obtener mapas de vulnerabi-
lidad y riesgo por deslizamientos 
mediante el uso de la metodo-
logía oficial desarrollada por el 
Servicio Geológico Colombiano 
(Universidad Nacional de Co-
lombia - unal; Servicio Geológi-
co Colombiano - sgc, 2015).

El apoyo en la gestión so-
cial se ha tenido del equipo 
base de Prosofi, que cuenta 
con dos gestoras sociales y, 
eventualmente, con practican-
tes profesionales del programa 
de Trabajo Social de la Univer-
sidad Minuto de Dios.

Más de diez docentes y 130 
estudiantes han participado en 
los proyectos definidos en esta 
línea de acción, incluyendo una 
investigación doctoral en arqui-
tectura que busca proponer 
construcción de vivienda con 
materiales en tierra para evitar 
las construcciones por etapas; 
práctica común en el sector 
dado los altos costos de la 

construcción en mampostería, 
y que redunda en el aumento 
de vulnerabilidad ante sismos.

A partir del desarrollo de 
las diferentes líneas de acción, se 
ha logrado reunir información 
fundamental para la elabora-
ción de estudios de vulnerabili-
dad social en aproximadamen-
te 110 familias, e información 
arquitectónica y/o estructural 
de más de 90 viviendas y 14 
diseños participativos de vías y 
parques. Sumado a esto, se han 
ofrecido cinco cursos de auto-
construcción de viviendas de 
uno y dos pisos, y de tres insta-
laciones eléctricas básicas.

Respecto al componente 
ambiental, se realizaron estu-
dios sobre la calidad de agua 
de las quebradas Bolonia y Yo-
masa, con el propósito de de-
terminar los posibles usos. Del 
mismo modo, se trabajó con la 
comunidad en la preservación 
de las rondas.

Discusión y conclusiones

1. La gestión integral del ries-
go es una temática pertinente 
para desarrollar en el aula de 
clase, debido a que involucra di-
versas áreas del conocimiento, 
permite el trabajo interdiscipli-
nar y trata aspectos relevantes 
en las dinámicas físicas y socia-
les que se dan en un territorio.
2. Entre los principales facto-
res de riesgo en la comunidad 

Gráfico 2. Líneas de acción de Prosofi para el sector 
Bolonia, Usme

Fuente: (Oviedo - Torres & Rodríguez - Pineda, 2016)

del sector Bolonia se encontró 
la vulnerabilidad física de las vi-
viendas, consecuencia de malas 
prácticas de autoconstrucción. 
De ahí, que una de las princi-
pales estrategias de mitigación 
definidas desde la academia 
contemple la capacitación, no 
solo en temas de autoconstruc-
ción sino también en temas de 
gestión del riesgo. Dichas estra-
tegias requieren de los aportes 
de estudiantes y profesores rea-

Fuente: Elaboración propia.
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lizados desde los cursos y pro-
yectos de investigación.
3. Aunque para la legalización 
de los barrios del sector el distri-
to adelantó estudios de riesgo, 
estos ya estaban desactualizados 
y no cumplían con la normativa 
vigente. Este vacío constituyó 
una ventana de oportunidad 
para que, a través de trabajos de 
grado y los cursos de ingeniería 
civil, se participara en la actua-
lización del estudio de riesgo, 
validando la aplicabilidad de la 
metodología propuesta por el 
sgc (Universidad Nacional de 
Colombia - unal; Servicio Geo-
lógico Colombiano - sgc, 2015). 
4. Proyectos interdiscipli-
nares en gestión del riesgo de 
desastres permiten que, desde 
diferentes programas acadé-
micos, los estudiantes de pre-
grado, posgrado y participan-
tes en grupos de investigación 
aporten y participen activa-
mente. 

5. Es necesario generar alian-
zas con la Administración Públi-
ca para que la universidad apor-
te a los procesos desarrollados 
por el distrito o el Estado, con 
el objetivo de evitar que las uni-
versidades reemplacen parcial-
mente a las instituciones públi-
cas en aspectos que no son de 
su competencia y, a la vez, evitar 
que se dupliquen esfuerzos.
6. La sociedad debe partici-
par directamente en los pro-
yectos de gestión integral del 
riesgo apropiando conceptos 
y aportando historia y cono-
cimiento para garantizar el re-
conocimiento y la recepción 
adecuada de los procesos.
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Buenas prácticas de reducción del riesgo en 
comunidades vulnerables
Una experiencia significativa en la ciudad de Medellín

Diana Cecilia Adarve 
Vargas1

Las buenas prácticas de reduc-
ción del riesgo están asociadas 
al conjunto de acciones ejem-
plares desarrolladas para el me-
joramiento constante y la pre-
vención que, entendida como 
una medida de mitigación res-
trictiva o prospectiva, evita la 
generación de un nuevo riesgo 
en el territorio. 

1  Geóloga de la Escuela de Administración, 
Finanzas y Tecnología (Universidad Eafit), espe-
cialista en gestión ambiental de la Universidad 
de Antioquia, maestrante en gestión del riesgo 
y desarrollo de la Escuela de Ingenieros Militares 
(Esing). Correo electrónico: dadarvev@hotmail.
com

El objetivo de este do-
cumento es presentar una 
reflexión sobre el proceso de 
construcción colectiva del co-
nocimiento y reducción del 
riesgo, desde el estudio de 
caso «Programa de conoci-
miento y reducción del riesgo 
de desastres, convenio usaid-
ofda2-A14-0026, “Mi casa 
como espacio seguro”», como 
referente de buenas prácticas 
para una adecuada gestión del 
riesgo, implementado en cua-
tro barrios de Medellín, a sa-

2  Agencia de los Estados Unidos para el 
Desarrollo Internacional (USAID, por su sigla en 
inglés) - The Office of U. S. Foreign Disaster As-
sistance (OFDA).

ideas, las acciones emprendi-
das en la materia le han apos-
tado a la mejora continua de 
las estrategias y medidas que 
se definen en una comunidad 
para una adecuada y oportuna 
gestión del riesgo.

La apuesta ha sido por el 
mejoramiento o cualificación de 
las buenas prácticas en gestión 
del riesgo, como aquellas medi-
das básicas necesarias que bus-
can disminuir las afectaciones a 
las comunidades, ocasionadas 
por situaciones de emergencia, 
a partir de la participación co-
munitaria hacia la construcción 
colectiva del conocimiento del 
riesgo en el territorio. 

ber:  Santo Domingo Savio n.° 1 
y El Compromiso, de la comu-
na 1, y  Llanaditas y El Pinal de 
la comuna 8 (ver ilustración 1).

Introducción

La gestión del riesgo, entendida 
como un proceso social orien-
tado al conocimiento y reduc-
ción del riesgo y al manejo de 
desastres (Ley 1523, 2012), bus-
ca mejorar las condiciones de 
vida de las personas a través de 
la definición de acciones con-
cretas que permitan vincular 
la participación de los actores 
que conviven en determinada 
comunidad. En este orden de 
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Ilustración 1. Panorámica de los barrios beneficiados con el programa 

El «Programa de conocimiento y reducción del riesgo de desastres, convenio USAID-OFDA- A14-0026, "Mi casa como espacio seguro"», fue 
implementado en cuatro barrios de Medellín, a saber: Santo Domingo Savio I, El Compromiso, Llanaditas y El Pinal. 

Un aspecto clave a señalar 
del «Programa de conocimien-
to y reducción del riesgo de de-
sastres» es que fue desarrollado 
a partir de un  enfoque metodo-
lógico orientado al barrio que, 
en términos de Fals Borda, se 
configura como un «bioespa-
cio» donde se palpa la vida co-
lectiva en su cotidianidad: «apa-
rece como respuesta a procesos 
locales y regionales de desarrollo 
social, económico y político que 
vinculan actividades vitales de 
producción y reproducción con 
los recintos en que se ejecutan y 
de donde se derivan elementos 
de continuidad social y diversi-
dad cultural» (2000). 

Esta experiencia es signi-
ficativa en la medida en que 
se convierte en un referente 
para la reducción del riesgo 
de desastres en comunidades 

vulnerables, ya que vincula 
a la comunidad como actor 
fundamental del conocimien-
to y tiene la potencialidad de 
orientar el mejoramiento de la 
calidad de vida de las personas 
que habitan los barrios locali-
zados en zonas de alto riesgo 
en la ciudad de Medellín.

Hablar de buenas prácticas 
permite reflexionar sobre el co-
nocimiento adquirido y la iden-
tificación de aquellos elementos 
que determinan la pertinencia y 
oportunidad de la acción defi-
nida. Dorta, Martín, Romero y 
Simancas conceptualizan una 
buena práctica como un:

(…) conjunto de acciones 
y procesos que adquieren un 
carácter ejemplar y destacado. 
Son iniciativas viables técnica, 
social, ambiental, económica y 

financieramente que tienen el 
objetivo de mejorar la calidad 
de vida de las personas, siendo el 
resultado del trabajo efectivo y 
coordinado entre diferentes sec-
tores de la sociedad civil (2008).

Esta definición presentada 
identifica una buena práctica 
como un conjunto de accio-
nes y procesos (de carácter 
ejemplar). Por su parte, la Or-
ganización Panamericana de la 
Salud (ops) amplía esta defini-
ción en dos sentidos: primero 
vincula principios, objetivos y 
procedimientos apropiados, y 
segundo, resalta la importancia 
de la eficacia y utilidad de estas 
prácticas en contextos concre-
tos (ops, 2006), para el caso co-
munidades vulnerables.

Las buenas prácticas de 
reducción del riesgo de desas-

tres pueden definirse como 
aquellas que se encaminan a la 
disminución de las condiciones 
de riesgo existentes, es decir, las 
que incorporan el mejoramien-
to constante y la prevención, 
entendida como una medi-
da de mitigación restrictiva o 
prospectiva, dirigida a evitar un 
nuevo riesgo en el territorio. 

De acuerdo con la Política 
Nacional de Gestión del Riesgo 
de Desastres la planificación, 
inversión pública y el ordena-
miento ambiental territorial 
son los instrumentos esen-
ciales de la prevención (Ley 
1523, 2012). «Mi barrio como 
espacio seguro» combina es-
tos elementos, a través del en-
foque de barrio que articula la 
participación de la comunidad 
y profundiza el conocimiento 
del riesgo para la construcción 
de barrios seguros. Es clave 
resaltar que  este proyecto se 
desarrolló con el apoyo técni-
co y financiero de una entidad 
de cooperación internacional 
y con actores del orden local 
que no hacían parte de la ad-
ministración municipal.

El marco normativo de la 
reducción del riesgo de 
desastres

Con la adopción de la Ley 1523 
de 2012, que establece la Política 
Nacional de Gestión del Riesgo 
de Desastres, se definieron nue-
vos conceptos que incorporan 
la gestión del riesgo basada en 
procesos; allí, un resultado se 
alcanza eficientemente cuando 
las actividades y recursos se eje-
cutan en el marco de un pro-
ceso. Es por esto que la gestión 
del riesgo se fundamenta en los 
procesos de conocimiento del 
riesgo, reducción del riesgo y 
manejo de desastres.

En cuanto a la reducción 
del riesgo, contempla las me-
didas de mitigación y preven-
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ción con el objetivo de «redu-
cir la amenaza, la exposición 
y disminuir la vulnerabilidad 
de las personas, los medios 
de subsistencia, los bienes, la 
infraestructura y los recursos 
ambientales, para evitar o mi-
nimizar los daños y pérdidas en 
caso de producirse los eventos 
físicos peligrosos» (Congreso 
de la República, 2012, Art. 4).

A su vez, el Decreto 308 
de 2016, por medio del cual se 
adopta el Plan Nacional para la 
Gestión del Riesgo de Desastres 
(pngrd), se construye con el ob-
jetivo de orientar las acciones 
del Estado y de la sociedad civil 
en cuanto al conocimiento del 
riesgo, la reducción del riesgo y 
el manejo de desastres en cum-
plimiento de la política, para que 
estas contribuyan a la seguridad, 
bienestar, la calidad de vida de 
las personas y el desarrollo soste-
nible del territorio nacional (Pre-
sidencia de la República , 2016).

El Marco de Sendai para la 
Reducción del Riesgo de Desas-
tres 2015-2030, adoptado en la 
Tercera Conferencia Mundial 
de las Naciones Unidas celebra-
da en Sendai (Japón) en Marzo 
de 2015, precisa el compromi-
so de abordar la reducción del 
riesgo de desastres y el aumen-
to de la resiliencia de los territo-
rios; la prioridad n.° 3 se orienta 
a la inversión en la reducción 
del riesgo de desastres para la 
resiliencia.  

Además, prioriza las inver-
siones públicas y privadas para la 
prevención y reducción del ries-
go de desastres mediante medi-
das estructurales y no estructu-
rales, esenciales para aumentar 
la resiliencia económica, social, 
sanitaria y cultural de las perso-
nas, las comunidades, los países 
y sus bienes, así como del medio 
ambiente. Esas medidas impul-
san la innovación, el crecimiento 
y la creación de empleo, a la vez 
que son eficaces en función del 

costo y fundamentales para sal-
var vidas, prevenir y reducir las 
pérdidas, y asegurar la recupe-
ración y rehabilitación efectivas 
(Organización de Naciones Uni-
das - onu, 2015).

De lo anterior, se concluye 
que las acciones de prevención 
y mitigación hacen parte fun-
damental de la reducción del 
riesgo de desastres. En las si-
guientes líneas se describe una 
experiencia de buenas prácticas 
en reducción del riesgo enfo-
cada en la prevención que está 
siendo desarrollada en la ciudad 
de Medellín.

«Programa de 
conocimiento y 
reducción del riesgo de 
desastres»

El programa es liderado por la 
organización no gubernamen-
tal (ong) internacional Global 
Communities, con los socios 
implementadores, a saber: la 
Universidad Pontificia Boliva-
riana, la Corporación Ayuda 
Humanitaria y la Federación 
Nacional de Comerciantes 
(Fenalco) Antioquia. Ellos han 
venido trabajando con acto-
res públicos y privados para 

reducir la vulnerabilidad urba-
na frente a los desastres en los 
barrios Santo Domingo Savio 
n.°1, El Compromiso, Llanaditas 
y El Pinal. «Con una inversión 
de más de un millón setecien-
tos mil dólares, el programa 
ha impactado cerca de 56.304  
personas en forma directa e in-
directa» (Medellín, 2016).

Para seleccionar estos ba-
rrios beneficiados se definieron 
como criterios: i) la frecuencia 
en la ocurrencia de emergen-
cias y desastres, ii) el periodo 
comprendido entre el año 2001 
al 2015 por el Departamento 
Administrativo de Gestión de 
Riesgos de Desastres (dagrd), 
iii) la base de datos del Sistema 
de Identificación y Clasificación 
de Potenciales Beneficiarios 
para Programas Sociales (Sis-
bén), y iv) la encuesta de calidad 
de vida (evc) 2015. Con base en 
lo anterior, se identificaron los 
barrios con mayor incidencia de 
movimientos en masa, inunda-
ciones y otro tipo de eventos, 
particularmente en las tempo-
radas de lluvias que se presen-
tan en la ciudad. 

El programa fue estructu-
rado en tres líneas de trabajo, 
la primera se denominó «polí-

tica y planeación en gestión de 
riesgos» que estuvo encami-
nada a fortalecer la capacidad 
de planificación y preparación 
de las organizaciones comu-
nitarias en gestión del riesgo 
de desastres y fomentar las 
asociaciones público privadas 
(app), la segunda fue la «re-
cuperación económica y sis-
temas de mercado» que pre-
tendió aumentar la capacidad 
de recuperación y resiliencia 
de los sistemas de mercado, y 
la tercera  línea fue «vivienda y 
asentamientos, mi casa como 
espacio seguro» orientada a 
reducir la vulnerabilidad de 
espacios vecinales propensos 
a desastres a través de la apro-
piación subjetiva del espacio 
por parte de la comunidad. 

En el desarrollo del proyec-
to fueron identificados el da-
grd; la Secretaría de Inclusión 
Social, Familia y Derechos Hu-
manos; la Empresa de Desarro-
llo Urbano (edu), y el Instituto 
Social de Vivienda y Hábitat de 
Medellín (Isvimed), como los 
principales actores instituciona-
les relacionados con la gestión 
del riesgo, de igual forma se 
logró la participación activa de 
estos en el proceso.

Ilustración 2. Mi casa como espacio seguro

El «programa se planteó con el objetivo de dar a conocer a la comunidad la manera en que pueden tener mayor seguridad en los hogares».
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«Mi casa como espacio 
seguro»

La reducción del riesgo de de-
sastres es un proceso funda-
mental de la gestión del ries-
go que involucra a una gran 
variedad de actores, tanto al 
Estado como a la sociedad 
civil. Conocer las iniciativas y 
acciones que en materia de 
prevención se han desarrolla-
do en Colombia permite un 
marco de referencia oportuno 
y necesario para avanzar en el 
mejoramiento de las políticas 
de gestión del riesgo y desa-
rrollo sostenible. En este orden 
de ideas, se presenta el caso de 
las comunidades asentadas en 
algunos de los barrios más vul-
nerables de la ciudad de Me-
dellín, con el fin de aumentar 
la resiliencia frente a los ries-
gos climáticos, ambientales y 
sociales.  

Este programa se planteó 
con el objetivo de dar a cono-
cer a la comunidad la manera 
en que pueden tener mayor 
seguridad en los hogares, pre-
viniendo y minimizando los 
riesgos a los que están expues-
tos como deslizamientos de 
tierra, incendios estructurales, 
inundaciones, terremotos, en-
tre otros, con el fin de que se 
tome conciencia para que pla-
neen y gestionen los propios 
riesgos y disminuyan los im-
pactos económicos y sociales 
de los desastres. 

La estrategia vinculó el 
desarrollo de las siguientes ac-
tividades:

 • Construcción de una línea 
del tiempo sobre emergencias 
o desastres ocurridos en la co-
munidad.
 • Mapeo participativo me-

diante cartografía social.
 • Registro de puntos críti-

cos identificados en la comu-
nidad (vincula la identifica-

ción y análisis de las amenazas 
y sus causas, y las posibles 
consecuencias).

 • Realización de recorridos 
de campo para reconocimien-
to de los puntos críticos.

 • Realización de mesas de 
trabajo para definir medidas 
de reducción de desastre. 

«Mi casa como espacio se-
guro» logró la construcción de 
una cartilla con el mismo nom-
bre, para la mejora de la gestión 
del riesgo de desastres median-
te la aplicación de la metodolo-
gía «Enfoque Barrio», la cual se 
fundamenta en la participación 
sólida de las comunidades en la 
planificación y la preparación 
de los planes de gestión del 
riesgo (usaid. Global Commu-
nities, s. f.). 

Las actividades mencio-
nadas fueron realizadas en tres 
niveles, es decir, inicialmente, 
un facilitador contratado por 
el proyecto visitaba una vivien-
da y con los integrantes del 
hogar desarrollaba cada una 
de las actividades que, a su vez, 
estaban en las cartillas. Poste-
riormente, una vez estas acti-
vidades fueran realizadas por 

los integrantes de la vivienda, 
asumían el compromiso de 
visitar  a dos vecinos para re-
plicar la experiencia, bajo la 
premisa «juntos los vecinos 
podemos reducir el riesgo». 
Así, los miembros de la comu-
nidad se convertían en agentes 
comunitarios. Con esta estra-
tegia fueron impactados 2 200 
hogares, con un promedio de 
cuatro integrantes por ho-
gar, para alcanzar un total  de 
8 800 personas beneficiadas 
por el programa.

Como actividad comple-
mentaria del proyecto, en los 
cuatro barrios seleccionados 
se llevó a cabo un festival de-
nominado Mi Barrio como 
Espacio Seguro para propi-
ciar el encuentro e interac-
ción entre las entidades, las 
organizaciones comunitarias, 
los habitantes de los sectores 
intervenidos, las instituciones 
educativas, entre otros, fortale-
ciendo los procesos comunita-
rios en torno a la reducción de 
riesgo de desastres.

Durante la jornada del 
festival se socializó con la co-
munidad los planes barriales 
de gestión del riesgo —cons-
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«“Mi casa como espacio seguro»” logró la construcción de una cartilla con el mismo nombre, 
para la mejora de la gestión del riesgo de desastres mediante la aplicación de la metodología 
“Enfoque Barrio”, la cual se fundamenta en la participación sólida de las comunidades en la 
planificación y la preparación de los planes de gestión del riesgo». 

Ilustración 3. Cartilla Mi Casa como espacio seguro

truidos durante el proceso de 
ejecución del proyecto—, las 
estrategias implementadas en 
el programa, las obras de miti-
gación, el proceso formativo y 
el fortalecimiento a los comer-
ciantes, como un conjunto de 
acciones que apuestan de ma-
nera integral y contribuyen a 
la resiliencia y a la cultura de la 
gestión del riesgo de desastres. 
Mediante la difusión y la sen-
sibilización fue promovida la 
responsabilidad y la participa-
ción de los actores comunita-
rios para desarrollar, en forma 
conjunta, las acciones de pre-
vención de incendios foresta-
les y estructurales.

A través de actividades lú-
dicas se dio a conocer el con-
cepto de cambio climático y 
sus efectos. Se socializó con la 
comunidad el funcionamiento 
del Sistema de Alerta Tempra-
na del Área Metropolitana del 
Valle de Aburrá (Siata) que, de 
manera oportuna y en tiempo 
real, alerta sobre la posibilidad 
de ocurrencia de un evento 
que puede causar daños. Igual-
mente, las acciones y proto-
colos de atención del número 
único de emergencias 123 de la 
ciudad de Medellín. Finalmen-
te, se realizó la difusión dentro 
de la comunidad de la ruta que 
deben conocer las personas 
víctimas de emergencias, así 
como las acciones en atención 
sicosocial y ayuda humanitaria 
que se brinda.

Conclusiones

Teniendo en cuenta que 
la reducción del riesgo de de-
sastres es un proceso funda-
mental de la gestión del riesgo 
y que nos incumbe a todos, es 
decir, al Estado pero también 
a la sociedad civil, es necesario 
conocer las iniciativas y accio-
nes que en materia de preven-
ción se han desarrollado en las 
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comunidades vulnerables, con 
el fin de que puedan ser repli-
cadas en otros territorios.

Si bien el programa de 
conocimiento y reducción del 
riesgo aún no termina, este ha 
tenido gran acogida por parte 
de los actores institucionales 
que han participado del de-
sarrollo de la estrategia «Mi 
barrio como espacio seguro», 
pues han identificado las ac-
ciones de su quehacer diario 
que contribuyen con la reduc-
ción del riesgo de desastres.

Los actores comunitarios 
y los habitantes de los sectores 
priorizados que se han benefi-
ciado con el proyecto no solo 
son participantes y espectado-
res de otro proyecto en la co-

Ilustración 4. Festival Mi Barrio como Espacio Seguro

muna o en el barrio, sino que se 
benefician ampliamente de la 
información recibida, las obras 
de mitigación y la cercanía de 
las instituciones municipales.

Iniciativas de prevención 
como la mencionada ante-
riormente, permiten enten-
der que la resiliencia no solo 
se construye en situación de 
desastre, sino que es una ca-
pacidad que se desarrolla, que 
puede ser adquirida y que se 
puede adaptar, para lo cual 
se requiere contar con opor-
tunidades de construcción de 
capacidades, el intercambio de 
buenas prácticas y lecciones 
aprendidas que permitan a las 
sociedades aprender de otros, 
innovar y crecer.

El festival Mi Barrio como Espacio Seguro «A través de actividades lúdicas (...) dio a 
conocer el concepto de cambio climático y sus efectos. Se socializó con la comunidad el 
funcionamiento del Sistema de Alerta Temprana del Área Metropolitana del Valle de Aburrá 
(Siata) que, de manera oportuna y en tiempo real, alerta sobre la posibilidad de ocurrencia 
de un evento que puede causar daños». 
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1  Este artículo fue publicado originalmente 
en el blog Aguaceros y Goteras el 17 de noviem-
bre de 2014.

 http://enosaquiwilches.blogspot.com.
co/2014/11/por-que-los-derechos-de-infancia-y.
html; el cual es cedido por el profesor Gustavo 
Wilches- Chaux para esta publicación.

2  Consultor nacional e internacional, espe-
cialista en gestión del riesgo y gestión ambiental, 
exdirector de la Corporación Ecofondo y de la 

Por qué los derechos de infancia y 
adolescencia son útiles como orientadores e 
indicadores de la dirección del desarrollo1

Si como resultado de un proceso o proyecto de desarrollo se generan condiciones que hacen más 
posible el cumplimiento de los derechos de infancia y adolescencia, toda la sociedad se beneficia. 
Y por el contrario, si se afecta negativamente esa posibilidad, todo el conjunto social se perjudica.

Cuando en 2008-2009 estaba 
elaborando con el Fondo de 
las Naciones Unidas para la In-
fancia  (unicef, por su sigla en 
inglés) un documento sobre 

Corporación Nasa Kiwe y autor de más de 20 
libros sobre temas ambientales y gestión del ries-
go. 

cambio climático y derechos 
de infancia,3  Olga Isabel Isaza, 
funcionaria de ese organismo 
internacional, me hizo ver, con 

3  Gustavo Wilches-Chaux, «Corriendo el 
cerco - Inclusión de los derechos de la infancia y 
la juventud en las Políticas Hídrica y de Adapta-
ción al cambio climático y otros temas relaciona-
dos». UNICEF, julio 2009 – Inédito.

cifras en la mano, que «la ma-
yoría de los pobres en Colom-
bia son niños y que la mayoría 
de los niños de Colombia son 
pobres».4 

4  De acuerdo con los datos que maneja 
UNICEF (2009), en el caso de Colombia el 40% 
de la población se encuentra entre los 0 y los 18 
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A partir de esa frase, en 
ese documento propusimos 
de manera expresa que los de-
rechos de la infancia y la ado-
lescencia se utilizaran como 
principios orientadores al 
momento de diseñar y ejecu-
tar proyectos relacionados con 
reducción de pobreza, gestión 
integral de recursos hídricos y 
adaptación al cambio climáti-
co. Consideramos entonces, y 
personalmente considero to-
davía (y supongo que también 
unicef), que los derechos de 
infancia y adolescencia cons-
tituyen herramientas prácticas 
para avanzar de manera armó-
nica en la reducción de todas 
las formas de pobreza y en la 
construcción de territorios in-
tegralmente seguros.

Más allá de lo anterior, 
seguimos  corriendo el cerco  y 
propusimos que las estrategias 
encaminadas a la adaptación 
al cambio climático y a la re-
ducción de la pobreza en los 
medios rurales y urbanos, se 
deberían «estructurar de ma-
nera que generen oportunida-
des concretas para la infancia 
y la adolescencia: educación 
pertinente y de alta calidad, re-
creación y salud, conectividad, 
participación, gestión integral 
y participativa del agua, sa-
neamiento ambiental, etc.   En 
general, en todas las estrategias 
y políticas públicas debe estar 
subyacente el objetivo de crear 
condiciones para el ejercicio 
efectivo del derecho a la vida 
y de todos aquellos derechos 
estrechamente ligados a este».

años de edad (lo cual técnicamente quiere decir 
que están en la infancia). Además, el 45% de la 
población está por debajo de la línea de pobre-
za, al tiempo que el 67% de los niños y niñas 
de Colombia se encuentran por debajo de esa 
misma línea. Estos datos se refieren exclusiva-
mente a la dimensión económica de la pobreza; 
no entran a considerar, por ejemplo, la pobreza 
ambiental de los entornos en donde crecen los 
niños y niñas, ni el empobrecimiento cultural 
de una sociedad que pierde aceleradamente su 
memoria, su identidad y sus valores esenciales, 
ni la pobreza emocional y afectiva derivadas de 
pertenecer a familias o a comunidades en crisis.

A partir de allí, resultaba 
obvio y necesario avanzar ha-
cia nuevas recomendaciones 
para la política hídrica que en 
ese momento estaba diseñan-
do el Gobierno colombiano. 

Esas recomendaciones hoy 
se extienden a todo proyecto 
de desarrollo, tenga o no ten-
ga una relación directa con la 
infancia:

 • Que se base en un enfoque 
de derechos, a partir del cual el 
derecho a la vida, el derecho al 
agua y el derecho a la biodiver-
sidad resultan inseparables.
 • Que reconozca la prevalen-

cia de los derechos de la infancia 
y la adolescencia en cuanto se 
refiere al derecho al agua, al de-
recho a la biodiversidad y en ge-
neral a la gestión del desarrollo 
(que incluye gestión ambiental y 
social, gestión del riesgo y adap-
tación al cambio climático).
 •  Que se concreten me-

canismos institucionales y so-
ciales a través de los cuales los 

niños, niñas y adolescentes (y 
otros actores a nombre de ellos) 
puedan exigir el respeto a sus 
derechos, incluido el derecho al 
ambiente sano, que incluye el 
derecho al agua, el derecho a la 
biodiversidad («A la hora de la 
verdad dependemos de la biodi-
versidad») y el derecho a la ges-
tión del riesgo y a la adaptación 
al cambio climático («El cambio 
climático es un hecho, la adapta-
ción es un derecho»).

 • Que se establezcan espa-
cios y herramientas que propi-
cien la verdadera participación 
de niños, niñas y jóvenes en el 
proceso de construir colectiva-
mente y de llevar a la práctica 
las estrategias a través de las 
cuales se  garantizará  la  efecti-
vidad de estos principios.

Nos encontramos en un 
momento crítico de la histo-
ria humana y de la vida en la 
Tierra, marcado por el hecho 
de que el planeta se ha visto 
obligado a poner en funciona-

miento todos sus mecanismos 
de autoorganización como res-
puesta a las transformaciones 
que el «desarrollo» ha intro-
ducido en la atmósfera, en los 
suelos, en los cuerpos de agua, 
en los ecosistemas marítimos 
y terrestres y en general en la 
biosfera, lo cual ha generado 
una serie de consecuencias que 
englobamos bajo el nombre de 
«cambio climático».

Posiblemente en este mo-
mento (cuando coincidencial-
mente se cumplen exactamente 
55 años desde que la Asamblea 
General de las Naciones Unidas 
adoptó la Declaración de los De-
rechos del Niño), encuentre sue-
lo fértil la propuesta de que los 
derechos de infancia y adoles-
cencia no solamente se utilicen 
como principios orientadores 
de las políticas de reducción de 
pobreza, de gestión hídrica y de 
adaptación al cambio climático, 
sino en general como indica-
dores que permitan saber de 
manera cualitativa y cuantitativa 
si el desarrollo avanza hacia eso 
que se ha dado en llamar «de-
sarrollo sostenible» o si por el 
contrario apunta en la otra di-
rección.

Los principios-derechos 
consagrados en esa 
Declaración son:

1. El derecho a la igualdad, 
sin distinción de raza, religión 
o nacionalidad.
2. El derecho a tener una pro-
tección especial para el desarro-
llo físico, mental y social del niño.
3. El derecho a un nombre 
y a una nacionalidad desde su 
nacimiento.
4. El derecho a una alimen-
tación, vivienda y atención 
médicos adecuados.
5. El derecho a una educación 
y a un tratamiento especial para 
aquellos niños que sufren alguna 
discapacidad mental o física.

«(…) los derechos de infancia y adolescencia constituyen herramientas prácticas para 
avanzar de manera armónica en la reducción de todas las formas de pobreza y en la 
construcción de territorios integralmente seguros».
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6. El derecho a la compren-
sión y al amor de los padres y 
de la sociedad.
7. El derecho a actividades 
recreativas y a una educación 
gratuita.
8. El derecho a estar entre los 
primeros en recibir ayuda en 
cualquier circunstancia.
9. El derecho a la protección 
contra cualquier forma de aban-
dono, crueldad y explotación.
10. El derecho a ser criado con 
un espíritu de comprensión, to-
lerancia, amistad entre los pue-
blos y hermandad universal.

En este más de medio si-
glo que ha transcurrido desde 
que las Naciones Unidas expi-
dieron la convención citada, se 
han ido entendiendo mucho 
mejor sus implicaciones.

De acuerdo con el docu-
mento titulado  Marco para las 
políticas públicas y lineamientos 
para la planeación del desarro-
llo de la infancia y la adolescen-
cia en el municipio – Guía para 
alcaldes,5 publicado en 2007 por 
el Departamento Nacional de 
Planeación (dnp), el Ministerio 
de Educación Nacional, el Minis-
terio de Protección Social y el Ins-
tituto Colombiano de  Bienestar 
Familiar, los niños, las niñas y los 
adolescentes tienen todos los 
derechos de cualquier ser huma-
no y, además, algunos derechos 
adicionales establecidos para 
garantizar su protección y desa-
rrollo durante el comienzo de la 
vida. Esos derechos son:

A la existencia: que ten-
gan las condiciones esenciales 
para preservar su vida.

Al desarrollo: que tengan 
las condiciones básicas para 

5  DNP, Ministerio de Educación Nacional, 
Ministerio de Protección Social, Bienestar Fami-
liar, Marco para las políticas públicas y lineamien-
tos para la planeación del desarrollo de la infancia 
y la adolescencia en el municipio – Guía para al-
caldes. Bogotá, 2007.

progresar en su condición y 
dignidad humanas.

A la ciudadanía: que sean 
tratados como ciudadanos (es 
decir, como personas participan-
tes y con todos los derechos) y 
que tengan las condiciones bá-
sicas para la vida en sociedad y 
para ejercer la libertad.6

A la protección: que no 
sean afectados por factores 
perjudiciales para la integridad 
humana.

Nuestra propuesta de 
que los derechos de infancia y 
adolescencia se utilicen como 
orientadores e indicadores 
del rumbo de todo proyecto 
o proceso de desarrollo (inclu-
yendo proyectos productivos, 
obras de infraestructura, etc.) se 
basa en la presunción de que si 
como resultado de ese proceso 
o proyecto se generan condi-
ciones que hacen más posible el 
cumplimiento de esos derechos, 
toda la sociedad se beneficia. Y 
por el contrario, si se afecta nega-
tivamente esa posibilidad, todo 
el conjunto social se perjudica. 
Lo anterior, decía nuestro docu-

6  En un texto anterior mencioné que así 
como hoy existe —o como existió en algún 
momento— la asignatura de «Civismo y Urba-
nidad», debería existir también la asignatura de 
«Campesinismo y Ruralidad». El hablar de «Ciu-
dadanos» como condición genérica muestra 
hasta qué punto estamos incluidos por la visión 
urbana de la existencia y hasta qué punto esa 
visión establece nuestras prioridades.

mento, parte del reconocimien-
to de que el cumplimiento efec-
tivo de los derechos humanos 
universalmente consagrados, 
incluyendo los derechos de in-
fancia y adolescencia, solo es 
verdaderamente posible si en 
el territorio del cual un ser hu-
mano forma parte existen con-
diciones reales que posibilitan 
el ejercicio de ese derecho. La 
existencia de esas condiciones 
objetivas y subjetivas determi-
na que el derecho no se quede 
solamente consagrado en las 
normas, sino que se convierta 
en una característica intrínseca 
del respectivo territorio y de las 
relaciones de los individuos y co-
munidades con el mismo.

El abordaje del desarrollo 
desde la óptica de los derechos 
humanos implica conocer las 
características de los mismos:

 • Están  centrados en los 
seres humanos, es decir, que la 
primera consideración rectora 
de cualquier actividad se debe 
realizar con referencia a la cali-
dad de vida de las personas, sin 
descuidar que lo anterior tiene 
que interpretarse sin desconec-
tar a la gente de los territorios 
de los cuales forman parte. Es 
decir, por ejemplo, que el dere-
cho a la alimentación no justi-
fica la pesca con dinamita, ni el 
derecho a la libertad de empre-

sa, o al trabajo, justifican la de-
predación de los ecosistemas.

 • Son  universales, lo cual 
quiere decir que están consti-
tuidos y reconocidos a favor 
de todo individuo pertene-
ciente a la especie humana, sin 
importar su origen nacional o 
étnico, género o edad, creen-
cias o condición económica, 
política o social.

 • Son  indivisibles e inter-
dependientes, o sea que se re-
conoce que así como en nues-
tro esquema de la seguridad 
territorial cada factor consti-
tuye un prerrequisito para la 
efectividad de los demás, así 
en el campo de los derechos 
humanos cada uno constitu-
ye un prerrequisito para que 
puedan ejercerse plenamente 
los otros derechos. No es posi-
ble ejercer el derecho a la vida 
si se desconocen los derechos 
ambientales de las personas o 
si se les impide ejercer activi-
dades tendientes a satisfacer 
sus necesidades económicas, 
sociales o culturales, o ejercer 
su libertad personal.  Por eso, 
aun cuando no se reconociera 
que el derecho al agua es un 
derecho humano fundamen-
tal, difícilmente alguien po-
dría demostrar que sin acceso 
al agua en la cantidad y con la 
calidad necesaria es posible 
ejercer los demás derechos 
humanos, empezando por el 
derecho a la vida.

 • Son  irrenunciables, lo 
cual significa que una perso-
na no puede renunciar, por 
ejemplo, a su derecho a vivir 
en un ambiente con calidad, 
como «precio» por el derecho 
a trabajar y en consecuencia a 
obtener ingresos que le permi-
tan sustentarse y a su grupo 
familiar. O una mujer y unos 
niños no pueden —o no de-
ben— renunciar a su derecho 
al buen trato y a la dignidad, a 
cambio de la aparente seguri-

«(…) el derecho a la vida, el derecho al agua y el derecho a la biodiversidad resultan 
inseparables».
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dad económica que les ofrece 
el jefe del hogar. Los seres hu-
manos tampoco estamos en 
condiciones objetivas ni sub-
jetivas de renunciar al derecho 
al agua que nos otorga nuestra 
condición de seres vivos.
 • Son exigibles, es decir que 

la sociedad a la que pertenece 
o en la cual se encuentra tem-
poralmente una persona, debe 
proveer mecanismos institu-
cionales eficaces a través de las 
cuales se pueda reclamar el res-
peto a los derechos humanos, 
exigir que cesen las violaciones 
de que puedan estar siendo 
objeto, y obtener el debido 
restablecimiento y reparación 
cuando hayan sido violados.

Además de las anteriores, 
los derechos de la infancia y la 
adolescencia poseen dos ca-
racterísticas adicionales:

 • Son  prevalentes, lo cual 
quiere decir que en caso de 
presentarse dilemas de cual-
quier naturaleza (jurídica, 
presupuestal, social, política, 
operativa, etc.) estos deben re-
solverse siempre a favor de los 
derechos de la infancia. 
 • Son  fundamentales, lo 

cual constituye un reconoci-
miento expreso al hecho de 
que sin el reconocimiento de 
los derechos de la infancia es 
imposible el ejercicio de los 
derechos de que los integran-
tes de este segmento de la 
población, son titulares en su 
condición de seres humanos.

Decía nuestro documen-
to de 2009, y lo repito ahora, 
que el abordaje de la gestión 
del riesgo y de la adaptación 
al cambio climático desde un 
enfoque de derechos tiene, 
además, un significado práctico 
importante: es una manera de 
promover una posición proac-
tiva frente a esos temas por 

parte de la población. Una per-
sona está dispuesta a reclamar 
y a defender lo que identifica 
como un derecho a favor de sí 
misma, de su comunidad, de su 
familia. Usualmente la gente se 
moviliza efectivamente cuando 
sus intereses más fundamenta-
les están amenazados y no para 
defender un ideal o un concep-
to, a menos que estos últimos 
estén ligados a esos derechos e 
intereses. Es importante ligar, y 
que la gente ligue, la gestión del 
riesgo y la adaptación al cam-
bio climático como procesos 
sin los cuales sus derechos —
empezando por el derecho a la 
vida— no podrán ser ejercidos 
de manera plena.

Por ejemplo: fácilmente 
reconocemos que nuestros 
hijos e hijas tienen derecho a 
que  el establecimiento escolar 
en que se encuentran matri-
culados les ofrezca unas con-
diciones mínimas de respeto 
y de seguridad que garanticen 
que estarán seguros en caso 
de ocurrir un sismo, una inun-
dación o una alteración del 
orden público, pero no reco-
nocemos que también tienen 
derecho a que cuando se tome 

una decisión que puede gene-
rar un impacto ambiental con-
siderable (como construir una 
carretera o una represa, o ex-
pedir la autorización para una 
explotación minera) se tengan 
en cuenta consideraciones de 
carácter ambiental y de ges-
tión del riesgo que eviten que 
con esa obra se generen condi-
ciones que pueden determinar 
que, años después, se produz-
ca un desastre que les quite la 
vida, o que se queden sin agua. 

Por qué se justifica 
armar un discurso 
para la adaptación y la 
política hídrica desde 
estos derechos

Responder a esta pregunta im-
plica dos consideraciones:

1. Como se dijo anteriormen-
te, los derechos de la infancia y la 
adolescencia son prevalentes y 
fundamentales, o sea que deben 
tener prioridad sobre los demás 
derechos. El pleno ejercicio de 
esos derechos hoy, requiere que 
hoy mismo existan en el territo-
rio condiciones concretas que 
los hagan posible.

2. Pero además de lo ante-
rior, los efectos más dramáti-
cos del cambio climático, que 
se prevén para los alrededores 
del año 2050 (si es que no se 
concretan antes de esa fecha, 
como parece que va a ser el 
caso), deberán ser enfrentados 
por quienes hoy se encuentran 
en la infancia y en la adolescen-
cia, y por quienes todavía no 
han nacido. Por una parte, en-
tonces, es necesario intervenir 
desde ahora sobre los factores 
de riesgo existentes o potencia-
les, con un triple objetivo:

 • Reducir al máximo la 
magnitud de los mismos, por-
que están poniendo en peligro 
la vida, las condiciones de exis-
tencia y las oportunidades que 
el territorio les debe ofrecer a 
sus habitantes para el libre de-
sarrollo de sus capacidades.

 • Evitar en lo posible que les 
dejemos  facturas ambientales 
y sociales sin pagar a las gene-
raciones que nos siguen.

 • Garantizar en lo posible 
que los niños, las niñas y quie-
nes hoy son adolescentes, así 
como quienes todavía no han 
nacido, crezcan con las con-
diciones físicas, ambientales, 
sociales, intelectuales, emo-
cionales, afectivas y culturales 
necesarias para  formar seres 
humanos integralmente ca-
paces de enfrentar los retos 
que deben afrontar hoy y los 
todavía mayores que deberán 
afrontar en el futuro.

 
¿Qué va a requerir la humanidad 
en el futuro? Seres humanos que 
puedan vivir armónicamente en 
y con ese nuevo planeta en que 
se está convirtiendo la Tierra 
como consecuencia del cambio 
climático y de las demás crisis 
que hoy confluyen en la socie-
dad y en la biosfera. ¿Cómo co-
menzar a formar esos seres hu-
manos desde ahora?

«(…) los derechos de la infancia y la adolescencia son prevalentes y fundamentales, o sea 
que deben tener prioridad sobre los demás derechos».
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La construcción del concepto de infancia 
para el desarrollo sostenible
Natalia Sáenz Rengifo1 

Sobre la infancia: una 
construcción histórica

Sin duda alguna, la concepción 
que se tiene sobre el niño es el 
resultado de sucesivos cam-
bios en diferentes momentos 
históricos. De hecho, la noción 
de infancia, entendida como 
una fase del desarrollo de las 
personas, no revestía de tras-
cendencia alguna por lo que la 
distinción entre niño y adulto 
era casi que inexistente, pese a 
que esta concepción varió en 
diversas ocasiones. 

De acuerdo con el histo-
riador francés Philippe Ariès, 
en la antigua Roma los niños 
nacían dos veces: la primera vez 
cuando nacían del vientre de su 
madre y eran colocados en el 
suelo, y la segunda cuando eran 
«elevados», es decir, recogidos 
y deseados por sus padres y re-
conocidos como hijos. 

Por su parte, aquellos niños 
que no eran deseados corrían 
con otra suerte: eran abando-
nados,  condenados a muerte o 
bien eran sometidos a la escla-
vitud. Esta concepción del niño 
cambiaría más adelante, como 
resultado del apogeo del cristia-
nismo y del surgimiento de una 
nueva moral en el que el mode-
lo de familia adquirió relevancia 
con la figura del matrimonio, de 
manera que, consecuentemen-
te, los niños fueron vistos como 
el «fruto» de esta institución 
(1979, p. 2). 

La importancia que alcan-
za la figura del niño desde el 
auge del cristianismo hasta el 

1  Politóloga e investigadora del IEMP. Co-
rreo: natalia.saenzrengifo@gmail.com

siglo vi se mantiene prolon-
gadamente pues, por un lado, 
entre más numerosa fuera una 
familia más se le consideraba 
como poderosa, y  por otra 
parte, durante mucho tiempo 
se observó el nacimiento de 
niños —varones— como una 
garantía para la continuidad 
de la familia. 

Como resultado de esta 
perspectiva, el infanticidio, 
junto con el aborto, se crimi-
nalizaron y empezaron a consi-
derarse como delitos altamen-
te castigados (Ariès, 1979, p. 3). 
Aún así, se estima que para la 
época el infanticidio era una 
práctica común, sobre todo 
en niños abandonados o que 
padecían de enfermedades o 
deformidades. Para ilustrar, en 
palabras del autor: 

El niño desaparecía vícti-
ma de una desgracia que no era 
posible evitar: caía dentro de 
la chimenea encendida o den-
tro de una tinaja y nadie había 
podido sacarlo a tiempo. Moría 
asfixiado en el lecho donde dor-
mía con sus padres sin que éstos 
se hubiesen dado cuenta (…) 
Todavía en el siglo xviii fueron 
acusados de brujería individuos 
que penetraban en las habita-
ciones (pero ¿cómo podía suce-
der eso sin el consentimiento de 
los amos de la casa?), exponían 
a los pequeños a las llamas del 
hogar, y volvían a ponerlos en 
el lecho, donde a poco morían 
con los pulmones abrasados. 
Este era el destino reservado a 
los niños deformes o inválidos, 
pero quizá también [el de] los 
no deseados (Ariès, 1979, p. 4).

 
Aunque el significado 

otorgado a la imagen del niño 

en la Roma de la época impe-
rial cambió durante la Edad 
Media, en el sentido en que 
empezó a percibírsele como 
un hombre pequeño, con ca-
racterísticas semejantes a los 
adultos, y que además desem-
peñaba las mismas actividades, 
ello no impidió que se edificara 
un vínculo entre los conceptos 
de infancia y escuela. En efecto, 
puesto que al niño del monas-
terio se le reconocía como el 
futuro arzobispo, este gozaba 
de educación escolástica, toda 
vez que se contemplaba la in-
fancia (en parte) como aquella 
etapa en la que el niño obtenía 
aprendizajes esenciales para la 
vida adulta.  

Posteriormente, la correla-
ción entre educación e infan-

cia se reforzaría entre el siglo 
xvii (principalmente en Fran-
cia) y el siglo xx,  como resul-
tado de las reformas suscita-
das en el pensamiento durante 
la Ilustración. De esta forma, 
surge una nueva percepción 
de la infancia, en la que si bien 
se observaba al niño con ter-
nura e inocencia, la educación 
rigurosa también se hizo im-
prescindible —con severidad, 
amenazas y castigos físicos— a 
la par que se institucionaliza-
ron formas de comportamien-
to vistas como deseables. 

Fue así que durante este 
periodo se forjó una dicoto-
mía respecto a la noción de 
infancia que perduraría has-
ta mediados del siglo xx: por 
un lado, la infancia entendida 
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«De acuerdo con el historiador francés Philippe Ariès, en la antigua Roma los niños nacían 
dos veces: la primera vez, cuando nacían del vientre de su madre y eran colocados en el 
suelo, y la segunda, cuando eran "elevados", es decir, recogidos y deseados por sus padres y 
reconocidos como hijos». 
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como una etapa del desarrollo 
de las personas, donde la fa-
milia y la educación juegan un 
rol fundamental en el estable-
cimiento de «pautas de crian-
za» socialmente aceptadas, y 
por otro lado, «el de la minori-
dad», es decir, aquellos grupos 
de niños —malcriados— que 
no respondían a dichas pautas 
y se mantenían en una situa-
ción irregular que la educación 
y la severidad buscaban evitar 
(Frigerio & Diker, 2008, p. 20). 
No obstante, por mucho tiem-
po a la figura del niño no se le 
otorgó significado alguno. Para 
ilustrar:

(…) Niños malcriados, 
niños golpeados, tanto unos 
como otros dominaron el siglo 
xix y los comienzos del siglo 
xx. (…) Durante siglos, el falle-
cimiento de un muchacho fue 
una cosa sin importancia, algo 
que enseguida se olvidaba; 
aunque la madre se desgarra-
ba de dolor, la sociedad no se 
hacía eco de su lamento y es-
peraba a que se calmase (Ariès, 
1979, p. 7).

Posteriormente, ya en el 
siglo xix y principios del siglo 
xx se cuestionarían las bonda-
des de la educación severa y, 
del mismo modo, comenzaría 
a verse al niño como la espe-
ranza del futuro, conllevando 
ello a que su muerte —que 
durante mucho tiempo fue 
irrelevante— pasara a ser in-
tolerable, y a que los lazos de 
afectividad entre adultos y ni-
ños se fortalecieran. 

De igual manera, en el si-
glo xx fueron varias las ideas 
que prevalecieron sobre la in-
fancia. Por una parte, durante 
los primeros años los niños y 
las familias numerosas fueron 
deseados. Tras las guerras y las 
crisis económicas (de entre-
guerras y posguerra), la natali-

dad en las familias disminuyó 
en razón al descenso de recur-
sos económicos y de las con-
diciones de vida, mas no por 
falta de motivaciones. 

De manera contraria, en 
la década de los 60 se produjo 
un declive de la natalidad que 
obedeció a diferentes motivos 
entre los que se encuentran 
las transformaciones en los 
roles al interior de la familia, el 
replanteamiento y cuestiona-
miento de los roles asociados 
con el género, y por último, la 
incidencia de la confluencia de 
condiciones —sociales, políti-
cas y económicas— de las que 
se derivó la insostenibilidad de 
las familias numerosas a me-
diano y largo plazo. 

Sobre los derechos de 
infancia y adolescencia 

Paralelo a los cambios suscita-
dos en el siglo xx, respecto a 
la noción de infancia, en 1989, 
durante la Convención sobre 
los Derechos del Niño, los dere-
chos de infancia fueron recono-
cidos como tal por parte de las 
Naciones Unidas. De hecho, las 
intenciones por brindarle un re-
conocimiento a estos derechos 
datan de 1924 cuanto el tema 
se trató durante la v Asamblea 
de la Sociedad de las Naciones 
y, posteriormente, cuando en la 
Declaración de Ginebra de 1959 
se adoptó la Declaración Uni-
versal de los Derechos del Niño, 
en la que se subrayó la impor-
tancia de implementar los pri-
meros instrumentos jurídicos 
dirigidos a su amparo.  
Es así que, a través del desa-
rrollo normativo en el tema, 
se han reconocido como fun-
damentales, para el buen desa-
rrollo de la infancia, la relación 
entre el niño y la familia, y la 
posición que debe asumir el 
Estado frente a su protección 
mediante la promulgación de 

políticas sociales centradas en 
la garantía y promoción de los 
derechos, así como las respon-
sabilidades que deben asumir 
los padres (Cillero, 1997). 
Es evidente que la concep-
ción de infancia subyace a una 
construcción social e histórica, 
en la que las trasformaciones 
históricas —valga la redun-
dancia—, políticas, econó-
micas y culturales han con-
dicionado el desarrollo de las 
nociones de niñez e infancia. Y 
no es para menos, el hecho de 
que los niños sean ahora suje-
tos de derechos y vistos como 
ciudadanos, a quienes se les 
reconoce como imprescin-
dible garantizar una serie de 
condiciones que les permita 
su adecuado desarrollo e in-
serción en la sociedad, ratifi-
ca esta posición, dado que el 
concepto responde a lógicas 
propias del mundo occidental 
(liberal) y globalizado; de ahí 
que los derechos de infancia 
persigan su efectiva garantía, 
independientemente de las 
particularidades ideológicas 
de los contextos sociales y cul-
turales en los que se encuentre 
inmerso el niño. 

Nuevos enfoques de 
desarrollo: infancia y 
desarrollo sostenible 

En un mundo en el que los re-
cursos se hacen cada vez más 
escasos, y en el que los procesos 
de industrialización, urbaniza-
ción y de auge y apogeo de las 
economías de mercado extrac-
tivas —en nombre del progre-
so y el desarrollo— han traído 
consigo efectos nocivos en el 
medio ambiente, el aumento 
de la polución, el cambio climá-
tico producido por el calenta-
miento global y el agotamiento 
de los recursos naturales, es ne-
cesario reconsiderar la relación 
entre medio ambiente y econo-
mía, de forma tal que la inser-
ción de los procesos económi-
cos respondan a los procesos 
de conservación que requiere 
el plantea. 

Como es posible obser-
var, a partir del enfoque de 
desarrollo sostenible —defi-
nido como una forma de in-
teracción en la que cohabitan 
el crecimiento económico, la 
conservación del planeta, el 
uso adecuado de los recursos 
naturales y la provisión de unas 

«En un mundo en el que los recursos se hacen cada vez más escasos, y en el que los 
procesos de industrialización, urbanización y de auge y apogeo de las economías de 
mercado extractivas —en nombre del progreso y el desarrollo— han traído consigo efectos 
nocivos en el medio ambiente, el aumento de la polución, el cambio climático producido 
por el calentamiento global y el agotamiento de los recursos naturales, es necesario 
reconsiderar la relación entre medio ambiente y economía, de forma tal que la inserción 
de los procesos económicos respondan a los procesos de conservación que requiere el 
plantea». 
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condiciones de calidad de vida 
que garanticen el bienestar en 
la población—, es esencial que 
el territorio le provea a todos 
los niños y niñas una serie de 
condiciones que les permita 
vivir en un ambiente apropia-
do que propicie su adecuado 
desarrollo y crecimiento. 

No en vano, la figura de 
infancia y niñez ha adquirido 
una connotación cuyo rol se 
ha configurado como tras-
cendental en la construcción 
que se haga del territorio y 
en las responsabilidades que 
se asumen, sean estas frente a 
la responsabilidad comparti-
da para prevenir y mitigar los 
riesgos de desastre, o bien para 
aunar esfuerzos dirigidos hacia 
la conservación y el cuidado el 
medio ambiente, en tanto el 
niño denota esperanza para 
el futuro; esperanza que se 
constituye a través de su ade-
cuada educación y formación 
como sujeto de derechos, pero 
también de responsabilidades 
compartidas, sobre todo cuan-
do se admite que:

Muy lejos de toda política 
de protección del mundo y de 
la infancia, las formas moder-
nas de desarrollo económico 
han puesto al planeta al borde 
del desastre ecológico (cambio 
climático, deforestación, conta-
minación de agua, aire y suelos, 
extinción acelerada de especies, 
etc.), [han] condenado a la po-
breza, al hambre, a la enferme-
dad y a la falta de educación a 
buena parte de la humanidad 
(…). (Frigerio & Diker, 2008, p. 
9).

Como resultado del mo-
delo de desarrollo proyectado 
bajo la interacción de ciertas 
lógicas, constituidas por unas 
relaciones entre Estado y mer-
cado, la aceleración de los pro-
cesos de industrialización y ur-

banización, y la extracción de 
los recursos, se han agudizado 
las relaciones de dependencia 
entre países, y el incremento 
de la pobreza y la desigualdad 
se han visto agravados, lo que 
ha conllevado a la obstaculiza-
ción del goce efectivo de dere-
chos —principalmente socia-
les y económicos— por parte 
de comunidades carentes de 
recursos y oportunidades.   

Según el informe sobre el 
Estado mundial de la infancia 
del Fondo de las Naciones Uni-
das para  la  Infancia (unicef, 
por sus siglas en inglés), del 
año 2006, estas dificultades 
han afectado notablemente 
a niños y adolescentes en la 
medida en que se han visto 
sometidos a privaciones de sus 
necesidades. Solo para ejem-
plificar:  

Más de mil millones de 
niños y niñas sufren a causa de 
una o más formas extremas de 
privación de necesidades, tales 
como una nutrición adecuada, 
agua potable, instalaciones de-
centes de saneamiento, servicios 
de atención de la salud, vivienda 
educación e información (Frige-
rio & Diker, 2008, p. 9).

Ciertamente, en diferentes 
regiones del mundo caracteri-
zadas por padecer dificultades 
como pobreza, desigualdad, 
problemas en la institucionali-
dad, corrupción y situaciones 
de guerra, es evidente que los 
niños conviven bajo circuns-
tancias de inequidad dado 
que persisten dificultades en 
las intervenciones estatales —
en materia de programas, pro-
yectos y demás— destinados 
a superar las dificultades en la 
provisión de sus derechos.  

De hecho, actualmente 
hay más de 150 millones de ni-
ños trabajando, 59 millones de 
niños en edad escolar primaria 
que no gozan del acceso a la 

educación y «37 millones de 
niños que viven en países afec-
tados por alguna crisis [que] 
no van a la escuela primaria o 
secundaria» (unicef, 2016, p. 
86). La situación no es mejor 
para aquellos niños que viven 
bajo circunstancias de guerra o 
conflicto y que, por lo tanto, se 
ven obligados a vivir en la mar-
ginalidad y en la criminalidad o 
ilegalidad. 

Partiendo de la máxima 
según la cual es necesario que 
los niños crezcan en entornos 
que favorezcan su desarrollo 
personal, las Naciones Unidas 
ha incluido en los Objetivos 
de Desarrollo Sostenible (ods) 
la necesidad de desarrollar 
políticas que busquen superar 
dificultades como «el trabajo 
infantil, el trabajo forzoso, la es-
clavitud moderna y la trata de 
seres humanos», puesto que es 
imperioso ofrecerle a los niños 
derechos equitativos y condi-

ciones de vida (con calidad) 
inclusivas (unicef, 2016, p. 86). 
La relevancia de estos objetivos 
reside en que, justamente, re-
conocen la relación infancia y 
desarrollo sostenible, toda vez 
que esta última tiene un alcan-
ce y se ve prolongada gracias 
al aprendizaje y la educación 
apropiada durante la infancia. 

Es claro que la inversión de 
los gobiernos en la educación 
contribuye en la reducción de 
la pobreza, en la medida en 
que la educación supone un 
medio para el progreso y un 
instrumento para la consecu-
ción de las capacidades que le 
permiten llevar a una persona 
una vida digna. 

Teniendo en cuenta este 
supuesto, resulta fundamen-
tal que los gobiernos atien-
dan «criterios  de desarrollo 
sostenible» que mitiguen las 
desigualdades posibilitándo-
se el acceso equitativo a la 

«Más de mil millones de niños y niñas sufren a causa de una o más formas extremas de 
privación de necesidades, tales como una nutrición adecuada, agua potable, instalaciones 
decentes de saneamiento, servicios de atención de la salud, vivienda educación e 
información (Frigerio & Diker, 2008, P. 9)».
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educación, la salud y demás 
derechos que garanticen con-
diciones de vida digna para los 
niños, pues hay que recordar 
que de ellos depende el deve-
nir del mundo.  

No hay que olvidar que el 
cumplimiento efectivo de los 
derechos humanos y de infan-
cia y adolescencia solamente 
es posible si en el territorio, del 
cual el niño hace parte, existen 

condiciones reales que posibili-
ten el ejercicio sus derechos. 
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Omar Vivas Cortés1

El aula es el espacio propicio 
para que los escolares adviertan 
lo valiosa que es la investigación 
sociocultural, pues la compren-
sión del comportamiento social 
les permite ampliar sus posibili-
dades individuales y familiares. 
La inteligencia social permite 
que el sujeto se ubique en las 
dimensiones espacio-tiempo, 
individuo-sistemas, identidad-
desarrollo, vulnerabilidad-capa-
cidad y expectativas-realidad, 
en la consabida resolución de 
tensiones dialógicas propias de 
la socialización y los procesos 
de significación de la realidad.

La maduración de las prác-
ticas sociales, de sus conven-
ciones, en esquemas cognitivos 
que partan de la autorreferencia, 
le permite al escolar la objetiva-
ción localizada de su ser. Esta es 
una competencia social básica 
para articular su proyecto de 
vida con las capacidades fami-

1  Administrador público, magister en estu-
dios políticos y candidato a doctor en estudios 
políticos. Líder del Grupo de Investigación Car-
los Mauro Hoyos. Ética de lo Público, Institucio-
nes y Derechos Humanos del IEMP. Profesor e in-
vestigador. Correo: oavivasc@procuraduria,gov.
co 

Capacidades y vulnerabilidad sociocultural: 
coproducción desde el aula

liares, los activos con los lazos 
afectivos primarios y los medios 
de vida a su alcance; finalmente, 
desde allí la comunidad escolar 
se apropia del entorno. Una mi-
rada prospectiva de su ser, ade-
más, transforma la significación 
de su medio, que deja de ser un 
determinante para convertirse 
en una posibilidad de desarrollo 
y expresión de libertades.

Si bien este camino no 
es infalible, es decir, que el de-
sarrollo de competencias de 
indagación sociocultural con-
duzca indefectiblemente a que 
las condiciones sean positivas 
para el escolar, lo que si resul-
ta cierto es que el desconoci-
miento del entorno y la ausen-
cia de objetivación situada del 
ser provoca mayor vulnerabili-
dad individual y colectiva, a la 
vez que reduce las posibilida-
des potenciales del escolar. 

Las competencias inves-
tigativas en lo social son el re-
sultado de un proceso de cons-
trucción de capacidades que 
parten en nuestro contexto del 
aula. En ese sentido, la impron-
ta del profesor de educación 
primaria y secundaria es contri-
buir con los procesos de crea-

«La maduración de las prácticas sociales, de sus convenciones, en esquemas cognitivos que 
partan de la autorreferencia, le permite al escolar la objetivación localizada de su ser. Esta 
es una competencia social básica para articular su proyecto de vida con las capacidades 
familiares, los activos con los lazos afectivos primarios y los medios de vida a su alcance (...)».
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ción de sentido y significación 
de los escolares quienes, a su 
vez, aportan conciencia social a 
sus familias a partir de la ciencia.

Problemas y problema

Las nociones de desarrollo y 
crecimiento riñen con la iden-
tidad que emerge como una 
condición antropológica de las 
comunidades, en las dialógicas 
<identidad - masificación> y 
<consumismo - sostenibilidad>, 
donde quedan comprometidas 

las características de referencia 
que nos hacen ser diferentes a 
otros grupos humanos; la ho-
mogenización de una sociedad 
en crecimiento económico par-
te de la igualación sobre la ima-
gen de la capacidad adquisitiva.

El fuerte arraigo a una 
identidad social y cultural ha 
generado marginalidad en los 
esquemas de apropiación de 
recursos. Los medios de vida 
son igualmente marginales y 
de sustento básico, lo cual es 
evidente en las comunidades 
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ancestrales, de manera que una 
menor propensión al consumo 
por razones de identidad socio-
cultural es acompañada de una 
menor inserción en los proce-
sos económicos.

Los episodios de depreda-
ción que se derivan de procesos 
extractivos y de acciones irres-
ponsables, con daños evidentes 
a los medios de vida de las co-
munidades asentadas en zonas 
de influencia de ecosistemas, 
tales como un río o la Ciénaga 
Grande del Magdalena, esto 
en razón de la minería ilegal o 
de los diques ilegales, respecti-
vamente, son en sí mismos ac-
ciones que pueden convertirse 
en desastres por la dinámica 
recurrente que deteriora, per-
sistentemente, las dotaciones y 
habilidades de recuperación de 
ecosistemas y comunidades.

Tal y como ocurre con el 
agua de calidad y la biodiversi-
dad, los servicios naturales de 
los ecosistemas de río o ciéna-
ga son aprovechados por las 
comunidades como susten-
to en esquemas inicialmente 
sostenibles, dado la lógica de 
equilibrio y armonía que marca 
su cosmovisión, salvo algunas 
prácticas inconvenientes como 
las quemas.

El gobierno y la lógica de 
apropiación de bienes comu-
nes por las comunidades, par-
te de reglas que se configuran 
en las interacciones socioes-
paciales, las cuales son formas 
de autorregulación instituidas 
autónomamente por la so-
ciedad; tema que ha sido de 
interés para académicos como 
Elinor Ostrom y Juan Camilo 
Cárdenas. 

Las instituciones son ad-
quiridas por los escolares en 
los procesos de socialización, 
para el caso, enmarcada en la 
identidad que se coproduce a 
partir de su territorio, que es la 
unidad de significación y dife-

renciación de otros a partir de 
la espacialidad.

En algunos casos, las fami-
lias inmersas en lazos de solida-
ridad alcanzan la gobernanza 
de sus medios de vida, es decir, 
gozan de una relativa autono-
mía; por supuesto que esta ar-
monía no es perfecta y que los 
procesos de homogenización 
promueven la pérdida de prác-
ticas ancestrales y artesanales 
en beneficio de la escala de 
producción.

Sobra advertir que los de-
sastres y las alteraciones provo-
cadas por el cambio climático, 
que intensifica la variabilidad 
climática, afectan directamen-
te los medios de subsistencia 
de comunidades fuertemente 
vinculadas con ecosistemas 
susceptibles, pues allí la auto-
nomía, el arraigo, el tejido social 
y el sentimiento de seguridad 
se pierden. 

La ocurrencia de un even-
to de gran magnitud como las 
inundaciones de la «Ola Inver-
nal 2010 - 2011», o la persisten-
cia de un evento crónico como 
la alteración de los ciclos del 
ecosistema de la Ciénaga Gran-
de del Magdalena, afectan a las 
familias cuyos medios de vida 
son impactados, condenándo-
los a ser considerados damni-
ficados o desplazados ambien-
tales; la pérdida de autonomía 
les lleva a recurrir a las redes 
primarias de solidaridad, a la 
ayuda humanitaria o al asisten-
cialismo para proveerse de los 
elementos mínimos necesarios.

El mismo efecto se tiene 
por la alteración que provoca la 
minería ilegal sobre los medios 
de vida, la contaminación de 
las fuentes hídricas condena a 
las comunidades al asistencia-
lismo, al desplazamiento o a la 
afectación en su salud.

Como corolario, preocupa 
el aumento en la frecuencia de 
eventos de afectación y la in-

«(…) vulnerabilidad social es alguno de los niveles de configuración o agrupación humana, 
bien sea el ser, el hogar, la familia o la comunidad, necesariamente arraigada en una 
localización cierta: la zona, el barrio o la vereda». 
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tensificación de las amenazas 
que encuentran en la vulnerabi-
lidad las condiciones propicias 
para potenciar las pérdidas; tan-
to los desastres como los daños 
provocados por la incapacidad 
de adaptación al cambio cli-
mático o por causas antrópicas 
derivadas de acciones irrespon-
sables como la de la Ciénaga 
Grande del Magdalena o la mi-
nería ilegal, alteran los medios 
de vida, en especial de aquellas 
comunidades cuya subsisten-
cia está vinculada con los ser-
vicios ambientales del agua y la 
biodiversidad.

Preocupa también que 
las comunidades que registran 
condiciones de mayor margina-
lidad tengan en común proce-
sos socioculturales no enmar-
cados en la lógica del consumo 
sino, más bien, en prácticas en 
general más sostenibles y próxi-
mas a la idea del gobierno de 
los bienes comunes de Elinor 
Ostrom.

Elementos teóricos

De acuerdo con la Ley 1523 de 
2012, Art. 5.º, se entiende por 
vulnerabilidad la:

Susceptibilidad o fragili-
dad física, económica, social, 

ambiental o institucional que 
tiene una comunidad de ser 
afectada o de sufrir efectos ad-
versos en caso de que un even-
to físico peligroso se presente. 
Corresponde a la predisposición 
a sufrir pérdidas o daños de los 
seres humanos y sus medios de 
subsistencia, así como de sus 
sistemas físicos, sociales, econó-
micos y de apoyo que pueden 
ser afectados por eventos físicos 
peligrosos.

La vulnerabilidad es una 
realidad, la amenaza una proba-
bilidad y el riesgo una percep-
ción sobre el peligro que vive 
una comunidad por la relación 
amenaza/vulnerabilidad; per-
cepción que es mediada por 
operadores culturales y proce-
sos de construcción social de 
imaginarios y representaciones. 
De este modo, la vulnerabilidad 
es una condición o situación 
del ser que habita y que signi-
fica su espacialidad, con lo cual 
construye el territorio al dotarlo 
de significados y apegos.

Por su parte, aproximarse 
a la definición de la vulnerabi-
lidad social requiere un camino 
complejo. En primer lugar, «la 
vulnerabilidad se define como 
una función inversa de la ca-
pacidad de los individuos, gru-
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pos, hogares y comunidades de 
prever, resistir, enfrentar y recu-
perarse del impacto o efecto 
de eventos que implican una 
pérdida de activos materiales 
e inmateriales» (Lampis, pág. 
71). De ahí que la vulnerabilidad 
social no se defina en función 
de la comunidad expuesta a 
una amenaza o un fenómeno 
amenazante, sino a una con-
dición propia de los hogares 
y comunidades en sí mismos, 
con un carácter ontológico. Por 
ello, la unidad de análisis de la 
vulnerabilidad social es alguno 
de los niveles de configuración 
o agrupación humana, bien sea 
el ser, el hogar, la familia o la co-
munidad, necesariamente arrai-
gada en una localización cierta: 
la zona, el barrio o la vereda. 

En definitiva, la vulnerabili-
dad social no es definida por el 
fenómeno amenazante sino por 
los procesos sociales, políticos, 
económicos y culturales que 
dotan o restringen las dotacio-
nes y activos de las familias, y de 
manera agregada, por las comu-
nidades localizadas. La vulnera-
bilidad, en la comprensión más 
convencional, tiene tres dimen-
siones, a saber: la exposición, la 
fragilidad y la resiliencia. 

La exposición se refiere 
a los bienes o activos que son 
alcanzables por el impacto de 
una amenaza materializada, es 
decir, aquello que es objeto de 
daño; la fragilidad es entendida 
como el nivel de resistencia es-
perado ante un evento, esto es, 
el nivel de daño, y la resiliencia 
es la capacidad de asimilación y 
recuperación, en otras palabras, 
la persistencia de un sistema.

Estas dimensiones están 
asociadas con las capacidades 
de cada grupo humano de ma-
nera que, en general, cuando la 
comunidad tiene mayores capa-
cidades sociales y humanas, es 
de prever una menor afectación 
ante un desastre, contrario a lo 

que sucede en otra con meno-
res competencias sociales.

En cuanto a los desastres, 
las capacidades sociales se re-
fieren a los recursos con los 
que cuenta la comunidad y las 
familias para prevenir, mitigar y 
responder a eventos, sea que se 
configuren como desastres, ca-
lamidades o solo emergencias. 

A partir de la nueva semán-
tica de los desastres, el carácter 
prospectivo de la gestión del 
riesgo implica que las comunida-
des tengan también capacidad 
de incidencia sobre los procesos 
de ordenamiento del territorio, 
el diseño de macroproyectos, 
la determinación de procesos 
extractivos, entre otros, para te-
ner voz en la determinación de 
inversiones que alteren las con-
diciones de sus medios de vida 
y la búsqueda de alternativas 
cuando sea requerido.

Una comunidad vulne-
rable es aquella sorprendida 
por desastres ocasionados por 
amenazas que desconocen, 
de modo que ante el evento 
responden de manera pasiva, 
inadecuada y desordenada, y 
como consecuencia, el nivel de 
afectación es mayor en razón 
a la fragilidad de sus activos y 
medios de vida, algunos de los 
cuales incluso, en forma previa, 
habían sido alterados por la 
misma comunidad y someti-
dos a prácticas avasalladoras de 
propios y extraños, en especial 
sobre los servicios naturales y 
de biodiversidad, tal que los 
amortiguamientos naturales ya 
eran precarios. 

Es característico de la 
mayor vulnerabilidad que 
sean incipientes el capital so-
cial y el capital humano, con 
baja capacidad de agencia e 
incidencia en la atención de 
problemas sociales, lo que in-
dica, al mismo tiempo, que la 
demanda social es igualmente 
rudimentaria por orientarse al 

asistencialismo con olvido de 
la generación de capacidades.

Por su parte, una comuni-
dad que ha desarrollado capa-
cidades conoce las amenazas y 
los peligros que coexisten en el 
entorno, actúa de manera acti-
va y proactiva frente a eventos, 
posee mecanismos de alerta 
temprana, ubica espacialmen-
te las zonas de alto riesgo y las 
zonas seguras, actúa de mane-
ra ordenada ante un evento y 
cuenta con activos y medios de 
vida más resistentes a eventos, 
en razón a que existe un nivel 
de conocimiento de riesgos, 
preparación, aseguramiento y, 
finalmente, de opciones.

Así, dado que el nivel de 
afectación es menor en co-
munidades que cuentan con 
mayor capital social y capital 
humano, es de esperar que 
estas comunidades valoren la 

«En Colombia existen orientaciones institucionales para la inclusión de la gestión del riesgo 
de desastres en las actividades de las escuelas con lineamientos, instrumentos, cartillas e 
instructivos, la definición de la forma de articulación con los gobiernos escolares, así como la 
solicitud de elaboración y aplicación de planes escolares de gestión del riesgo». 

preservación de los entornos y 
la sostenibilidad, e intervengan 
para que el amortiguamiento 
ambiental sea funcional. 

También existe un mayor 
dinamismo de las autoridades 
sobre el problema social de 
los desastres, en razón a que la 
demanda social sabia exige su 
inclusión como problema pú-
blico en las agendas políticas 
y de gobierno, con inversiones 
en reducción y mitigación que 
brinden condiciones seguras en 
el territorio. Finalmente, una co-
munidad activa busca esque-
mas de gobernanza que trans-
forman las acciones públicas.

El desastre es una construc-
ción social, es el resultado de 
[causas de fondo] tales como 
una estructura social, económica 
y política que propicia [presiones 
dinámicas] de crecimiento po-
blacional, rápida urbanización, 
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alteración y daño de ecosistemas, que en 
lo cotidiano han sido posibilitadas por re-
laciones y transacciones que son mediadas 
por reglas y convenciones que, en mucho, 
se alejan de una semántica de lo sostenible 
y devienen del consumo como expresión 
de estatus; esto, sumado a un entorno de 
[condiciones inseguras] por localización, 
procesos constructivos inseguros, propician 
que la materialización de un evento [ame-
naza] convierta las vulnerabilidades en un 
desastre. Inferencia que corresponde a mi 
interpretación del modelo presión y libera-
ción de los desastres de Blaikie (citado por 
Narváez, Lavell & Pérez, 2009).

La gestión del riesgo de desastres es 
una acción pública estructurada desde re-
ferentes que provienen de distintas formas 
de conocimiento y acción, sean ancestrales, 
técnicas, sociales, políticas que, en últimas, 
operan en lo local como un conjunto de 
quehaceres basados en el principio de pre-
vención o de precaución. Al respecto,  de-
terminar en qué medida estos quehaceres 
tienen relación con líneas de política o una 
búsqueda planeada de comportamientos 
es difícil, sin embargo, sí es presumible que 
la educación, como operador cultural, per-
mite la apropiación de nociones que con-
tribuyen a la construcción de un sentido de 
realidad que sea revelador de riesgos.

Los conceptos permiten representar 
la realidad de los riesgos, en razón a que 
la cognición humana se basa en represen-
taciones e imágenes de lo observado, las 
denotaciones de los hechos y los objetos 
permiten observaciones estructuradas que 
son más objetivas cuando se soportan en el 
conocimiento científico. Con ello, llamo la 
atención sobre la utilidad de la observación 
estructurada de los escolares para incenti-
var su capacidad de interpretación.

La gestión del riesgo de desastres es 
un sistema conceptual, que aporta una 
perspectiva de estudio de la realidad que 
busca explicar las interacciones que se dan 
entre fenómenos amenazantes, exposi-
ción y vulnerabilidad, en un contexto de 
cambio, y con la finalidad de preservar el 
desarrollo en su acepción sostenible, de 
manera que la gestión del riesgo de de-
sastres está íntimamente asociada con la 
adaptación al cambio climático. Ambas 
aproximaciones valoran el conocimiento 
como capacidad clave.

Partir del supuesto de la construcción 
social de la realidad (Berger P. & Luckmann 
N., 2003) conduce a estudiar, en forma 
alternativa, las representaciones sociales 
(Moscovici, 1979) que se forman en torno 
al desastre y su prevención; al desarrollo y 
sus condiciones de sostenibilidad; a la iden-
tidad (Melucci, 2010) y su vinculación con 
prácticas sostenibles; o al imaginario social 
(Castoriadis, 1993) que, con un carga axio-
lógica, dotan de significado la acción social 
(Weber, 2002) que conduce al desastre o, 
por el contrario, a la presencia de condicio-
nes seguras que posibilitan el desarrollo, en 
este caso, cargado de una ideología o al me-
nos de una posición política; o a partir del 
sujeto, sobre la estructura cognitiva (Piaget) 
y el aprendizaje significativo que se da en 
una realidad situada, que sirve para la gene-
ración de competencias sociales útiles para 
lograr una armonía con el entorno y, subse-
cuentemente, una existencia sostenible.

Situación

En Colombia existen orientaciones institu-
cionales para la inclusión de la gestión del 
riesgo de desastres en las actividades de las 
escuelas con lineamientos, instrumentos, 
cartillas e instructivos, la definición de la 
forma de articulación con los gobiernos es-
colares, así como la solicitud de elaboración 
y aplicación de planes escolares de gestión 
del riesgo. De igual manera, hay orientacio-

«El estudiante investigador busca conciencia sobre su situación en el entorno, a partir de un proceso social particular de 
identidad individual y colectiva (…)».

nes internacionales sobre escuelas seguras 
e inclusivas, buenas prácticas, contenidos 
pedagógicos, modelos y procesos de refe-
rencia que, en particular, llaman la atención 
sobre los factores físicos estructurales y los 
no estructurales como la realización de si-
mulacros, y de actividades docentes con 
recursos propios de la pedagogía o la didác-
tica para la enseñanza-aprendizaje del tema. 

Las escuelas son consideradas un 
servicio. Desde el referencial sectorial, en 
términos de Muller (Muller, 2010), se tie-
ne que las escuelas no pueden continuar 
convirtiéndose en albergues temporales, 
pues, dado que el proceso de recuperación 
implica una rápida puesta en operación de 
las escuelas, se produce deserción y ausen-
tismo escolar, que debe evitarse o reducirse 
al máximo con ocasión de los eventos.

De hecho, las instituciones escolares 
colombianas despliegan una actividad en 
torno a los planes escolares de gestión del 
riesgo de desastres, la realización de simu-
lacros, la vinculación de estos temas y la 
adaptación al cambio climático con los 
proyectos educativos institucionales (pei).

En particular, la investigación desde 
el aula, entendida más como una prác-
tica de aprendizaje, busca indagar sobre 
lo observado en un esquema epistemo-
lógico de implicación del observador en 
lo observado, sobre temas sociales, cultu-
rales, ambientales, tecnológicos, de em-
prendimiento, y otros.
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Los campos de indagación sociocul-
tural pueden incluir el conocimiento y 
saberes culturales y ancestrales; la historia, 
memoria y tradición, y las ciencias sociales 
y del comportamiento; diseño que hace 
parte de la apuesta de formación orien-
tada a la apropiación de la investigación 
como una competencia de los escolares, 
que resulta ser un reto de amplio compro-
miso para los educadores.

Las líneas que agrupan la temática 
sociocultural son excepcionalmente exi-
gentes por constituir cada una un conjun-
to de opciones de indagación académica, 
que van desde la apropiación de lo físico 
hasta lo simbólico. Así, discernir un pro-
blema de estudio que sea fundamental y 
transversal, relevante para un proceso de 
afianzamiento de competencias de inves-
tigación en escolares y desde el aula, debe 
partir de lo más íntimo de la motivación 
humana, desde su realidad situada.

El estudiante investigador busca con-
ciencia sobre su situación en el entorno, a 
partir de un proceso social particular de 
identidad individual y colectiva; allí, la varia-
bilidad climática, los desastres derivados de 
eventos socionaturales, antrópicos o natu-
rales alteran instantáneamente o de manera 
sistemática sus medios de vida, los activos 
familiares, las capacidades y oportunidades 
y, en general, el ejercicio de su libertad.

La acción colectiva se articula de 
distintas maneras, pero ella es más sabia 
cuando parte de una ruptura generacional 
de conciencia, de la autorreferencia logra-
da por el conocimiento reflexivo. Los esco-
lares tienen la gran virtud de transformar 
los lazos íntimos del tejido social a través 
de su comunicación, de sus preguntas, de 
sus llamados morales.

Cuando el aula invita a pensar de ma-
nera distinta sobre lo cotidiano, mediado 
por el juicio moral del escolar, la familia vive 
una revelación. Allí se denotan con otra 
connotación y simbología los elementos 
materiales, el espacio, la apropiación del 
suelo, los lugares, los servicios ecosistémicos, 
la flora, la fauna, los equipos y herramientas, 
desvelando lo que estaba bajo la sombra 
de convenciones sociales, reglas, prácticas y  
cosmovisiones que opacan el entendimien-
to y limitan las posibilidades humanas.

La investigación es el camino para in-
terrogarse, hacer pesquisas, sumergirse y 

hacer apuestas intelectuales para percibir 
de manera estructurada, es el ethos del aula.

Experiencias significativas de 
indagación desde el aula en 
temas socioculturales orientados 
a la gestión del riesgo de 
desastres y la adaptación al 
cambio climático

Para los educadores, los espacios de in-
tercambio de prácticas orientadas hacia 
diferentes ambientes de aprendizaje son 
posibles gracias al reconocimiento de 
experiencias significativas de formación-
aprendizaje, como procesos que han mos-
trado sus bondades en la promoción de 
competencias investigativas desde el aula. 

Los criterios de selección de las expe-
riencias significativas incluyen algunos de 
los siguientes factores: el impacto alcanza-
do en el afianzamiento de competencias de 
indagación de los escolares, la generación 
de nuevo conocimiento sociocultural, la 
incidencia o trascendencia tenida en el en-
torno familiar y sociocultural, la sistematiza-
ción y documentación de la experiencia, y 
la vinculación con un proceso de investiga-
ción de los educadores sobre la educación 
y competencias de investigación.

En materia de gestión del riesgo de de-
sastres y adaptación al cambio climático, la 
sistematización de lo que hacen, viven, sa-
ben y sienten los participantes, requiere de 
la utilización de métodos de documenta-
ción de intervenciones sociales para lograr 
que las vivencias queden expuestas, con 
el fin de evidenciar el saber hacer socio-
cultural que se despliega en entornos que 
exigen adaptación, resiliencia y capacidad. 
Este referente sirve para procesos similares 
con los ajustes que el contexto exija.

La documentación de la experiencia 
en si es una buena práctica, con una acti-
tud centrada en la investigación de pro-
blemas que indica, al menos: 1. nombre de 
la experiencia, incluye el tema; 2. identifi-
cación: grado, participantes, localización, 
orientadores, apoyos; 3. contexto general, 
incluye la memoria histórica de eventos, 
las principales variaciones o impacto del 
cambio climático, las principales amenazas 
naturales, socionaturales y antrópicas, la si-
tuación económica, los medios de vida, las 
principales prácticas culturales que pueden 

incidir para la prevención o manejo de cau-
sas y efectos de eventos; 4. descripción de la 
experiencia, entendida como una narración 
secuencial sobre los objetivos, las activida-
des, los instrumentos o ayudas utilizadas, 
la puesta en escena de las actividades, los 
cuidados tenidos que, adicionalmente, 
pueden contar con registros fotográficos, 
tablas, datos, mediciones u otras evidencias; 
5. obstáculos enfrentados en el proceso; 6. 
¿por qué esta experiencia es positiva?, cuá-
les fueron los resultados tenidos y el impac-
to; 7. análisis pedagógico de la experiencia, y 
8. didácticas de la experiencia.

Conclusión

La indagación escolar en la perspectiva 
sociocultural enfatiza en la comprensión 
fundamentada del comportamiento so-
cial, de los elementos culturales profun-
dos que determinan las relaciones y po-
sibilidades. Además, la conciencia escolar 
sobre el entorno invita a mantener una 
orientación social hacia lo sostenible y 
hacia la dotación de recursos que sirvan 
para generar capacidades.
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En América Latina la adminis-
tración del desastre dejó de 
ser la principal respuesta de 
los Estados ante la ocurrencia 
de amenazas y catástrofes am-
bientales. Los desastres dejaron 
de ser considerados como un 
evento natural, al reconocer la 
construcción social del riesgo que 
predispone al desastre. De esta 
manera, la percepción y el reco-
nocimiento tanto de las amena-
zas como de las vulnerabilidades 
y la capacidad de adaptación y 
resiliencia de la sociedad, conlle-
van a una construcción social del 
riesgo,  donde factores como los 
modelos de desarrollo, la gestión 
ambiental y la planificación terri-
torial influyen sobre el riesgo de 
desastres.

La construcción social del 
riesgo incluye el estudio de la 
vulnerabilidad social y los pro-
cesos de adaptación y resiliencia 
que la sociedad pueda llegar a 
generar. De ahí que los estudios 
de vulnerabilidad hayan em-
pezado a incluirse en la gestión 
del riesgo, a partir del recono-
cimiento de la vulnerabilidad 
como un proceso social e histó-
rico  temporal, que se relaciona 
con los aspectos económicos, 
los medios de vida y las capaci-
dades individuales y colectivas. 
Así mismo, la equidad, la igual-
dad y la distribución del poder 
son dimensiones políticas im-
portantes para contextualizar 
la vulnerabilidad, concluyendo 
que esta es diferente a través del 
tiempo y en distintos grupos so-
ciales (Adger, 1999). 

1  Ecólogo, magister en desarrollo rural de 
la Pontificia Universidad Javeriana, candidato a 
doctor en planificación y gestión territorial, Uni-
versidad Federal del ABC, Brasil. Correo electró-
nico: danielcalderon137@hotmail.com

El enfoque de la resiliencia socioecológica
De esta manera, las nuevas 

conceptualizaciones y estrate-
gias de la gestión del riesgo de 
desastres incluyen una perspec-
tiva sistémica y compleja, que 
enmarca diferentes dimensio-
nes y procesos de planificación 
territorial. Esta dimensión sisté-
mica permitió entender que la 
sociedad puede tener un papel 
importante en la reducción de 
la vulnerabilidad social, por me-
dio de la mitigación, adaptación 
y resiliencia.

La resiliencia en la gestión 
del riesgo tiene una dimensión 
socioecológica, donde se es-
tablece una articulación mul-
tiescalar de diferentes tipos de 
actores, junto a la diversidad del 
conocimiento ecológico, enten-
dido como las diferentes prácti-
cas de relación con la naturaleza, 
que se manifiesta en acuerdos 
de cooperación y gestión del 
medio ambiente (Adger, et al., 
2005, p. 1036). Por lo tanto, la re-
siliencia socioecológica incluye 
instituciones para la acción co-
lectiva, sistemas de gobernanza 
robustos y diversidad de eleccio-
nes de medios de vida que pro-
muevan la organización social, la 
protección del medio ambiente 
y la convivencia armónica con el 
territorio. 

La dimensión 
socioecológica de la 
resiliencia

Las relaciones entre la sociedad y 
los bienes y servicios ecosistémi-
cos han permitido la existencia 
de la humanidad, configurando 
el concepto de medio ambien-
te. La construcción social del 
medio ambiente depende de 
las estructuras político institu-
cionales que no solo regulan las 
relaciones de la sociedad, sino 

«Tanto el concepto de gobernanza del riesgo como la resiliencia socioecológica hacen 
referencia a la organización de la sociedad para enfrentar fenómenos de perturbación 
ambiental, siendo más resistentes y menos vulnerables a cambios ambientales». 
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también, establecen las relacio-
nes sociedad naturaleza.

A partir de la relación so-
ciedad ecosistema se estable-
ce una dependencia, donde la 
resiliencia ecológica depende 
de la sociedad, mientras que la 
resiliencia social depende de los 
ecosistemas. Por lo tanto, las ins-
tituciones sociales que regulan 
el uso de los bienes y servicios 
ecosistémicos permiten los pro-
cesos naturales de resiliencia de 
los ecosistemas. 

La gestión del riesgo de 
desastres se convierte en un 
asunto político donde se 
pueden identificar unas es-
tructuras, interdependencias 
e interrelaciones que articulan 
múltiples actores —tanto pú-
blicos como privados—, hacia 
un fin sociopolítico, a saber: re-
ducir las amenazas y la vulne-
rabilidad que afectan al capital 
construido, social y natural. Por 
otra parte, la gestión del riesgo 
demanda una comprensión de 
la complejidad del territorio 
como un sistema socioecoló-
gico (sse), que posibilita obser-
var mejor las relaciones entre 
los procesos sociales, la forma 

y uso de los recursos naturales 
y los ecosistemas que los sus-
tentan.  

Dentro de la perspectiva de 
los sse, las relaciones entre socie-
dad y ecosistemas conducen a 
una vulnerabilidad del territorio 
hacia los desastres, que  depen-
den de las instituciones sociales, 
políticas, ambientales y econó-
micas que sustentan el uso de 
recursos. Por otro lado, según 
Adger (2000), las instituciones 
sociales pueden llevar a una re-
siliencia socioecológica, la cual 
se sustenta en la coordinación 
de un gobierno en múltiples 
niveles y escalas, dentro de una 
institucionalidad que configura 
una gobernanza del riesgo.

Tanto el concepto de go-
bernanza del riesgo como la 
resiliencia socioecológica hacen 
referencia a la organización de 
la sociedad para enfrentar fe-
nómenos de perturbación am-
biental, siendo más resistentes 
y menos vulnerables a cambios 
ambientales. Frente a los fenó-
menos naturales que causan 
desastres como terremotos, 
inundaciones o deslizamientos 
de tierra, y bajo el aumento de 



» 39

| número 27 | octubre de 2016

las amenazas biofísicas, produc-
to de la variabilidad climática 
como los fenómenos de El Niño 
y La Niña, la sociedad establece 
una institucionalidad capaz de 
generar una resistencia y adapta-
ción a las amenazas, mediante la 
organización, con el objetivo de 
generar una sociedad resiliente. 
Para Metzger y Robert (2013, p. 
27), un sistema social es resilien-
te cuando es capaz de absorber 
choques mediante la reducción 
de los impactos, desarrollando 
capacidades de adaptación me-
diante la organización.

De esta manera, los riesgos, 
producto de la variabilidad cli-
mática, pueden ser gestionados 
por medio de la integración del 
Estado, la sociedad civil y las ac-
ciones individuales. Esto permite 
reconocer que «la capacidad de 
los sistemas humano- naturales 
para hacer frente y adaptarse a 
las amenazas relacionadas con el 
clima no es un asunto solamente 
científico» (Lampis, 2013, p. 18). 
Adger, et al., (2012), propone que 
se debe establecer un contrato 
social que permita generar una 
adaptación a los eventos me-
teorológicos relacionados con 
el cambio climático y las ame-
nazas biofísicas.

Este contrato social, se 
basa en la complementariedad 
que puede tener el Estado en 
la gestión del riesgo, al articular-
se con la percepción del riesgo 
de la sociedad civil. «En otras 
palabras, para que se reduzca 
el riesgo es necesario superar la 
lógica del logro de la capacidad 
técnica de detectar la amenaza, 
para que se afiance una lógica de 
la necesidad de colaborar entre 
el Estado y la comunidad en la 
construcción de políticas pú-
blicas efectivas frente al riesgo» 
(Lampis, 2013, p. 22). La idea de 
un contrato social, que permite 
la generación de estrategias de 
adaptación y resiliencia al cam-
bio climático, es parte de una 

coevolución entre la comple-
mentariedad de la gestión del 
riesgo por parte del Estado y la 
percepción del riesgo por parte 
de la sociedad civil. 

De esta manera, la resilien-
cia sugiere instituciones que 
conlleven a la organización de la 
sociedad para ser más resistentes 
frente a los fenómenos naturales. 
El reconocimiento de esos cam-
bios de comportamiento por 
parte de la sociedad, definidos 
como una adaptación delibe-
rada o planificada  (ipcc, 2007, 
p. 869), deben ser reconocidos 
dentro de las políticas públicas 
de adaptación al cambio climáti-
co y gestión del riesgo de desas-
tres, de manera que puedan ser 
incentivados y potencializados.

Así mismo, la resiliencia so-
cioecológica está inmersa dentro 
de una «dimensión cultural del 
cambio climático» (Adger, et al., 
2005), donde las diferentes accio-
nes que contribuyan a la adapta-
ción deben articularse dentro 
de una gobernanza multinivel. 
De esta manera, la respuesta de 
la sociedad en participar de la 
gestión del riesgo de desastres 
está influenciada por la cultura, 
la identidad, la cohesión de la 
comunidad y el sentido de lugar. 

Pueden existir institucio-
nes formales o informales que 
conlleven a la movilización de la 
sociedad para la conformación 
de una acción colectiva que ge-
nere una estructura social capaz 
de adaptarse a los cambios am-
bientales y resistir las amenazas 
naturales. Los diferentes tipos 
de instituciones, basados en una 
dimensión cultural y local, per-
miten la generación de sistemas 
robustos de gobernanza am-
biental, dando como resultado 
la generación de una resiliencia 
bajo una dimensión socioeco-
lógica.

En el caso de Colombia la 
articulación Estado sociedad, 
empieza a ser una de las estra-

tegias innovadoras en la gestión 
del riesgo de desastres, en donde 
la organización de un conjun-
to de actores sociales trabajan 
mancomunadamente hacia la 
generación de una resiliencia so-
cioecológica, por medio de pro-
gramas que permiten la sosteni-
bilidad ambiental del territorio. 

Estos programas, que van 
más allá de la visión científica clá-
sica de la gestión del riesgo, inte-
gran problemas como la gestión 
de residuos sólidos, la educación 
ambiental, la seguridad alimen-
taria, el ecoturismo y la justicia 
ambiental. De esta manera, se 
construye una gestión del riesgo, 
coherente a la relación de la so-
ciedad con el medio ambiente, 
pretendiendo tener una visión 
sistémica y compleja de los pro-
blemas ambientales que aumen-
tan la vulnerabilidad social. 
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Este artículo define y caracteriza la llamada 
sociedad del riesgo, contextualizada como 
un paradigma en el que se perciben los ries-
gos transnacionales o globales, que eviden-
cian las probabilidades de una destrucción 
global como consecuencia de un amplio 
potencial de destrucción que  se asemeja a 
una guerra sin guerra, sin actores estatales. 

Este planteamiento ha sido amplia-
mente difundido por U. Beck, quien afir-
ma que frente a los riesgos de la sociedad 
mundial como el desastre ecológico, el te-
rrorismo, el manejo financiero y la pobreza 
no existen reglas, ni formas convencionales 
de prevención. Al respecto, solo son identi-
ficables los componentes de dichos riesgos, 
a los cuales está abocada la sociedad mun-
dial, dando lugar a una permanente incerti-

1  Doctor en derecho  Universidad  Nacional de Colombia. 
Par académico del Ministerio de Educación desde el año 2000. 
Formación posdoctoral en derechos humanos Bolonia (Italia), 
posdoctorado en procesos sintagmáticos de la ciencia y la inves-
tigación.

La sociedad del riesgo mundial

«Ulrich Beck se acerca a los problemas de la sociedad 
mundial de la actualidad (...), y encuentra una fuente 
de incertidumbre, inseguridad y riesgos, pues estos no 
pueden considerarse como simples amenazas externas 
sino que han de entenderse como consecuencias, 
hechos e inseguridades creados por la civilización (...)». 
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dumbre y vulnerabilidad en la época de la 
globalización. 

Introducción

La sociedad del riesgo mundial es un pa-
radigma fundamental de la seguridad, que 
aparece tras el desplome de la guerra fría 
y la bipolarización en la cual los Estados ya 
no amenazan a los Estados, sino que los 
peligros de la sociedad del riesgo mundial 
se perciben como riesgos transnacionales 
o globales. Es decir, que las probabilidades 
de destrucción a nivel planetario se uni-
versalizan, frente a lo cual solo existe una 
expresión de la interdependencia global 
y la globalidad reflexiva, pues su potencial 
de destrucción se asemeja a una guerra sin 
guerra, sin actores estatales, pero con peli-
gros considerablemente «desterritorializa-
dos», frente a los cuales no existen reglas, ni 
en la política nacional o internacional (Beck, 
2008, pp. 15, 47).

Son tres los componentes de los ries-
gos globales y responden a tres tipos de 
problemas de la sociedad mundial del ries-
go: 1. los conflictos provocados por los ries-
gos ecológicos que desatan una dinámica 
global; 2. los riesgos económicos globales 
materializados en la pobreza, que primero 
son individualizados y nacionalizados, y 3. 
la amenaza de las redes terroristas, que ac-
túan de forma anónima y transnacional con 
el propósito de sembrar el miedo en toda la 
humanidad y minar los fundamentos de la 
libertad y la democracia.

En el primer caso, se trata de una ame-
naza física como la destrucción del medio 
ambiente a consecuencia de la pobreza, el 
deterioro de la capa de ozono y el efecto 
invernadero que produce el cambio climá-
tico global. En segundo lugar, los riesgos 
económicos globales contienen grandes 
contradicciones, pues fluctúan entre la lógi-
ca de la distribución de bienes e ingresos. 
Las crisis económicas ya han hecho visibles 
sus consecuencias catastróficas, sobre todo 
en la política, y ningún subsistema juega 
un papel tan importante en las sociedades 
modernas como la economía. En tercer lu-
gar las redes terroristas, que son organiza-

ciones no gubernamentales de la violencia, 
son amenazas transnacionales de actores y 
redes subestatales en manos de fanáticos 
que desafían a los Estados, y evidencian 
la vulnerabilidad de nuestra civilización 
(Beck y Grande, 2004, pp. 286-288).

Ulrich Beck se acerca a los problemas 
de la sociedad mundial de la actualidad, 
que no son los mismos que describía la 
sociología de las sociedades precedentes, 
y encuentra una fuente de incertidumbre, 
inseguridad y riesgos, pues estos no pue-
den considerarse como simples amenazas 
externas sino que han de entenderse como 
consecuencias, hechos e inseguridades 
creados por la civilización, que pueden ele-
var la conciencia global de incertidumbre y 
desconcierto.

Beck identifica ocho características: 1. 
los riesgos causan daños sistemáticos a me-
nudo irreversibles, 2. el reparto e incremento 
de los riesgos sigue un proceso de desigual-
dad social, 3. riesgo, negocio con doble causa; 
riesgo y oportunidades de mercado, 4. hay 
un vacío político e institucional, 5. los movi-
mientos sociales son la nueva legitimación, 
6. las fuentes que daban significado colec-
tivo a los ciudadanos están en proceso de 
«desencantamiento», 7. en las nuevas so-
ciedades recae en el individuo un proceso 
de «individualización» a través de una des-
vinculación de las formas tradicionales de la 
sociedad industrial y una «revinculación» 
con otro tipo de modernización, y 8. las 
fuentes colectivas que dan significado a la 
sociedad se agotan y el individuo busca una 
identidad en la nueva sociedad.

En situaciones de riesgo la conciencia 
determina el retorno de la incertidumbre; 
es decir, el riesgo como reconocimiento 
de lo impredecible y de las amenazas de la 
sociedad industrial. En la sociedad reflexiva, 
la sociedad se convierte en un problema 
para sí misma. Estos conflictos pueden lle-
gar a desintegrar la base de la racionalidad 
de la sociedad, de la ciencia, del derecho, de 
la democracia y, por lo tanto, la sociedad 
tendría que discutir sus fundamentos sin 
fundamentos, cayendo en una desestabili-
zación en que todas las decisiones funda-
mentales, los derechos sociales, el derecho a 
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la libertad y a la igualdad podrían ser moti-
vo de conflictos políticos, objeto particular-
mente de un paradigma como el derecho 
reflexivo. 

Este debe emerger casi de manera ur-
gente y necesaria, por cuanto el poder de 
los movimientos de la sociedad civil es el 
resultado de las contradicciones en que 
se enredan las instituciones que producen 
y administran los peligros; contradiccio-
nes que tales movimientos han puesto al 
descubierto y que tienen que ver con las 
situaciones extremas de pobreza, los ata-
ques al medio ambiente, lo mismo que la 
falsa y peligrosa seguridad de una sociedad 
autodenominada democrática y los demás 
peligros que amenazan la convivencia.

La sociedad actual asume una carga 
de riesgo en su propia identidad que en-
cierra una grave contradicción: el peligro 
de supervivencia de la especie. Los medios 
de comunicación, que tienen un papel 
muy importante en la representación de 
los riesgos y en la búsqueda de soluciones, 
incrementan el poder y el control social. El 
pensamiento de Beck está marcado por 
las constantes de una sociedad sometida 
a fuertes riesgos y a procesos de individua-
lización. Para él la actualidad se forma con 
las noticias de las catástrofes ecológicas, las 
crisis financieras, el terrorismo, el hambre 
global  y las guerras preventivas (ibíd. p. 35).

Los riesgos a los que está expuesta la 
sociedad en la globalización no tienen ante-

cedentes ni presupuestos ético filosóficos, 
sino quizá una frase similar a la pronunciada 
por Sócrates que constituye una evidencia 
fatal: no sabemos que no sabemos, pues no 
se encuentran tales peligros muy alejados 
de las predicciones apocalípticas, como se 
puede observar entre otras imágenes las  de 
los tsunamis, las de las torres gemelas, y el 
comportamiento de las crisis económicas 
en Grecia y España, los atentados en Fran-
cia, Bélgica, Niza y Turquía que nos hacen 
pensar hasta qué punto los riesgos globales 
son, en la historia universal presente y futu-
ra, una fuerza que nadie puede controlar.

Principios de la sociedad del 
riesgo

La sociedad del riesgo mundial considera 
una política para el futuro enmarcada en 
el realismo político cuyos principios funda-
mentales son los siguientes:

 1. La sociedad del riesgo tiene una ló-
gica histórica según la cual ninguna nación 
puede solucionar sus problemas por si sola 
sino sobre la base del realismo cosmopolita. 

2. Los problemas mundiales crean 
comunidades transnacionales y los Es-
tados nacionales ya no son las unidades 
primarias de la solución de los problemas, 
locales o globales, sino que se impone la 
interdependencia como requisito para la 
supervivencia, y en todos los casos la efi-

cacia y la legitimidad surgen de la coope-
ración entre los Estados, ya no como un 
medio sino un fin.

3. Las organizaciones internacionales 
son la continuación de la política nacional 
por otros medios y están llamadas a mo-
dificar, maximizar, ampliar y religar los inte-
reses nacionales creando nuevos espacios 
transnacionales de poder. 

4. La legitimidad de la política mundial 
del riesgo se basa en la credibilidad en las 
Naciones Unidas y la Unión Europea, en su 
capacidad de generar un consenso público 
mundial. 

5. El unilateralismo es antieconómico 
y se requiere protagonismo del realismo 
cosmopolita basado en la responsabilidad 
compartida, y en la soberanía compartida, 
de tal forma que los Estados trabajen en co-
mún (Beck, 1998, pp. 279-281).

Han quedado sin fundamento en la 
sociedad del riesgo mundial los ideólogos 
de las utopías radicales y de las metáforas 
de la revolución, que pretendían cambiar 
intencionalmente la estructura fundamen-
tal de la sociedad, y las utopías restantes 
que proclamaban el final de la historia. Al 
igual que las apelaciones vagamente uni-
versalistas, estas no tendrán efecto alguno. 
El saber global sobre el potencial moral y 
físicamente catastrófico de la sociedad del 
riesgo mundial hará posible suprimir las di-
ferencias entre lo nacional y lo internacional 
y abrir nuevos espacios de responsabilidad  
transnacional en los que intervengan múlti-
ples actores.

Todos los fenómenos de crisis en los 
países occidentales, tales como la crisis 
del Estado de bienestar, la crisis de los pa-
radigmas jurídicos tradicionales, la crisis 
en la democracia, la crisis en la aplicabi-
lidad de los derechos sociales, las dudas 
sobre la ciencia y la racionalidad de los 
expertos, la globalización de la economía, 
el terrorismo, la crisis ecológica, y con ella 
el cambio climático, conducirán necesa-
riamente a la discontinuidad de las insti-
tuciones básicas en el curso de un proce-
so en el que, sin embargo, los principios 
básicos de la humanidad siguen vigentes. 
No obstante, la supervivencia solo será 
posible con la ayuda de entrelazamien-
tos, interdependencias, responsabilidad, 
solidaridad y en general comunidades de 

«(…) la supervivencia solo será posible con la ayuda de entrelazamientos, interdependencias, responsabilidad, solidaridad y 
en general comunidades de destino más allá de las fronteras nacionales». 
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destino más allá de las fronte-
ras nacionales.

Los principios kantianos, los 
procedimientos marxistas y el 
pensamiento de Nietzsche, que 
dividían a la humanidad en gru-
pos cerrados de carácter étnico, 
económico religioso o territorial, 
y que daba fundamento a los 
constructores de la autoperpe-
tuación de la sociedad burguesa, 
se han convertido en un idealis-
mo retrógrado que en la socie-
dad del riesgo mundial carecen 
de sentido, pues el orden mun-
dial ha tomado otros rumbos 
y la soberanía nacional ha sido 
reemplazada por la cooperación 
transnacional, en aras a la propia 
supervivencia.

 William Ospina, de la Uni-
versidad de Antioquia, afirma 
con mucha razón que:

(…) los grandes inventos 
no son los artefactos, ni las cosas 
que nos hacen más eficaces, ni 
más veloces ni más capaces de 
destrucción y de intimidación, 
ni más capaces de acumula-
ción y de egoísmo. Los grandes 
inventos son los que nos hicie-
ron humanos en el sentido más 
silvestre del termino: El que utili-
zamos para decir que alguien es 
generoso o compasivo o cordial 
o capaz de inteligencia serena o 
capaz de solidaridad (Ospina y 
Bonnett, 2012, pp. 28 - 29).

En palaras de Bonnett, el 
gran riesgo en Colombia es que:

 
Ante la visión desoladora 

de la corrupción y el saqueo 
despiadado del dinero público, 
del cinismo político, de la pene-
tración corruptora del crimen, 
de la perpetuación de la guerra 
y la debilidad del Estado es na-
tural que el individuo se sienta 
abrumado e impotente. Esa 
impotencia puede hacerle creer 
que como ciudadano es víctima 

de un determinismo histórico 
frente al cual no hay acción po-
sible (ibíd., p. 28) 

Desde la perspectiva adop-
tada por los autores se afirma 
que una doctrina del crecimien-
to económico, que no solo en-
cumbra a unos países en la opu-
lencia y el derroche, en el zaqueo 
de los recursos planetarios y en 
la producción de basuras irre-
ductibles, que abisma a la mayor 
parte de la humanidad en la pre-
cariedad y la indigencia, y que 
cada vez precipita crisis más am-
plias y absurdas, es una doctrina 
que sujeta a las propias naciones 
opulentas a temporales de ries-
go y depresión.

Los riesgos de nuestra era 
se caracterizan por un modelo 
de producción y de comercio, 
cuyo frenesí de velocidad y de 
productividad, de consumo y 
de obsolescencia de los obje-
tos, precipita la alteración de los 
ciclos del clima y la transforma-
ción del planeta en un organis-
mo impredecible. Igualmente, 
un desequilibrio creciente del 
acceso a los recursos, al conoci-
miento, a la iniciativa, convierte 
las clásicas tensiones del poder y 
de la sociedad en escenarios del 
terror y de la arbitrariedad. Una 

doctrina del poder corroída por 
el fracaso de los valores históri-
cos que fundamentaron toda 
moral y toda ética convierten 
nuestro planeta en un escenario 
de miedo, de incertidumbre, de 
sensación de impotencia y de 
riesgo permanentes.

No es la ignorancia, es el co-
nocimiento lo que nos ha hecho 
tan peligrosos, pues a pesar de 
estar en manos de la razón nun-
ca hubo tanto miedo, ni tanta 
incertidumbre frente al designio 
de las transformaciones. El terro-
rismo, la corrupción, el zaqueo 
de la naturaleza, como ya se dijo, 
junto con la subordinación de 
los intereses de la humanidad 
a los intereses particulares de 
la industria, las finanzas, las oli-
garquías y plutocracias  legales 
y de las mafias que son reflejo 
en los espejos deformantes de 
la ilegalidad, ilustran lo que es la 
sociedad mundial del riesgo en 
la globalización.

También existe una ten-
dencia en la teoría del derecho 
que mira a la globalización 
como un peligro constante que 
sirve para reforzar la supuesta 
seguridad que estaría en manos 
de los guardianes del mundo y 
sus aliados, por lo que la razón 
de Estado y el Estado de excep-

ción permanente se globalizan 
proponiendo el trasplante del 
derecho penal del enemigo a 
nivel global. 

Con lo anterior, la glo-
balización a nivel jurídico se 
polariza, se mercantiliza, dado 
que para combatir al enemi-
go los países deberán invertir 
recursos; además, permite 
administrar la restricción de 
libertades y derechos, justifica 
el incremento de controles y, 
lo peor de todo, genera más 
incertidumbre, desconfianza 
y la criminalización de la so-
ciedad. La cultura del Estado 
nación, aunque sigue existien-
do, adquiere el carácter cos-
mopolita que se identifica con 
regímenes transnacionales, 
movimientos sociales, Estados 
expertos, que combinan sus 
reflexiones para dar respuestas 
a riesgos globales.

La sociedad del riesgo

Los riesgos tienen la misma 
fuerza destructiva que las gue-
rras y se extienden a todos los 
ámbitos. Lo inédito de la so-
ciedad del riesgo mundial es la 
escenificación de los riesgos y 
su utilización con fines políti-
cos. Como resultado se tiene 
entonces, que el miedo se con-
vierte en un sentimiento que 
acompaña nuestras vidas. La 
seguridad desplaza a la liber-
tad y la igualdad en la escala 
de valores.  «La sociedad del 
riesgo» ha contribuido a un 
nuevo enfoque sociológico 
que intenta comprender las 
amenazas por las que atraviesa 
la humanidad a partir del últi-
mo cuarto del siglo xx.

En la época presente, nada 
de lo que ocurra en nuestro 
planeta podrá ser un suceso 
localmente delimitado, sino 
que todos los descubrimien-
tos, victorias y catástrofes 
afectarán a todo el mundo de 

«El terrorismo, la corrupción, el zaqueo de la naturaleza (...), junto con la subordinación de 
los intereses de la humanidad a los intereses particulares de la industria, las finanzas, las 
oligarquías y plutocracias  legales y de las mafias que son reflejo en los espejos deformantes 
de la ilegalidad, ilustran lo que  es la sociedad mundial del riesgo en la globalización».
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forma tal que los habitantes 
del planeta deben reorientar 
y reorganizar sus vidas y que-
haceres, así como las organi-
zaciones e instituciones, como 
consecuencia del ensancha-
miento del campo geográfi-
co y la creciente densidad del 
intercambio internacional, así 
como el carácter global de la 
red de mercados financieros y 
del poder cada vez mayor de 
las multinacionales.

Como el resultado de la 
revolución permanente en el 
terreno de la información y 
las tecnologías de la comuni-
cación, al igual que con la exi-
gencia universal de respetar los 
derechos humanos, y ante los 
problemas de la pobreza glo-
bal, los daños y atentados eco-
lógicos globales y los conflictos 
transculturales, el concepto 
de globalización se describe 
como un proceso que crea 
vínculos y espacios sociales 
transnacionales, que revaloriza 
culturas locales, y que trae a 
primer plano terceras culturas.

La globalidad y la globa-
lización constituyen una so-
ciedad del riesgo como una 

característica de la dinámica 
social, cuyos componentes 
son las amenazas fundamen-
talmente ecológicas, aunque 
estén condicionadas por mo-
tivos políticos; el peligro nu-
clear, los actos terroristas, las 
grandes desigualdades sociales 
y la miseria que redunda en 
una sobre explotación de los 
recursos naturales conllevan al 
calentamiento global y la con-
taminación de los suelos. 

La noción de la sociedad 
del riesgo mundial es pertinen-
te en un mundo que se puede 
caracterizar por una pérdida de 
distinción clara entre naturaleza 
y cultura. Esas amenazas, y esos 
riegos, no pertenecen a un solo 
país o región ni a una sola cla-
se social, sino que son globales, 
planetarios. Es decir, si hay algo 
que es global y globalizador es 
el riesgo: no respeta fronteras, es 
universal por excelencia, no es 
patrimonio de un lugar sino del 
planeta. En consecuencia, los 
riegos afectan más tarde o más 
temprano a quienes los produ-
cen o se benefician de ellos. 

Los daños ambientales 
no han sido provocados por 

la naturaleza, sino por el gé-
nero humano a través de la 
ciencia y la tecnología. El uso 
de estas en lugar de salvar a la 
humanidad más bien amenaza 
con extinguirla. Beck formu-
la esto claramente afirmando 
que se trata de un caso en el 
que la civilización se pone en 
peligro a sí misma, cosa que 
no es imputable a Dios, a los 
dioses, ni a la naturaleza, sino 
a las decisiones humanas y los 
efectos industriales, es decir, a 
la tendencia de la civilización a 
configurar y controlar todo.

Esos riesgos y los miedos 
que producen «unifican» a la 
humanidad, constituyéndose 
una «sociedad global». Esta 
sociedad global se constitu-
ye primero, porque los daños 
ambientales afectan a la tota-
lidad del planeta, y segundo, 
porque hay una toma de con-
ciencia mundial de que esos 
daños pueden acabar con el 
planeta. El miedo al «fin del 
mundo» se generaliza frente 
a lo que se formula: la necesi-
dad de hacer algo al respecto. 
Se trata de una teoría socio-
lógica que, a diferencia de las 

anteriores, trata de explicar lo 
que sucede actualmente en el 
mundo a partir de lo ecológico 
o ambiental. Pero lo ecológico 
no se limita solamente a plan-
tas y animales, reino vegetal y 
reino animal, sino que incluye 
hombres y mujeres, y el des-
plazamiento de ellos y ellas a 
lo largo y ancho del planeta. En 
otras palabras, las migraciones, 
uno de los grandes problemas 
de la humanidad en la socie-
dad global.

Conclusiones 

En las sociedades contemporá-
neas, una proporción bastante 
elevada de los riesgos está di-
rectamente relacionada con la 
tecnología y el sistema produc-
tivo, y se caracteriza porque se 
trata de riesgos difícilmente 
detectables por los sentidos 
humanos. La contaminación 
química, la modificación ge-
nética de organismos o los 
efectos del cambio climático 
son algunos ejemplos de nue-
vos riesgos ambientales que se 
vienen a sumar a las terribles 
consecuencias provocadas por 
la contaminación industrial, en 
las últimas décadas del siglo xx. 
Sin embargo, el análisis no sería 
completo si no añadiéramos 
a la lista de riesgos el peligro 
latente de ruptura social, que 
la globalización y los nuevos 
procesos de transformación 
económica están provocando 
en el seno de nuestra sociedad.

La progresión y el aumen-
to de estos nuevos riesgos, 
incluidos el terrorismo y las 
migraciones, están teniendo 
consecuencias políticas en la 
implementación, por parte 
de los gobiernos, de políticas 
orientadas al control y a la re-
ducción de los riesgos.  Es  ne-
cesario afirmar que la sociedad 
del riesgo se origina allí donde 
los sistemas normativos y las 

«Los daños ambientales no han sido provocados por la naturaleza, sino por el género humano (...) la civilización se pone en peligro a sí misma, 
cosa que no es imputable a Dios, a los dioses, ni a la naturaleza, sino a las decisiones humanas y los efectos industriales, es decir, a la tendencia 
de la civilización a configurar y controlar todo».
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instituciones sociales fracasan 
a la hora de conseguir la nece-
saria seguridad ante los peligros 
desencadenados por la toma de 
decisiones. Son ya numerosas 
las contingencias futuras cuyos 
resultados producen efectos 
dañinos a grandes sectores de la 
población mundial, que no des-
cartan las grandes catástrofes 
que afectan la sociedad actual 
fuera de las ya tradicionalmente 
conocidas como las catástrofes 
nucleares, el efecto invernadero 
y el terrorismo que se ha acen-
tuado en los últimos días.

Los grandes riesgos en la era 
de la globalización total se ma-
nifiestan en la economía, en las 
comunicaciones, en el cambio 
climático, pero, especialmente, lo 
que más caracteriza a la nueva so-
ciedad mundializada es, precisa-
mente, la internacionalización de 
los grandes riesgos de los que es 
imposible aislarse pues, cada vez 
más, los hechos producidos en 
una parte del mundo se encuen-
tran interrelacionados de manera 
directa con el resto del planeta y 
no hay, pues, posibilidad de darle 
la espalda a estas nuevas situacio-

nes de peligro. Los avances cientí-
ficos y tecnológicos han expues-
to a la totalidad de la población 
mundial a unos riesgos que van 
aparejados a ciertos beneficios 
que solo disfrutan unos pocos y 
esta es, precisamente, una de las 
mayores paradojas de la sociedad 
actual.
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Gobernabilidad y gobernanza en la gestión 
del riesgo en Colombia
Edgar Mauricio Arbeláez 
Sánchez1

El presente artículo se orientó 
desde la perspectiva de la go-
bernanza y la gobernabilidad 
en el escenario de la gestión 
del riesgo de desastres en Co-
lombia. Igualmente, buscó 
identificar la normativa vigente 

1  Profesional en ciencias militares (oficial 
del Ejército). Administrador de empresas y pro-
fesional en relaciones internacionales y estudios 
políticos. Especialista en gerencia integral de 
obras y en docencia universitaria. Estudiante de 
Maestría en Gestión del Riesgo y Desarrollo, en 
la Escuela de Ingenieros Militares. Correo: edgar-
mauricioarbelaezsanchez@gmail.com

como herramienta técnica y los 
organismos encargados de los 
procesos de conocimiento y re-
ducción del riesgo y manejo de 
desastres, observando la insti-
tucionalidad emergente como 
actor funcional en los diferen-
tes escenarios de desastres en el 
entorno nacional. 

Los eventos naturales y 
antrópicos que han sido regis-
trados en la historia colombia-
na, citando entre ellos los de 
mayor impacto (terremoto de 
Popayán en 1983, avalancha de 
Armero en 1985, sismo en el 
Atrato medio en 1992, sismo y 

avalancha del río Páez en 1994, 
terremoto del Eje Cafetero en 
1999 y la avalancha de Salgar - 
Antioquia como la más reciente 
en mayo de 2015), han servido 
como base fundamental en la 
estructuración y promulgación 
tanto de normativas jurídicas 
como de políticas públicas que 
dan soporte a la cultura proac-
tiva en función de la gestión del 
riesgo de desastres.

La gobernabilidad y gober-
nanza son dos conceptos que 
comparten simetría al interior 
de las formas de gobierno y 
sus roles orientadores. Para Luis 

Fernando Aguilar Villanueva, la 
gobernabilidad se define como 
«una cuestión que se plantea 
sólo con referencia al gobierno 
y que no atañe a la sociedad» 
(Centro Latinoamericano de 
Admistración para el Desarro-
llo - clad, 2007), cuyos aspec-
tos se reflejan en las capacida-
des, estructuras y herramientas 
técnicas con las que cuenta un 
Estado para dar respuesta a las 
necesidades de  la sociedad. 

Por otro lado,  la gober-
nanza, en palabras del mismo 
autor, es concebida como el 
proceso «de dirección de la so-

«La progresión y el aumento de estos nuevos riesgos, incluidos el terrorismo y las 
migraciones, están teniendo consecuencias políticas en la implementación, por parte de los 
gobiernos, de políticas orientadas al control y a la reducción de los riesgos».
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ciedad que ya no es equivalente 
a la sola acción directiva del go-
bierno y en el que toman parte 
otros actores, [en otras palabras 
es] un proceso directivo post-
gubernamental más que anti-
gubernamental” (íbid.), pers-
pectiva que se relaciona con 
la calidad de la respuesta dada 
bajo el empleo de las herra-
mientas, instrumentos técnicos 
y normativos en sinergia con las 
estructuras sociopolíticas, con 
el ánimo de satisfacer y respon-
der las necesidades manifiestas.

Colombia ha venido dan-
do pasos agigantados en la 
estructuración de la norma y 
herramienta jurídica con miras 
a otorgar al Gobierno nacional 
los instrumentos adecuados, 
eficaces y eficientes que permi-
tan desarrollar la gobernabili-
dad y gobernanza ante futuros 
eventos de desastre, no solo 

previendo acciones de respues-
ta sino adelantando procesos 
que permitan anticiparse al 
acontecimiento de los eventos 
con la finalidad de evitar pérdi-
das de vidas humanas y plan-
tear escenarios de intervención, 
asistencia y desarrollo en las co-
munidades que se encuentran 
en inminente riesgo ante posi-
bles eventos de origen natural 
como antrópicos.

Las experiencias men-
cionadas, infortunadamente 
se constituyeron en lecciones 
aprendidas que mostraron el 
atraso y deficiencia del Estado 
colombiano en políticas pú-
blicas, legislación y normativas. 
Ello, condujo a la revisión de los 
aspectos que interactúan en el 
desarrollo de la sociedad, en 
función de las vulnerabilidades, 
exposiciones y amenazas de los 
entornos manifiestos en el di-

namismo del Estado colombia-
no de manera holística. 

Las fallas estructurales del 
Gobierno nacional y del siste-
ma de atención de desastres 
en materia financiera, jurídica 
y de infraestructura para dar 
respuesta a los eventos, empu-
jó a la creación de instituciones 
emergentes. Así, a manera de 
ilustración, para afrontar el te-
rremoto de Popayán el Decreto 
2225/1983 creó la Corporación 
para la Reconstrucción y De-
sarrollo del Departamento del 
Cauca (crc), el Decreto Presi-
dencial 3406/1995 dio origen 
al Fondo Resurgir para atender 
el desastre de Armero, tras el 
evento del río Páez se expide 
el Decreto 1179/1994 que creó 
la Corporación Nasa Kiwe para 
la reconstrucción de la cuenca 
del río Páez y zonas aledañas; 
por último, con referencia al 
terremoto del Eje Cafetero, el 
Gobierno nacional, median-
te el Decreto 197/1999, creó el 
Fondo para la Reconstrucción y 
Desarrollo Social del Eje Cafete-
ro (Forec). 

Surgen en este acápite pre-
guntas como: ¿por qué tantos 
organismos emergentes para 
dar respuesta a cada evento? 
¿Por qué no se diseñaron y 
estructuraron organismos de 
observancia nacional? ¿Fueron 
eficientes y eficaces las respues-
tas dadas por los organismos ci-
tados? ¿Los recursos financieros 
fueron empleados con decoro 
ético en favor de los damnifi-
cados? ¿Los organismos de res-
puesta fueron los apropiados 
en el orden de la gobernanza? 
¿Se emplearon los instrumen-
tos (leyes, normas, protocolos, 
instituciones) previstos por el 
Estado en materia de goberna-
bilidad?

Los aciertos y falencias que 
acompañan las acciones de res-
puesta ante los desastres han 
dado origen a la formulación, Remoción en masa, barrio La Cruz, Medellín. Año 2007. 

aprobación e implementación 
de instrumentos de carácter 
vinculante. En este sentido, 
como resultado de la evalua-
ción de los daños y afectaciones 
del terremoto de Popayán, se 
promulgó el Decreto Ley 1400 
de 1984 sobre construcción con 
normas sismo resistentes; pos-
teriormente, bajo el amparo de 
la Ley 400 de 1997, se expide en 
1998 la norma sismo resistente 
nsr-98 de 1998; y luego, en el 
2010, la nsr-10 (García, 2015). 

Creación del SNPAD y de 
la UNGRD 

La avalancha de Armero marca 
un hito en la preparación del 
Estado colombiano para en-
frentar y afrontar eventos de 
desastres, de manera que se 
crea el Sistema Nacional para 
la Prevención y Atención de 
Desastres (snpad), «organizado 
mediante la Ley 46 del 2 de no-
viembre de 1988 y estructurado 
en el Decreto Extraordinario 
919 del 1º de Mayo de 1989» 
(Cardona, 2008). En el año 2011, 
y con fundamento en el Decre-
to 4147 del 3 de noviembre, se 
crea la Unidad Nacional para 
la Gestión del Riesgo de Desas-
tres - ungrd (Presidencia de la 
República , 2011 - Ver imagen 1. 
Estructura Sistema Nacional de 
Gestión del Riesgo de Desas-
tres, página 46). 

La gestión del riesgo de 
desastres en Colombia, actual-
mente cuenta con herramien-
tas y estructuras diseñadas con 
estándares de rigor jurídico 
exhaustivo que involucran al 
poder ejecutivo, al legislativo y 
al judicial. La promulgación de 
la Ley 1523 de 2012 se constituye 
en el instrumento rector de la 
gestión del riesgo; así mismo, al 
interior de la norma, se encuen-
tran plenamente identificadas 
las estructuras del Estado que 
integran los procesos de cono-
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cimiento y reducción del riesgo 
y del manejo de desastres.

Observando los atributos 
de la Ley 1523 de 2012, se loca-
lizan los tópicos diseñados en 
procura de un correcto desa-
rrollo de los parámetros de 
gobernabilidad y gobernanza. 
En este orden de ideas,  con 
relación a la gobernabilidad, es 
posible afirmar que la ley refe-
rida legitima y fortalece el sn-
grd en el escenario colombia-
no; al unísono, entrega tareas y 
responsabilidades específicas 
a los organismos y estructuras 
de orden nacional, territorial y 
local. 

Como componente in-
tegrador de la gobernanza 
para la gestión del riesgo de 
desastres, la ungrd ha plani-
ficado procesos y protocolos 
que le permitan a las entida-
des territoriales prepararse de 
manera adecuada en sinergia 
con las estructuras sociales 
(juntas de acción comunal, 
organizaciones no guberna-
mentales - ong, entre otras) 
con espíritu previsivo ante 
eventos que puedan alterar 
el dinamismo social, adminis-
trativo y político por causa de 

desastres; dotando los pro-
cesos con herramientas que 
incluyen la cartilla guía para 
la Formulación del plan muni-
cipal de gestión del riesgo de 
desastres (ungrd, 2012). Jus-
tamente este plan obedece a 
una estructura detallada que 
permite asumir juegos de ro-
les en procura de identificar 
amenazas y vulnerabilidades 
en cada región, departamento 
y municipio.

El planteamiento de esce-
narios de riesgo y eventos futu-
ros ofrece realizar trazabilidad 
entre los planes de gestión del 
riesgo de desastres y la estra-
tegia para la respuesta a emer-
gencias. Es en este apartado 
donde se encuentra el punto 
álgido de la gobernanza, pues-
to que en el momento en que 
sucede un evento se ponen en 
práctica los protocolos de en-
trenamiento, conocimiento y 
capacitación que se han realiza-
do con antelación, como tam-
bién las coordinaciones con los 
estamentos (Fuerzas Militares 
y de Policía, Defensa Civil, Co-
mité Cruz Roja Colombiana, 
ong, organizaciones sociales). 
Ello se constituye en la prueba 

de fuego y en el indicador de 
la calidad de la respuesta dada.

Así las cosas, se observa 
que Colombia actualmente 
cuenta con la jurisprudencia 
que puede llegar a garantizar 
la gobernabilidad en la gestión 
del riesgo de desastres; a su vez, 
la norma confiere elementos, 
instrumentos, organizaciones y 
estructuras que serán las encar-
gadas de dar una respuesta con 
rasgos de calidad y eficacia en el 
marco de la gobernanza, como 
escenario donde confluyen los 
aspectos operativos y en el que 
se enfrentan a la realidad de 
contener y afrontar las exigen-
cias propias de los desastres.

Como reflexión final, resul-
ta fundamental invitar al lector 
a responder los siguientes inte-
rrogantes: ¿la Ley 1523 de 2012 
reúne el pensamiento del sec-
tor académico y técnico de la 
gestión del riesgo de desastres? 
¿El seguimiento a las labores de-
sarrolladas por los entes territo-
riales por parte de la ungrd es 
el indicado? ¿Están preparados 
los entes territoriales en sinergia 
con el sngrd para realizar de 
manera acertada la gobernan-
za ante un desastre? ¿Resultan 
apropiadas las estructuras di-
señadas en la Ley 1523 de 2012 
para realizar los procesos de 
conocimiento y reducción del 
riesgo y el manejo de desastres? 
¿Los entes de control del Estado 
colombiano han realizado la ta-
rea encomendada en la Ley 1523 
de 2012?
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Relación estratégica de las organizaciones 
con las comunidades y el marketing para la 
gestión del riesgo en desastres
Fernando Juárez1

Introducción

Los fenómenos de desastres 
presentan una gran comple-
jidad debido a las diferentes 
perspectivas lógicas que sus-
tentan las narrativas de los 
actores involucrados y la ne-
cesidad de una relación más 
estrecha de las organizaciones 
con las comunidades.

No es posible considerar 
la gestión del riesgo en desas-
tres como un asunto exclusi-
vamente técnico-normativo, 
ni siquiera aunque se incorpo-
re la comunidad en el lenguaje 
de dicha gestión como un ele-
mento más de las capacidades 
socio-técnico-legales. Todo eso 
se fundamenta en una argu-
mentación lógica explicativa 
impregnada de mecanismos 
lineales causales, los cuales 
asumen que conocidos los fac-
tores de riesgo es posible, con 
la ayuda de todos, prevenir el 
daño.

1  Licenciado y doctor en psicología de la 
Universidad Autónoma de Madrid, y MBA de la 
University of Miami. Es autor de más de 100 pu-
blicaciones científicas y más de 200 documentos 
técnicos. Ha diseñado diferentes programas de 
especialización y maestría y coordinado proce-
sos de selección de personal con base en com-
petencias profesionales y comportamentales en 
instituciones públicas del Estado colombiano. 
Fundador y editor de la revista International 
Journal of Psychological Research hasta el año 
2009. Miembro de consejos editoriales de dife-
rentes revistas científicas. Ha realizado diseños 
y ha sido asesor en diferentes propuestas y 
proyectos de instituciones públicas y privadas. 
Trabaja como profesor e investigador en la Es-
cuela de Administración de la Universidad del 
Rosario y pertenece al Grupo de investigación 
en Dirección y Gerencia de la escuela donde 
dirige el proyecto de investigación denominado 
«Relación de las organizaciones con el medio y 
marketing». Ha participado como ponente en 
congresos, simposios y reuniones nacionales e 
internacionales, y recibido diversos premios y 
reconocimientos.

Lo anterior, constituye un 
socio-tecno-centrismo descon-
textualizado que supone que 
los actores involucrados tienen 
una visión del mundo similar. Es 
decir, la imagen y narrativa del 
mundo es la misma para todos 
los habitantes, al menos de una 
misma localidad. Si esto fuera 
así, la gestión del riesgo y la pre-
vención de los desastres sería 
un asunto relativamente senci-
llo, pero actualmente no lo es.

Debido a ello, en este 
trabajo se considera la pers-
pectiva de la complejidad y el 
caos en presencia de diferentes 
mundos simultáneos, donde la 
relación entre los actores en la 
comunidad es una interacción 
de lógicas y narrativas diversas. 
Esto conduce a la necesidad de 
generar unos mecanismos pre-
ventivos estratégicos inmersos 
en la comunidad, contemplan-
do las diferentes visiones del 
mundo y promoviendo el de-
sarrollo dentro de unas lógicas 
y narrativas contextualizadas. 

La clasificación y 
situación de riesgo en 
Colombia

El Índice de Adaptación Global 
(nd-gain, por su sigla en inglés) 
evalúa la vulnerabilidad y la 
resiliencia ante cambios climá-
ticos y otros tipos de riesgos 
naturales (University of Notre 
Dame, s. f.). En este indicador, 
la vulnerabilidad consiste en la 
exposición y sensibilidad a los 
estresores climáticos, de pobla-
ción, infraestructura y recursos, 
mientras que la resiliencia se re-
fiere a la capacidad para mejorar 

la adaptación a esos estresores, 
la cual incluye factores sociales, 
económicos y de gobierno (Uni-
versity of Notre Dame, s. f.). 

El índice nd-gain sitúa a 
Colombia en la posición 69, 
por debajo de México, Costa 
Rica y Chile, y por encima de 
Brasil, Panamá, Argentina, Perú, 
Paraguay y Venezuela, entre 
otros países latinoamericanos 
(Regan, et al., 2014). Es una po-
sición intermedia y Colombia 
ha mejorado la puntuación en 
este índice de manera sistemá-
tica a través de los años. El país 
también ha ocupado posicio-
nes críticas e intermedias, de 
acuerdo a una estimación pro-
yectiva, en el indicador de défi-
cit por desastres, el cual incluye 
desastres locales, vulnerabilidad 

y gestión de riesgo (Cardona, 
2005). Por otra parte, Colombia 
tiene una buena red de coope-
ración y apoyo internacional en 
materia de desastres.2

Sin embargo, las estadísti-
cas de la Unidad Nacional para 
la Gestión del Riesgo de Desas-
tres (ungrd, 2015) muestran 
que en 2015 hubo 3 683 eventos, 
mientras que en 2010 se repor-
taron 2 445, y en 2000 fueron 
537. Aunque en estos datos, sin 
duda, influye el mejoramiento 
de los mecanismos de registro 
de eventos, en lo relacionado 
con incendios forestales y aspec-

2  Para una descripción de la red ver Mi-
nisterio de Relaciones Exteriores [MRE], Agencia 
Presidencial de Cooperación Internacional de 
Colombia [APC Colombia], Unidad Nacional 
para la Gestión de Riesgo de Desastres [UN-
GRD], 2013.

«(...) según los registros de esta unidad [UNGRD], se han producido más de 28.000 desastres 
entre los años 1970 a 2011, el 60% de ellos a partir de los 90 y, además, entre 2010 y 2011 se 
produjo la cuarta parte de los registros y muertos de los diez años anteriores (Campos et al., 
2012, P. 3)». 
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tos  estructurales, según la Aso-
ciación Nacional de Rociadores 
de Agua Contra Incendios (an-
raci, 2016), los datos de la Direc-
ción Nacional de Bomberos de 
Colombia superan en más del 
doble las cifras reportadas por la 
ungrd. En este mismo sentido, 
según los registros de esta uni-
dad, se han producido más de 
28 000 desastres entre los años 
1970 a 2011, el 60% de ellos a 
partir de los 90 y, además, entre 
2010 y 2011 se produjo la cuarta 
parte de los registros y muer-
tos de los diez años anteriores 
(Campos et al., 2012, p. 3). Estos 
mismos autores señalan que 
se ha pasado de 5 657 registros 
entre 1970 y 1979, a 9 270 entre 
2000 y 2009.

Finalmente, con base en 
la revisión de estadísticas entre 
2006 y 2014 se ha señalado que 
uno de cada cuatro colombia-
nos es víctima de desastres, 
siendo el total de la población 
afectada del 26% con prepon-
derancia de las inundaciones 
(Portafolio, 2015). Las pérdidas, 
cada vez más frecuentes, han 
sido puestas de manifiesto tam-
bién en el análisis de la gestión 
de riesgo en el país (Grandolini, 
2012), especialmente los daños 

a la propiedad, infraestructura 
y los medios de subsistencia 
(Campos et al., 2012, p. 3), indi-
cándose la necesidad de mo-
dificar radicalmente las políti-
cas de desarrollo, así como las 
prácticas de gestión territorial y 
sectorial (Grandolini, 2012). 

En este mismo sentido, 
entre las recomendaciones rea-
lizadas en el marco estratégico 
de cooperación internacional 
se encuentran la consolidación 
de instrumentos de planifica-
ción, una intervención de los 
diferentes agentes incluyendo 
la población, menor vulnera-
bilidad financiera y la construc-
ción de una sociedad adapta-
tiva (Ministerio de Relaciones 
Exteriores, Agencia Presidencial 
de Cooperación Internacional 
de Colombia - apc Colombia, 
& ungrd, 2013, p. 14).

Esto pone de manifiesto 
tanto la necesidad de realizar 
reformas en el sistema como 
la diversidad de los contextos 
de gestión de riesgo existen-
tes, donde los cambios deben 
orientarse a diferentes esferas 
sociales y administrativas y no 
solo a la legislación. De acuer-
do con las cifras presentadas, 
el problema se encuentra lejos 

de ser resuelto; esto se debe no 
solo al diseño de los mecanis-
mos legales o la ineficacia de 
algunos procedimientos, sino 
a la ausencia de participación 
de todos los actores y a que se 
circunscribe la realidad a una 
sola, dejando por fuera otras 
argumentaciones y narrativas. 

La inclusión de las comu-
nidades, como un agente acti-
vo, exige conocer no solo sus 
expresiones de dolor o solida-
ridad, sino también sus diná-
micas e intereses y la narración 
temática que realizan sobre los 
riesgos y desastres.

El discurso narrativo 
legal y la comunidad

La legislación existente elabora 
un amplio sistema de princi-
pios, responsabilidades y defini-
ciones entre las que se encuen-
tran el principio participativo y 
de diversidad cultural (Congre-
so de la República, 24 de abril 
de 2012, Ley 1523 de 2012, Art. 
3). También se establece, en el 
mismo artículo, el principio de 
oportuna información, el cual 
alude a la necesidad de propor-
cionar la información adecuada 
a todas las personas naturales y 
jurídicas, e igualmente se adop-
ta el principio de sostenibilidad 
en referencia a la necesidad de 
tener en cuenta las dimensio-
nes económica, social y am-
biental del desarrollo. Por otra 
parte, la dimensión preventiva 
se expone ampliamente en el 
artículo 4 (íbid.) donde se inclu-
ye la intervención correctiva y 
prospectiva y la mitigación del 
riesgo, entre otros.

Aunque se ha comentado 
el carácter articulado y organi-
zador que tiene la estructura 
administrativa elaborada en la 
legislación (Villegas, 2015), la 
misma resulta complicada y 
no pierde el carácter técnico 
dentro una organización jerar-

quizada, que puede resultar 
poco operativa. No obstante, 
la participación comunitaria es 
esencial, al definirse como uno 
de los actores fundamentales 
en el sistema (Ley 1523, Art. 8), 
pero no resulta convincente ni 
protagonista en dicha estruc-
tura administrativa, a no ser 
que por comunidad se entien-
dan sus órganos de gobierno. 
Además, aunque el sistema de 
información de riesgos elabo-
rado en el artículo 45 (Ley 1523) 
alude a la necesidad de las ac-
tividades de prevención, estas 
resultan tratadas de manera in-
suficiente en el mismo y adop-
tan un carácter inespecífico. El 
espíritu de la ley es sin duda de 
interés, pero el protagonismo 
de la comunidad es inexistente.

Lo anterior puede deberse 
a que existe un concepto res-
tringido del apoyo de la comu-
nidad en situación de desastres, 
especialmente en lo relacionado 
con la prevención, y también a 
que se desconocen los sistemas 
y culturas que la conforman, 
asignándole un rol estático, pa-
sivo en la prevención. No solo 
eso, sino que se asume una posi-
ción única jerárquica donde no 
existe la consideración de otras 
interpretaciones posibles sobre 
el mundo. En otros términos di-
ríamos que, dentro de la estruc-
tura existente, la comunidad no 
agrega mucho valor al sistema.

La necesidad de 
examinar los diferentes 
mundos y lógicas, el 
caos y la complejidad

Como se ha indicado, las re-
comendaciones en materia 
de riesgo deben dirigirse a los 
aportes académicos y las polí-
ticas públicas en materia de in-
versión (Villegas, 2015). En este 
sentido, el debate académico 
debe comenzar por un aná-
lisis de conceptos nucleares, 

«(...) el hecho de que un alto porcentaje de la población colombiana (83%) tenga la 
percepción de estar expuesta a algún riesgo, pero solo el 61% considere que debe adoptar 
alguna medida y únicamente el 35% la lleven a cabo (Campos et al., 2012, P. 305), puede dar 
la sensación sesgada de que existe una cierta desidia en la población, pero en realidad lo 
que señala es la existencia de un argumentación subyacente ante el riesgo, la cual no se ha 
tenido en cuenta».
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tal como el de la realidad de la 
comunidad ante los desastres. 

El concepto de comunidad 
requiere una elaboración objeti-
va y también una construcción 
subjetiva. De esta forma, la reali-
dad admite diferentes definicio-
nes o narraciones, dependiendo 
de las formas descriptivas sub-
jetivas. Incluso un sistema je-
rárquico, tal como el elaborado 
legislativamente ante un hecho, 
aparentemente objetivo, defi-
nido como desastre, constituye 
un lenguaje caracterizado por 
una subjetivación realizada por 
el sujeto sobre el objeto.

En las posiciones con-
ceptuales ante los desastres, 
las cuales tienen implicacio-
nes prácticas trascendentales, 
existen distintas lógicas argu-
mentativas. Una de ellas es la 
que sustenta la racionalidad de 
obtener una solución correcta 
cuando existe el conocimiento 
y las buenas prácticas, desde 
el punto de vista técnico. Sin 
embargo, esta lógica resulta 
descontextualizada cuando se 
aplica a entornos complejos, 
con diferentes actores intere-
sados y distintas culturas.

Por otra parte, el hecho de 
que un alto porcentaje de la po-
blación colombiana (83%) tenga 

la percepción de estar expuesta 
a algún riesgo, pero solo el 61% 
considere que debe adoptar al-
guna medida y únicamente el 
35% la lleven a cabo (Campos 
et al., 2012, P. 305), puede dar la 
sensación sesgada de que existe 
una cierta desidia en la pobla-
ción, pero en realidad lo que 
señala es la existencia de un ar-
gumentación subyacente ante el 
riesgo, la cual no se ha tenido en 
cuenta. De nuevo, la explicación 
de dichas cifras utiliza una lógi-
ca lineal con una racionalidad, 
atribuible a la población, que 
insiste en que la información, la 
concientización y un sistema de 
incentivos son suficientes para 
que la población utilice las me-
didas pertinentes, lo cual puede 
no ser correcto.

Igualmente, también se 
señala que el 40% de la pobla-
ción considera que otros agen-
tes deben ocuparse del manejo 
del riesgo (Campos et al., 2012, 
p. 307) y que, dadas las opor-
tunidades de participación, las 
personas colaborarían (íbid., p. 
308). Esto sigue reflejando un 
distanciamiento entre el len-
guaje de la existencia y el len-
guaje normativo técnico-jurídi-
co el cual asume una relación 
simple entre diferentes hechos.

Sin duda, dicha concep-
ción secuencial y lineal del 
problema forma parte de una 
visión de la realidad en la cual 
la ayuda de todos, junto con 
los mecanismos adecuados, 
llevaría a desarrollar las accio-
nes necesarias. Se trata así de 
medios, acciones y voluntad. 
Sin embargo, si no se propor-
cionan dichos medios o no se 
toman las acciones pertinen-
tes es porque existen argu-
mentaciones y narrativas dis-
tintas sobre el mismo hecho. El 
desastre es una construcción 
social y la amenaza se debe 
analizar en contexto, es decir, 
en el grupo social  (Gellert-de 
Pinto, 2012); esto mismo ocu-
rre para el riesgo, del cual se ha 
indicado que es una construc-
ción sociopolítica (Valencia, 
2014; Vivas, 2014) teleológica 
y un referente colectivo (Vi-
vas, 2014). Así, la subjetividad 
existente en la relación sujeto-
objeto determina los diferen-
tes contextos para los cuales 
se produce el evento, el cual es 
subjetivado y construido.

Este fenómeno da lugar a 
distintas visiones del mundo 
subjetivamente construidas. 
De esta forma, se constituye 
una realidad «policontextu-
ral» con base en dicha sub-
jetividad, tal como la define 
Günter (1979), que se aleja del 
pensamiento único normativo 
causal. La forma en la cual se ve 
el mundo pertenece a la subje-
tividad individual, aunque eso 
no impide la existencia de do-
minios intersubjetivos cogniti-
vamente semejantes o la cons-
trucción social de la realidad.

El dominio subjetivo ad-
quiere numerosas caracterís-
ticas individuales o grupales, 
particularizándose la narración 
y volviéndose individual o lo-
cal. De esta forma, lo local ad-
quiere gran trascendencia en 
la prevención y compresión 

de los desastres y constituye 
el centro mismo de la preven-
ción. Incluso la legislación, en 
su pretensión de universalidad, 
se vuelve local a través de los 
dominios subjetivos y la narra-
ción que las personas y las co-
munidades hacen. El riesgo, la 
amenaza y el desastre se vuel-
ven locales mediante la trilogía 
sujeto-objeto-subjetivación, 
pero esta localidad subjetiva 
no está reflejada en los proce-
dimientos administrativos.

Sin duda, las preguntas 
clave sobre desastres elabora-
das por Maturana (2011) son 
relevantes, pero la universali-
dad de las mismas, como por 
ejemplo: ¿qué se entiende por 
gestión integral del riesgo?, 
debe contextualizarse. Otro 
ejemplo deseable de localidad, 
se tiene en lo que constituye la 
gestión del conocimiento en 
desastres. La gestión en este 
tipo de eventos está sistemati-
zada (Medina, López, Méndez, 
& Bernal, 2014) y, según estos 
autores, un proceso de cono-
cimiento del riesgo debe co-
menzar con una definición del 
contexto de acuerdo a los ob-
jetivos de las organizaciones. 

Esto, desde un punto de 
vista local, y de acuerdo a los 
principios enunciados ante-
riormente, es asumir una po-
sición «heterárquica» donde 
lo organizacional/institucional 
es un dominio más en el con-
texto comunitario y se permea 
por las subjetividades exis-
tentes. Así, la identificación, 
co-creación, almacenamiento, 
compartición y uso del cono-
cimiento (Medina, et al., 2014) 
deben contextualizarse de 
acuerdo a los principios lógi-
cos expuestos, para promover 
unas acciones preventivas y 
correctivas coherentes con el 
contexto.

Los dominios de interpre-
tación cognitiva y la relación 

«(...) lo local adquiere gran trascendencia en la prevención y compresión de los desastres 
y constituye el centro mismo de la prevención. Incluso la legislación, en su pretensión de 
universalidad, se vuelve local a través de los dominios subjetivos y la narración que las 
personas y las comunidades hacen».
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entre el objeto o hecho, el indi-
viduo y la subjetividad generan 
numerosas interpretaciones y 
contextos, por lo que no es de 
extrañar que la realidad se vuel-
va compleja y caótica; se podría 
decir que diferentes mundos 
coexisten en una misma locali-
zación geográfica con una cau-
salidad no lineal y presentando 
fenómenos de múltiples inte-
racciones y de emergencia de 
nuevos procesos, lo que cons-
tituyen las características de la 
complejidad. No solo eso, sino 
que distintas narrativas pueden 
poseer propiedades contrarias 
en una relación dialógica (ver 
Juárez, 2016). La caracterización 
dialógica ha sido también seña-
lada en la relación entre la ges-
tión del riesgo y algunos aspec-
tos del desarrollo (Vivas, 2014). 
Finalmente, la recurrencia caó-
tica ha sido observada en dis-
tintos fenómenos del desarrollo 
(ver Juárez, 2014a, 2014b; Juárez, 
Mesa y Farfán, 2014).

La perspectiva de la 
relación estratégica 
con las comunidades 
y el marketing en la 
prevención de desastres

Aunque la comunidad está 
presente en el discurso sobre 
la gestión del riesgo, así como 

en la importancia de incluir, 
en el análisis prospectivo, la 
percepción que la comunidad 
tiene de los peligros (Batista, 
2014), en la corresponsabilidad 
para evitar que se incrementen 
los niveles de vulnerabilidad 
(Guerra, 2014), o en la resilien-
cia social (Amar, Madariaga, 
Sanandres, Utria, & Martínez, 
2014), también se señala lo ex-
traño que resulta la poca apro-
piación social del conocimien-
to del riesgo por la población 
(Vivas, 2014). La contradicción 
que existe entre un discurso 
de gestión del riesgo, que in-
cluye el término comunidad, y 
la experiencia cotidiana de las 
comunidades es un distancia-
miento narrativo que impide 
una acción coordinada.

Ante esto, es necesario 
afirmar la agregación de valor 
en la prevención que constitu-
ye un enfoque de comunidad. 
La prevención se configura 
como una acción primordial, a 
raíz de la secuencia de desas-
tres producidos (Sáenz, 2014), 
y se ha destacado la impor-
tancia de los grupos humanos 
como gestores de una cultura 
de la prevención (Ávila-Tosca-
no, 2014). No obstante, para 
conseguir estos objetivos, con 
base en la argumentación an-
teriormente desarrollada, se 
requiere no solo un discurso 

convincente sino también una 
aplicación que permita una di-
versidad de lógicas, narrativas 
y subjetividades en un marco 
interpretativo complejo. Ade-
más, se debe integrar la coexis-
tencia de opuestos y la gestión 
de la circularidad causal en 
las narrativas. Esto último es 
lo que se denomina dialógica 
(Morin, 2007).

La prevención también 
requiere de una estrategia sub-
jetiva persuasiva, ya que no se 
adoptan comportamientos 
preventivos por el hecho de 
que desde una perspectiva 
simple y lineal de la realidad se 
asuma su necesidad para evi-
tar el daño. El riesgo se convier-
te en una necesidad a resolver 
(Valencia, 2014) requiriendo 
una comunicación social con-
textualizada de las formas reso-
lutivas, es decir, se necesita un 
mercadeo de la prevención. El 
marketing social y comunita-
rio se dedican específicamente 
a aspectos de interés para la 
comunidad, por ejemplo en la 
forma de programas sociales 
de prevención, mientras que el 
marketing relacional se dirige 
a mantener las relaciones con 
todos los actores de la comu-
nidad, para generar comporta-
mientos perdurables (para una 
exposición y crítica ver Juárez, 
2011). 

En este sentido, el enfo-
que de relación estratégica 
comunitaria y el marketing es 
un avance en el concepto de 
relación y tiene precisamen-
te como objetivo establecer 
fuertes lazos con la comuni-
dad, así como el uso extensi-
vo de técnicas de marketing 
para promover el desarrollo 
de las comunidades y de las 
organizaciones (Juárez, 2016, 
para la génesis y evolución de 
este concepto ver Juárez, 2011, 
2014c). Este concepto se de-
sarrolla desde un enfoque de 
comunidad para obtener be-
neficios en sectores sociales y 
económicos, pero focalizán-
dose en el desarrollo conjunto 
organizaciones-comunidad.

Por otra parte, aunque el 
discurso legal no reconoce de 
manera clara la participación 
activa de la comunidad, esta 
no es extraña a la intervención 
en desastres. Existen experien-
cias de la gestión de riesgo ba-
sada en la comunidad orienta-
das al diseño de estrategias de 
gestión del conocimiento, de 
reducción de la vulnerabilidad 
y de evitación del daño (Pri-
badi, Argo, Mariani, & Parlan, 
2011). Estas estrategias se han 
utilizado en contextos tales 
como alertas tempranas, inun-
daciones, gobierno urbano, 
gestión del riesgo en amenazas 
múltiples, participación en res-
puestas de emergencia, etc.3 No 
obstante, dichas estrategias no 
son de uso común en todos los 
contextos y también requieren 
la consideración de la subjetivi-
dad narrativa y de los factores 
mencionados anteriormente. 
La riqueza de las mismas no 
consiste en su aporte estructu-
ral-material, sino en la inclusión 
de esos factores, los cuales de-
ben reconocerse expresamen-

3  Para una aplicación de estas estrategias 
ver Osti & Miyake, 2011.

«La relación estratégica comunitaria y el marketing promueve la comunicación de distintas narrativas y el uso de conceptos de comunidad 
incluyentes de todos los actores, así como de estrategias comunitarias tales como construcción de comunidad, empoderamiento, liderazgo 
comunitario, coaliciones, etc., las cuales son de gran utilidad en las campañas de prevención».
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te en la legislación, los procedi-
mientos y las técnicas a utilizar. 

La relación estratégica co-
munitaria y el marketing hacen 
uso extensivo de conceptos y 
estrategias comunitarias. Los 
principios constituyentes que 
subyacen al enfoque de relación 
estratégica de las comunidades 
y el marketing en la prevención 
en desastres son los siguientes 
(Juárez, 2016): 1) es una estrate-
gia conducente al desarrollo de 
las comunidades y organizacio-
nes, 2) existe una gran confianza 
en las capacidades y el potencial 
de las comunidades para abor-
dar sus problemas, 3) se tiene 
una firme creencia en que las 
organizaciones son miembros 
de las comunidades y no meros 
proveedores de recursos, 4) se 
asume que el destino de las or-
ganizaciones está vinculado al 
de las comunidades, y 5) se uti-
lizan extensamente los concep-
tos y estrategias comunitarias. 
Estos principios promulgan la in-
separabilidad de las organizacio-
nes, ya sean públicas o privadas, 
y las comunidades, así como el 
protagonismo de las comuni-
dades y el uso de herramientas 
comunitarias como eje central 
del análisis contextual.

Por otra parte, una gran 
parte del apoyo para este enfo-
que proviene de los conceptos 
definidos anteriormente, los 
cuales son: a) una lógica objeto-
sujeto-subjetividad que provee 
diferentes contextos o «poli-
contexturalidad», b) una dialó-
gica que posibilita la existencia 
de opuestos y la circularidad en 
las diferentes narrativas, y c) un 
enfoque de caos y complejidad 
que reconoce la interrelación de 
diferentes visiones de la realidad, 
comportamientos, sistemas, etc. 

Con estos elementos nu-
cleares, en la gestión de riesgo 
en desastres se puede propi-
ciar la creación de metana-
rrativas transformadoras más 

eficaces. La relación estratégi-
ca comunitaria y el marketing 
promueve la comunicación 
de distintas narrativas y el uso 
de conceptos de comunidad 
incluyentes de todos los ac-
tores, así como de estrategias 
comunitarias tales como cons-
trucción de comunidad, em-
poderamiento, liderazgo co-
munitario, coaliciones, etc., las 
cuales son de gran utilidad en 
las campañas de prevención.

Conclusiones

Sin duda, los avances realizados 
en materia de gestión de riesgo 
en desastres han sido importan-
tes desde el punto de vista téc-
nico-legal-administrativo, pero 
la vivencia cotidiana y los datos 
muestran que se requieren nue-
vas herramientas y un mayor 
protagonismo de las comuni-
dades. Sin embargo, estas herra-
mientas y protagonismo exigen 
incorporar nuevos conceptos y 
análisis, tal como se ha realizado 
en la exposición anterior. De esta 
manera, los conceptos de com-
plejidad, caos y «policontextu-
ralidad», así como las diferentes 
argumentaciones lógicas, dentro 
de un enfoque de relación estra-
tégica de las organizaciones con 
la comunidad y el marketing, 
contribuyen a ofrecer una visión 
más profunda de la realidad y 
una metodología de relación 
con las mismas y, por lo tanto, 
crean nuevas posibilidades de 
prevención. 
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Carlos Alberto Peláez Garzón1

La Ley 1523 de 2012 implicó un cambio en 
la forma como se atienden las emergen-
cias en Colombia. La normativa buscó 
pasar de una cultura reactiva a un mode-
lo de gestión donde se incorpore al ciu-
dadano en la responsabilidad de prevenir 
la ocurrencia de eventos adversos.

Para que este nuevo paradigma ten-
ga éxito es necesario modificar la forma 
en que fluye la información al interior 
del sistema, dejando de lado el manejo 
—más que exclusivo, casi excluyente— 
que se tenía sobre las amenazas que se 
ciernen sobre el territorio y buscando 
una construcción en doble vía donde se 
impartan políticas desde la cumbre, pero 
se conozca el territorio desde la base.

La comunicación como un 
derecho

El derecho humano a la comunicación ha 
sido reconocido en diversas formas y por 
múltiples instrumentos internacionales 
como la Declaración de los Derechos del 
Hombre y el Ciudadano (1789), la Declara-
ción Universal de los Derechos Humanos 
(1948) y el Pacto Internacional de Dere-
chos Civiles y Políticos (1966), entre otros.

De igual forma, el derecho a la comu-
nicación tiene un ámbito de aplicación y 
un significado más amplio que el derecho 
a la información, como lo plantea clara-
mente Alfonso Gumucio Dagron al mani-
festar que «articula y engloba al conjunto 
de los otros derechos relativos, como son 
el acceso a la información, la libertad de 
opinión, la libertad de expresión, la liber-
tad de difusión (...)» (Dagron, 2012).

En el ámbito de la gestión del riesgo 
este derecho adquiere especial relevancia, 
ya que brinda a las comunidades herra-
mientas para exigir de las autoridades una 
oportuna información frente a las posibles 

1  Comunicador social – periodista, técnico auxiliar de en-
fermería; miembro del grupo USAR de la Defensa Civil Colombia-
na.

El ejercicio del derecho a la comunicación 
como herramienta de gestión de riesgo

amenazas a las que se ven expuestas o so-
bre los comportamientos esperados, en 
caso de materializarse un evento adverso.

Como todo derecho implica un deber 
es menester corresponder a esa informa-
ción recibida con acciones que permitan 
mitigar el riesgo. Este cometido puede lo-
grarse a través de estrategias de organiza-
ción comunitaria enfocadas al conocimien-
to del entorno y a la adopción de conductas  
proactivas frente a la reducción de sus vul-
nerabilidades, bien sea directamente o ges-
tionando proyectos de intervención por 
parte de las autoridades competentes.

Por lo anterior, toma especial rele-
vancia lo contenido en el artículo 2 de 
la Ley 1523 de 2012, el cual establece que 
«por su parte, los habitantes del territo-
rio nacional, corresponsables de la ges-
tión del riesgo, actuarán con precaución, 
solidaridad, autoprotección, tanto en lo 
personal como en lo de sus bienes, y aca-
tarán lo dispuesto por las autoridades» 
(Congreso de la República, 2012). 

No obstante, podemos afirmar que 
una falencia que presenta la mencionada 
ley es el concepto sobre la información, 
evidenciado en el artículo 3, numeral 15, 
en el que se define el principio de oportu-
na información, el cual estipula que «(…) 
para todos los efectos de esta ley, es obli-
gación de las autoridades del Sistema 
Nacional de Gestión del Riesgo de Desas-
tres, mantener debidamente informadas 
a todas las personas naturales y jurídicas 
sobre: Posibilidades de riesgo, gestión de 
desastres, acciones de rehabilitación y 
construcción así como también sobre las 
donaciones recibidas, las donaciones ad-
ministradas y las donaciones entregadas» 
(Congreso de la República, 2012).  Como 
es posible observar, en definitiva la res-
ponsabilidad de informar como un acto 
unidireccional parte de las autoridades sin 
buscar respuesta por parte del ciudadano.

Por otra parte, dejando de lado los 
medios de comunicación tradicionales  
como radio, prensa y televisión, encon-
tramos que el panorama es desalentador.

Carlos Alberto Peláez Garzón es miembro del grupo 
USAR de la Defensa Civil Colombiana.
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La brecha digital 

Las nuevas tecnologías de la comunica-
ción y el avance de las redes sociales son 
una realidad que ha venido generando 
cambios en la sociedad. Así, de 17% de 
hogares conectados a internet en 2010 se 
pasó a un 44% en junio de 2014, de acuer-
do con las proyecciones del Ministerio de 
Tecnologías de la Información y las Co-
municaciones de Colombia (Mintic). 

Ilustración 1. Hogares conectados 
a internet (Mintic, 2016)

La cifra anterior contrasta con el re-
porte de la industria de la Comisión de 
Regulación de Comunicaciones (crc) 
que indica que hay alrededor de un mi-
llón setecientas mil conexiones en es-
trato dos y un millón cuatrocientas en 
estrato tres (crc, 2015). Esto, frente a 48 
millones de habitantes, es una situación 
cuya circunstancia conlleva a la reflexión, 
más aún, cuando el estrato uno solo al-
canza 443 000 conexiones, sin entrar en 
detalles sobre el acceso de la población 
rural o las zonas del país donde difícil-
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mente tienen energía eléctrica 
24 horas (ver ilustración 2).

Infraestructura vial

Frente a las dificultades de acce-
so marcadas por una topografía 
quebrada, donde las redes via-
les secundaria y terciaria consti-
tuyen cerca del 90% de las vías 
del país, y en donde según los 
estimativos del Centro de In-
vestigación Económica y Social 
(Fedesarrollo), para tres modos 
de transporte (carreteras, vías 
férreas y puertos), se requiere el 
3,1% del producto interno bru-
to (pib) en inversión en infraes-
tructura de transporte por año 
hasta 2020 (Yepes, 2013). 

En este contexto, el ac-
ceso a las nuevas tecnologías 
se convierte en un reto que 
les permitiría a las comuni-
dades más apartadas acceder 
en tiempo real en temas de 
alerta temprana y respuesta 
oportuna en caso de desas-
tre. Sin embargo, mientras se 
da dicho cambio es necesario 
generar estrategias que suplan 
las falencias mencionadas.

Espectro radioeléctrico

A pesar de ser poseedores de 
una franja de la órbita geoesta-
cionaria, por nuestra posición 
en el globo terráqueo, las inves-
tigaciones necesarias para po-
sicionar allí un satélite que nos 

Ilustración 2. Conexiones a internet por estrato (CRC 
2015)

brinde autonomía en temas 
como monitoreo climático y 
comunicaciones de emergen-
cia brillan por su ausencia. Has-
ta el momento solo podemos 
rescatar la experiencia de Liber-
tad 1 construido por el progra-
ma espacial de la Universidad 
Sergio Arboleda, lanzado el 17 
de abril de 2007 con vida útil 
de seis años.

La paradoja de estar 
más comunicados pero 
menos informados

Sin duda alguna, gracias a los 
avances tecnológicos «la in-
formación se ha hecho abun-
dante y la comunicación rara» 
(Wolton, 2009). De ahí que 
estemos al tanto sobre lo que 
está ocurriendo en cualquier 
sitio del planeta (que cuente 
con conexión a internet), aun-
que lamentablemente estemos 
perdiendo cada vez la posi-
bilidad —o la habilidad— de 
reconocer nuestro entorno a 
través del ejercicio de la con-
versación.

Los ejercicios participa-
tivos de desarrollo comuni-
tario quedaron para algunos 
como una experiencia perdida 
del modelo de Investigación 
Acción Participación (iap) o 
como la sustentación de pla-
nes y programas a los cuales 
se recurre cuando es necesario 
justificar la presencia ciudada-

na, pero sin un compromiso 
real por parte de los ciudada-
nos para organizarse y ser parte 
de la solución. 

Conclusión

El reto actual de las comu-
nidades consiste en asumir 
la responsabilidad frente a la 
solución del problema que 
plantean los riesgos y las ame-
nazas, participando en la cons-
trucción de políticas públicas 
desde el reconocimiento de las 
amenazas en el entorno y ejer-
ciendo el derecho de solicitar a 
las autoridades competentes la 
información relevante con mi-
ras a hacer frente a los desafíos 
planteados por las realidades 
del cambio climático. 

Por su parte, las autorida-
des deben reconocer el nuevo 
papel al que están llamados, 
tanto por la Ley 1523 de 2012, 
como por el avance de las nue-
vas tecnologías, brindando a la 
ciudadanía un papel de inter-
locución necesario para que 
aporte en la solución y se sien-
ta comprometida con los cam-
bios necesarios para construir 
entornos más seguros.

Todo lo anterior, recono-
ciendo la diversidad étnica y 
cultural, los diversos usos del 
territorio y, por qué no, las di-

ferentes cosmogonías presen-
tes a lo largo y ancho del país; 
esto, con el propósito de que 
cada uno de los 48 millones de 
colombianos sienta que puede 
ser parte de la solución y no un 
simple espectador del próximo 
desastre.
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Redulac/RRD + 10
MSc. Ing. Luis Carlos 
Martínez Medina1

MSc. Coronel (Ra) Darío 
Ricardo Arango Junca2

El pasado mes de septiembre, 
la Red Universitaria de Lati-
noamérica y el Caribe para la 
Reducción de Riesgos de De-
sastres, identificada con la sigla 
Redulac/rrd, conmemoró los 
primeros diez años de creación. 
El 28 de septiembre de 2006 se 
consolidó esta iniciativa, en el 
marco del Taller Internacional 
sobre Gestión del Riesgo a Ni-
vel Local «El Caso de Manizales 
Colombia», la Administración 
Pública y el Rol de las Univer-
sidades, realizado en el Recinto 
del Pensamiento de esa ciudad, 
evento patrocinado por la Ofi-
cina de Asistencia para Desas-
tres en el Extranjero (ofda, por 
su sigla en inglés), de los Esta-
dos Unidos.

No era muy frecuente para 
ese entonces, que en eventos a 
nivel de la región relacionados 
con la gestión del riesgo de 
desastres, participaran un nú-
mero importante de docentes 
académicos de universidades. 
Para este taller, en particular, 
se habían congregado 12 es-
pecialistas de universidades de 
América Latina y tres de uni-
versidades de los Estados Uni-
dos; profesores que, de alguna 
manera, estaban abordando 
el tema de gestión del riesgo 
de desastres más por iniciativa 
propia que por voluntad insti-
tucional, ya que para esa épo-
ca el rol de las instituciones de 
educación superior en el tema 
no era muy trascendental.

1  Director ejecutivo de Redulac/RRD.
2  Director de la Maestría en Gestión del 

Riego y Desarrollo de la Escuela de Ingenieros 
Militares (Esing) y miembro de la Junta Directiva 
de Redulac/RRD.

«El primer capítulo de la red se constituyó en Colombia durante la reunión realizada en la 
ciudad de Armenia (Quindío), en julio de 2007, denominada Primer Encuentro de Profesores 
Universitarios que Abordan la Temática en Gestión del Riesgo en Desastres, encuentro que 
contó con la asistencia de importantes universidades». Logo recuperado de (2016, 26 de 
agosto) http://www.redulac.net/

Dadas estas circunstan-
cias, los docentes visibilizaron 
una oportunidad única para 
establecer un mecanismo que 
les permitiera proyectar líneas 
de comunicación, y a la vez 
generar un espacio para com-
partir los conocimientos sobre 
el tema, las experiencias signi-
ficativas y discernir los logros, 
avances, desafíos, brechas y 
dificultades del rol de la edu-
cación superior en el abor-
daje de la gestión del riesgo y 
reducción de desastres, en el 
quehacer propio de la acade-
mia como lo es la docencia, 
la investigación y la extensión 
a nivel de la región; además, 
responder a la confianza y los 
esfuerzos de la Agencia de los 
Estados Unidos para  el Desa-
rrollo Internacional (usaid/
ofda, por sus siglas en inglés) 
en el papel de la academia en 
su accionar frente a la gestión 
del riesgo de desastres.

Esta iniciativa se plasmó 
en un acta de intención de-
nominada Declaración de 
Manizales, la cual fue firmada 
por los docentes de las univer-
sidades presentes de América 
Latina y el Caribe,3 y contó con 
el acompañamiento y respal-
do de usaid/ofda4 bajo unos 
considerandos, manifiestos e 

3  Julio Bardi, Giovanni Peraldo, Mercedes 
Feliciano, Alexandra Alvarado, Margarita Mon-
toya, Iván Rendón, Alfredo Rodríguez, Víctor 
García, Luis Rueda, Fernando Mejía y Luis C. 
Martínez. 

4  Con la representación de Sídney Velado 
y Juan P. Sarmiento. 

intenciones; entre ellas, dar a 
conocer, socializar e institucio-
nalizar la red bajo su primera 
denominación, a saber: Red de 
Universidades de América La-
tina y el Caribe, para la Gestión 
del Riesgo en Desastres».

Además, en esa reunión, se 
designó a un coordinador de 
la red —responsabilidad que 
asumió el profesor Luis Carlos 
Martínez Medina—  con dos 
tareas específicas, la primera 
fue crear la base de capítulo 
piloto de país y la segunda es-
tablecer contactos y posibles 
coordinaciones para apoyar la 
Estrategia Internacional para 
la Reducción de Desastres 
(eird) de la región de las Amé-
ricas, en especial el Marco de 
Acción de Hyogo (mah). Para 
cumplir con la primera tarea, 
se asistió al Seminario Interna-
cional sobre Manejo Integrado 
de Riesgo y Vulnerabilidad en 
Municipios de América Lati-
na y el Caribe en la ciudad de 
Panamá, del 30 de octubre al 2 
de noviembre de 2006, con el 
actual presidente de Redulac/
rrd, el profesor Víctor García 
de la Universidad de San Car-
los de Guatemala.

En aquella oportunidad 
se le presentó a la red al se-
ñor Dave Paul Zervaas, quien 
era el responsable de la época 
de la Oficina Regional para las 
Américas para la eird. La idea 
era buscar un espacio de par-
ticipación dentro de las accio-
nes de la eird y un mecanismo 

para apoyar el mah, en espe-
cial, frente al cumplimiento de 
la prioridad número tres que 
hace referencia al «conoci-
miento y a la educación en la 
Reducción del Riesgo de De-
sastres (rrd)».

Desde ese momento, la 
Oficina de las Naciones Uni-
das para la Reducción del 
Riesgo de Desastres (unisdr, 
por su sigla en inglés) se con-
virtió en una aliada y socia 
estratégica para institucionali-
zar la red. Además, desde sus 
inicios, contó con el apoyo 
incondicional de usaid/ofda 
en cabeza del señor Tim Ca-
llaghan, coordinador regional; 
Sidney Velado, asesor regio-
nal y Fabián Arrellano quien 
se desempeñó hasta hace 
muy poco como gerente téc-
nico del Programa Regional 
de Asistencia para Desastres 
(radp),  irg-usaid/ofda/lac, 
convirtiéndose, estas dos ins-
tituciones, en actores claves 
para el crecimiento e institu-
cionalización de Redulac/rrd.

Nacimiento de la red

El primer capítulo de la red se 
constituyó en Colombia du-
rante la reunión realizada en 
la ciudad de Armenia (Quin-
dío), en julio de 2007, deno-
minada Primer Encuentro de 
Profesores Universitarios que 
Abordan la Temática en Ges-
tión del Riesgo en Desastres, 
encuentro que contó con la 
asistencia de importantes uni-
versidades.5 

Durante el evento, la Uni-
versidad Tecnológica de Pereira 

5  Universidades del Valle, del Quindío, 
Tecnológica de Pereira, de Antioquia, del Cauca, 
La Gran Colombia Seccional Quindío, Antonio 
Nariño y la EAN.
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(utp) asumió la coordinación 
del capítulo, por petición ins-
titucional, a través de la reso-
lución firmada por el rector, 
quien delegó la representación 
en el profesor Jesús Herney 
Moreno, quien es el actual 
coordinador de Redulac, capí-
tulo Colombia.

La coordinación de la 
red a nivel regional continuó 
con la expansión y creación 
de capítulos en los países de 
la región, con el propósito de 
apoyarla y consolidarla como 
un actor clave en las iniciativas 
de las políticas y estrategias 
de país, en lo concerniente 
a la gestión y reducción del 
riesgo de desastres. Redulac, 
además, se fundamenta sobre 
el concepto de comunidades 
de conocimiento y práctica, y 
de red de redes, con el único 
interés de articular los esfuer-
zos existentes en la región, con 
el propósito de sumar capaci-
dades y multiplicar resultados,  
además de integrar una políti-
ca de educación superior fren-
te a la gestión y reducción del 
riesgo de desastres y la adap-
tación al cambio climático en 
la región. 

Hoy en día, Redulac/rrd 
está conformada por 17 capí-
tulos en países como Colom-
bia, Ecuador, Argentina, Bolivia, 
Perú, Chile, Paraguay, Uruguay, 
Venezuela, Brasil, Panamá, 
Costa Rica, Nicaragua, Gua-
temala, El Salvador, México y 
República Dominicana, en re-
presentación de instituciones 
de educación superior. Cada 
uno de los capítulos se en-
cuentra en distintos niveles de 
consolidación, madurez y de 
actuación, como es el caso de 
México y Brasil donde, dado 
que son países con sistema 
federal, los capítulos están en 
cabeza de redes existentes. Así, 
por ejemplo,  México cuen-
ta con Unired —que integra 
alrededor de 80 campos uni-
versitarios—, mientras que los 
capítulos de Brasil funcionan a 
través de la red de investigado-
res en reducción del riesgo de 
desastres.

Redulac/rrd ha sido pro-
tagonista en cada uno de los 
mecanismos de participación 
que existen a nivel subregio-
nal y regional en reducción 
del riesgo de desastres, como 
es el caso de su participación 

en las plataformas regionales 
de unisdr. Aquí, su participa-
ción ha resultado fundamen-
tal a la hora de empoderarse, 
junto con otras redes existen-
tes de investigación, sobre el 
espacio que recibe el tema de 
la gestión del riesgo de desas-
tres en la de educación supe-
rior, sin dejar de trabajar de 
la mano de otros actores de 
educación básica y secunda-
ria, al igual que de encuentros 
hemisféricos.

Este trabajo ha permi-
tido consolidar a Redulac/
rrd y tener perspectiva en la 
plataforma regional de países 
como Panamá, México, Chile 
y Ecuador. Precisamente, fue 
en Ecuador donde por prime-
ra vez Redulac/rrd represen-
tó la educación superior de 
toda la región, lo cual conlle-
vó a la generación de inicia-
tivas y compromisos para el 
cumplimiento de la política 
global en reducción del riesgo 
de desastres, frente al tema de 
la responsabilidad y el deber 
de las instituciones de edu-
cación superior en la materia 
y en la adaptación al cambio 
climático. 

Redulac/rrd no solamen-
te ha participado en estos es-
pacios como asistente invitado, 
sino que ha jugado un rol fun-
damental en tanto que ha lo-
grado el cumplimiento de una 
de las metas de la Declaración 
de Manizales, de manera que 
por primera vez en la historia 
de la región la red logró cons-
truir su propio mecanismo de 
participación con el apoyo de 
usaid/ofda y el respaldo de la 
unisdr, y de otras institucio-
nes subregionales.

A la fecha, se han realiza-
do dos Foros Latinoamerica-
nos de Reducción del Riesgo 
de Desastres en la Educación 
Superior, con mucho éxito 
y gran participación, tanto a 
nivel presencial como de ma-
nera virtual. El primero, Foro 
Latinoamericano de rrd en la 
Educación Superior, «Institu-
cionalizando la Reducción del 
Riesgo de Desastres en la Edu-
cación Superior», se realizó en 
ciudad de Panamá, del 28 al 30 
de agosto de 2012. Este evento 
fue organizado por Redulac/
rrd con el acompañamiento 
de la Universidad Especializada 
de las Américas (Udelas) y del 
Consejo Superior Universitario 
Centroamericano (Csuca), con 
el patrocinio de usaid/ofda y 
la unisdr. A este evento asis-
tieron alrededor de 65 institu-
ciones y más de 265 académi-
cos de 21 países de la región.

El segundo foro mantuvo 
el nombre del primero para así 
institucionalizar el evento que, 
desde entonces, se realiza cada 
dos años. El foro se llevó a cabo 
en la ciudad de Bogotá, del 24 
al 26 de noviembre de 2014, 
bajo el eslogan «De Bogotá a 
Sendai – Hacia la Conciencia 
del Riesgo». El evento fue fi-
nanciado por usaid/ofda y 
unisdr, y organizado por Re-
dulac/rrd y la Escuela de Inge-
nieros Militares (Esing).

Participantes del Foro Latinoamericano de RRD en la Educación Superior, «Institucionalizando la Reducción del Riesgo de Desastres en la 
Educación Superior», realizado en ciudad de Panamá en 2012, evento al que «(...) asistieron alrededor de 65 instituciones y más de 265 
académicos de 21 países de la región».
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Al encuentro asistieron 
alrededor de 280 profesores 
universitarios, académicos, in-
vestigadores científicos y ex-
pertos de manera presencial de 
21 países, cerca de 120 institu-
ciones de educación superior y 
organizaciones, además de las 
más de 23 000 visitas en línea 
de 20 países que intervinieron  
en  la transmisión en vivo vía 
internet. Es importante men-
cionar la participación presen-
cial de países del Caribe como 
Dominica, Santa Lucía, Haití, 
Barbados y Jamaica.

Este último foro permi-
tió generar un mensaje para 
dirigirlo a la segunda reunión 
mundial de reducción del ries-
go de desastres y contribuir 
a la construcción del nuevo 
marco. Hoy, esa herramienta 
es conocida como el Marco 
de Sendai para la Reducción 
del Riesgo de Desastres (mas-
rrd 2015-2030), en donde la 
educación superior se com-
prometió a asumir un papel 
importante para el alcance del 
cumplimiento del mismo, en 
especial con relación a la prio-
ridad número uno que hace 
referencia a la comprensión 
del riesgo.

A esta importante reunión 
mundial asistieron en nombre 
de Redulac/rrd los profesores 
Víctor Lemus, de la Universi-
dad de San Carlos de Guate-
mala, y Darío Arango, director 
de la Maestría en Gestión del 
Riesgo y Desarrollo de la Esing, 
hoy miembros de la actual jun-
ta directiva de la red, el primero 
en calidad de presidente.

Redulac/RRD, una 
institución académica

Redulac/rrd se consolida y se 
afianza como una institución 
reconocida en la región de las 
Américas a favor de la educa-
ción superior, y por su deber 

frente al tema de reducción del 
riesgo de desastres y adapta-
ción al cambio climático.  Para 
ello, la red ha venido realizan-
do cambios en su estructura, 
pero siempre manteniendo la 
semilla con la que fue funda-
da, cuyo cimiento se basa en 
el mandato de la red, su pro-
pósito, principios y valores. 
Los capítulos nacionales son 
autónomos en su estructura, 
sin embargo, deben estar bajo 
la Declaración de Manizales y 
las Normas Mínimas de la Red 
de Redes.

En ese sentido, la red co-
menzó a diseñar el siguiente 
paso para trascender de una 
comunidad de conocimiento 
y práctica ya reconocida en 
la región, a una organización 
académica institucionalizada 
que reúna los requisitos lega-
les para llevar a Redulac/rrd 
a una institución de alto nivel, 
que continúe con la congrega-
ción de instituciones de edu-
cación superior, académicos, 
investigadores de la región, 
con el único interés de contri-
buir a la reducción del riesgo 
de desastres y adaptación al 
cambio climático en el mun-
do. Esto, desde la generación 
del conocimiento, la investiga-
ción y la extensión, sobre todo 

abogando y exhortando por 
un cambio de actitud y con-
ducta de hombres y mujeres 
frente al tema de los riesgos y 
los desastres, generando sen-
sibilidad y conciencia en los 
nuevos líderes y tomadores de 
decisiones.

Para ello, la red adoptó 
una nueva estructura que 
permitiera alcanzar las metas 
anteriormente señaladas. Es 
así como en reunión en Lima, 
Perú, en agosto de 2013, se 
llevó a cabo la primera reu-
nión regional o asamblea de 
Redulac/rrd con la asisten-
cia de los miembros funda-
dores, coordinadores de los 
capítulos de la red existentes 
y socios colaboradores. Igual-
mente, se designó una junta 
directiva provisional bajo unas 
normas mínimas, y en el mar-
co de la Declaración de Mani-
zales de 2006 se consolidó la 
firma de un acta constitutiva 
del Consejo Ejecutivo de Re-
dulac Regional. La presidencia 
la asume la Udelas, mientras 
que la coordinación regional 
queda a cargo del profesor 
Luis Carlos Martínez Medina, 
docente de la Universidad del 
Quindío en Colombia. Este 
consejo directivo, tiene como 
tarea para los próximos dos 

años la creación de los estatu-
tos de Redulac/rrd y legalizar 
la organización.

La red se reunió en varias 
oportunidades para redactar 
el contenido de estatutos y 
un plan de trabajo para cinco 
años (de 2013 al 2018) para así, 
conforme a la Declaración de 
Manizales de 2006 y la figura 
de Comunidad de Conoci-
miento y Práctica, elaborar 
un documento borrador para 
ser aprobado en primera ins-
tancia. Esto se realiza durante 
la reunión de la IV Plataforma 
Regional para la Reducción de 
Riesgos de Desastres en la ciu-
dad de Guayaquil, Ecuador, en 
mayo de 2013, y se realiza una 
reunión extraordinaria para 
votar en primera instancia por 
el contenido de los estatutos. 
La segunda asamblea de Re-
dulac se realiza en el marco 
del II Foro Latinoamericano de 
rrd en la Educación Superior, 
donde después de una jorna-
da de trabajo de casi 14 horas 
se firma y aprueba la primera 
versión de estatutos de Redu-
lac/rrd. 

Dando cumplimiento a las 
fechas del Consejo Directivo 
Provisional, se reúne por terce-
ra vez la asamblea general para 
nombrar la nueva junta direc-

«Redulac/RRD se consolida y se afianza como una institución reconocida en la región de las Américas a favor de la educación superior, y por su 
deber frente al tema de reducción de riesgos de desastres y adaptación al cambio climático».
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tiva de acuerdo con los estatutos —por 
un periodo de tres años— en la ciudad 
de Panamá, en el mes de septiembre de 
2015. Ahí, es elegida la nueva junta direc-
tiva con un presidente (Víctor Lemus de 
la Universidad de San Carlos), un director 
ejecutivo (Luis Martínez), un coordinador 
subregional de Centroamérica y México 
(Jorge Cervantes de Unired), los  repre-
sentantes de la Comunidad Andina (Gina 
Chambi de la Universidad Continental), 
del Caribe (Roberto Reina de la Univer-
sidad de Santo Domingo), del Cono Sur 
(Félix Aliaga de la Universidad de la Fron-
tera), con miembros fundadores (Darío 
Rendón de la Universidad de Antioquia), 
con redes (Marco Estrada de Csuca), con 
organismos de cooperación internacio-
nal (Sídney Velado de usaid/ofda) y un 
representante de las instituciones acadé-
micas militares (Darío Arango Junca de 
Esing).

Redulac/rrd, hoy es reconocida por 
las autoridades nacionales de gobierno 
encargadas de la reducción del riesgo 
de desastres y adaptación al cambio cli-
mático (Sistemas Nacionales de Gestión 
del Riesgo de Desastres y de Protección 
y/o Defensa Civil), entes subregionales y 
regionales, organizaciones de alto nivel 
y del sistema de Naciones Unidas, entre 
otras. Hoy no se descarta la posibilidad 
de que Redulac/rrd se extienda a paí-
ses de otros continentes, dado que esta 

es una red de redes que desea estable-
cer alianzas estratégicas, para trabajar en 
equipo de manera integral, armónica y 
coordinada, y consecuentemente, aunar 
esfuerzos a favor de las políticas, estrate-
gias y usos de herramientas que buscan 
la reducción del riesgo de desastres y la 
adaptación al cambio climático a nivel 
regional y global.

Es relevante señalar que una de las 
actividades recientes más significativas 
de Redulac/rrd consistió en coordinar 
y apoyar, inicialmente con dos miem-
bros de la junta directiva de la red ,una 
visita técnica académica a Ecuador, con 
ocasión del terremoto del pasado 16 de 
abril de 2016, que devastó las localidades 
de Portoviejo, Manta, Pedernales, entre 
otras.  

Así mismo, la comunicación con el 
Dr. Oswaldo López, coordinador del ca-
pítulo Ecuador y docente de la Universi-
dad Estatal de Bolívar (ueb) fue crucial, 
puesto que facilitó los medios logísticos 
y las entrevistas con directivos de la Uni-
versidad San Gregorio de Portoviejo y la 
Universidad Técnica de Manabi (utm), y 
con los organismos de gestión del riesgo 
de desastres de Portoviejo y Manta. De 
estas entrevistas y visitas a las zonas afec-
tadas denominadas como «zona cero», 
se tomó la decisión de coordinar la par-
ticipación de la Universidad del Quindío 
(Colombia) con profesionales expertos en 

sismología, sísmica, estructuras y geotec-
nia, lo que hizo posible difundir sus cono-
cimientos y experiencia obtenidas duran-
te el terremoto del Eje Cafetero en el año 
1999. 

Igualmente, la Esing apoyó con 
profesionales expertos en uso de ex-
plosivos y técnicas de voladuras para 
demoliciones en estructuras colapsadas, 
y docentes y estudiantes de la Maestría 
de Gestión del Riesgo y Desarrollo par-
ticiparon como parte de los organismos 
de rescate enviados por el Gobierno de 
Colombia. 

Por toda la experiencia de estos pri-
meros diez años de Redulac/rrd, en el 
mes de septiembre de 2016 se realizó el 
III Foro Latinoamericano de Reducción 
del Riesgo de Desastres en la Educación 
Superior, denominado Redulac/rrd+10 
«Hacia la Construcción de la Hoja de 
Ruta de las ies,6 para el masrrd / 2015-
2030». El evento se realizó en la ciudad 
de Guatemala Antigua en las instalacio-
nes de la Agencia Española de Coope-
ración Internacional para el Desarrollo 
(aecid), con el patrocinio de la depen-
dencia regional para Latinoamérica y 
el Caribe de usaid/ofda, la unisdr y el 
Centro de Coordinación para la Preven-
ción de Desastres Naturales en América 
Central (Cepredenac). La organización 
estuvo a cargo de Redulac/rrd – Re-
gional y Redulac capítulo Guatemala, el 
Csuca y el país anfitrión de Guatemala, 
en representación de la Coordinadora 
Nacional para la Reducción de Desas-
tres (Conred). 

El foro tuvo como invitados a los 
coordinadores de los 18 capítulos de Re-
dulac de América Latina y el Caribe, a los 
socios regionales de la red tales como la 
Unión de Universidades de América Lati-
na y el Caribe (Udual), el Consejo Interna-
cional para la Ciencia (Icsu) y el Instituto 
Internacional para la Educación Superior 
en América Latina y el Caribe (Iesalc – 
unesco7), entes regionales en reducción 
del riesgo de desastres y la adaptación al 
cambio climático, el sector académico de 
educación superior y de investigación, en-
tre otros.

6  Instituciones de educación superior.
7  Organización de las Naciones Unidas para la Educación, 

la Ciencia y la Cultura.

«Hoy no se descarta la posibilidad de que Redulac/RRD se extienda a países de otros continentes, dado que esta es una red 
de redes que desea establecer alianzas estratégicas, para trabajar en equipo de manera integral, armónica y coordinada, y 
consecuentemente, aunar esfuerzos a favor de las políticas, estrategias y usos de herramientas que buscan la reducción de 
riesgos de desastres y la adaptación al cambio climático a nivel regional y global».
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Claudia Patricia Milanés Álvarez1

En el presente artículo se realiza una revisión 
cronológica que muestra la evolución del 
riesgo en la salud, en los aspectos ocupacio-
nal y público, estableciendo una compara-
ción con el proceso evolutivo de la gestión 
del riego de desastres a través de una reseña 
normativa que contextualiza el riesgo en 
Colombia desde las ópticas de la salud y el 
desastre. Posteriormente, se contextualiza la 
reciente declaratoria de emergencia sanita-
ria en Bogotá, la cual es la primera declarada 
desde el componente de salud asociada a 
la sobreocupación y desborde de la capa-
cidad hospitalaria, tanto en las instituciones 
públicas como privadas, generando una 
condición de mayor vulnerabilidad ante un 
posible evento de desastre en la ciudad.

Introducción

Es de sabiduría popular que cuando no se 
conoce la historia se está condenado a re-
petirla. Bajo este principio, considero que 
como participante de una maestría en ges-
tión del riesgo y desarrollo es fundamental 
realizar un recorrido por la historia para te-
ner una mejor visión de conceptos funda-
mentales, algunos milenarios que constitu-
yen la base para la generación de normas 
y políticas en gestión tanto del riesgo de 
desastre como de la salud individual y co-
lectiva, general, ocupacional y sobre todo 
social. Precisamente, la actual declaratoria 
de emergencia sanitaria establecida me-
diante el Decreto 63 de 2016 de la Alcaldía 
Mayor de Bogotá, integra los conceptos 
de normativa en salud desde un enfoque 
y contexto diferente a las emergencias sa-
nitarias previamente decretadas, a saber, la 

1  Médica cirujana de la Escuela Colombiana de Medicina. 
Auditora en salud y gerencia de calidad de la Universidad Coo-
perativa de Colombia. Candidata Maestría Gestión de Riesgo y 
Desarrollo, Escuela de Ingenieros Militares. Auditora médica en 
Secretaría Distrital de Salud de Bogotá

Normativa colombiana en salud, gestión 
del riesgo y la actual declaratoria de 
emergencia sanitaria en Bogotá
«Los mejores médicos son los que previenen». Zhang Zhong Yin

gestión del riesgo en conocimiento y re-
ducción de la vulnerabilidad.

Marco epistemológico

La gestión del riesgo en salud se remonta 
desde el año 4000 a. c. en la cultura  egip-
cia,  donde se tenían cuidados especiales 
para los embalsamadores debido al en-
tendimiento temprano de los riesgos para 
la salud y la existencia de legislación en la 
salud ocupacional. 

De manera paralela, en  India se de-
sarrollaron los primeros conceptos de 
salud pública con la construcción de 
viviendas con sistemas de drenaje y ma-
nejo de excretas. Para el año 1500 a. c., 
en el pueblo hebreo ya existían normas 
de higiene y salud pública,  claramente 
normalizadas, publicadas y socializadas, 
cuya evidencia está contenida en la Bi-
blia, que  hace referencia a las condicio-
nes de aseo e higiene y cuidado perso-

nal, hábitos de vida e incluso vida sexual 
saludable.

Al  igual que la salud, el origen de 
los desastres ha presentado a lo largo del 
tiempo   un desarrollo desde el concepto 
mítico religioso, muy marcado en la época 
del oscurantismo, hasta el enfoque multi-
causal que incluye en nuestros tiempos 
factores socioculturales como la pobreza 
y la inequidad como factores determinan-
tes del riesgo, no solo para la enfermedad 
individual o colectiva, sino también frente 
a un desastre. 

La evolución de la noción del riesgo 
se hace evidente durante la Edad Media 
con las diferentes epidemias que azota-
ron a Europa y durante la revolución in-
dustrial, dado que el riesgo de morir pre-
maturamente incrementó. El desarrollo 
científico permitió gestar avances en el 
conocimiento de temas como la salud y 
los riesgos al subrayar la relevancia de  la 
prevención y no solo de la curación.

«La evolución de la noción del riesgo se hace evidente durante la Edad Media con las diferentes epidemias que azotaron a 
Europa y durante la revolución industrial, dado que el riesgo de morir prematuramente incrementó». La imagen corresponde 
a la obra El triunfo de la muerte de Pieter Brueghel el Viejo (1526/1530–1569). Museo del Prado.  
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Otro avance significativo de recalcar 
es el cambio producido en el enfoque de 
la medicina, que centrado en la responsabi-
lidad del binomio médico - paciente pasó a 
comprenderse desde un enfoque social, en-
focado en la intervención del Estado como 
partícipe y garante de la salud del pueblo. 

Concepciones como la de Vichow 
ilustran esta posición, pues «la medicina 
es una ciencia social, y la política no es más 
que medicina a gran escala». Esta idea ha 
sido llevada a pronunciamientos relevan-
tes tales como el realizado por la Organi-
zación de Naciones Unidas (onu) a través 
de la Organización Mundial de la Salud 
(oms) y el Fondo de las Naciones Unidas 
para la Infancia (unicef, por su sigla en 
inglés), en la declaratoria de «Alma Alta» 
cuyo eslogan fue «Salud para todos en el 
año 2000». Valga la pena mencionar que 
durante este pronunciamiento se aclara-
ron los conceptos de  atención primaria, 
promoción de la salud, prevención de la 
enfermedad, curación y rehabilitación, que 
trasladados a la gestión del riesgo corres-
ponden a nociones como prevención, mi-
tigación, recuperación e incluso resiliencia.

Actualmente, encontramos reco-
mendaciones de orden mundial de insti-
tuciones como la oms y la Organización 
Panamericana de la Salud (ops) en pu-
blicaciones como la del Centro de Co-
nocimiento en Salud Pública y Desastres, 
donde se reconoce la trascendencia de 
la intervención del sector salud en la pre-
paración, respuesta y recuperación rela-
cionadas con el desastre, a la vez que se 
establece que:

Una vez incorporada la reducción de 
riesgo de desastres en el Plan Nacional del 
Sector Salud, es necesario establecer un 
sistema de relaciones que enlace las fun-
ciones, los roles y las responsabilidades de 
cada dependencia del ministerio de salud 
y de las instituciones y niveles del sector 
salud” (ops & oms, s. f.). 

Para cumplir con este objetivo es ne-
cesario que se garantice la participación 
y exista respaldo por parte del Estado, se 
trabaje de manera interinstitucional y se 
elaboren manuales de intervención enfo-
cados en el desarrollo de las competen-
cias personales y laborales adecuadas.

Marco normativo en salud 

Como puede constatarse, los primeros 
avances en el tema desde el ámbito norma-
tivo se han generado a partir de la necesidad 
de regular procesos en salud tanto pública 
como ocupacional. De hecho, el modelo de 
atención en salud tiene sus orígenes en la  
promulgación de la carta magna de 1886 y 
perdura hasta mediados del siglo xx, donde 
existía el «Modelo Higienista» que limitaba 
las acciones de salud al tema público y sani-
tario, mientras la atención individual debía 
ser financiada por el usuario o por institu-
ciones de caridad o beneficencia. 

Posteriormente, se crean institucio-
nes de atención y aseguramiento como 
la Caja Nacional de Previsión, que se con-
sidera responde precisamente al usuario 
necesitado de la beneficencia; y mediante 
la Ley 90 de 1946 se crea el Instituto de 
Seguros Sociales dirigido al usuario traba-
jador en aras de cubrir riesgos específicos 
como invalidez y muerte, e incluyendo  
protecciones de maternidad y vejez.

En los años de 1970 a 1990 el Estado 
asume una función rectora trasfiriendo 
recursos a la red de instituciones públi-
cas, generando el modelo de financiación 
de la salud tripartita que incluye Estado-
empleador-empleado lo que conlleva a 
la generación de la Ley 9 de 1979, con la 
que se definen lineamientos tanto para el 
reglamento sanitario y la protección del 
medio ambiente, como en los derechos y 
responsabilidades asociadas al trabajo.  

La Constitución Política de 1991 que 
define a Colombia como un Estado so-
cial de derecho, consagra la vida como el 
primer derecho fundamental protegido 
por el Estado, que  aun cuando no inclu-
ye la salud dentro de estos derechos fun-
damentales, en el artículo 49 sí establece 
que «La atención de la salud y el sanea-
miento ambiental son servicios públicos 
a cargo del Estado [tal que] se garantiza 
a todas las personas el acceso a los servi-
cios de promoción, protección y recupe-
ración de la salud». Y señala, además, que 
la atención básica será gratuita y obliga-
toria. Adicionalmente, en este artículo se 
regulan aspectos financieros para apoyar 
el sistema de salud. De igual modo, el ar-
tículo 48 establece el derecho irrenuncia-
ble a la seguridad social, del cual el Esta-

do es el responsable y el garante, con la 
participación de particulares y a través 
de empresas públicas y privadas para así 
ampliar progresivamente la cobertura del 
sistema.  

Posteriormente, la Ley 100, con múl-
tiples reformas pero aún vigente, crea el 
sistema de seguridad social en salud, el sis-
tema pensional, el Fondo de Solidaridad y 
las garantías con la subcuenta destinada 
a la cobertura de eventos catastróficos 
(Ecat), definiendo claramente la financia-
ción, administración y coberturas. 

Finalmente, con muchas expectati-
vas aparece la Ley 1751 de 2015 o ley esta-
tutaria, en la cual se define la salud como 
un derecho fundamental, tanto individual 
como colectivo, e irrenunciable, que in-
cluye los conceptos de calidad aplicada, 
y obliga al establecimiento de normas 
igualmente aplicables que, realmente, ga-
ranticen este derecho. 

Componente de salud 
ocupacional

Como se había mencionado previamen-
te, un concepto fundamental en el desa-
rrollo normativo frente al tema son las 
condiciones ocupacionales. En nuestro 
país, desde la época de la Independen-
cia, se generaron políticas públicas de 
protección especial para los militares y 
sus familias. Así, por ejemplo, en 1915 se 
aprueba la Ley 57 en la cual se obliga a 
instituciones como los ferrocarriles y el 
alumbrado público, entre otras, a generar 
cobertura en salud e incluso auxilios fu-

«(...) con muchas expectativas aparece la Ley 1751 de 
2015 o ley estatutaria, en la cual se define la salud 
como un derecho fundamental, tanto individual como 
colectivo, e irrenunciable, que incluye los conceptos de 
calidad aplicada, y obliga al establecimiento de normas 
igualmente aplicables que, realmente, garanticen este 
derecho». 
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nerarios a los trabajadores. Ello constitu-
yó la base para el desarrollo posterior de 
sistemas de seguridad social relacionados 
con el fundamento laboral, que además 
plantearon la responsabilidad frente al 
pago y futuras indemnizaciones por par-
te del empleador. Igualmente, se incluyen 
conceptos de riesgo como la impruden-
cia, el descuido e incluso la embriaguez 
como condiciones de riesgo en los cuales 
será el trabajador quien asuma sus pro-
pios costos. 

Un avance representativo es la re-
gulación y la protección especial que se 
brindó a la mujer trabajadora al regla-
mentar la licencia de maternidad remu-
nerada, con la promulgación de la Ley 53 
de 1938. Más adelante, con el Código Sus-
tantivo del Trabajo adoptado mediante 
el Decreto Ley 2663 del 5 de agosto de 
1950 —y que aún se encuentra vigen-
te—, se define con claridad la necesidad 
de proteger de manera especial al traba-
jador contra accidentes y enfermedades 
profesionales. Esta protección adicional a 
la atención inmediata y la prestación de 
primeros auxilios, en caso de ocurrido un 
incidente, representa el comienzo de la 
implementación de procesos de gestión 
del riesgo en el ámbito laboral.

En las últimas décadas se ha produci-
do un desarrollo considerable de norma-
tivas, especialmente por parte del Minis-
terio del Trabajo, asociadas con los temas 
de salud y seguridad social, dentro de las 
cuales cabe resaltar el Decreto 614 de 1989 
que plantea las bases y el modelo organiza-
cional de la salud ocupacional y el Decreto 
Ley 1295 de 1994, por el cual se determinan 
la organización y administración del Siste-
ma General de Riesgos Profesionales. Ya, 
más adelante, con la Ley 1562 de 2012 y el 
Decreto 472 de 2015, se incorpora el tema 
de la  gestión del riesgo en salud desde el 
ámbito laboral, de manera transversal, con 
sanciones ante la falta de actividades de 
promoción y prevención. 

Marco normativo en gestión del 
riesgo

En Colombia, una de las primeras aproxi-
maciones normativas a la gestión del ries-
go, la constituye el Decreto 1355 de 1970, 
con el que se promulga el Código Nacio-

nal de Policía y se definen claramente las 
intervenciones de la institución en caso 
de calamidad pública. Posteriormente, 
mediante el Decreto 1547 de 1984, se da 
la creación y regulación del Fondo Nacio-
nal de Calamidades definido «como una 
cuenta especial de la Nación, con inde-
pendencia patrimonial, administrativa, 
contable y estadística, con fines de inte-
rés público y asistencia social y dedicado 
a la atención de las necesidades que se 
originen en situaciones de desastre o de 
calamidad o de naturaleza similar» (Pre-
sidencia de la República, 1984, Art. 1). 

En 1988, mediante la Ley 46, se crea 
y se organiza el Sistema Nacional de Pre-
vención y Atención de Desastres (snpad), 
el cual estipula la participación de las enti-
dades públicas y privadas tanto en la pre-
vención, la respuesta y la recuperación de 
un desastre. En esta ley se otorgan funcio-
nes especiales al presidente de la república 
ante la declaratoria de desastre. En 1989 se 
publica el Decreto 919 reglamentario de la 
ley anterior, organizando y especificando 
funciones e intervenciones.   

Desde el establecimiento de esas 
dos reglamentaciones, y hasta la poste-
rior promulgación de la Ley 1523 de 2012, 
se crea el Sistema Nacional de Bombe-
ros mediante la Ley 322 de 1996, se dic-
tan normas relacionadas con la sismo 
resistencia con la Ley 400 y, por último, 
mediante los documentos del Consejo 
Nacional de Política Económica y Social 
(Conpes) de 2001 y 2004, se plantean es-
trategias para la consolidación del snpad 
y el financiamiento de programas de re-
ducción de la vulnerabilidad frente a de-
sastres, respectivamente.

Recientemente, con la Ley 1523 de 
2012, «se adopta la Política Nacional de 
Gestión del Riesgo de Desastres y se esta-
blece el Sistema Nacional de Gestión del 
Riesgo de Desastres – sngrd y se dictan 
otras disposiciones». En este orden de 
ideas, la ley define «Gestión del riesgo», 
esclarece las responsabilidades y principios, 
y define los miembros del sngrd. De igual 
forma, establece los mecanismos de finan-
ciación y subraya la necesidad de diseñar 
herramientas para el análisis y evaluación 
de amenazas, así como planes de contin-
gencia y planes de ordenamiento territorial 
—en las diferentes jurisdicciones.

Declaratoria de emergencia 
sanitaria en Bogotá

Según documentos de países vecinos, 
con similares condiciones de vulnerabi-
lidad que ya han atravesado por situa-
ciones de desastre asociadas a terremo-
tos (Morales–Soto 2007), contar con 
sistemas de asistencia sanitaria fortale-
cidos y con capacidad de respuesta es 
fundamental, puesto que permite evitar 
situaciones como las que se viven coti-
dianamente en el sector salud de la ciu-
dad de Bogotá. A manera de ilustración, 
la sobreocupación de los servicios de 
urgencias, y en general de la red hospita-
laria, es un factor que ha contribuido en 
el aumento de la vulnerabilidad de los 
ciudadanos ante cualquier situación de 
emergencia compleja. 

Dentro de la gestión del riesgo, en 
el componente del conocimiento se ha 
realizado un amplio diagnóstico sobre la 
problemática del sector sanitario de la 
ciudad de Bogotá, por parte de diferentes 
medios de prensa, entes de control social 
e instituciones científicas. El documento 
científico sobre «Capacidad de respuesta 
hospitalaria distrital en Bogotá ante un 
evento con múltiples víctimas», elabora-
do por Rosas (2013), evidencia  que la ma-

«Desde la perspectiva de la gestión del riesgo en salud, 
la presente declaratoria de emergencia sanitaria es 
un ejercicio interesante en el cual por primera vez se 
afronta la problemática de la congestión de los servicios 
de urgencias —dificultades que no solo afectan al 
Distrito Capital, sino todo el país, e incluso países de 
otras latitudes—, con miras a disminuir la vulnerabilidad 
social en el componente en salud asociado a la 
capacidad limitada de respuesta en camas hospitalarias 
frente a una situación de desastre».
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yoría de las instituciones hospitalarias de 
mayor nivel de complejidad se encuen-
tran con niveles de ocupación superiores 
al 100%, sin mencionar el déficit en planes 
hospitalarios y condiciones de reforza-
miento estructural ante amenaza sísmica.

Prosiguiendo con el recorrido nor-
mativo, el 6 de febrero de 2016 se estable-
ce desde la Alcaldía Mayor de Bogotá el 
Decreto 063 por medio del cual se decla-
ra la emergencia distrital sanitaria en la ca-
pital, con el objetivo de «acoger medidas 
en procura de evitar o mitigar los posibles 
efectos que ocasione la sobreocupación 
de los servicios de urgencias en las Institu-
ciones Prestadoras de Servicios de Salud 
del Distrito Capital» (ver gráfica).

Para que la operación de adopción de 
los principios de la gestión del riesgo sea 
exitosa frente al manejo de la emergencia 
distrital sanitaria en Bogotá, la administra-
ción debe tener conocimiento del riesgo, 
el cual se define como el proceso de la 
gestión del riesgo compuesto por la iden-

Fuente: Elaboración propia.

tificación de los respectivos escenarios del 
riesgo, análisis, evaluación, monitoreo, se-
guimiento del riesgo y de sus componen-
tes, y la comunicación para promover una 
mayor conciencia del mismo que fomenta 
la alimentación de los procesos de reduc-
ción del riesgo y manejo de desastre (Con-
greso de la República, 2012, Art. 4). 

De ahí que el análisis y la evaluación 
del riesgo conlleve a la consideración de 
las causas y fuentes del riesgo, con la esti-
mación de consecuencias y probabilidad 
de acontecimiento de estas (Congreso 
de la República, 2012, Art. 4). Por consi-
guiente, el modelo de análisis y evalua-
ción del riesgo constituye un paso funda-
mental en la identificación de escenarios 
de riesgo, comparados con los criterios 
de seguridad establecidos en el tipo de 
intervención a realizar por parte del ente 
encargado, a fin de alcanzar la reducción 
del riesgo y la preparación de respuesta y 
recuperación, objetivo primordial del De-
creto 063 de 2016.

Ahora bien, la administración distrital 
debe tener conocimiento sobre la reduc-
ción del riesgo y el manejo de desastres. Esto 
será posible si se tienen en cuenta los objeti-
vos del Sistema de Gestión del Riesgo, en el 
marco de la recuperación y la reducción de 
riesgo (numerales 20 y 21 del artículo 4, Ley 
1523 de 2012), para así identificar escenarios 
de riesgo y priorizar recursos destinados al 
análisis y evaluación del mismo, y a fomentar 
la comunicación entre entidades públicas, 
privadas y con la población; ello, con fines 
informativos que contribuyan a la percep-
ción del problema y a la toma de conciencia 
y, consecuentemente, a la puesta en marcha 
de acciones de intervención en el manejo 
del riesgo y, por ende, del desastre. 

Conclusiones

 • En Colombia existe un desarrollo 
normativo considerable que soporta el 
Sistema de Seguridad Social en Salud así 
como el Sistema de Gestión del Riesgo.
 • Como es posible observar a partir de 

esta revisión, dado que tanto el Sistema de 
Seguridad Social en Salud como el Sistema 
de Gestión de Riesgo han gozado de un de-
sarrollo complementario, se esperaría que 
su desarrollo continuara generándose de 
manera unida y complementaria, con miras 
a disminuir la vulnerabilidad ante situacio-
nes de urgencia, emergencia y desastre.

 • La actual declaratoria de emergencia 
constituye un ejemplo sobre cómo se 
pueden integrar en la normativa las cir-
cunstancias que aumentan la vulnerabili-
dad en el ámbito de lo sanitario, así como 
la sobreocupación hospitalaria, mediante 
la implementación de gestión del riesgo 
en los diferentes procesos de conoci-
miento, reducción e incluso manejo.

 • Desde la perspectiva de la gestión 
del riesgo en salud, la presente declarato-
ria de emergencia sanitaria es un ejercicio 
interesante en el cual por primera vez se 
afronta la problemática de la congestión 
de los servicios de urgencias —dificulta-
des que no solo afectan al Distrito Capi-
tal, sino todo el país, e incluso países de 
otras latitudes—, con miras a disminuir la 
vulnerabilidad social en el componente 
en salud asociado a la capacidad limitada 
de respuesta en camas hospitalarias fren-
te a una situación de desastre. 
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José Octavio López Gallego1

Este artículo aborda la afec-
tación causada por las minas 
antipersonal (map), las muni-
ciones sin explotar (Muse) y 
los artefactos explosivos im-
provisados (aei) en Colombia. 
Contempla, además, diferentes 
tópicos de afectación descri-
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calidad y auditoria en salud de la Universidad 
Cooperativa de Colombia, estudiante de último 
año de Maestría en Gestión del Riesgo y Desa-
rrollo de la Universidad Escuela de Ingenieros 
Militares, Bogotá. Actualmente vinculado a la 
Secretaría Distrital de Salud de Bogotá como 
médico regulador del Centro Regulador de Ur-
gencias Emergencias y Desastres (CRUE). Correo 
lopez.joseoctavio@gmail.com

Afectación causada por las MAP, las Muse y 
los AEI en Colombia 

«Colombia ocupa  el tercer lugar en el mundo, después de Afganistán y Camboya, en el 
uso de MAP (Rappert 2012), lo cual ha generado en la población grandes consecuencias 
a nivel social al incrementar la deserción escolar en la población joven, la pobreza y el 
desplazamiento forzado, o cambios en las actividades cotidianas debido al temor que estos 
artefactos generan en la población (...)».
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biendo el problema mundial, 
y en Colombia, las lesiones 
causadas en el organismo por 
la explosión, la afectación en la 
salud mental, así como los cos-
tos asociados al sector salud. 
Para ello se revisó la literatura 
existente, especialmente los 
artículos relacionados con la 
atención de pacientes víctimas 
de explosión de estas armas.

¿Qué son las MAP, las 
Muse) y los AEI?

Son armas diferentes a las con-
vencionales pues están cons-
truidas para explotar por con-
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tacto o presencia de personas 
o animales. Estas minas son 
pequeñas, letales, y son ela-
boradas con el fin de matar o 
generar grandes lesiones a los 
transeúntes, son de bajo costo, 
fáciles de construir y su activi-
dad no depende del conflicto 
armado al mantener su peligro 
letal hasta que sean desactiva-
das o removidas, según la de-
finición de la Convención de 
Ottawa (1997). 

A nivel mundial 

En los años 90 la Organización 
de Naciones Unidas (onu) 
anunció una crisis global de 
minas terrestres, equiparable 
con algunas epidemias por la 

cantidad de víctimas puesto 
que se estimó que había dis-
persas casi 120 millones de mi-
nas en 70 países. Esto sugería 
entonces la existencia de una 
mina por cada 50 personas en 
el mundo (Fariña, 2001), así, se-
gún algunas estimaciones du-
rante estos años, cada mes las 
minas terminaron con la vida 
de 800 personas e hirieron a 
1 200 alrededor del planeta.  

En Colombia

En el país existen 32 departa-
mentos, de los cuales 31 tienen 
presencia de minas. La desac-
tivación de estas pueden oca-
sionar lesiones físicas y hasta 
la muerte de personas, consi-

derando que por cada 5 000 
minas se genera un muerto y 
dos heridos, con afectaciones 
físicas, psicológicas y sociales 
(Hernández, 2003). 

Colombia ocupa  el tercer 
lugar en el mundo, después 
de Afganistán y Camboya, en 
el uso de map (Rappert 2012), 
lo cual ha generado en la po-
blación grandes consecuencias 
a nivel social al incrementar 
la deserción escolar en la po-
blación joven, la pobreza y el 
desplazamiento forzado, o 
cambios en las actividades co-
tidianas debido al temor que 
estos artefactos generan en la 
población; en otras palabras, 
alteran o impiden el desarrollo 
normal de comunidades ente-
ras que ya tienen establecidos 
patrones de comportamiento. 

En total, se encuentran 
registradas 11 440 víctimas, de 
las cuales 9 182 eran personas 
heridas y 2 258 personas falle-
cidas. Durante el periodo de 
1990 al 30 de junio de 2016, 
3 418 personas afectadas fue-
ron menores de 18 años, 11 207 
de los accidentes con minas 
ocurrieron en zona rural de 
las cuales 4 425 de las víctimas 
eran civiles, 379 miembros de 
comunidades indígenas —112 
de ellos fallecieron—, 41 per-
tenecientes a comunidades 
afrodescendientes —con diez 
fallecidos— y 7 015 pertene-
cían a la fuerza púbica. Duran-
te este periodo se reportaron 
un total de 34 061 eventos con 
map y Muse; de estos, 6 695 
fueron accidentes y 27 366 in-
cidentes. 

De acuerdo con los da-
tos obtenidos en la Dirección 
para la Acción Integral contra 
Minas Antipersonal (2016), 
cinco departamentos concen-
tran el 53% de los eventos por 
map y Muse. Antioquia es el 
departamento con mayor nú-
mero de eventos con el 17% y  

le siguen Meta (16%), Caquetá 
(9%), Arauca (6%) y Norte de 
Santander (5%). Del mismo 
modo, los cinco departamen-
tos con mayor frecuencia de 
incidentes fueron Meta (17%), 
Antioquia (16%), Caquetá 
(9%), Arauca (7%) y Cauca 
(6%), mientras que los cinco 
departamentos con mayor fre-
cuencia de accidentes fueron 
Antioquia (24%), Meta (9%), 
Caquetá (9%), Nariño (8%) y 
Norte de Santander (6%). 

La víctima de una explo-
sión por map sufre alteraciones 
físicas que afectan también la 
parte  psicológica, llevando a 
una posible depresión, falta 
de confianza, poca interacción 
con el otro, al aislamiento so-
cial y cambios en las funciones 
integradoras tales como el sen-
tido de identidad, memoria, 
conciencia, agresión, ansiedad, 
baja autoestima, estrés agudo 
y estrés postraumático, ideas 
de muerte e intentos de suici-
dio, sensación de minusvalía, 
lo que acompaña un estado de 
pánico tanto a nivel individual 
como colectivo, tornándose 
un problema de orden públi-
co, como se relata en el estudio 
de caso de Cardona ( 2010).

Al cumplir con el desmi-
nado es posible que se pre-
senten más heridos y muertos, 
si se considera que por cada 
5 000 minas sembradas se ge-
nera un muerto y dos heridos, 
como lo referencia Hernández 
(2003), por lo cual es necesario 
que el país se prepare.

El problema se agrava con 
el desarrollo de aei por par-
te de los grupos armados al 
margen de la ley al eliminar las 
piezas de metal, o minimizar 
el uso del mismo en la fabri-
cación de dichos elementos. 
Debido al bajo contenido de 
metal o la ausencia de partes 
metálicas, la detección de las 
map se ve afectada por me-

«Las personas víctimas de lesiones por MAP, Muse y AEI presentan una prevalencia elevada 
de trastornos psiquiátricos, como sucede en Galea (2006) y Sri Lanka (2014),  en donde se 
aplicó una encuesta epidemiológica sobre la población civil, luego de la guerra, en la que se 
detectaron secuelas psicosociales en el 64% de la población (...)». 
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dio de los sensores, que es-
tán basados   en la detección 
de metales, aumentado así la 
posibilidad de sufrir daño y 
demora del desminado de los 
territorios (Hendrickx, Molina, 
Díaz, Grasmueck, Moreno & 
Hernández, 2008). 

Estudios realizados 
sobre afectaciones 
físicas y psicológicas 
causadas por MAP, Muse 
y AEI

En el Hospital Universitario 
de Neiva se estudiaron 41 pa-
cientes que ingresaron a la 
institución afectados por la ex-
plosión del dispositivo, análisis 
efectuado por Astaiza & Cal-
deron (2009), quienes encon-
traron que el 76% presentaban 
lesión de miembros inferiores. 
Todos los lesionados recibie-
ron manejo médico quirúrgico 
con amputación de la extre-
midad lesionada. Los niveles 
de amputación efectuados 
con mayor frecuencia fueron 
a nivel del pie (40%) y a nivel 
supracondíleo (30%).

La mayoría de los afecta-
dos por map y Muse son hom-
bres jóvenes militares, cuyos 
miembros inferiores son los 
más afectados, la explosión del 
dispositivo produjo de una a 
tres lesiones. El 90% de las per-
sonas sufrieron solo una lesión; 
dos tercios de los lesionados 
amputados iniciaron el proce-
so de rehabilitación. A estos, 
igualmente, se les hizo la adap-
tación de una prótesis. 

Por otro lado, en el Hospi-
tal Militar se realizó un estudio 
descriptivo de pacientes heri-
dos por trauma, valorados por 
el Servicio de Cirugía General, 
durante el periodo 2003 – 
2012 (Quintero, Falla & Aguirre 
2013). En el estudio se incluye-
ron 2 417 pacientes, con edad 
promedio 25,04 años (+/- 

6,34), todos del género mas-
culino y pertenecientes en su 
totalidad a las fuerzas milita-
res, siendo los más lesionados 
soldados (66,6%), suboficiales 
(35%)  y oficiales (0,4%).

El mecanismo de lesión 
más frecuente fue la herida 
por proyectil de arma de fue-
go en el 41,5% de los pacientes, 
seguido por trauma por explo-
sión en 32,1% y minas 22,2%. El 
sitio anatómico más  lesionado 
fue a nivel del sistema osteo-
muscular con 38,8%, al que le 
siguieron afectaciones en los 
tejidos blandos (37,7%), abdo-
men (16,3%) y tracto respirato-
rio (14,5%).

Del total de pacientes, 
el 26,9% requirieron manejo 
quirúrgico fuera del Hospital 
Militar, mientras que el 84% re-
quirieron manejo quirúrgico al 
interior de la institución inclu-
yéndose en este la cirugía por 
primera vez y las reinterven-
ciones. La cirugía más común 
fue la laparotomía exploratoria  
con un 58%, seguida por to-
racotomía con 01%. De estos 
pacientes 17% requirieron ma-
nejo en Unidad de Cuidados 
Intensivos y fallecieron el 26% 
secundario a complicaciones 
y severidad del trauma. La se-
cuela más común fueron lo-

comotoras con 3%, seguidas 
por las estéticas con 9%, las 
gastrointestinales con 48% y 
mentales con 40%.

El Hospital Regional San 
Félix ubicado en la Dorada, 
Caldas, realizó un estudio so-
bre trauma por map tomando 
como muestra 11 pacientes que 
fueron atendidos en el centro 
médico, con edades promedio 
de 25 años, -+/- 5. El miembro 
inferior izquierdo fue el princi-
pal afectado en un 45%, segui-
do de miembro inferior dere-
cho con el 36%; solamente una 
persona presentó compromi-
so de ambas extremidades lo 
que equivale al 19%. El 100% de 
los pacientes presentaron cho-
que al ingreso, tres (27%) con 
complicaciones mayores y cin-
co (45%) con complicaciones 
menores. No se presentaron 
fallecidos en el estudio. El estu-
dio fue realizado por Puentes 
(2007), con diez horas de evo-
lución al momento de ingresar 
a la institución.

En relación a la morta-
lidad hospitalaria, Restrepo 
(2010) plantea en el estudio 
que fue similar a la reportada 
en otros trabajos publicados, 
a saber: 3,8% y 7% en pacien-
tes procedentes de conflictos 
armados de Afganistán, Cam-

boya y Sudán. En cuanto a la 
afectación de la salud mental, 
la Organización Mundial de 
la Salud (oms) calcula que el 
10% de las personas que viven 
experiencias traumáticas sue-
len tener graves problemas de 
salud mental como depresión 
y estrés postraumático, mien-
tras que el otro 10% padece de 
comportamientos que dificul-
tarán su capacidad para vivir 
con normalidad (oms/Organi-
zación Panamericana de la Sa-
lud – ops,  Acción concertada 
minas, 1998).

Las personas víctimas de 
lesiones por map, Muse y aei 
presentan una prevalencia 
elevada de trastornos psiquiá-
tricos, como sucede en Galea 
(2006) y Sri Lanka (2014),  en 
donde se aplicó una encues-
ta epidemiológica sobre la 
población civil, luego de la 
guerra, en la que se detecta-
ron secuelas psicosociales en 
el 64% de la población tales 
como somatización (41%), 
trastorno de estrés postrau-
mático (27%), trastorno de 
ansiedad (26%), depresión 
mayor (25%), alcoholismo y 
problemas relacionados con 
sustancias (15%) y discapaci-
dad funcional (18%). 

Murthy (2006), en su re-
visión de resultados de las in-
vestigaciones de consecuen-
cias de la guerra sobre la salud 
mental, observó que existe 
una correlación directa entre 
la intensidad de la situación 
traumática y la gravedad de 
los problemas psicológicos, 
determinando que a mayor 
exposición más intensos son 
los síntomas, y alertando de la 
transmisión intergeneracional 
de los efectos de los traumas 
psicológicos, de la población 
tanto civil como militar, de 
las víctimas de lesiones físicas 
y psicológicas causadas por 
map.

«(...) una persona con heridas producidas por una mina permanece hospitalizada un 
promedio de 32 días, lo que equivale a 1,78 veces más días de los requeridos para un herido 
por arma de fuego. Así mismo, este tipo de paciente requiere un promedio de cuatro 
intervenciones quirúrgicas y 320 unidades de sangre, lo cual eleva el gasto en salud de estas 
atenciones».
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Respecto al tiempo de llegada del 
paciente a la institución cercana al sitio 
de la explosión, se encontró en el  Mo-
nitor de Minas Terrestres (sitio oficial de 
Landmine Monitor Core Group, citado 
por Restrepo, 2010), que se requería de 
un tiempo promedio de 12 horas para 
que los sobrevivientes de map llegaran a 
un hospital regional en Colombia. El mis-
mo tiempo promedio fue encontrado en 
su estudio, y se relaciona con dificultades 
para el rescate y transporte de los lesio-
nados desde el sitio del evento hasta el 
hospital. 

Medina (2009) resalta la relevancia 
de brindar atención al problema de las 
minas desde el enfoque de derechos, 
centrado en la Acción Integral contra Mi-
nas para garantizar el desarrollo humano 
de los sobrevivientes y las comunidades 
afectadas por dichos artefactos.

Toda esta situación planteada ge-
nera cambios en el personal sanitario, 
tanto asistencial como administrativo, 
modificando sus actividades —desde la 
planeación al tener en cuenta comporta-
mientos seguros para el desplazamiento, 
dejar de visitar sitios, la organización de   
horarios de acuerdo con la dinámica de 
la comunidad y el conflicto armado (Gar-
cía, 2014)—,  lo cual afecta la prestación 
del servicio de salud extramural. 

Impacto económico

Valles (2000) considera que si se aban-
donara por completo el empleo de estos 
artefactos, para eliminar este flagelo sería 
necesario emplear cerca de 1 000 años y 
us$33 billones. Según estudios realizados 
por Restrepo (2010) sobre el  perfil clínico 
y microbiológico de las lesiones por map,  
se reportan como principales gérmenes 
contaminantes de las lesiones  «a Pseu-
domonas aeruginosa, Escherichia coli, 
Enterococcus faecalis Staphylococcus 
Aureus, entre otros, […que] requirieron  
de tratamiento de varios antibióticos» 
(Suarez, 2008). 

En un estudio de la flora bacteria en 
pacientes con heridas por map atendidos 
en el Hospital  Militar Central, se encon-
tró que en el 60 % de las lesiones por mi-
nas predominaban estas especies, frente 
a lo cual se recomendó la combinación 

de antibióticos de primera, segunda y, 
con mucha frecuencia, medicamentos de 
tercera generación. Esta situación resulta 
de la contaminación de dichas armas con 
material fecal humano y/o animal, lo que 
aumenta la letalidad de estas armas y  ge-
nera mayor contaminación en las heridas, 
y alta severidad en las infecciones. Como 
resultado, los costos del tratamiento se 
incrementan.

Sobre este último punto, Lahuerta 
(2003) hace una descripción de costos 
directos e indirectos relacionados con la 
atención de víctimas por map, Muse y 
aei estimando que una persona con heri-
das producidas por una mina permanece 
hospitalizada un promedio de 32 días, lo 
que equivale a 1,78 veces más días de los 
requeridos para un herido por arma de 
fuego. Así mismo, este tipo de paciente 
requiere un promedio de cuatro inter-
venciones quirúrgicas y 320 unidades de 
sangre, lo cual eleva el gasto en salud de 
estas atenciones.

Conclusiones

 • Los estudios muestran que la mayo-
ría de las personas afectadas son perso-
nas jóvenes del género masculino, prove-
nientes en su mayoría de zonas rurales. 
Las principales lesiones son a nivel de 
miembros inferiores.

 • Según registros de la Vicepresiden-
cia el mayor número de afectados son 
miembros de la fuerza pública.
 • Los tiempos de ingreso a los hospitales 

regionales están en promedio de 12 horas.
 • La afectación no es solo en la salud 

orgánica sino mental causando en su ma-
yoría un gran deterioro de la calidad de 
vida y gran impacto socioeconómico.

 • Murthy (2006) alerta sobre la trans-
misión intergeneracional de los efectos 
de los traumas psicológicos de las vícti-
mas de lesiones físicas y psicológicas cau-
sadas por map, sean estos  civiles o milita-
res, situación que requiere de la atención 
de todas las autoridades y organizaciones 
científicas en aras de prevenir la transmi-
sión  entre generaciones.

 • Existe gran interés por la comunidad 
científica sobre el tema, encontrándose 
un volumen importante de artículos des-
de diferentes perspectivas. 

 • Los cambios encontrados en la fa-
bricación de aei requieren del desarrollo 
de nuevas tecnologías que busquen la 
menor afectación tanto para la pobla-
ción civil como para el personal encar-
gado del desminado tanto militar como 
humanitario.
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Gestión del riesgo aplicado a las personas 
con discapacidades
Marleny del Carmen Novoa 
Vargas1

Para empezar a hablar de 
gestión del riesgo aplicado 
a personas en condición de  
discapacidad, primero es ne-
cesario familiarizarnos con los 
términos adecuados con los 
que debe reconocerse a esta 
población y que están inmer-
sos en la Ley 1618 del 2013. Las 
personas con discapacidad 
no pueden seguir siendo vis-

1  Administradora de empresas, Univer-
sidad de la Amazonía. Especialista en gestión 
empresarial, Politécnico Gran Colombiano. 
Docente de la Universidad de la Amazonía y la 
Corporación Universitaria de Educación Supe-
rior (Cun). Funcionaria de la Procuraduría Ge-
neral de la Nación en el área de Bienestar Social 
Integral y Grupo de Gestión de la Seguridad y 
Salud en el Trabajo. Formador de Formadores de 
la Estrategia Cultura de la Legalidad e Integridad 
para Colombia (CLIC). Correo mnovoa@procu-
raduria.gov.co

«Las personas con discapacidad no pueden seguir siendo vistas como objeto de asistencia 
social, sino como sujetos con derechos y deberes que necesitan ser incluidos y atendidos 
en igualdad de condiciones como los demás ciudadanos». En la imagen Luis Emilio Novoa 
Gutiérrez (2015, 8 de marzo).
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tas como objeto de asistencia 
social, sino como sujetos con 
derechos y deberes que nece-
sitan ser incluidos y atendidos 
en igualdad de condiciones 
como los demás ciudadanos, 
y reconocer, finalmente, su ca-
pacidad, valor y el aporte que 
le brindan a la sociedad en me-
dio de su diversidad.

En este sentido, la Ley 1618 
de 2013, y otros documentos, 
definen algunos conceptos re-
lacionados con la discapacidad: 

Inclusión social: Es un 
proceso que asegura que to-
das las personas tengan las 
mismas oportunidades, y la 
posibilidad real y efectiva de 
acceder, participar, relacionarse 
y disfrutar de un bien, servicio 
o ambiente, junto con los de-
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más ciudadanos, sin ninguna 
limitación o restricción por 
motivo de discapacidad, me-
diante acciones concretas que 
ayuden a mejorar la claridad 
de vida de las personas con 
discapacidad (Presidencia de 
la República, 2013, Art. 2). 

Personas con y/o en 
situación de discapacidad: 
Aquellas personas que tengan 
deficiencias físicas, mentales, 
intelectuales o sensoriales a 
mediano y largo plazo que, al 
interactuar con diversas barre-
ras incluyendo las actitudina-
les, puedan impedir su parti-
cipación plena y efectiva en la 
sociedad, en igualdad de con-
diciones con las demás (Minis-
terio de Transporte, 2015, p. 5)

Discapacidad física (df): 
Se entiende como la disminu-
ción o ausencia de las funciones 
motoras o físicas que afectan el 
desempeño diario de las per-
sonas. La más común es la que 
implica reducción de la movi-
lidad entre ellas se encuentran 
las personas cuya discapacidad 
es permanente o tiene proba-
bilidades de aumentar y son 
las que utilizan silla de ruedas 
(sr), caminadores, muletas, 
bastones u otras tecnologías 
para desplazarse. Por otro lado, 
están las que tienen discapaci-
dades temporales  es decir que 
su estado funcional tiende a 
mejorar, por ejemplo las per-
sonas enyesadas o las mujeres 
gestantes (Universidad Nacio-
nal de Colombia, 2011, pág. 14)

Discapacidad sensorial 
(ds): Es aquella que afecta los 
sentidos. Dentro de la categoría 
de la ds, encontramos la visual, 
la auditiva y otros tipos de dis-
capacidades relacionadas con 
disminución de los sentidos 
del olfato, el gusto o el tacto. 
También se pueden encontrar 
discapacidades sensoriales com-
binadas como es el caso de la 
sordo-ceguera en la cual tanto el 

sistema auditivo como el visual 
están comprometidos. (Ibíd.)

Discapacidad cognitiva/
intelectual (dc/i): Es aquella 
en la que se presentan difi-
cultades en su capacidad de 
relación con el entorno, en la 
comunicación y en la com-
prensión. Se dan dificultades 
en diversas áreas como por 
ejemplo para categorizar, con-
ceptualizar, formular o resol-
ver problemas. Pueden tener 
problema para comprender o 
procesar los sistemas de seña-
lización en todos los entornos. 
El nivel de comprensión es me-
nor que el esperado para una 
persona de esa edad (Ibíd.)

Discapacidad Mental 
(dm): Es aquella en la que se 
presentan trastornos en el 
comportamiento adaptativo. 
Por tanto, presentan deterio-
ro en la capacidad de encajar 
en las actividades propias de 
la sociedad, la familia y/o los 
grupos organizados. Se pue-
den encontrar situaciones de 
diversa índole en las cuales se 
pueden presentar crisis tales 
como de violencia, de pánico, 
de depresión, etc. (Ibíd.)

En el cuadro están las ex-
presiones correctas y las inco-
rrectas para referirnos a una 
persona en condición de dis-
capacidad en el momento de 
una atención o evacuación.

Recomendaciones para 
atender personas en 
riesgo

Uno de los objetos principales 
de la aplicación de protocolos 
para la evacuación de personas 
con discapacidad es conocer las 
limitaciones de los clientes inter-
nos y externos de nuestra insti-
tución, para atenderlos o asistir-
los en las diferentes emergencias 
que se presenten en algún mo-
mento.  Estas son algunas de las 

Expresión incorrecta Expresión correcta

- Discapacitado + Persona con discapacidad

- Defecto de 
nacimiento + Discapacidad congénita

- Deforme + Persona con discapacidad 
congénita

- Enano
+ Persona de talla baja 
+ Persona con acondroplasia

- (el) ciego + Persona ciega

- (el) invidente + Persona con discapacidad visual

- Semoviente + Persona con baja visión

- (el) sordo + Persona sorda

- Sordomudo + Persona con discapacidad auditiva

- Hipoacúsico

+ Personas hipoacusia, baja audición, 
estas personas no son sordas, pueden 
compensar su pérdida auditiva 
con un sistema o mecanismo de 
amplificación.
+ Persona con limitación auditiva

- Inválido - 
minusválido – tullido 
- lisiado - paralítico

+ Persona con discapacidad física

- Confinado a una silla 
de ruedas + Persona usuaria de silla de ruedas

- Mutilado + Persona con amputación

- Cojo + Persona con movilidad reducida

- Mudo + Persona que no habla en lengua 
oral

- Retardado mental 
- enfermo mental 
- boba - tonto - 
mongólico

+ Persona con discapacidad 
intelectual o cognitiva.

- Neurótico + Persona con neurosis

- Esquizofrénico + Persona con esquizofrenia

- Epiléptico + Persona con epilepsia

- Víctima de…
+ Persona que experimento o que 
tiene….
+ Persona en situación de ….

- Aquejado por…
Padece de …
Sufre de…

+ Persona que tiene…

 Fuente: Tomado de Fundación Saldarriaga Concha, 2012, citado en Ministerio de Transporte, 2015, 
PP. 2-3. 
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recomendaciones que deben te-
nerse en cuenta para la atención 
o evacuación de estas personas, 
según la Guía práctica de preven-
ción de riesgos laborales para co-
lectivos de trabajadores sensibles 
(Confederación Provincial de 
Empresarios de Santa Cruz de 
Tenerife, Gobierno de Canarias 
e Instituto Canario de Seguridad 
Laboral, s. f.):

 • Usuarios de sillas de rue-
das. Estas personas impulsan 
manualmente la silla de ruedas. 
Los riesgos más importantes 
son «las caídas de la silla, ya sea 
al mismo o a distinto nivel». 
Otros riesgos importantes son 
«los golpes y arañazos contra 
objetos inmóviles debido a la 
escasez de espacio y también 
los sobreesfuerzos al tener que 
salvar barreras arquitectóni-
cas». Según la lesión sufrida 
ellos pueden presentar pérdida 
completa de la sensibilidad de 
las extremidades inferiores.
 • Personas con discapa-

cidad física de miembros 
inferiores. Son personas que 
tienen ayudas técnicas como 
muletas, bastones o andadores. 
Los riesgos más importantes 
son los relacionados con «caí-
das al presentar un equilibrio 
más inestable sobre todo ante 
la presencia de obstáculos», en 
especial, bajando escaleras o 
abriendo puertas. Los usuarios 
de muletas necesitan espacios 
de paso libre más amplios, lo 
que supone que, además del 
riesgo de caídas, estas perso-
nas tengan «un mayor riesgo 
de golpes y choques contra 
objetos inmóviles». El uso de 
estas ayudas técnicas «incre-
menta el riesgo de sobreesfuer-
zos. También las situaciones de 
emergencia y evacuación son 
críticas» ante el posible hecho 
de moverse con lentitud. 
 • Personas con discapaci-

dad física de miembros su-

periores. Estas personas «pre-
sentan el agravamiento de los 
daños de caída ya que de pro-
ducirse ésta, tienen dificultad o 
carecen de la posibilidad para 
agarrarse, apoyarse o proteger-
se con los brazos y las manos».

 • Personas con discapa-
cidad visual. Los mayores 
riesgos para estas personas lo 
constituyen las «caídas al mis-
mo y a distinto nivel al care-
cerse de la información visual. 
[Los] choques contra objetos 
inmóviles, así como atropellos 
o golpes con vehículos», son 
otros riesgos importantes. En 
situaciones de emergencia es 
preciso contar con la ayuda de 
un brigadista o acompañante 
para  realizar la evacuación. 

 • Personas con discapa-
cidad auditiva. «Muchas 
personas sordas conocen el 
lenguaje de los signos y/o son 
capaces de leer los labios. Es-
tas capacidades obligan siem-
pre a ir mirando fijamente a su 
interlocutor, lo que incremen-
ta el riesgo de choques y gol-
pes contra objetos inmóviles y 
móviles». Al no poder percibir 
las señales acústicas, o ruidos 
de los vehículos, «presentan 
un mayor riesgo de atrope-
llos o golpes con vehículos» y 
en situaciones de emergencia 
requieren de la existencia de 
avisos visuales más potentes. 
Cuando se les hable, el rostro 
del interlocutor debe estar 
bien iluminado procuran-
do no taparse la boca con la 
mano o tener un cigarrillo a 
la vez. Se deben utilizar frases 
cortas y gramaticalmente co-
rrectas y no hablar varias per-
sonas al mismo tiempo.
 • Personas con deficiencia 

intelectual o cognitiva. Se hace 
preciso asegurar que el nivel de 
información suministrada es 
la adecuada para las personas. 
«Las emergencias constituyen 
situaciones de especial riesgo 

(…) debido a la complejidad 
de estímulos que supone el 
tráfico, se incrementa en estos 
el riesgo de atropellos o golpes 
con vehículos». Normalmente, 
y según los casos, necesitarán 
protección en la evacuación, 
sobre todo en las escaleras, 
ya que para el manejo de las 
ayudas técnicas (sillas de rue-
das, bastones o muletas) son 
necesarios varios brigadistas 
para apoyar el proceso, desde 
el momento de iniciar el mis-
mo hasta llevarlos al punto de 
encuentro o al sitio de atención 
médica si así lo requieren.

Actualmente, el Grupo de 
Gestión de la Seguridad y Salud 
en el Trabajo, de la Procuradu-
ría General de la Nación, tiene 
el protocolo y consideraciones 
para la atención de personas 
en condición de discapacidad 
física, auditiva, visual, cognitiva 
o múltiple, por mencionar al-
gunas, el cual se encuentra en 
el plan de emergencias que está 
en proceso de actualización. La 
ilustración (ver figura) contiene 
el flujograma de atención en 
emergencias para personas en 
condición de discapacidad.

Consideraciones 
para personas con 
discapacidad

Las personas con discapacidad 
requieren de un tratamiento 
con una planificación más de-
tallada para la respuesta frente 
a un desastre, por tal motivo 
es importante considerar las 
siguientes medidas en caso de 
una emergencia: 

• Identifique las personas 
con discapacidad en el área y 
tenga listados actualizados.

• Identifique el personal 
externo con discapacidad en 
el área.

• Informe a Jefe de Brigada 
y/o brigadistas sobre las perso-
nas con discapacidad para te-
nerlos en cuenta para la aten-
ción de la emergencia.

• Durante la emergencia 
lleve con usted las personas 
con discapacidad y si es nece-
sario solicite apoyo a los briga-
distas para la evacuación.

• Guie al personal con 
discapacidad al punto de en-
cuentro e informe al jefe de 

Flujograma de procedimiento para la evacuación de 
población con discapacidad 

Fuente: Positiva Compañía de Seguros, 2016, P. 27.  
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brigada sobre las personas que 
evacuaron y su discapacidad.

• En el punto de encuen-
tro mantenga a las personas 
con discapacidad en calma y 
espere instrucciones del Jefe 
de brigada, comunique a la 
familia si estos se encuentran 
solos (Positiva Compañía de 
Seguros, 2016, p. 28).   

Para finalizar, todos tene-
mos en nuestra conciencia ciu-
dadana, en nuestros valores y en 
nuestro corazón el don de servi-

cio y solidaridad que se debe 
mostrar en una emergencia o 
simulacro para la evacuación 
de personas en condición de 
discapacidad, y de nosotros 
mismos, revisemos nuestro 
actuar y aprendamos para 
lograr el bien común.
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Gloria Amparo Rico 
Villegas1

«La vida es una prioridad 
y el Estado está en la 
obligación de protegerla y 
salvaguardarla tal como lo 
establece la Constitución 
del 91». 

La Comisión de Regula-
ción de Telecomunicaciones 
(crt), hoy crc, organizó el Sis-
tema del Número Único Na-
cional de Emergencias 123, con 
el fin de dotar a la comunidad 
de un sistema óptimo de aten-
ción y solución de emergencias 
que articule los distintos orga-
nismos, entidades y personas 
encargadas de prestar auxilio 
y socorro sobre las bases de la 
coordinación, la planificación, 
la gestión de respuesta y la in-
formación (crt, 2000). 

1  Tecnóloga en computadores, EAFIT, 
abogada de la Universidad de los Andes, espe-
cializada en derecho de las telecomunicaciones, 
Universidad Externado de Colombia, estudiante 
de la Cohorte 7 en la Maestría de Gestión del 
Riesgo y Desarrollo, Escuela de Ingenieros Mili-
tares, contratista del Ministerio de Tecnologías 
de la Información y las Comunicaciones. Correo: 
gloriarico13@yahoo.com

La línea de emergencias 123, instrumento 
para la gestión del riesgo de desastres

A su vez, el Ministerio 
de Tecnologías de la Infor-
mación y las Comunica-
ciones (mintic), junto con 
la Unidad Nacional para 
la Gestión de Riesgo de 
Desastres (ungrd), crea-
ron el Sistema Nacional de 
Telecomunicaciones de 
Emergencias (snte) como 
parte del Sistema Nacio-
nal de Gestión del Riesgo 
de Desastres (sngrd), del 
cual forma parte la comu-
nicación de los individuos 
(ciudadanos) con las au-
toridades de gestión del 
riesgo a través de la línea de 
emergencias 123 (Ministerio 
de tic, 2015). El objetivo de 
este artículo es analizar los 
aspectos que se deben te-
ner en cuenta para que la 
línea de atención de emer-
gencias 123 sea un instru-
mento de gestión del ries-
go, desde la perspectiva del 
conocimiento y la reduc-
ción del riesgo, y del ma-
nejo de desastres, teniendo 
en cuenta el referido marco 
normativo. 

Introducción

Una vez se ha creado el snte, como 
parte del sngrd (Ministerio de tic, 
2015), es necesario determinar qué 
rol cumplen algunos de los inte-
grantes y cómo se articulan. 

En este caso en particular, 
el interés se focaliza en los Cen-
tros de Atención de Emergen-

cias (cae) que hacen parte del 
snte en la categoría de comu-
nicaciones individuo-autori-
dad, y a los cuales correspon-
de, a través de la línea 123, la 
recepción y direccionamiento 
de las comunicaciones de la 
comunidad hacia las entida-
des encargadas de atender la 
emergencia (crc, 2016). 

«Hoy, la mayoría de los países en lugar de establecer un número corto para cada uno de los 
diferentes servicios de emergencia, han asignado un número único nacional para atender todos 
los asuntos relacionados con emergencias y seguridad ciudadana». 
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En este orden de ideas, es 
importante reflexionar sobre 
los aspectos fundamentales 
a tener en cuenta para que la 
línea de emergencias 123 sea 
un instrumento de gestión 
del riesgo de desastres, des-
de la perspectiva del proceso 
de conocimiento del riesgo, 
compuesto por la  identifica-
ción de escenarios de riesgo, 
análisis y evaluación del mis-
mo, monitoreo y seguimiento 
del riesgo y sus componentes; 
desde el proceso de reducción 
del riesgo, compuesto por la 
intervención dirigida a modifi-
car o disminuir las condiciones 
de riesgo existentes, a la mitiga-
ción y prevención del riesgo; y 
desde el proceso de manejo 
de desastres, conformado por 
la preparación para la respues-
ta a emergencias, la prepara-
ción para la recuperación pos-
desastre, la ejecución de dicha 
respuesta y la ejecución de la 
respectiva recuperación, inclui-
da la rehabilitación (Congreso 
de la Republica, 2012). 

El desarrollo temático em-
pieza por determinar el con-
texto nacional e internacional 
de una línea de emergencias 
y de los servicios que se ofre-
cen al ciudadano a través de 
ella, poniendo de presente los 
instrumentos legales sobre los 
que se soporta. 

Luego, se vinculan cada 
uno de los procesos de gestión 
del riesgo con la línea de emer-
gencias 123, tomando como 
punto de partida la perspectiva 
de actores fundamentales como 
la comunidad y las autoridades 
territoriales, responsables no 
solo del funcionamiento del 123, 
sino de la gestión del riesgo en 
el territorio de su competencia. 

Por último, de manera pro-
positiva, se presentan algunas 
conclusiones y recomendacio-
nes que buscan llamar la aten-
ción de quienes actualmente 

son responsables de las líneas de 
emergencias 123 en Colombia. 

Los CAE, línea 123

De acuerdo con la Unión In-
ternacional de Telecomunica-
ciones (uit), organismo espe-
cializado de la Organización 
de Naciones Unidas (onu), se 
identifican distintos tipos de 
servicios de telecomunicacio-
nes de emergencia, cuyo objeto 
es facilitar las comunicaciones 
durante situaciones de emer-
gencia, así como proporcionar 
operaciones de respuesta y de 
recuperación, para restablecer 
la infraestructura local y para 
que la población retorne a las 
condiciones de vida normales 
después de serios desastres y 
de otras emergencias. Entre las 
comunicaciones se encuentran 

aquellas que los individuos diri-
gen a las autoridades de emer-
gencias o a las entidades encar-
gadas de suministrar servicios 
de emergencia. 

A través de estos servicios, 
la población puede tener ac-
ceso rápido a autoridades de 
emergencia tales como Policía, 
bomberos, médicos y servicios 
de rescate y emergencia. En 
el ámbito internacional estos 
servicios se conocen como 
«Servicios de Emergencia Ciu-
dadana», los cuales se sopor-
tan sobre las redes públicas de 
telecomunicaciones a las que 
acceden a través de un núme-
ro corto, por lo general de tres 
dígitos, fácil de recordar y fácil 
de marcar (Telecomunicacio-
nes-uit, 2004). 

Hoy, la mayoría de los paí-
ses en lugar de establecer un 

número corto para cada uno 
de los diferentes servicios de 
emergencia, han asignado un 
número único nacional para 
atender todos los asuntos re-
lacionados con emergencias y 
seguridad ciudadana. La razón 
es sencilla, pues no parece ra-
zonable que un individuo en 
situación de riesgo, que pone 
en peligro su seguridad, tenga 
que decidir a cuál de estos ser-
vicios debe acudir y, por ende, 
que número debe marcar. 

En este sentido, correspon-
de a las autoridades encargadas 
de gestionar la emergencia diri-
gir la solicitud de la persona que 
llama a la autoridad o entidad 
que deba atenderla en una pri-
mera instancia, bien sea Policía, 
bomberos, el servicio de salud, 
defensa civil, entre otros. Cuan-
do ocurren las emergencias es 

«En el país se dio inicio al proceso de establecimiento de los CAE en el año 2000 con una iniciativa del municipio de Medellín. En el año 2005 se 
implementaron los CAE en Cali, Barranquilla, Manizales y Cúcuta (Rico G. , 2011). Bogotá, Distrito Capital, incluyó el Número Único de Seguridad 
y Emergencias (NUSE) como parte del equipamiento requerido para la atención de emergencias en la ciudad (Alcaldía Distrito Capital, 2003)...».

Re
cu

pe
ra

do
 d

e 
(2

01
6,

 9
 d

e 
se

pti
em

br
e)

 h
ttp

://
go

o.
gl

/IC
Dp

6c



72 » 

Innova | Boletín informativo del IEMP - Instituto de Estudios del Ministerio Público

conveniente que la ayuda llegue 
lo más pronto posible, puesto 
que nadie quiere perder tiem-
po buscando números de telé-
fono. No hace muchos años, la 
gente tenía que llamar a un te-
léfono diferente para cada tipo 
de emergencia. Así, si se iniciaba 
un incendio, tenía que llamar a 
los bomberos; si se producía un 
acto de delincuencia, tenía que 
llamar a la Policía; si alguien se 
hacía daño, tenía que llamar a 
la ambulancia. Encontrar el nú-
mero para contactar al perso-
nal de cada tipo de emergencia 
en concreto resultaba confuso, 
sobre todo si la persona estaba 
apurada o se encontraba en un 
lugar desconocido (Kid health 
from Nemours, 2013).

El número único de emer-
gencias varía de un país a otro. 
Por lo general se le denomi-
na número de emergencia o 
número único de seguridad y 
emergencias. Las telecomunica-
ciones de emergencia individuo-
autoridad las inicia una persona 
empleando recursos de teleco-
municaciones para pedir asis-
tencia en caso de emergencia, 
bien sea propia o de un tercero, 
o en caso de necesitar ayuda 
para la mitigación de la misma. 
Estos recursos de telecomuni-
caciones pueden ser llamadas 
a un cae a través del Número 
Único Nacional de Emergen-
cias o línea de emergencias 123 
u otros medios como el vídeo, 
correo electrónico, mensajes de 
texto y mensajería instantánea, 
o comunicaciones que generen 
los individuos a través de los me-
dios que establezca la ungrd en 
el marco del snte para el reporte 
de emergencias. 

Los cae, en respuesta al 
requerimiento, entran en con-
tacto con las entidades co-
rrespondientes como Policía, 
bomberos, centros regulado-
res de urgencias y emergencia 
(crue), oficinas de gestión del 

riesgo, entre otros, para que se 
atienda la emergencia reporta-
da (Ministerio de tic, 2015). 

Como se anotó anterior-
mente, en la actualidad los 
avances tecnológicos permi-
ten que quien se comunique a 
la línea de emergencias lo pue-
da hacer utilizando otros me-
dios ampliando, de esta mane-
ra, las posibilidades de acceder 
a las autoridades para obtener 
la atención solicitada.

En Colombia, la crc or-
ganizó el Sistema del Número 
Único Nacional de Emergen-
cias, mediante el establecimien-
to de los cae, a los cuales se 
accede a través de un número 
único telefónico de rápida mar-
cación y fácil memorización 
definido como el numero úni-
co nacional de emergencias, 123, 
el cual puede ser asignado a la 
entidad territorial que lo solici-
te, entiéndase municipio, grupo 
de municipios, área metropoli-
tana o departamento. 

En el país se dio inicio al 
proceso de establecimiento de 

los cae en el año 2000 con una 
iniciativa del municipio de Me-
dellín. En el año 2005 se imple-
mentaron los cae en Cali, Ba-
rranquilla, Manizales y Cúcuta 
(Rico G. , 2011). Bogotá, Distri-
to Capital, incluyó el Número 
Único de Seguridad y Emer-
gencias (nuse) como parte del 
equipamiento requerido para 
la atención de emergencias 
en la ciudad (Alcaldía Distrito 
Capital, 2003), el cual se regla-
mentó en el año 2005 y entró 
en operación —bajo el nuse 
123— en mayo de 2007 (Alcal-
día Distrito Capital, 2005).

El desarrollo e implemen-
tación de cae a nivel nacional se 
inició mediante la aplicación del 
documento del Consejo Nacio-
nal de Política Económica y So-
cial (Conpes) 3437 de 2006, que 
aprobó la «Implementación del 
Sistema Integrado de Emergen-
cias y Seguridad-sies de Colom-
bia», uno de cuyos componen-
tes es la línea de emergencias 
123. De acuerdo con el citado 
documento, las administracio-

nes municipales priorizaron los 
programas de seguridad, convi-
vencia y emergencias, y retroa-
limentaron el aprendizaje para 
el manejo de amenazas y situa-
ciones de riesgo, conscientes de 
que este tema no era un tema 
de gobiernos de turno, sino de 
Estado (dnp, 2006).

Así mismo, gracias al de-
sarrollo de una política integral 
de seguridad y convivencia 
ciudadana vigente desde el 
año 2000, la calidad de vida ex-
presada en indicadores de se-
guridad y convivencia dejó de 
ser un interés exclusivo de los 
sectores policiales y de justicia, 
y pasó a tratarse de manera 
conjunta con las autoridades 
administrativas, los organismos 
de emergencia y seguridad, y la 
ciudadanía (dnp, 2006). 

El Ministerio del Interior 
y de Justicia desarrolló progra-
mas enfocados a la promoción 
de la seguridad ciudadana y a 
la convivencia comunitaria, así 
como para la mitigación de 
riesgos y la rehabilitación de 
áreas afectadas. Con el apo-
yo del Gobierno central y la 
asistencia de organismos in-
ternacionales de cooperación 
técnica se fortalecieron las en-
tidades dedicadas a las emer-
gencias, el orden y la seguridad 
haciendo más eficiente y opor-
tuna la capacidad de atención 
frente a los diferentes eventos 
que se presentan (dnp, 2006). 

Mediante el Decreto 4366 
de 2006 se creó el sies y se 
reglamentó su operatividad 
como un sistema que, por 
medio de una acción coordi-
nada y eficiente, logra atender 
oportuna y conjuntamente las 
emergencias naturales y de se-
guridad para todo el territorio 
nacional, lo que obliga a dotar 
a las autoridades de nuevas he-
rramientas para la prevención, 
disuasión, control y mitigación 
de estos fenómenos.

«Las telecomunicaciones de emergencia (...) pueden ser llamadas a un CAE a través del 
Número Único Nacional de Emergencias o línea de emergencias 123 u otros medios como 
el vídeo, correo electrónico, mensajes de texto y mensajería instantánea, o comunicaciones 
que generen los individuos a través de los medios que establezca la UNGRD en el marco del 
SNTE para el reporte de emergencias». En la imagen identidad de aplicaciones móviles, de la 
UNGRD, para reportar incidentes asociados a fenómenos naturales.
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Como resultado del docu-
mento Conpes mencionado, 
hoy en el país existen aproxima-
damente 134 cae-123 desde los 
cuales se busca gestionar opor-
tunamente las necesidades de 
la comunidad en cuestiones de 
emergencias y seguridad, para 
disminuir el impacto y las con-
secuencias que su ocurrencia 
puede generar.

El 17 de diciembre de 2015 
el Ministerio tic, mediante el 
Decreto 2434, creó el snte y es-
tableció que los cae-123 hacían 
parte del sistema en la categoría 
de comunicaciones individuo-
autoridad. Igualmente,  definió 
los cae como los responsables 
de la recepción y el direcciona-
miento de las comunicaciones 
hacia las entidades encargadas 
de atender la emergencia.

De esta manera, con re-
lación al desarrollo normati-
vo de la línea de emergencias 
123, en el país se han tomado 
iniciativas de gran trascenden-
cia e impacto en la población, 
que han puesto de presente la 
relevancia de esta línea como 
instrumento esencial en la ges-
tión del riesgo de desastres.

La línea de emergencias 
123 como instrumento 
de gestión del riesgo

Si se observa la gestión del ries-
go desde la perspectiva de los 
procesos de conocimiento y 
reducción del riesgo y manejo 
de desastres, descritos en la Ley 
1523 de 2012, es posible afirmar 
que la línea de emergencias 123 
se ha convertido en un instru-
mento que ayuda a cumplir 
con el propósito de «contribuir 
a la seguridad, el bienestar, la ca-
lidad de vida de las personas y 
al desarrollo sostenible» (Con-
greso de la Republica, 2012).

En primer lugar, es impor-
tante anotar que dentro de la 
estructura del sngrd, en la línea 

de emergencias 123, concurren 
como integrantes las entidades 
territoriales, como asignatarias 
del recurso numérico, quienes,  
además, tienen a su cargo la 
puesta en funcionamiento de 
los cae y la operación de la lí-
nea de emergencias 123; y por 
otro lado, la comunidad,  quien 
es la responsable de activar un 
recurso de telecomunicaciones 
dirigido a pedir asistencia en el 
momento en el que la situación 
de emergencia se presente.

Ahora bien, ¿cuáles serían 
los aportes de la línea de 
emergencias 123 como un 
instrumento en los proce-
sos de gestión del riesgo? 

Al proceso de conocimien-
to del riesgo, en los diferentes 
componentes: i) la identifica-
ción de escenarios de riesgo, ii) 
el análisis y evaluación del riesgo, 
iii) el monitoreo y seguimiento 
del riesgo y sus componentes, y 
iv) la comunicación para pro-
mover una mayor consciencia 
del mismo, los aportes serían 
a través de los ciudadanos 
como actores de la sociedad, 
quienes son agentes activos 
del mejoramiento continuo y 
agentes multiplicadores, que 
se involucran en un momento 
determinado desde su espacio 
geográfico, institucional y social 
con conocimientos y saberes 
(Protección Civil, España, 2015). 

Cuando un ciudadano 
(individuo) se comunica con 
la línea de emergencias 123 y 
advierte sobre una situación 
inusual como consecuencia, 
por ejemplo, del uso indebido 
de las redes públicas de energía, 
está alertando a las autoridades 
de emergencia sobre la posibili-
dad de que no solo su vida co-
rra peligro, sino que ante esta 
amenaza inminente la comu-
nidad ha quedado expuesta a 
una situación de vulnerabilidad 

que podría terminar en una 
tragedia (Ochoa, 2002).

El individuo que se comu-
nica con la línea de emergen-
cias 123 es el mejor sensor de 
los factores de riesgo que exis-
ten en el territorio que habita, 
en la medida en que actúa 
como un medio para alertar 
a las autoridades acerca de los 
diferentes eventos que se están 
presentando o que pueden lle-
gar a presentarse. De ahí que 
la información que este indivi-
duo entrega al cae a través de 
la línea de emergencias 123, se 
constituye en fuente primaria 
de los sistemas de información 
que nutren las decisiones de 
los conductores del sngrd en 
su nivel territorial, es decir, de 
alcaldes y gobernadores y de 
las instancias de coordinación 
territorial como los consejos 
municipales y departamenta-
les de gestión del riesgo.

En este sentido, las entida-
des territoriales, quienes tienen 
a cargo la línea de emergencias 
123, a través de las autoridades 
deben crear una base de datos 
con información local que, a su 
vez, debe ser oportunamente 
compartida con la población. 
Esta base debe contener in-
formación sobre pérdidas aso-
ciadas con la ocurrencia de los 

desastres, las amenazas y los 
riesgos, y sobre los niveles de 
exposición y vulnerabilidad 
(Protección Civil, España, 2015).

En este proceso de cono-
cimiento del riesgo, existe un 
aporte de la línea de emergen-
cias 123 de doble vía, comu-
nidad-autoridades, en el que 
ambos se constituyen en instru-
mentos de monitoreo y alerta 
temprana dirigidos a evitar, o al 
menos disminuir, las condicio-
nes de riesgo existentes. 

Como se dijo previamen-
te, la comunicación de la ciu-
dadanía con los cae se puede 
hacer utilizando vídeos, correo 
electrónico, mensajes de texto 
y mensajería instantánea, lo 
que permite que entre unos 
y otros se compartan imáge-
nes que revelen la realidad de 
la situación. En este mismo 
sentido, las autoridades de los 
cae, cuando así lo requieran, 
pueden informar a la ciudada-
nía con mensajes cortos, a sus 
teléfonos móviles y fijos, para 
advertirles de la inminencia de 
una situación de emergencia e 
impartirles instrucciones sobre 
cómo atender la emergencia 
para así mismo evitar que los 
efectos se agraven.  

La línea también aporta al 
proceso de reducción del ries-

«La línea de emergencias 123 es un instrumento fundamental para el compromiso que tanto 
las autoridades como la población han adquirido en cuanto a la implementación de acciones 
dirigidas al conocimiento y la reducción del riesgo, pues al momento de presentarse una 
emergencia, unos y otros serán capaces de responder de manera inmediata e implementar 
acciones básicas de recuperación y restablecimiento».
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go, desde la intervención correctiva del ries-
go existente, prospectiva de nuevo riesgo y 
la protección financiera dirigida a i) modi-
ficar o disminuir las condiciones de riesgo 
existentes (mitigación del riesgo) y ii) evitar 
nuevo riesgo en el territorio (prevención del 
riesgo). 

Utilizando los sistemas de monitoreo 
y alerta temprana que se activan desde los 
cae, es ideal implementar, por parte de 
las autoridades, programas de informa-
ción preventiva que buscan un cambio 
cultural dirigido a la reducción del riesgo 
de desastres mediante el trabajo de los 
diferentes sectores de la comunidad, a fin 
de promover una cultura de prevención 
que permita el desarrollo sostenible. Des-
de la población se pueden tomar medi-
das, anticiparse a los desastres, mitigar el 
impacto y minimizar las pérdidas físicas y 
sociales protegiendo de esta manera a los 
integrantes de la comunidad y sus bienes, 
la infraestructura, el patrimonio cultural y 
la riqueza medioambiental y económica 
(Protección Civil, España, 2015).

Los programas de información preven-
tiva, por su parte, deben ofrecerse de ma-
nera oportuna y obedecer a esquemas de 
comunicación que permitan que los ciuda-
danos adquieran conocimientos sobre po-
sibles amenazas, condiciones de vulnerabi-
lidad y riesgos asociados, convirtiéndose de 
esta forma en actores activos de la gestión 
del riesgo (Protección Civil, España, 2015). 

En el proceso de reducción, la línea 
de emergencias 123 es un instrumento de 
gestión del riesgo en la medida en que 
permite que se activen los protocolos de 
intervención correctiva, prospectiva y los 
instrumentos de protección financiera. 
Tomando como base el ejemplo del re-
porte que hace el ciudadano sobre el uso 
indebido de las redes públicas de energía, 
las autoridades encargadas de proveer el 
servicio público despliegan acciones para 
garantizar que el servicio que prestan a 
la comunidad sea seguro, oportuno, de 
buena calidad y acorde con los principios 
que gobiernan la gestión del riesgo, de 
precaución, protección y coordinación.

Así mismo, la Información, ya sea la que 
se recibe en la línea de emergencias como la 
que se elabora a partir de ella, se convierte 
en una herramienta preventiva y se puede 
compartir mediante planes de emergencia 

en los que se explica a la comunidad la im-
portancia de los maletines de emergencia, 
de identificar rutas de evacuación y espa-
cios ideales para encuentros con la comuni-
dad y sus familiares, o de mensajes de alerta, 
de doble vía, en caso de amenazas, en las 
que se puede advertir un estado de alerta 
comunal que activa tanto la acción de las 
autoridades como la de la comunidad en 
respuesta a la advertencia, lo cual puede 
significar la disminución del impacto en esa 
comunidad (Protección Civil, España, 2015).

Ahora bien, desde la línea de emer-
gencias 123 se pueden impulsar acciones 
de reducción: i) promoviendo la partici-
pación de la población en los simulacros 
de emergencia a fin de lograr que se invo-
lucren en la preparación para la respuesta, 
y  ii) gestionando, como un aporte al sis-
tema educativo, una campaña informativa 
sobre lo que representa la línea de emer-
gencias 123, como  medio de comunica-
ción de la comunidad con las autoridades 
locales, y viceversa, que permite el apoyo 
mutuo en situaciones de emergencias y 
que, además, se convierte en instrumento 
de prevención y soporte cuando esta se 
presenta. (Protección Civil, España, 2015) 

De otra parte, la línea aporta al proce-
so de manejo de desastres desde la pre-
paración para la respuesta a emergencias y 
para la recuperación posdesastre, y desde la 
ejecución de dicha respuesta así como de 
la respectiva recuperación y rehabilitación.

En muchas oportunidades, cuando 
ocurren los desastres, a la hora de facilitar 
la coordinación de los distintos afectados 
por una situación catastrófica (población, 
grupos de atención de emergencias, au-
toridades públicas y entidades privadas, 
entre otros), es usual que el propio suceso 
provoque la interrupción de los servicios 
de telecomunicaciones básicos afectando, 
entre otras cosas,  el acceso a la línea de 
emergencias 123. Sin embargo, existen me-
dios alternativos para la transmisión de las 
comunicaciones, incluso hacia el 123, tales 
como videos, internet, redes sociales, entre 
otros, que permiten a la población estable-
cer contacto con los equipos de socorro 
que trabajan en la zona afectada durante 
las primeras horas y días después de ocurri-
do el evento (dircom-min tic, 2015).

La línea de emergencias 123 es un ins-
trumento fundamental para el compro-

miso que tanto las autoridades como la 
población han adquirido en cuanto a la 
implementación de acciones dirigidas al co-
nocimiento y la reducción del riesgo, pues al 
momento de presentarse una emergencia, 
unos y otros serán capaces de responder de 
manera inmediata e implementar acciones 
básicas de recuperación y restablecimiento.

No obstante, existen situaciones de 
emergencias cotidianas en las que las re-
des de telecomunicaciones no se ven 
afectadas y el individuo implicado puede 
mantener la comunicación con la línea 
de emergencias 123. Es precisamente en 
este momento, en el que las autorida-
des encargadas de dar la respuesta inicial 
pueden obtener información de primera 
mano, que las orienta y dirige a brindar 
atención efectiva al ciudadano que se en-
cuentra en riesgo. Esa información puede 
llegar a través de la narración que haga el 
individuo a las autoridades del 123, de una 
foto o de un video, de redes sociales o de 
mecanismos técnicos propios de la red 
que permitirán, cuando la llamada se es-
tablezca, que las autoridades de emergen-
cias localicen con mayor precisión el lugar 
donde ocurren los hechos reportados y se 
desplieguen los recursos necesarios para 
brindar la atención requerida, cuya efec-
tividad dependerá, por supuesto, de  la 
calidad de la preparación (crc, 2016). De 
esta forma, pueden reducirse los tiempos 
de respuesta y movilizarse las entidades 
especializadas para urgencias puntuales.

Conclusiones y recomendaciones

 • La línea de emergencias 123, como re-
curso de telecomunicaciones para la gestión 
del riesgo, es un aporte indispensable para la 
convivencia y la seguridad ciudadana.  

 • Las instancias de la dirección del sn-
grd, desde el ámbito de su competencia, 
deben reconocer en la línea de emergen-
cias 123 un mecanismo de coordinación 
interinstitucional y de identificación de 
sinergias en materia de gestión del ries-
go, en beneficio de las comunidades a las 
cuales presta su servicio (dnp, 2015).
 • El trabajo en conjunto de todas las 

instituciones de respuesta a emergencias 
que forman parte de la línea 123, permi-
te que una misma situación sea atendida 
desde una perspectiva integral logrando 



» 75

| número 27 | octubre de 2016

«La forma en que un país gestiona las emergencias refleja el grado de arraigamiento de 
los valores de su sociedad, solidaridad, altruismo, heroísmo, capacidad de resiliencia, son 
factores diferenciadores que determinan la manera en que el país reaccionará ante los 
hechos adversos que la afectan y la posibilidad o no de reparar oportunamente los daños 
sufridos, reconstruir la infraestructura afectada y, sobre todo, dinamizar los procesos sociales 
que cohesionan a la población (Protección Civil, España, 2015)». 
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así una respuesta eficaz y opor-
tuna.
 • La línea de emergencias 

123, para lograr un buen desem-
peño y ser instrumento efecti-
vo de gestión del riesgo, debe: 
i) establecer un sistema que 
permita diferenciar los tipos de 
emergencias y la probabilidad 
de ocurrencia, así como los pro-
tocolos de atención, dentro de 
los cuales se debe incluir la reali-
zación de simulacros en los que 
participen las instituciones y la 
población; ii)  contar con una 
coordinación eficaz, una in-
fraestructura y tecnologías ade-
cuadas, una información veraz 
y oportuna y unos protocolos 
de coordinación bien definidos; 

iii)  articular, para la gestión del 
sistema de respuesta, los nive-
les de operación, información 
y lenguaje y los procesos de 
entrenamiento del personal a 
cargo; y iv) ser entendida como 
un espacio de formación y pre-
paración de las autoridades y la 
comunidad a partir de la cual se 
fortalecen, de manera conjunta, 
la identificación de los riesgos y 
la forma de afrontarlos en sus 
diferentes manifestaciones.

 • La línea de emergencias 
123 le permite conocer a la 
comunidad el entorno, las 
amenazas, sus condiciones de 
vulnerabilidad, así como anti-
ciparse para evitarlas o mini-
mizarlas.

 • Sistemas de información 
robustos, alimentados por los 
reportes de ciudadanos a la línea 
de emergencias 123, permitirán 
tomar acciones preventivas para 
mitigar el riesgo, y en caso de 
ocurrencia de un evento o una 
emergencia, minimizar el daño y 
las consecuentes pérdidas.  

 • Corresponde a las auto-
ridades municipales de ges-
tión del riesgo en cabeza del 
alcalde, hacer un exhaustivo 
análisis sobre la información 
que  se obtiene permanente-
mente a partir de los reportes 
ciudadanos a la línea de emer-
gencias 123, y evaluarla, para de 
esta forma, sobre la base de las 
conclusiones relevantes, nutrir 
los planes de gestión del riesgo 
y las estrategias de respuesta.

La forma en que un país 
gestiona las emergencias refleja 
el grado de arraigamiento de los 
valores de su sociedad, solidari-
dad, altruismo, heroísmo, capa-
cidad de resiliencia, son factores 
diferenciadores que determinan 
la manera en que el país reaccio-
nará ante los hechos adversos 
que la afectan y la posibilidad o 
no de reparar oportunamente 
los daños sufridos, reconstruir 
la infraestructura afectada y, 
sobre todo, dinamizar los pro-
cesos sociales que cohesionan 
a la población (Protección Civil, 
España, 2015).
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Conciencia, disciplina, sentido común 
y de autoconservación: pilares para la 
implementación del SNGRD1 en Colombia
Edgar Mauricio Santana 
Guzmán21

La gestión del riesgo de desas-
tres es fundamental para tratar 
adecuadamente los innumera-
bles anuncios e indicios de ma-
lestar del planeta y de nuestro 
territorio, expresados a través 
del calentamiento global y los 
síntomas de grave afectación 
para la zona tórrida con los fe-
nómenos de El Niño y de La 
Niña, más extensos e intensos 
que nunca. Estos fenómenos 
se ven exacerbados con el rit-
mo acelerado del consumismo 
industrial y la indiferencia abso-
luta frente al medio ambiente, 
de manera que, indubitable y 
ostensiblemente, el planeta verá 
reducida su proyección de vida.

¿Pero qué tiene que ver la 
disciplina individual y social 
frente a la implementación y 
puesta en marcha de una polí-
tica pública para la gestión del 
riesgo de desastres en Colombia?

En mi experiencia como 
brigadista de la Procuraduría 
General de la Nación he podi-
do comprobar que la discipli-
na individual, y sobre todo la 
disciplina social, es fundamen-
tal para poder prepararnos y 
así enfrentar los retos que día 
a día representan las amena-
zas a las que nos encontramos 
expuestos, producto de  la  in-

2  Abogado con énfasis en política y ges-
tión pública. Miembro de la Red de Formadores 
del IEMP. Brigadista de la Procuraduría General 
de la Nación 2006 – 2013. Con 20 años de ex-
periencia en el área contable, financiera y tribu-
taria. Asistente en el III Congreso Internacional 
de Investigación sobre Gestión Publica IGP 2015: 
Innovación para el Buen Gobierno y el Servicio a 
la Ciudadanía.

1 

1  Sistema Nacional de Información para la 
Gestión del Riesgo de Desastres.

tensidad de la naturaleza y las 
actividades humanas.

En reiteradas ocasiones, 
durante las jornadas de capa-
citación, entrenamiento y los 
simulacros de evacuación, lleva-
dos a cabo en forma preventiva 
por la entidad, y posteriormen-
te, con las evaluaciones que se 
han hecho al finalizar dichas jor-
nadas, he logrado comprobar 
cómo, ante la ausencia de una 
disciplina individual jerarqui-
zada, organizada, socializada y 
asimilada por el conglomerado, 
pese a que en dichos eventos ha 
estado de presente todo un es-
fuerzo por obtener un manejo 
adecuado de la situación, la ges-
tión del riesgo de desastres ha 
estado llamada al fracaso.

Igual que la disciplina y el 
sentido común, hay otras carac-
terísticas que deben adquirir las 
personas como herramientas 
para poder implementar los co-
nocimientos que, en atención 
a las emergencias provocadas 
por los desastres, han adquirido 
como individuos y colectivos de 
un grupo de rescate.

Justamente, el sentido de 
autoconservación es esencial 
frente a la atención de la eva-
cuación y el rescate en situa-
ciones de crisis ocasionadas 
por fenómenos naturales o 
por el hombre. Dicho sentido 
de autoconservación no solo 
debe ser puesto en práctica por 
quienes atendemos este tipo de 
eventos, sino que debe ser apre-
hendido por toda la sociedad. 

El sentido de autoconser-
vación es inmanente a todo ser 
vivo, incluido el ser humano, 
que bajo su «actuar racional» 
se supone debería hacer mejor 

uso de él pero que, tristemente, 
y muchas veces llevado por la 
curiosidad, falta de sensatez, ob-
servación, precaución, cautela, 
prudencia y deber objetivo de 
cuidado consigo mismo y con 
los menores a su cargo, lo deja 
de lado, renunciando a su segu-
ridad y a la de quienes lo rodean.

Permítaseme aseverar que, 
a diferencia de los riesgos ocasio-
nados por la fuerza de la natura-
leza, que son pocos, con relación 
a los riesgos generados por la ac-
ción del hombre, actuando bajo 
un sentido de autoconservación 
—conscientizarnos y asumir 
una actitud responsable frente 
al planeta y nosotros mismos—  
lograríamos reducir sustancial-
mente el riesgo de desastres. 

Desde la experiencia del 
ejercicio como brigadista de 

la Procuraduría, ganada con 
la constante capacitación teó-
rico conceptual, pero sobre 
todo, desde la repetición de 
una práctica fáctica en terreno, 
centrada en adquirir las des-
trezas y habilidades necesarias 
para saber cómo debo reac-
cionar frente a escenarios de 
riesgo, ponerme a salvo, y sin 
exponerme o exponer a otro, 
puedo decir que he logrado 
brindar la ayuda necesaria que 
es tan relevante ofrecer a los 
demás seres vivos.

¡Sí, la prevención, la edu-
cación y la difusión del conoci-
miento son las llaves del éxito en 
muchos escenarios! ¡No veo la 
razón por la cual no lo sean en el 
tema de la implementación de la 
gestión del riesgo de desastres en 
todo el territorio colombiano!

«(...) la disciplina individual, y sobre todo la disciplina social, es fundamental para poder 
prepararnos y así enfrentar los retos que día a día representan las amenazas a las que 
nos encontramos expuestos, producto de  la  intensidad de la naturaleza y las actividades 
humanas».
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Análisis de los riesgos en la conservación de 
los documentos de archivo

Elvia María Soler Olarte1  

Al consultar el diccionario de la 
Real Academia Española de la 
Lengua, se puede encontrar que 
define el archivo como el con-
junto de documentos que una 
persona o institución ha alma-
cenado y ordenado, a fin de res-
guardar la información inheren-
te a su constitución y desarrollo. 

De igual forma, la historia-
dora e investigadora mexicana, 
Ángeles Magdaleno, hace refe-
rencia al valor que puede tener 
el receptáculo de información 
de una persona, institución y 
nación como eslabón, espejo y 
testigo de momentos históricos 
determinados, lo que le per-
mite al investigador poseer un 
sitio en donde buscar los datos 
que el pasado le ha legado. Así, 
Ángeles Magdaleno compara el 
valor de estos mecanismos de 
organización de documentos 
con el oro, con la siguiente fra-

1  Bibliotecóloga y archivista, especialista 
en gerencia de documentos y sistemas de infor-
mación de la Universidad de La Salle y en ges-
tión cultural y comunicaciones de FLACSO de 
Argentina. Profesional universitaria Grupo GED 
de la Procuraduria General de la Nación. Correo 
electrónico: esoler@procuraduria.gov.co

se: «Los archivos no relumbran, 
pero son minas de oro».
En el presente artículo analizá-
remos la importancia de iden-
tificar los riesgos (Instituto Co-
lombiano de Normas Técnicas 
y Certificación - Icontec, 2012, p. 
60) de deterioro físico, químico 
y biológico y la consecuente pér-
dida de información y de docu-
mentación que reposan en los 
archivos; una vez identificados 
estos, se procederá a evaluarlos 
y sugerir estrategias y acciones 
actualizadas y oportunas para 
mitigar, en lo posible, el deterio-
ro, adoptando las acciones pre-
ventivas, o en última instancia, 
adoptando las acciones correc-
tivas pertinentes y necesarias. 

En 2014, el Archivo General 
de la Nación Jorge Palacios Pre-
ciado expidió el Acuerdo 06, en 
el cual ratifica la importancia de 
contar con Sistemas Integrados 
de Conservación para el uso 
adecuado del patrimonio do-
cumental de la nación (Archivo 
General de la Nación, 2014). En 
este mismo sentido, se deben 
adoptar las buenas prácticas 
establecidas en las normas ntc 
iso 31000 y la gtc 137, que sir-

ven como herramientas para 
un adecuado análisis del ries-
go; teniendo en cuenta, eso 
sí, las diversas necesidades de 
cada entidad, ya sea pública o 
privada, sus objetivos particu-
lares, contexto, estructura, ope-
raciones, procesos, funciones, 
proyectos, productos, servicios 
o activos de información y las 
prácticas específicas. Todo esto 
con el loable propósito de apo-
yar a otros sistemas de gestión 
misionales o como herramienta 
principal de gestión documen-
tal dentro de una organización.

Riesgos en la 
conservación de los 
documentos de archivo

Para un adecuado desarrollo 
del presente escrito, delineare-
mos un análisis de los riesgos 
en la conservación de los do-
cumentos de archivo en las 
entidades públicas y privadas. 
Aunque se han generado es-
fuerzos en la asignación de re-
cursos, en concordancia con las 
políticas y reglamentación del 
Archivo General de la Nación, 

los recursos no son suficientes 
para la organización, la conser-
vación  y el uso adecuado del 
patrimonio documental, de 
conformidad con los planes y 
programas liderados por los 
directivos de cada entidad. En 
consecuencia, se requiere del 
compromiso permanente y 
responsabilidad (Procuraduría 
General de la Nación, 2002) de 
todos los servidores de las en-
tidades en concordancia con el 
Código Disciplinario Único, que 
en el artículo 34 establece que 
«Son deberes de todo servidor 
público (…) Responder por la 
conservación». 

De otro lado, la Ley 594 
de 2000 en el titulo xi, «Con-
servación de Documentos», 
artículo 46, establece con fe-
haciente claridad lo siguiente 
respecto a la conservación de 
los documentos: «Los archivos 
de la Administración Pública 
deberán implementar un siste-
ma integrado de conservación 
en cada una de las fases del ci-
clo vital de los documentos».

A partir del tipo de infor-
mación y el soporte donde 

(…) la historiadora e investigadora mexicana, Ángeles Magdaleno, hace referencia al valor 
que puede tener el receptáculo de información de una persona, institución y nación como 
eslabón, espejo y testigo de momentos históricos determinados, lo que le permite al 
investigador poseer un sitio en donde buscar los datos que el pasado le ha legado». Foto en 
archivo AGA, Alcalá de Henare, España, 2006.
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se fija la información, se debe 
contar con los factores que 
deterioran y ponen en riesgo la 
pérdida de la información.

Se deben tener en cuen-
ta las causas que dañan los 
soportes identificando dos ti-
pos de factores así: extrínsicos 
(externos al documento como 
los factores ambientales, hi-
grocopicidad, agentes biológi-
cos, desastres) y los intrínsicos 
(inherentes a la naturaleza del 

documento como materiales 
de baja calidad papel, tintas, 
unidades de conservación).

Las entidades han veni-
do estableciendo medidas de 
conservación preventiva para 
asegurar la integridad física y 
funcional de los documentos 
de archivo. A continuación, 
nos detendremos en detalle 
sobre los factores de riesgos 
externos de alteración en los 
documentos de archivo.

I. Riesgos ambientales

Las  principales condiciones de 
riesgos ambientales que abor-
daremos son: 

1. La humedad relativa, que 
como menciona Páez V. (1997), 
es un factor determinante de 
conservación de documentos. 
Teniendo en cuenta que es la 
relación entre la cantidad de 
vapor de agua que tiene una 
masa de aire y la máxima que 
podría tener, en el territorio 
colombiano puede fluctuar 
entre el porcentaje aceptable 
de humedad que se sitúa entre 
un 45% y un 60% de humedad 
relativa. Es importante que no 
exceda del 5% entre valores, en 
especial durante los días de llu-
via, puesto que si los termohi-
grómetros  registran índices por 
encima de los 60%Hr es nece-
sario activar los deshumidifica-
dores en las áreas de archivo.
2. La temperatura es otra 
condición ambiental que como 
factor externo altera los docu-
mentos. Por ejemplo, en los do-

cumentos en soporte de papel 
la temperatura aceptable debe 
estar entre 15 a 20  grados centí-
grados con una fluctuación dia-
ria. Así mismo, es fundamental 
establecer controles periódicos 
de temperatura en regiones 
con condiciones climáticas que 
afectan directamente la conser-
vación de los distintos soportes, 
en especial el papel.

Es importante controlar 
las altas temperaturas porque 
ellas propician básicamente 
que se generen agentes bioló-
gicos que aceleran el proceso 
de oxidación e hidrólisis, que 
provocan modificaciones y de-
terioros altos sobre los docu-
mentos originales, en especial 
la  descomposición y el debili-
tamiento de los documentos.

En otras ocasiones, la pre-
sencia de la pulga pulveriza el so-
porte papel en climas tropicales 
con temperaturas y humedades 
altas. De igual forma, los encola-
dos también pueden reblande-
cerse y ocasionar un problema 
físico sobre la documentación. 
Así, es importante que estas 

««En las entidades ubicadas en zonas climáticas húmedas, los documentos tienen un 
alto riesgo, causado por agentes biológicos (microorganismos, insectos y roedores). Por 
citar un ejemplo, en la imagen (...) podemos observar cómo termitas, hormigas blancas 
o comejenes alteran, degradan y deterioran los distintos soportes de la documentación 
con rapidez». Foto en archivo de Puerto Berrio, Colombia, 2014.  
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temperaturas sean controladas 
periódicamente y se activen las 
acciones para mitigar los riesgos.
3. La iluminación. La docu-
mentación debe exponerse el 
menor tiempo posible (horas 
laborables) a la iluminación 
artificial. Igualmente, cuando 
se usen bombillos deben tener 
filtros para no exponer direc-
tamente la documentación y 
evitar el deterioro.

II. Riesgos bióticos

En las entidades ubicadas en zo-
nas climáticas húmedas, los do-
cumentos tienen un alto riesgo, 
causado por agentes biológicos 
(microorganismos, insectos y 
roedores). Por citar un ejem-
plo, en la imagen del archivo 
de Puerto Berrio podemos ob-
servar cómo termitas, hormigas 
blancas o comejenes alteran, de-
gradan y deterioran los distintos 
soportes de la documentación 
con rapidez. 

El comején ataca todo 
tipo de material provocan-
do perforaciones de entrada 
en forma de cráter a nivel de 
encuadernación y galerías 
irregulares al interior del libro 
o expediente. Son indicios de 
actividad la presencia de ex-
cremento en forma de bolitas 
duras de color amarillo o café 
y presencia de alas. Estos facto-
res demandan la restauración 
de documentos de manera di-
recta, orientada a asegurar su 
conservación a través de la es-
tabilización de la materia. Estas 
acciones son urgentes en los 
documentos cuya integridad 
material física se encuentra en 
riesgo inminente de deterio-
ro o pérdida, como resultado 
de los daños producidos por 
agentes internos y externos.

Los principales factores de 
deterioro en los documentos 
de archivo básicamente obe-
decen a un descuido adminis-

trativo y a la falta de programas 
de limpieza y fumigación. La 
carencia de personal idóneo y 
el bajo presupuesto asignado a 
la adecuación de la infraestruc-
tura física de los depósitos des-
tinados para los archivos donde 
se albergan los documentos, 
constituyen un ejemplo de es-
tas dificultades.

III. Riesgos 
antropogénicos

La falta de programas de lim-
pieza permanente incrementa 
la acumulación de polvo sobre 
los documentos Del mismo 
modo, es importante tener en 
cuenta el uso de deficientes 
medios de agrupación (clips, 
ganchos de cosedora, etc.), 
unidades de almacenamiento 
(carpetas, cajas), también los 
soportes se deterioran por la 
inadecuada manipulación. Así 
mismo, la calidad de los sopor-
tes, el gramaje del papel (a me-
nor gramaje mayor fragilidad), 
los dobleces, las manchas y el 
tipo de tinta son otros factores 
que ponen en riesgo la pérdida 
de la información. 

La manipulación duran-
te el fotocopiado, el mal al-
macenamiento y ausencia de 
unidades de conservación, así 
como la falta de los depósitos 
destinados únicamente para la 
documentación, facilitan que 
cada vez se pierda más infor-
mación.

Para contrarrestar estos 
factores, las entidades cuen-
tan hoy con políticas para no 
agrupar los documentos con 
elementos que causan daño 
como los clips, los ganchos de 
cosedora, las ligas o bandas, 
entre otros. Es por este motivo 
que se recomiendan las car-
petas cuatro aletas, en tanto 
permiten agrupar los docu-
mentos en las unidades de al-
macenamiento dejando libres 

los folios de manera ordenada 
cronológicamente sin tener 
que legajarlos en carpetas.

IV. Riesgo de desastres 

Los desastres son riesgos perma-
nentes que afectan los archivos, 
son riesgos de pérdida total o 
parcial de información que se 
agravan ante la ausencia de pro-
gramas de reprografía como polí-
ticas de seguridad de información 
en las entidades. Los desastres 
como incendios, terremotos e 
inundaciones son frecuentes en 
el territorio colombiano; de he-
cho, en el año 2010 se presenta-
ron inundaciones en todo el país 
que conllevaron, entre una de las 
múltiples consecuencias, a la per-
dida de documentación valiosa 
de archivos en municipios co-
lindantes a las riberas  de los ríos 
Magdalena y Cauca.

Recomendaciones

En virtud a la legislación vigen-
te se recomienda contar con 
un programa de conservación 
preventiva realizando las si-
guientes actividades:

 • Capacitación y sensibili-
zación.

 • Inspección y manteni-
miento de sistemas de alma-
cenamiento e instalaciones 
físicas.

 • Saneamiento ambiental: 
desinfección, desratización y 
desinsectación.

 • Monitoreo y control de 
condiciones ambientales.

 • Almacenamiento y «real-
macenamiento».

 • Prevención de emergen-
cias y atención de desastres.
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«Los principales factores de deterioro en 
los documentos de archivo básicamente 
obedecen a un descuido administrativo 
y a la falta de programas de limpieza 
y fumigación. La carencia de personal 
idóneo y el bajo presupuesto asignado 
a la adecuación de la infraestructura 
física de los depósitos destinados para 
los archivos donde se albergan los 
documentos, constituyen un ejemplo 
de estas dificultades». La imagen 
corresponde al símbolo que identifica la 
documentación con biodeterioro. 
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La unión hace la fuerza
Christian José Mora Padilla
Director del IEMP

El artículo 50 del Decreto 262 
de 2000, «Por el cual se mo-
difican la estructura y la or-
ganización de la Procuraduría 
General de la Nación y del 
Instituto de Estudios del Mi-
nisterio Público (…)», deter-
minó entre las funciones de la 
unidad académica:

[el] (…) desarrollo de 
programas de capacitación 
orientados a mejorar la gestión 
administrativa y a promover el 
conocimiento y el respeto de 
los derechos consagrados en 
la Constitución Política. 2. Rea-
lizar estudios que tengan por 
objeto orientar la lucha contra 
la corrupción administrativa y 
promover la protección de los 
derechos humanos, así como 
estimular las actividades que 
con el mismo fin realicen otras 
entidades estatales. 3. Organi-
zar actividades de investiga-
ción, cursos y otros eventos 
académicos sobre los dife-
rentes temas que interesen al 
Ministerio Público, en los que 
podrán participar personas 
ajenas a la entidad».

En este sentido, el artículo 
51 de la misma norma señaló 
la estructura de la unidad aca-
démica del ministerio público 
encargada de definir las ne-
cesidades de la entidad y del 
desarrollo de las actividades 
requeridas para el cumpli-
miento de los fines misionales, 
a saber: el Consejo Académico 
del IEMP, la Dirección, y las di-
visiones de Investigaciones So-
ciopolíticas y Asuntos Socioe-
conómicos, de Capacitación, y 
Administrativa y Financiera.

La normativa permitió al 
Instituto contar con funciones 
claras, así como fortalecer y 
ampliar la oferta de programas 
académicos y líneas de investi-
gación que desde el año 1995 
venía ejecutando, desde su 
creación mediante la Ley 201 
del mismo año. 

Dos décadas de trabajo 
continuo, generando conoci-
miento y, permanentemente, 
apoyando la gestión de las 
distintas dependencias de la 
Procuraduría General de la 
Nación, de acuerdo con el 
diagnóstico de necesidades 
planteadas por ellas en cada 
vigencia, por el despacho del 
procurador general y por el ta-

lento humano de las áreas mi-
sionales del IEMP que cono-
cen, por la labor del día a día, 
los requerimientos en materia 
de capacitación, investigación 
y publicaciones.

Con el fin de hacer visibles 
algunos de los estudios acadé-
micos y publicaciones que el 
IEMP ha realizado conjunta-
mente con otras instancias de 
este órgano de control, y de 
evidenciar los productos de 
calidad que logran la coordi-
nación y colaboración entre 
dependencias, presentamos a 
los lectores de Innova  una 

breve relación de las investiga-
ciones y obras editadas desde 
el año 2009 hasta la fecha. 

Valga recalcar que son solo 
aquellas que han sido realizadas 
juntamente y en compañía de 
áreas misionales y de apoyo de 
la Procuraduría General de la 
Nación, porque la producción 
del IEMP en alianza con otras 
entidades u organizaciones, y 
la que entrega al país gracias a 
la experiencia de sus investiga-
dores y formadores es copiosa.1

1  La información fue compilada por el jefe de 
la División de Investigaciones Sociopolíticas y Asun-
tos Socioeconómicos, Luis Enrique Martínez Ballén. 

La Procuraduría Delegada para Asuntos Ambientales y Agrarios, con el apoyo del IEMP, 
adelantó desde el año 2009 a la fecha dos investigaciones relacionadas con el cambio 
climático y editó cuatro publicaciones sobre la materia.
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Publicaciones IEMP

El artículo 55 del Decreto 262 de 2000 señala como una de las funciones de la División de Investigaciones Sociopolíticas y Asuntos Socioeconómicos: «Adelantar y apoyar investigaciones 
científicas, sociales, económicas, históricas, políticas y de otra naturaleza que contribuyan al cumplimiento de los objetivos y funciones del Ministerio Público». En la imagen, carátulas de 
publicaciones que han sido producto de investigaciones adelantadas por el IEMP conjuntamente con áreas misionales de la Procuraduría.
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Capacidad de adaptación de 
los municipios de Colombia al 

cambio climático:
INFORME PREVENTIVO

El cambio climático se ha constituido como el fenóme-
no ambiental y problema social más serio que tendrá 
que afrontar la civilización humana. Sus costos eco-
nómicos, ambientales y sociales dependerán exclu-
sivamente de las acciones que realicen los diferentes 
gobiernos para desarrollar y ejecutar planes de mitiga-
ción y adaptación que contrarresten los impactos deri-
vados de este fenómeno.

Teniendo en cuenta lo anterior, la Procuraduría Gene-
ral de la Nación valoró la necesidad de diagnosticar e 
identificar las acciones de adaptación que se encuen-
tran realizando los municipios de Colombia frente al 
cambio climático con el fin de generar recomenda-
ciones a nivel técnico y jurídico que sirvan de insumo 
para afrontar todas las responsabilidades y retos que 
implica la implementación de políticas públicas na-
cionales, programas y proyectos territoriales en ma-
teria de adaptación al fenómeno.

Con este estudio, la Procuraduría Delegada para Asun-
tos Ambientales y Agrarios quiere generar un insumo 
fundamental para fortalecer las capacidades de los en-
tes territoriales municipales, y a su vez facilitar la toma 
de decisiones acertadas teniendo presente la necesidad 
de generar prácticas de adaptación y planificación ante 
un fenómeno de esta magnitud. 

Carrera 5 No. 15-80 piso 16
Bogotá, D.C., Colombia
PBX: (1) 587 8750 Ext: 11621
Tel.: 336 7147 Ext. 115 

Capacidad de adaptación de los
municipios de Colombia

al cambio climático:

INFORME PREVENTIVO
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Dependencia Investigaciones académicas Publicaciones

Procuraduría 
Delegada para 
la Defensa de 
los Derechos de 
la Infancia, la 
Adolescencia y la 
Familia

Evaluación de la relación familia y trabajo para 
elaborar propuestas de política pública (2009-
2010).

Brochure de familia (2012).

Familia y función social. Caracterización de la 
familia en Colombia (2010-2011).

Vigilancia superior a la Sentencia C-355 del 2006. II 
informe (2013).

Diseño de estrategias de prevención para la 
protección y garantía de los derechos de la 
infancia, la adolescencia y la familia (2010-2011).

La función preventiva en la garantía de los derechos de 
la infancia, la adolescencia y la familia (2013).

Investigación sobre la vigilancia superior con 
perspectiva de género (2010-2011).

Estilos de vida y necesidades de educación sexual (2014).

Estilos de vida y necesidades de educación sexual 
(2011-2012).

Informe de vigilancia superior al sistema de 
responsabilidad penal para adolescentes (2015).

Vigilancia superior a la prevención y atención de la 
violencia sexual (2013).

Informe juventud Ley 1622 de 2013 (2016).

Vigilancia superior a la prevención y a la atención 
de la violencia sexual. Fase II (2014).
Investigación sobre los costos de la desintegración 
familiar (2014-2015).
Vigilancia superior a la gestión de los derechos de 
las víctimas de violencia sexual. III fase (2015).
Vigilancia superior a la gestión pública territorial 
frente a la garantía de los derechos (II/2015 – 
I/2016)
Vigilancia superior a la gestión pública territorial 
frente a la garantía de los derechos de la infancia, 
la adolescencia y la familia Fase II (2016).

Procuraduría 
Delegada para 
Asuntos del 
Trabajo y la 
Seguridad Social

Diagnóstico y evaluación de los procesos de 
liquidación de prestaciones económicas en el SSS 
pensiones (2010-2011).

Dilemas en las decisiones en atención a salud (2009).

Evaluación y perspectivas de la política pública 
sobre el cáncer en Colombia (2010-2011).

Pensiones: el costo de la demanda (2011).

Análisis y perspectiva del desempleo en los 
últimos 12 años en Colombia (2010).

Control del cáncer en Colombia (2012).

Desarrollo económico y social: desempleo y 
pobreza (2011-2012).

Recobros al Sistema General de Seguridad Social en 
Salud  2008 – 2012 (2014).

Evaluación de lineamientos frente a la salud 
mental en Colombia (2013-2014).

Evaluación de las políticas públicas de salud mental 
(2015).

Procuraduría 
Delegada para 
Asuntos Civiles

Factores sociales, políticos, ambientales y 
económicos, que facilitan la recuperación de los 
litorales marítimos indebidamente ocupados 
de las zonas de Tumaco y Buenaventura. Fase I 
(2008).

Amenazas de desastres – Construcciones palafíticas 
(2009).

Ocupación indebida de litorales. Construcciones 
palafíticas. II fase (2009-2010).

Suelo costero (2010).

Ocupación indebida de los litorales marítimos - 
Fase III (2011).

Construcciones palafíticas. Recomendaciones de política 
pública (2011).

Ocupación indebida de los litorales marítimos 
- Fase IV (2012) - Diseño de lineamientos de 
política pública para zonas de litoral ocupadas 
indebidamente por construcciones palafíticas.

Ocupación indebida de los litorales marítimos 
– Fase V (2013). Participación de la Procuraduría 
General de la Nación en el agendamiento de la 
política pública para la recuperación de los bienes 
de uso público ocupados indebidamente en los 
litorales marítimos.
Evaluación y seguimiento a políticas públicas 
para la recuperación de bienes de uso público 
indebidamente ocupados (2015).
Fortalecimiento institucional para identificar y 
monitorear riesgos de vulneración de derechos en 
asuntos civiles (2016).

Investigaciones y publicaciones académicas
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Dependencia Investigaciones académicas Publicaciones

Despacho del 
procurador 
general

Evolución del rol de la Procuraduría General de 
la Nación en Colombia, durante los 180 años 
ejerciendo el ministerio público (2009-2011).

Justicia disciplinaria (2009).

Itinerario ético de la personalidad histórica 
colombiana (2009-2010).

Reimpresión Justicia disciplinaria (2010).

Investigación ética, derechos y deberes (2010-2011). Informe de gestión 2009 (2010).

Definición del nuevo ciudadano con miras a 
diseñar un proceso de formación que contribuya a 
la consolidación del mismo en Colombia (2011).

Itinerario ético (2010).

Perspectivas del ministerio público de cara al 
bicentenario de su constitución (2011-2012).

Informe de gestión del procurador general (2011).

Análisis audiovisual sobre familia (2013). El nuevo ciudadano colombiano (2012).

Análisis de la incidencia de las instituciones de 
Santander en la consolidación de la República de 
Colombia (2014).

Reimpresión Justicia disciplinaria (2012).

Evolución histórica de los conceptos de Estado, 
Justicia, Economía y Globalización (2015).

7 mitos de la legalización de las drogas (2012).

Análisis de la problemática de Interbolsa. Aspectos 
jurídicos y económicos (2015).

Informe de gestión 2011 (2012).

Análisis del posconflicto frente a la defensa y 
protección de los derechos humanos (2015).

8 mitos de la legalización de las drogas. Segunda edición 
(2012).

Análisis de la historia del ministerio público (2016). Informe preliminar procurador (digital) (2013).

Análisis del papel de la Procuraduría General de la 
Nación en procesos de reconciliación y memoria 
colectiva (2016).

Informe de gestión del procurador (2013).

Informe preliminar procurador (digital) (2013).

183 años, Procuraduría General de la Nación (2013).

8 mitos sobre la legalización de las drogas Tercera 
edición (2014).

Informe de gestión de la procuraduría (CD) (2015)

La paz no lo justifica todo: mínimos penales para 
máximos responsables (2016).

Procuraduría Auxiliar para Asuntos Constitucionales

Concepto n.º 4890 ante la Corte Constitucional (2010).

Concepto n.º 4876 ante la Corte Constitucional (2010).

Controversias constitucionales (2013).

Marco jurídico para la paz (2014).

Delegada para 
el Ministerio 
Público en 
Asuntos Penales

Observatorio del Sistema Penal Acusatorio 
(Contínuo desde 2008).

Guía para la intervención judicial (2009).

Seguimiento y análisis a los trámites judiciales 
adelantados por los jueces de ejecución de penas y 
medidas de seguridad (2008-2009).

Procuraduría 
Delegada para 
la Vigilancia 
Preventiva de la 
Función Pública

Seguimiento a la participación ciudadana en 
Colombia (2008-2009).

Justicia disciplinaria (2009).

Análisis del control social a la gestión pública en la 
comunidad educativa (2011-2012).

Transparencias del sector eléctrico (2009).

Interventoría en el régimen subsidiario en salud (2009).

Cartilla electoral (2015).
Manual de contratación (2013).

Despacho de la viceprocuradora
Lecciones derecho disciplinario n.º 11 (2009).
Lecciones derecho disciplinario n.º  12 (2009).
Lecciones de derecho disciplinario n.º  13 (2009).
Reimpresiones de los números 3, 4, 5 y 13.

Cuarta Delegada ante el Consejo de Estado El daño especial como título de imputación de la 
responsabilidad del Estado (2009).
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Dependencia Investigaciones académicas Publicaciones

Procuraduría 
Delegada 
para Asuntos 
Ambientales y 
Agrarios

Cambio climático y biodiversidad (2010-2011). DIH medio ambiente (2009).
Procesos migratorios: desplazamiento ambiental 
en Colombia como consecuencia del cambio 
climático (2012-2013).

Páramos para la vida (2009).
Bosques nacionales (2010)
Gestión del cambio climático (2010).
Gestión del cambio climático (2011).

Cambio climático, biodiversidad y cultura (2011).

Bienes patrimoniales de las víctimas (2011).
Cien reflexiones sobre el Sistema Nacional Ambiental 
(2013).
Contaminación atmosférica.
Residuos sólidos (2013).
Río Magdalena (2013).
Reimpresión Contaminación atmosférica (2013).
Manejo posdecomiso de fauna y flora (2014).
Gestión integral del recurso hídrico en Colombia (2014).
Reimpresión Cien reflexiones sobre el SINA (2014).
POA Laguna de La Cocha (2015).
Reflexiones sobre el Incoder (2015).
Río Cauca (2015).
Capacidad de adaptación de los municipios de 
Colombia al cambio climático (2015).

Séptima Delegada ante el Consejo Estado y Comisión Nacional de 
Control y Asuntos Electorales

Informe electoral (2009).
Guía de cabildo abierto (2010).
Informe elecciones 2010.
Cartilla electoral 2011.
Informe elecciones 2011.
Inhabilidades e incompatibilidades para cargos de 
elección popular (2011).
Guía de cabildo abierto. Reimpresión (2013).
Cartilla electoral 2014.

Procuraduría Delegada para la Prevención en Materia de Derechos 
Humanos y Asuntos Étnicos

Protocolo de la asistencia integral para víctimas en el 
marco de la Ley de Justicia y Paz (2009).
Régimen disciplinario contra reclusos (2009).

Oficina de Control Interno
Manual de operación de la Oficina de Control Interno
(2009).
Manual control interno (2009).

Procuradurías Delegadas para la Hacienda Pública, para la Función 
Pública, y para la Descentralización y Entidades Territoriales

Vigencias futuras excepcionales para las entidades 
territoriales (2010).

Oficina de Relatoría

Código Disciplinario Único (2009).
Código Disciplinario Único con notas de vigencia 2010.

Código Disciplinario Único con notas de vigencia 2011.

Reedición Decreto 262 de 2000 (2011).
Código Disciplinario Único 2012.
Reedición Decreto 262 de 2000 (2013).
Código Disciplinario Único 2013.

Gaceta Disciplinaria (2014).

Decreto 262 de 2000 con notas de vigencia 2014.

Código Disciplinario Único 2014.

Reimpresión Código Disciplinario Único (2015).
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Comisión Procuradurías Delegadas de Economía y Hacienda 
Pública, para Asuntos del Trabajo, y Ambiental y Agraria

Boletín Intercambio n.º 1 (2011).

Boletín Intercambio n.º  2 (2012).

Procuraduría delegada para la Economía y la Hacienda Pública
Cartilla potestad disciplinaria (2012).

Guía de procedimiento verbal, aspectos prácticos (2014).

Grupo de Salud Ocupacional Cartilla cultura del trato justo y la sana convivencia 
(2009).

Delegada Disciplinaria para la Defensa de los Derechos humanos Guía prácticas de pruebas disciplinarias (2010).

Procuraduría Delegada para la Descentralización y Entidades 
territoriales

Boletín Ojo Avizor n.º 1 (2009).

Boletín Ojo Avizor n.º 2 (2010).

Boletín Ojo Avizor n.º 3  (2010).

Boletín Ojo Avizor n.º 4 (2010).

Boletín Ojo Avizor n.º 5 (2011).

Boletín Ojo Avizor n.º 6 (2011).

Boletín Ojo Avizor n.º 7 (2011).

Boletín Ojo Avizor n.º 8 (2011).

Boletín Ojo Avizor n.º 9 (2011).

Descentralización y entidades territoriales (2011).

Boletín Ojo Avizor n.º 10 (2012).

Boletín Ojo Avizor n.º 11 (2012).

Boletín Ojo Avizor n.º 12 (2012).

Boletín Ojo Avizor n.º 13 (2013).

Boletín Ojo Avizor n.º 14 (2013).

Procuraduría Delegada para la Moralidad Pública Los contratistas de prestación de servicios como sujetos 
de la acción disciplinaria en Colombia (2014).

Comisión Interinstitucional de la Procuraduría General con 
Contraloría General de la República, Defensoría del Pueblo, 
Representantes de la Mesa Nacional de Participación de Víctimas

Resumen ejecutivo Ley 1448 de 2011.

Oficina de Cooperación Internacional La presencia de las entidades públicas colombianas en la 
cooperación internacional (2015).

Procuraduría Auxiliar para Asuntos Disciplinarios Causales de pérdida de investidura de los congresistas 
(2011). Tercera edición

Primera Delegada ante el Consejo de Estado Conciliar antes que demandar (2009).

Procuraduría Delegada para la Policía Nacional Temática conceptual y doctrinal del derecho disciplinario 
(2016).
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Factores de éxito en teletrabajo
Carlos Arturo Moreno 
Orduz
Asesor e investigador 
División de Investigaciones 
Sociopolíticas y Asuntos 
Socioeconómicos

Continuando con la presen-
tación de algunos aspectos 
relevantes del teletrabajo, es 
preciso en esta oportunidad 
detenernos en aquellos fac-
tores que llevan al éxito en la 
ejecución de una actividad la-
boral en esta modalidad.

Por éxito se entiende todo 
triunfo, logro o cumplimiento 
de metas, el éxito es la conse-
cuencia acertada de un empren-
dimiento asociado con la obten-
ción de la victoria en una faena 
o actividad propuesta y también 
es sobresalir de entre los demás, 
o salir del anonimato. La noción 
de éxito es subjetiva, pues está 
íntimamente relacionada con 
lo que una persona cree que 
obtuvo de una actividad especí-
fica, y por ello también relativa, 
en cuanto está circunscrita a un 
marco de referencia dentro del 
cual se logra un objetivo. 

Si se aplica esa noción a la 
actividad del teletrabajo, habrá 
éxito cuando la persona vin-
culada al programa alcanza las 
metas acordadas, cuando se 
logran beneficios personales 
e institucionales, cuando se 
eliminan los riesgos en los des-
plazamientos y, en fin, cuando 
se obtiene el bienestar y la sa-
tisfacción personal y familiar.

Como el éxito se logra 
cuando se arriba al fin propues-
to, el mismo depende del grado 
de satisfacción que se obtenga, 
pudiendo decirse que aquel se 
ha alcanzado cuando hay una 
mejora sensible en la actividad, 
siendo factor indispensable la 

disposición de las herramientas 
y medios de trabajo adecua-
dos para lograr los objetivos, y 
desde esta perspectiva, tanto el 
Estado como las instituciones y 
organizaciones privadas deben 
actualizarse en materia tecno-
lógica como presupuesto para 
alcanzar los objetivos. 

La actualización de las or-
ganizaciones en materia tecno-
lógica es presupuesto de com-
petitividad, pues el impacto de 
las tecnologías de información 
y comunicación (tic) en la pro-
ductividad de la empresa le otor-
ga ventajas múltiples respecto 
de aquellas que no se actualicen 
en esa materia, pudiendo inclu-
so llegar a no ser competitivas 
en caso de no implementar las 
nuevas tecnologías imperantes, 
que han llevado a la generación 
de resultados en tiempo real en 
el proceso productivo.

El éxito en el teletrabajo im-
plementado en la Procuraduría 
General de la Nación puede 
predicarse, entonces, del em-
prendimiento del teletrabajo en 
general, o de los logros alcanza-
dos por las partes o quienes es-
tán vinculados a esa actividad, 
incluida la parte administrativa, 
que con entusiasmo ha genera-
do todo el proceso de organi-
zación y apoyo a los empleados 
que fueron vinculados a la mo-
dalidad de trabajo a distancia y 
hoy continúan explorando la 
mejor forma de que esa moda-
lidad laboral sea una realidad en 
el futuro próximo, no ya a nivel 
experimental, sino como forma 
de trabajo estable.

Son realmente altos los 
factores que se han detectado, 
generan satisfacción tanto al 
empleado como a la organiza-
ción que implementa esta for-
ma de laborar, y ello se refleja 

en beneficios para las partes, 
que constituyen un verdadero 
capital al momento de realizar 
el banlance de la gestión.  

Logros del proyecto 
piloto de teletrabajo 

Algunos de los éxitos hasta 
ahora logrados pueden sinteti-
zarse, conforme a lo antes men-
cionado, de la siguiente manera:

1. En la Procuraduría se em-
pezó a introducir el teletrabajo a 
partir de la iniciativa de algunas 
personas, quienes desconocían 
en qué consistía esa actividad en 
su fase inicial, de manera que la 
exploración del tema y los pasos 
dados hasta la culminación de la 
prueba piloto, con un grupo de 
empleados que han laborado 
en la modalidad de teletrabajo 
suplementario por espacio de 
un año desde sus casas sin que 
se hubieran presentado dificul-
tades institucionales, puede en-
tenderse como el mayor logro 
alcanzado por la entidad en bus-
ca de su inserción en esta moda-
lidad laboral, que hoy se impone 
como un reto para cualquier ins-
titución que pretenda su perma-

nencia en el tiempo, en la medi-
da en que este es factor básico 
para la supervivencia de cual-
quier institución que a futuro 
quiera establecerse o perdurar, 
frente a los retos que le imponen 
la sociedad del conocimiento y 
los avances tecnológicos que le 
son propios.
2. Las tic permiten vincular 
a poblaciones marginadas a las 
fuentes de empleo que, aun-
que laboralmente capacitadas 
para hacerlo, normalmente sus 
condiciones personales o fami-
liares no les permiten el acceso 
al empleo regular. Es el caso de 
personas en condición de reclu-
sión, aislados geográficamente, 
amenazados, discapacitados y 
otras personas aquejadas por 
situaciones similares, a quienes 
por esa razón se les dificulta o 
imposibilita realizar trabajo pre-
sencial.
3. El trabajo a distancia per-
mite a la empresa la liberación 
de locaciones (puestos de tra-
bajo), obteniendo comodidad 
para empleados presenciales, 
o bien, ampliar la capacidad de 
su planta física para albergar a 
otros trabajadores, porque en 
la modalidad de teletrabajo el 
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«La actualización de las organizaciones en materia tecnológica es presupuesto de 
competitividad, pues el impacto de las tecnologías de información y comunicación (TIC) en 
la productividad de la empresa le otorga ventajas múltiples respecto de aquellas que no se 
actualicen en esa materia (...)». 
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espacio de trabajo presencial 
debe ser compartido. 
4. El poder disponer de algu-
nos cubículos o puestos de tra-
bajo durante los días en que los 
teletrabajadores laboran desde 
su casa, disminuye los costos 
de operación y amplía la capa-
cidad de las instalaciones; hay 
menor congestión en algunos 
lugares de concurrencia común 
como por ejemplo en los as-
censores y mayor tranquilidad 
para los funcionarios que labo-
ran en la modalidad presencial 
y disminución de los costos de 
servicios públicos.
5. De igual manera, permite 
a la institución darse una nueva 
forma de organización utilizan-
do el trabajo a distancia no solo 
desde la residencia, sino a través 
de oficinas satélite y telecentros 
desde donde pueden laborar los 
empleados, siempre próximos 
a sus lugares de permanencia; 
pero la implementación del te-
letrabajo es una oportunidad 
para que la organización oriente 
el trabajo por objetivos, lo que 
reclama grandes cambios a nivel 
de la parte directiva, que debe 
desprenderse del esquema de 
cumplimiento de horarios por el 
de logro de metas,  aspecto que 
no es fácil de asimilar.
6. Uno de los postulados del 
teletrabajo señala que con esta 
forma de laborar se logra con-
ciliar la vida laboral con la vida 
familiar y eso en efecto para el 
caso experimental o de prueba 
piloto en la Procuraduría se ha 
alcanzado, porque cuando un 
empleado sale temprano de 
su casa permanece todo el día 
fuera de ella, cuando llega en la 
noche los demás miembros de 
la familia se encuentran descan-
sando y ese trabajador no com-
parte con ellos o comparte muy 
poco tiempo, y tiene escasas 
oportunidades de enterarse de 
lo que a ellos les pueda estar pa-
sando. En esa forma se recienten 

las relaciones entre los miem-
bros del grupo familiar por el 
poco tiempo que sus miembros 
tienen para estrechar el vínculo, 
dialogar y cruzar la información 
necesaria para que el grupo fami-
liar alcance la armonía que debe 
tener y que no se reduce solo a la 
comunicación, sino también a la 
presencia, el acompañamiento y 
la solidaridad entre unos y otros. 

Si el teletrabajador puede 
laborar en su casa, así sea de 
tiempo parcial, su presencia en 
el hogar aumenta, pudiendo 
simultáneamente mejorar los 
lazos familiares con una comu-
nicación más fluida entre los 
miembros del grupo, mejoran-
do el tiempo compartido con 
ellos respecto al que puede 
compartir cuando trabaja en la 
modalidad presencial; así se pue-
den estrechar los lazos entre los 
miembros de la familia y eso le 
permitirá un muy buen contac-
to a todo el grupo, pudiendo su-
perar la dificultad que tenía para 
atender a su familia, y mejorar la 
comunicación con ellos, al estar 
pendiente de lo que al resto del 
grupo les pueda estar afectando. 
7. Además, son notorios los 
cambios observados en la salud 
y bienestar de los teletrabajado-
res, y ellos mismos han manifes-
tado su satisfacción, especial-
mente quienes se encuentran 
en condición de discapacidad, 
ya que disminuye la preocu-
pación de sufrir un accidente 
al abordar y desplazarse en los 
sistemas de transporte masivo.

El riesgo para estas personas 
durante esos desplazamientos es 
latente, causa cierto temor en los 
demás miembros del grupo fa-
miliar, pues de alguna manera se 
encuentran en desventaja frente 
a otras personas y, por tanto, son 
más vulnerables en caso no solo 
de accidentes, sino también de 
algún tipo de agresión dirigida 
contra su seguridad personal o la 
de sus bienes.

8. Otro aspecto en que se ha 
manifestado la satisfacción, espe-
cialmente de ese mismo grupo, 
radica en que pueden cumplir 
con  mayor facilidad las citas mé-
dicas, y algunos de ellos también 
han referido que es de su agrado 
poder esperar a sus hijos al regre-
so del colegio o la universidad.
9. También por el aspecto 
económico se ha mostrado al-
gún grado de satisfacción por 
parte de los teletrabajadores, 
en la medida en que los días 
en que hacen teletrabajo, por 
no tener necesidad de tomar 
transporte o desplazarse en sus 
vehículos, se hace algún ahorro 
económico, como también se 
obtiene esa ventaja por razón 
de no tener que vivir durante 
esos días rigurosamente pre-
sentados, como lo están cuan-
do laboran en forma presencial.
10. Junto a las anteriores ven-
tajas, algunos han exterioriza-
do, además, que se están acos-
tumbrando a laborar solos y a 
no estar dependiendo de cierto 
tipo de relaciones con los jefes 
y compañeros, con quienes en 
general manifiestan tener muy 
buenas relaciones laborales.
11. Además de la flexibilidad 
que conlleva el teletrabajo de 
manera intrínseca, también se 
presenta un importante aho-
rro en tiempo relacionado con 
los desplazamientos entre la 
casa y el trabajo de ida y regre-
so, que en promedio puede ser 
para cada persona de unas tres 
horas al día, así como el estrés 
que con esos desplazamientos 
se genera, y que se evita quien 
no tiene que estar haciendo 
esa actividad, todo ello se tra-
duce en comodidad, descanso 
y bienestar para el trabajador.
12. Los trabajadores han seña-
lado que la labor realizada en 
casa facilita mayor capacidad 
de concentración, pues en el 
seno de sus hogares regular-
mente se encuentran durante 

gran parte de la jornada labo-
ral solos y, por tanto, pueden 
obtener una mayor capacidad 
de concentración, con alto 
rendimiento en las actividades, 
optimizando de esa manera el 
tiempo dedicado al trabajo.
13. Desprendimiento del estrés 
que se genera en las instalaciones 
de una entidad como la nuestra; 
al haber menos preocupaciones 
en ese sentido el rendimiento es 
mayor, pues el trabajador no se 
siente acosado ni impedido por 
los roles propios del trabajo, ni por 
atender gran número de requeri-
mientos y de asuntos propios de 
la relación entre compañeros, que 
interfieren y alteran su actividad y 
no le permiten un buen rendi-
miento, aspectos todos que se 
superan por ser inexistentes en la 
modalidad a distancia.
14. También se dan ventajas 
en la continuidad de las labores 
que se están realizando, lo que 
magnifíca y valoriza el empleo 
del factor tiempo para el mejor 
aprovechamiento y logro de los 
objetivos trazados en las labo-
res que se estén realizando, ya 
que el teletrabajador que cum-
ple unas metas previamente 
acordadas no se ve en la nece-
sidad de interrumpir lo que está 
haciendo para atender otros 
asuntos, interrupciones que im-
piden la concentración y el ren-
dimiento que puede alcanzarse 
cuando no se da ese tipo de in-
terferencias en su actividad.
15. Se destaca, además, que 
los teletrabajadores que han 
suscrito con los jefes inmedia-
tos acuerdos de tareas a reali-
zar en la modalidad de teletra-
bajo, señalan que se esfuerzan 
por alcanzarlas a satisfacción 
y por tanto se muestra mayor 
puntualidad en la obtención 
de los resultados laborales.
16. La institución ha aborda-
do el problema de análisis del 
personal de apoyo al programa 
de teletrabajo, y para el efec-
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to ha dado esa responsabilidad al Comi-
té de Teletrabajo, actualmente liderado 
por la Secretaría General, pero es preciso 
continuar afinando el tema, puesto que 
si bien se tienen identificadas las oficinas 
que deben colaborar en ese apoyo, aún no 
son del todo claros los roles que cumplen 
esas dependencias, aspecto que, aunque 
no está plenamente clarificado, sí ha sido 
asumido especialmente en el proyecto de 
resolución definitiva de teletrabajo.

Por todo ello puede decirse que 
en la Procuraduría poco a poco se está 
alcanzando una cultura del teletrabajo, 
lo que implica un cambio en la forma 
de pensar tanto de la parte directiva de 
la organización, así como de teletraba-
jadores y trabajadores presenciales, que 
muestra que la institución ha empren-
dido la senda de la actualización en los 
altos retos que le generan la sociedad 
del conocimiento, la globalización y la 

automatización que, como se sabe, ten-
drán una profunda incidencia no solo 
en la forma de laborar del futuro, sino 
en una nueva forma de organización de 
toda entidad que pretenda subsistir ante 
esos retos, que exigen que gran cantidad 
de actividades se lleven a cabo desde la 
distancia, pues ello genera no solo co-
modidad, sino agilidad, amplia cobertu-
ra y economía en las relaciones laborales 
y sociales.

La virtualización y el Registro y Control 
Académico, dos logros del IEMP
Albeiro Ortíz Zuluaga1

En atención a las funciones consagradas en 
el Título vii, artículo 56, numerales 1 y 2 del 
Decreto 262 del 2000, al IEMP le corresponde 
dirigir y coordinar la capacitación de los 
funcionarios del ministerio público y de 
la Procuraduría General de la Nación.

En virtud de lo anterior, y en desarro-
llo de la estrategia de innovación y virtuali-
zación, el IEMP ha implementado el Siste-
ma de Registro y Control Académico y la 
Plataforma de Educación Virtual Moodle, 
con miras a perfeccionar y modernizar el 
manejo de la información que se produce 
en el proceso de capacitación. 

Esta plataforma ha logrado integrar los 
dos sistemas y cubrir una gran cantidad de 
necesidades como el registro de programas 
y de asistencia de alumnos, de profesores, 
de calificaciones, así como las certificacio-
nes, los apoyos educativos, reportes reque-
ridos por el proceso, usuarios, auditorías, 
tablas maestras, permisos, cronogramas de 
eventos y los cursos virtuales, entre otras 
funcionalidades.

La Plataforma de Educación Virtual 
desarrollada como Registro y Control 
Académico, concatenada a la plataforma 

1  Estudiante de ciencias de la información y bibliotecolo-
gía, con especialización tecnológica en administración de siste-
mas de la información, licenciado en artes escénicas de la Uni-
versidad Pedagógica Nacional, tecnólogo en ciencias militares 
de la Escuela Militar de Suboficiales, participante en la creación 
del Sistema de Gestión Documental Orfeo presente en 143 en-
tidades del Estado colombiano y otras entidades en Suramérica. 
Actualmente se desempeña como administrador del Sistema de 
Registro y Control Académico del IEMP y es integrante de la Red 
de Formadores del IEMP. 

Moodle de educación y capacitación vir-
tual, además de mantener un ambiente de 
desarrollo controlado, copias de respaldo 
y ayudar a garantizar la seguridad en la 
información, amplía el canal de comuni-
cación con los usuarios del ministerio pú-
blico y facilita la posibilidad de llegar cada 
vez a más lugares del país en tiempo real. 

Por otra parte, en la evolución del 
proyecto, y el ajuste a las necesidades del 
IEMP, se han generado unos desarrollos 
que incluyen la normativa vigente de la 
estrategia de Gobierno en Línea y las Le-
yes de Antitrámites y de Transparencia y 
Acceso a la Información Pública.

La herramienta nació como un gestor 
de contenidos simple en una plataforma 
básica gratuita, en el año 2013, llamada 
Sakai, donde se desarrolló un módulo es-
pecial de Registro y Control Académico 
con unos campos destinados a la progra-
mación de los eventos de capacitación y el 
diseño curricular en línea.

Esto, permitió hacer de la labor de 
coordinar y organizar los programas de ca-
pacitación un ejercicio colaborativo entre 
coordinadores académicos, expertos te-
máticos, docentes, directivos y participan-
tes en los programas de formación.

A principios del año 2015 se contaba 
con un total de 6 113 registros de usuarios 
asistentes a los diversos eventos de capacita-
ción presencial, en las distintas ciudades del 
país, asociados a 53 programas de formación.

Para el mes de julio de 2016 contába-
mos con un total de 13 990 usuarios capa-
citados, que pueden entrar a la Plataforma 

de Educación Virtual en cualquier momen-
to y descargar el certificado de asistencia, 
las memorias de los eventos presenciales 
y dar su apreciación de la organización de 
los eventos.

Por otra parte a esta plataforma, en la 
búsqueda de su evolución, se le agregaron 
nuevos módulos de cursos y formación 
virtual en línea, migrando todos los com-
ponentes a un entorno especializado de 
educación virtual (Moodle 2.9). En este es-
pacio, con la participación de la Universi-
dad de Medellín en convenio con el IEMP, 
se han creado y promocionado 16 cursos 
de formación virtual con 800 personas 
capacitadas en esta modalidad, llegando 
de esta manera en tiempo real a lugares 
donde no era posible, por las distintas cir-
cunstancias del quehacer del Instituto.

Es un hecho que la evolución de la 
herramienta propone grandes retos. Para 
el 2016, por ejemplo, el objetivo es alcan-
zar el mayor número de nuevos persone-
ros capacitados en toda Colombia, con 
el Curso de Inducción a Personeros. En la 
actualidad el IEMP ya tiene los primeros 
168 graduados de este curso corto de 40 
horas, con muy buenos comentarios so-
bre el contenido y la cercanía virtual que 
logró el IEMP con los personeros del país.

A la Plataforma de Educación Virtual 
de la unidad académica del ministerio 
público se puede acceder por la direc-
ción url: www.iempvirtual.udem.edu.co 
Llenando un fácil formulario de registro, 
usted puede solicitar la inscripción a los 
cursos de formación virtual.
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Etapa Descripción Escenario  
internacional

Entorno 
nacional Concepción del Estado Desarrollo 

 constitucional Desarrollo legislativo
Integrantes del 

ministerio 
público

Funciones de la 
Procuraduría

Origen del  
nombramiento  
del procurador

Procuradores

Gobiernos 
conservadores: 
1946 a 1953

La Procuradu-
ría se enfrenta 
a la ruptura 
del orden 
constitucional 
por la toma 
del poder del 
general Rojas 
Pinilla.

Plan Marshall para 
Alemania (1947).

Inicio de la Guerra Fría 
(1948).

Instauración de la 
República Popular China 
(1949).

Guerra de Corea (1950).

Crisis económicas 
(1930 a 1933 y 1939 a 
1943).

Muerte de Jorge 
Eliecer Gaitán (1948).

Crisis económica 
(1948 a 1953).

La creciente violencia po-
lítica causó una inestabili-
dad permanente en detri-
mento del orden público 
y de la cohesión partidista, 
lo que permitió la ruptura 
del orden constitucional 
y el ascenso al poder 
por medio de un golpe 
de Estado de una fuerza 
política independiente de 
origen militar. En conse-
cuencia, la concepción 
del Estado planteada en la 
Constitución se deformó 
en un gobierno ejercido 
por medidas extraordina-
rias y autoritarias.

Durante este 
periodo no se 
presentaron 
modificaciones 
a la Constitu-
ción.

Decreto 2898 de 1953. 
Creación de la Procura-
duría Delegada para la 
Vigilancia Administra-
tiva.

. Procurador Gene-
ral de la Nación.

. Procuradores 
delegados.

. Fiscales de tribu-
nales.

. Juzgados de cir-
cuito.

. Personeros muni-
cipales.

. Participar con voz y 
voto en los debates 
de la Cámara.

. Vigilancia de la con-
ducta oficial de los 
empleados públicos.

.Vigilancia de los 
tribunales de arbitra-
mento.

Cámara de Repre-
sentantes de terna 
presentada por el 
presidente de la 
república (reforma 
constitucional de 
1945, Acto Legisla-
tivo 1).

. Rafael Quiñónez Neira 1946 - 1950.

. Pedro Alejo Rodríguez 1950 - 1951.

. Álvaro Copete Lizarralde 1951 - 1953.

Encargado del juzgamiento del pro-
curador. No aplica.

Dictadura 
y Frente 
Nacional: 1953 
a 1974

Caracterizada 
por importan-
tes interven-
ciones de los 
procuradores 
generales, a 
saber: Eduardo 
Piñeros Piñeros 
con el concep-
to favorable al 
plebiscito de 
1957, y Mario 
Aramburo 
con la amo-
nestación al 
presidente 
Carlos Lleras 
Restrepo.

Creación de la Comuni-
dad Económica Europea 
(1957).

Guerra de Vietnam 
(1957).

Lanzamiento del satélite 
ruso (1957).

Revolución cubana 
(1959).

Alianza para el Progreso 
(1961).

Muertes de Kennedy 
(1963) y de Martin 
Luther King (1968).

Revolución Cultural 
China (1966).

Revolución en París 
(1968).

Auge de dictaduras mili-
tares en América Latina.

Conquista de la Luna 
(1969).

El Arpanet: primera red 
de computadores (1969).

Derrumbe del Sistema 
de Bretton Woods 
(1971).

Crisis petrolera (1973).

Nacimiento de las 
Fuerzas Armadas 
Revolucionarias de 
Colombia - farc 
(1964).

Plebiscito 1957.

Frente Nacional (1958 
a 1974).

Reforma Agraria 
(1961).

Crisis económica 
(1962 a 1965).

Crecimiento econó-
mico (1967 a 1974).

Estatuto Cambiario 
(1967).

Dos momentos en la 
concepción del Estado 
ocurrieron durante este 
periodo. El primero la 
inestabilidad política en 
torno a la pacificación del 
país. La toma del poder 
del general Rojas Pinilla 
fragmentó la tradición de 
institucionalidad constitu-
cional. No obstante, obligó 
a las partes en contienda 
a sentarse a negociar. En 
un segundo momento, 
por medio de un acuerdo 
político entre los partidos 
tradicionales se llegó a la 
paz, lo que permitió que 
el Estado se modernizara, 
apelara a la planeación y 
a la acción técnica en la 
administración. Producto 
de ello fue la introducción 
del concepto de interés 
superior de la comunidad, 
regulaciones en materia de 
crédito, operaciones cam-
biarias y régimen aduane-
ro en el ejecutivo.

Reforma cons-
titucional de 
1968: Acto 
Legislativo n.º 1.

Decreto 250 de 1958 
(creación de Procura-
duría Delegada ante la 
Justicia Penal Militar).

Decreto 2733 de 1959 
(función de velar por la 
efectividad del derecho 
de petición).

Ley 141 de 1961 (volvió 
legislación permanente 
el Decreto 2898 de 1953).

Decreto 1726 de 1964 
(creación de policía 
judicial, procuradores de 
distrito y fiscales instruc-
tores).

Decreto Extraordinario 
2049 de 1969 (regula la 
carrera administrativa).

Decreto Extraordinario 
521 de 1971 (establece las 
funciones de las diferen-
tes dependencias).

. Procurador Gene-
ral de la Nación.

. Procuradores del 
distrito.

. Fiscales instruc-
tores.

. Policía judicial.

. Personeros.

.Velar por la efectivi-
dad del derecho de 
petición.

. Demanda ante el 
tribunal competente 
por nulidad de nom-
bramientos adminis-
trativos y elecciones 
consideras ilegales.

Cámara de Repre-
sentantes de terna 
presentada por el 
presidente de la 
república (reforma 
constitucional de 
1945).

. Rodrigo Noguera Laborde 1953 - 1958 
- 1961.

. Luis Fernando Reyes Llaña 1953 - 1954.

. Eduardo Piñeres Piñeres 1954 - 1958.

. Domingo Sarasty 1958 (mayo a 
octubre).

. Andrés Holguín Holguín 1961 - 1963.

. Gustavo Orjuela Hidalgo 1963 - 1967.

. Mario Aramburu Restrepo 1967 - 
1970.

. Jesús Bernal Pinzón 1971 - 1974.

Encargado del juzgamiento del pro-
curador. No aplica.

Etapas en la historia de la Procuraduría

Christian José Mora Padilla
Director del IEMP

*  En Innova 26, página 29, se incluyeron las seis primeras etapas que pueden ser consultadas en la página web.
**  Sociólogo y politólogo.

Segunda entrega *

Alejandro Núñez Ochoa**
Asistente de investigación
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Etapa Descripción Escenario  
internacional

Entorno 
nacional Concepción del Estado Desarrollo 

 constitucional Desarrollo legislativo
Integrantes del 

ministerio 
público

Funciones de la 
Procuraduría

Origen del  
nombramiento  
del procurador

Procuradores

Gobiernos 
conservadores: 
1946 a 1953

La Procuradu-
ría se enfrenta 
a la ruptura 
del orden 
constitucional 
por la toma 
del poder del 
general Rojas 
Pinilla.

Plan Marshall para 
Alemania (1947).

Inicio de la Guerra Fría 
(1948).

Instauración de la 
República Popular China 
(1949).

Guerra de Corea (1950).

Crisis económicas 
(1930 a 1933 y 1939 a 
1943).

Muerte de Jorge 
Eliecer Gaitán (1948).

Crisis económica 
(1948 a 1953).

La creciente violencia po-
lítica causó una inestabili-
dad permanente en detri-
mento del orden público 
y de la cohesión partidista, 
lo que permitió la ruptura 
del orden constitucional 
y el ascenso al poder 
por medio de un golpe 
de Estado de una fuerza 
política independiente de 
origen militar. En conse-
cuencia, la concepción 
del Estado planteada en la 
Constitución se deformó 
en un gobierno ejercido 
por medidas extraordina-
rias y autoritarias.

Durante este 
periodo no se 
presentaron 
modificaciones 
a la Constitu-
ción.

Decreto 2898 de 1953. 
Creación de la Procura-
duría Delegada para la 
Vigilancia Administra-
tiva.

. Procurador Gene-
ral de la Nación.

. Procuradores 
delegados.

. Fiscales de tribu-
nales.

. Juzgados de cir-
cuito.

. Personeros muni-
cipales.

. Participar con voz y 
voto en los debates 
de la Cámara.

. Vigilancia de la con-
ducta oficial de los 
empleados públicos.

.Vigilancia de los 
tribunales de arbitra-
mento.

Cámara de Repre-
sentantes de terna 
presentada por el 
presidente de la 
república (reforma 
constitucional de 
1945, Acto Legisla-
tivo 1).

. Rafael Quiñónez Neira 1946 - 1950.

. Pedro Alejo Rodríguez 1950 - 1951.

. Álvaro Copete Lizarralde 1951 - 1953.

Encargado del juzgamiento del pro-
curador. No aplica.

Dictadura 
y Frente 
Nacional: 1953 
a 1974

Caracterizada 
por importan-
tes interven-
ciones de los 
procuradores 
generales, a 
saber: Eduardo 
Piñeros Piñeros 
con el concep-
to favorable al 
plebiscito de 
1957, y Mario 
Aramburo 
con la amo-
nestación al 
presidente 
Carlos Lleras 
Restrepo.

Creación de la Comuni-
dad Económica Europea 
(1957).

Guerra de Vietnam 
(1957).

Lanzamiento del satélite 
ruso (1957).

Revolución cubana 
(1959).

Alianza para el Progreso 
(1961).

Muertes de Kennedy 
(1963) y de Martin 
Luther King (1968).

Revolución Cultural 
China (1966).

Revolución en París 
(1968).

Auge de dictaduras mili-
tares en América Latina.

Conquista de la Luna 
(1969).

El Arpanet: primera red 
de computadores (1969).

Derrumbe del Sistema 
de Bretton Woods 
(1971).

Crisis petrolera (1973).

Nacimiento de las 
Fuerzas Armadas 
Revolucionarias de 
Colombia - farc 
(1964).

Plebiscito 1957.

Frente Nacional (1958 
a 1974).

Reforma Agraria 
(1961).

Crisis económica 
(1962 a 1965).

Crecimiento econó-
mico (1967 a 1974).

Estatuto Cambiario 
(1967).

Dos momentos en la 
concepción del Estado 
ocurrieron durante este 
periodo. El primero la 
inestabilidad política en 
torno a la pacificación del 
país. La toma del poder 
del general Rojas Pinilla 
fragmentó la tradición de 
institucionalidad constitu-
cional. No obstante, obligó 
a las partes en contienda 
a sentarse a negociar. En 
un segundo momento, 
por medio de un acuerdo 
político entre los partidos 
tradicionales se llegó a la 
paz, lo que permitió que 
el Estado se modernizara, 
apelara a la planeación y 
a la acción técnica en la 
administración. Producto 
de ello fue la introducción 
del concepto de interés 
superior de la comunidad, 
regulaciones en materia de 
crédito, operaciones cam-
biarias y régimen aduane-
ro en el ejecutivo.

Reforma cons-
titucional de 
1968: Acto 
Legislativo n.º 1.

Decreto 250 de 1958 
(creación de Procura-
duría Delegada ante la 
Justicia Penal Militar).

Decreto 2733 de 1959 
(función de velar por la 
efectividad del derecho 
de petición).

Ley 141 de 1961 (volvió 
legislación permanente 
el Decreto 2898 de 1953).

Decreto 1726 de 1964 
(creación de policía 
judicial, procuradores de 
distrito y fiscales instruc-
tores).

Decreto Extraordinario 
2049 de 1969 (regula la 
carrera administrativa).

Decreto Extraordinario 
521 de 1971 (establece las 
funciones de las diferen-
tes dependencias).

. Procurador Gene-
ral de la Nación.

. Procuradores del 
distrito.

. Fiscales instruc-
tores.

. Policía judicial.

. Personeros.

.Velar por la efectivi-
dad del derecho de 
petición.

. Demanda ante el 
tribunal competente 
por nulidad de nom-
bramientos adminis-
trativos y elecciones 
consideras ilegales.

Cámara de Repre-
sentantes de terna 
presentada por el 
presidente de la 
república (reforma 
constitucional de 
1945).

. Rodrigo Noguera Laborde 1953 - 1958 
- 1961.

. Luis Fernando Reyes Llaña 1953 - 1954.

. Eduardo Piñeres Piñeres 1954 - 1958.

. Domingo Sarasty 1958 (mayo a 
octubre).

. Andrés Holguín Holguín 1961 - 1963.

. Gustavo Orjuela Hidalgo 1963 - 1967.

. Mario Aramburu Restrepo 1967 - 
1970.

. Jesús Bernal Pinzón 1971 - 1974.

Encargado del juzgamiento del pro-
curador. No aplica.
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Etapa Descripción Escenario  
internacional

Entorno 
nacional Concepción del Estado Desarrollo 

constitucional Desarrollo legislativo
Integrantes del 

ministerio 
público

Funciones de la 
Procuraduría

Origen del  
nombramiento  
del procurador

Procuradores

Pos-Frente 
Nacional: 1975 
a 1991

La institución 
modernizó 
la estructura 
organizacional 
y se enfrentó 
al desafío de la 
lucha contra 
el narcotráfico 
promoviendo 
la defensa de 
los derechos 
humanos.

Periodo de la década 
perdida del 80.

Crisis petrolera (1979).

Revolución islámica en 
Irán (1979).

Guerra del Golfo Pérsico: 
Irán - Irak (1980).

Surgimiento y auge del 
modelo neoliberal.

Guerra de Las Malvinas 
(1982)

Hambruna en África 
(1984).

Terremoto en México 
(1985).

Explosión en Chernóbil 
(1986)
Crisis en la Bolsa de Nue-
va York (1987).

Perestroika en Rusia 
(1988).

Caída del Muro de Berlín 
(1989).

Bonanza cafetera 
(1975 a 1977).

Crisis del sector finan-
ciero (1982 a 1985).

Ajuste de economía, 
Fondo Monetario 
Internacional - FMI 
(1983).

Toma del Palacio de 
Justicia (1985).

Elección popular de 
alcaldes (1988).

Oleada terrorista del 
narcotráfico. Asesi-
nato del procurador 
general, Carlos Mauro 
Hoyos (1988).

Asesinato de candi-
datos presidenciales: 
Luis Carlos Galán 
(1989,) y Carlos Piza-
rro y Bernardo Jarami-
llo (1990).

Proceso de paz con el 
M-19 (1990) y otros 
grupos guerrilleros.

A nivel local, distintos 
procesos configuran el 
modelo de Estado predo-
minante en la década de 
los sesenta y ochenta. No 
obstante, hay un elemen-
to que atraviesa todo este 
periodo y es la compleji-
zación de la administra-
ción y de la estructura 
estatal. En primer lugar, 
durante los años ochenta 
se debilitan las capaci-
dades de los países para 
estabilizar sus economías 
internas, lo que deja al 
Estado a merced de una 
impredecible economía 
mundial sujeta a un mer-
cado mundializado. En 
segundo lugar, procesos 
previos provenientes de 
años anteriores como el 
aumento de la población, 
los altos flujos migrato-
rios hacia las ciudades y 
la creciente necesidad 
de servicios públicos y 
servicios de atención 
pública redundaron en 
una presión constante 
sobre el Estado para que 
hiciera más efectiva y 
eficiente sus políticas en la 
sociedad. Como parte de 
esos esfuerzos, la descen-
tralización y la desconcen-
tración surgieron como 
opciones para modernizar 
las instituciones de go-
bierno.

Acto Legislati-
vo n.º 1 (4 de 
diciembre de 
1979).

Decreto Extraordinario 
1960 de 1978 (adminis-
tración de personal del 
ministerio público).

Decreto 01 de 1984: 
Código Contencioso 
Administrativo (deberes 
y facultades del ministe-
rio público).

Ley 4 de 1990 (ade-
cuación del ministerio 
público, función de 
vigilancia administrativa 
y judicial procuradores 
departamentales, inten-
denciales, comisariales y 
provinciales; creación de 
las Procuradurías Delega-
das de la Defensa de los 
Derechos Humanos, para 
Asuntos Penales, Civil, 
fortalecimiento de la 
Oficina de Investigacio-
nes Especiales, creación 
de la Veeduría, creación 
de unidades asesoras y 
coordinadoras, y reorga-
nización de la División 
de Registro y Control).

. Procurador Gene-
ral de la Nación.

. Fiscal General de la 
Nación.

. Procuradores 
regionales, seccio-
nales y provinciales.

. Personeros distrital 
y municipales.

. Defensa de los dere-
chos humanos.

. Efectividad de las 
garantías sociales.

. Defensa de los inte-
reses de la nación.

. Defensa del patri-
monio del Estado.

. Supervigilancia de 
la Administración 
Pública. 

Cámara de Repre-
sentantes de terna 
presentada por el 
presidente de la 
república.

Procuradores

. Jaime Serrano Rueda 1974 - 1978.

. Guillermo González Charry 1978 - 
1982.

. Carlos Jiménez Gómez 1982 - 1986.

. Carlos Mauro Hoyos 1986 - 1987.

. Horacio Serpa Uribe 1987 - 1988.

. Alfonso Gómez Méndez 1988 - 1990.

Viceprocuradores

. Humberto Rueda Silva 1975 - 1978.

. Susana Bárbara Montes de Echeverry 
1978 - 1982.
. Abraham Hernando Baquero Borda 
1982.
. Jaime Ossa Arbeláez 1982 - 1985.
. Jaime Hernández Salazar 1985 - 1986.
. Alfredo Gutiérrez Márquez 1986 - 
1988.
. José Luján Zapata 1988.
. Omar Henry Velasco Ramírez 1988 - 
1989.

Encargado del juzgamiento del 
procurador. El procedimiento no tiene 
variaciones.

Nueva 
Constitución 
Política de 
Colombia: 1991 
a 2009

La Constitu-
ción de 1991 
modificó 
ampliamente 
la estructura 
de ministerio 
público y las 
funciones de la 
Procuraduría 
General de la 
Nación bajo 
tres figuras 
(preventiva, 
intervención y 
disciplinaria).

Fin del Apartheid en 
Sudáfrica (1992).

Crisis asiática (1997).

Destrucción de las Torres 
Gemelas (2001).

Crisis de Argentina 
(2002).

Tsunami Indonesia 
(2004).

Huarcán Katrina (2005).

Recesión en Estados 
Unidos (2007).

Cambio climático y 
calentamiento global.

Crecimiento econó-
mico (2004 a 2007).

Escándalo de la para-
política.

Surgimiento y colapso 
de las pirámides.

Muerte de Tirofijo 
(2008).

Muerte de Raúl Reyes 
(2010).

Escándalo de falsos 
positivos (2010).

Escándalos de corrup-
ción en salud, Agro 
Ingreso Seguro y ca-
rruseles de la contra-
tación (2010, 2011).

A través de la Constitu-
ción de 1991 se establece 
que Colombia es un 
Estado social de derecho, 
modificando la concep-
ción planteada en la ante-
rior Constitución. De tal 
manera que dicho avance 
es fundamental para en-
tender el rol y el funciona-
miento de las institucio-
nes del Estado, en cuanto 
no solo se reconocen una 
serie de derechos sino, 
también, su legitimidad, 
eficacia, protección y 
otorgamiento efectivo 
de los mismos. Por otra 
parte, es un concepto que 
recoge los principios de 
igualdad y libertad pro-
venientes del Estado de 
derecho con los ideados 
por movimientos socia-
listas, socialdemócratas 
y organizaciones interna-
cionales soportadas en la 
defensa y la garantía del 
bienestar y de los dere-
chos humanos.

Constitución de 
1991.

Reformas 
constitucionales 
sobre reelección 
presidencial, 
transferencias, 
regalías y polí-
tica.

Ley 201 de 1995 (auto-
nomía administrativa, 
financiera, presupuestal 
y técnica de la Procu-
raduría; creación del 
IEMP).

Decreto 262 de 2000 
(estructura de la Pro-
curaduría, creación de 
Procuradurías Delegadas 
para la Vigilancia Admi-
nistrativa, Judicial y Mo-
ralidad Pública; creación 
de la Sala Disciplinaria 
y de la Procuraduría 
Auxiliar de Asuntos Dis-
ciplinarios; desaparecen 
las procuradurías depar-
tamentales y metropo-
litanas; homologación 
de la clasificación de 
servidores con la rama 
ejecutiva.

Ley 1367 de 2009 (se 
implementa y se forta-
lece la conciliación en la 
jurisdicción contencioso 
administrativa.

. Procurador Gene-
ral de la Nación.

. Defensor del 
Pueblo.

. Personeros muni-
cipales.

Según la Ley 201 de 
1995: vigilar la con-
ducta oficial de fun-
cionarios y empleados 
públicos; propender 
por la eficacia en el 
orden jurídico, dere-
chos humanos e inte-
reses de la sociedad.

En el Decreto 262 
de 2000: defensa de 
los derechos funda-
mentales e interés 
público; vigilancia 
del cumplimiento de 
deberes y responsabi-
lidades; lucha contra 
la corrupción y la im-
punidad; vigilancia de 
la función y gestión 
pública, y defender el 
patrimonio público y 
los intereses colecti-
vos: Además, está la 
labor de conciliación 
en derecho.

Elige el Senado de 
la República de 
terna presentada 
por el presidente 
de la república, la 
Corte Suprema de 
Justicia y el Conse-
jo de Estado.

Procuradores

. Carlos Gustavo Arrieta 1990 - 1994.

. Orlando Vásquez Velásquez 1994 - 
1997.

. Jaime Bernal Cuellar 1997 - 2001.

. Edgardo José Maya Villazón 2001 - 
2008.

Viceprocuradores

. Miryam Ramos de Saavedra 1989 - 
1993.
. Álvaro Mauricio Echeverry Gutiérrez 
1993 - 1994.
. Orlando de Jesús Solano Bárcenas 
1994 - 1996.
. Luis Eduardo Montoya Medina 1996 
- 1997.
. Luis Eduardo Montealegre Lyneth 
1997 - 2001. 
. Carlos Arturo Gómez Pavajeau 2001 
- 2009.

Encargado del juzgamiento del pro-
curador.  La Corte Suprema de Justicia 
es la encargada de dicho procedimien-
to con previa acusación por parte del 
fiscal general de la nación.
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Etapa Descripción Escenario  
internacional

Entorno 
nacional Concepción del Estado Desarrollo 

constitucional Desarrollo legislativo
Integrantes del 

ministerio 
público

Funciones de la 
Procuraduría

Origen del  
nombramiento  
del procurador

Procuradores

Pos-Frente 
Nacional: 1975 
a 1991

La institución 
modernizó 
la estructura 
organizacional 
y se enfrentó 
al desafío de la 
lucha contra 
el narcotráfico 
promoviendo 
la defensa de 
los derechos 
humanos.

Periodo de la década 
perdida del 80.

Crisis petrolera (1979).

Revolución islámica en 
Irán (1979).

Guerra del Golfo Pérsico: 
Irán - Irak (1980).

Surgimiento y auge del 
modelo neoliberal.

Guerra de Las Malvinas 
(1982)

Hambruna en África 
(1984).

Terremoto en México 
(1985).

Explosión en Chernóbil 
(1986)
Crisis en la Bolsa de Nue-
va York (1987).

Perestroika en Rusia 
(1988).

Caída del Muro de Berlín 
(1989).

Bonanza cafetera 
(1975 a 1977).

Crisis del sector finan-
ciero (1982 a 1985).

Ajuste de economía, 
Fondo Monetario 
Internacional - FMI 
(1983).

Toma del Palacio de 
Justicia (1985).

Elección popular de 
alcaldes (1988).

Oleada terrorista del 
narcotráfico. Asesi-
nato del procurador 
general, Carlos Mauro 
Hoyos (1988).

Asesinato de candi-
datos presidenciales: 
Luis Carlos Galán 
(1989,) y Carlos Piza-
rro y Bernardo Jarami-
llo (1990).

Proceso de paz con el 
M-19 (1990) y otros 
grupos guerrilleros.

A nivel local, distintos 
procesos configuran el 
modelo de Estado predo-
minante en la década de 
los sesenta y ochenta. No 
obstante, hay un elemen-
to que atraviesa todo este 
periodo y es la compleji-
zación de la administra-
ción y de la estructura 
estatal. En primer lugar, 
durante los años ochenta 
se debilitan las capaci-
dades de los países para 
estabilizar sus economías 
internas, lo que deja al 
Estado a merced de una 
impredecible economía 
mundial sujeta a un mer-
cado mundializado. En 
segundo lugar, procesos 
previos provenientes de 
años anteriores como el 
aumento de la población, 
los altos flujos migrato-
rios hacia las ciudades y 
la creciente necesidad 
de servicios públicos y 
servicios de atención 
pública redundaron en 
una presión constante 
sobre el Estado para que 
hiciera más efectiva y 
eficiente sus políticas en la 
sociedad. Como parte de 
esos esfuerzos, la descen-
tralización y la desconcen-
tración surgieron como 
opciones para modernizar 
las instituciones de go-
bierno.

Acto Legislati-
vo n.º 1 (4 de 
diciembre de 
1979).

Decreto Extraordinario 
1960 de 1978 (adminis-
tración de personal del 
ministerio público).

Decreto 01 de 1984: 
Código Contencioso 
Administrativo (deberes 
y facultades del ministe-
rio público).

Ley 4 de 1990 (ade-
cuación del ministerio 
público, función de 
vigilancia administrativa 
y judicial procuradores 
departamentales, inten-
denciales, comisariales y 
provinciales; creación de 
las Procuradurías Delega-
das de la Defensa de los 
Derechos Humanos, para 
Asuntos Penales, Civil, 
fortalecimiento de la 
Oficina de Investigacio-
nes Especiales, creación 
de la Veeduría, creación 
de unidades asesoras y 
coordinadoras, y reorga-
nización de la División 
de Registro y Control).

. Procurador Gene-
ral de la Nación.

. Fiscal General de la 
Nación.

. Procuradores 
regionales, seccio-
nales y provinciales.

. Personeros distrital 
y municipales.

. Defensa de los dere-
chos humanos.

. Efectividad de las 
garantías sociales.

. Defensa de los inte-
reses de la nación.

. Defensa del patri-
monio del Estado.

. Supervigilancia de 
la Administración 
Pública. 

Cámara de Repre-
sentantes de terna 
presentada por el 
presidente de la 
república.

Procuradores

. Jaime Serrano Rueda 1974 - 1978.

. Guillermo González Charry 1978 - 
1982.

. Carlos Jiménez Gómez 1982 - 1986.

. Carlos Mauro Hoyos 1986 - 1987.

. Horacio Serpa Uribe 1987 - 1988.

. Alfonso Gómez Méndez 1988 - 1990.

Viceprocuradores

. Humberto Rueda Silva 1975 - 1978.

. Susana Bárbara Montes de Echeverry 
1978 - 1982.
. Abraham Hernando Baquero Borda 
1982.
. Jaime Ossa Arbeláez 1982 - 1985.
. Jaime Hernández Salazar 1985 - 1986.
. Alfredo Gutiérrez Márquez 1986 - 
1988.
. José Luján Zapata 1988.
. Omar Henry Velasco Ramírez 1988 - 
1989.

Encargado del juzgamiento del 
procurador. El procedimiento no tiene 
variaciones.

Nueva 
Constitución 
Política de 
Colombia: 1991 
a 2009

La Constitu-
ción de 1991 
modificó 
ampliamente 
la estructura 
de ministerio 
público y las 
funciones de la 
Procuraduría 
General de la 
Nación bajo 
tres figuras 
(preventiva, 
intervención y 
disciplinaria).

Fin del Apartheid en 
Sudáfrica (1992).

Crisis asiática (1997).

Destrucción de las Torres 
Gemelas (2001).

Crisis de Argentina 
(2002).

Tsunami Indonesia 
(2004).

Huarcán Katrina (2005).

Recesión en Estados 
Unidos (2007).

Cambio climático y 
calentamiento global.

Crecimiento econó-
mico (2004 a 2007).

Escándalo de la para-
política.

Surgimiento y colapso 
de las pirámides.

Muerte de Tirofijo 
(2008).

Muerte de Raúl Reyes 
(2010).

Escándalo de falsos 
positivos (2010).

Escándalos de corrup-
ción en salud, Agro 
Ingreso Seguro y ca-
rruseles de la contra-
tación (2010, 2011).

A través de la Constitu-
ción de 1991 se establece 
que Colombia es un 
Estado social de derecho, 
modificando la concep-
ción planteada en la ante-
rior Constitución. De tal 
manera que dicho avance 
es fundamental para en-
tender el rol y el funciona-
miento de las institucio-
nes del Estado, en cuanto 
no solo se reconocen una 
serie de derechos sino, 
también, su legitimidad, 
eficacia, protección y 
otorgamiento efectivo 
de los mismos. Por otra 
parte, es un concepto que 
recoge los principios de 
igualdad y libertad pro-
venientes del Estado de 
derecho con los ideados 
por movimientos socia-
listas, socialdemócratas 
y organizaciones interna-
cionales soportadas en la 
defensa y la garantía del 
bienestar y de los dere-
chos humanos.

Constitución de 
1991.

Reformas 
constitucionales 
sobre reelección 
presidencial, 
transferencias, 
regalías y polí-
tica.

Ley 201 de 1995 (auto-
nomía administrativa, 
financiera, presupuestal 
y técnica de la Procu-
raduría; creación del 
IEMP).

Decreto 262 de 2000 
(estructura de la Pro-
curaduría, creación de 
Procuradurías Delegadas 
para la Vigilancia Admi-
nistrativa, Judicial y Mo-
ralidad Pública; creación 
de la Sala Disciplinaria 
y de la Procuraduría 
Auxiliar de Asuntos Dis-
ciplinarios; desaparecen 
las procuradurías depar-
tamentales y metropo-
litanas; homologación 
de la clasificación de 
servidores con la rama 
ejecutiva.

Ley 1367 de 2009 (se 
implementa y se forta-
lece la conciliación en la 
jurisdicción contencioso 
administrativa.

. Procurador Gene-
ral de la Nación.

. Defensor del 
Pueblo.

. Personeros muni-
cipales.

Según la Ley 201 de 
1995: vigilar la con-
ducta oficial de fun-
cionarios y empleados 
públicos; propender 
por la eficacia en el 
orden jurídico, dere-
chos humanos e inte-
reses de la sociedad.

En el Decreto 262 
de 2000: defensa de 
los derechos funda-
mentales e interés 
público; vigilancia 
del cumplimiento de 
deberes y responsabi-
lidades; lucha contra 
la corrupción y la im-
punidad; vigilancia de 
la función y gestión 
pública, y defender el 
patrimonio público y 
los intereses colecti-
vos: Además, está la 
labor de conciliación 
en derecho.

Elige el Senado de 
la República de 
terna presentada 
por el presidente 
de la república, la 
Corte Suprema de 
Justicia y el Conse-
jo de Estado.

Procuradores

. Carlos Gustavo Arrieta 1990 - 1994.

. Orlando Vásquez Velásquez 1994 - 
1997.

. Jaime Bernal Cuellar 1997 - 2001.

. Edgardo José Maya Villazón 2001 - 
2008.

Viceprocuradores

. Miryam Ramos de Saavedra 1989 - 
1993.
. Álvaro Mauricio Echeverry Gutiérrez 
1993 - 1994.
. Orlando de Jesús Solano Bárcenas 
1994 - 1996.
. Luis Eduardo Montoya Medina 1996 
- 1997.
. Luis Eduardo Montealegre Lyneth 
1997 - 2001. 
. Carlos Arturo Gómez Pavajeau 2001 
- 2009.

Encargado del juzgamiento del pro-
curador.  La Corte Suprema de Justicia 
es la encargada de dicho procedimien-
to con previa acusación por parte del 
fiscal general de la nación.
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¿Cuándo el juez administrativo puede 
declarar nulo un fallo disciplinario por su 
interpretación jurídica?
Carlos Arturo Duarte 
Martínez1

Una de las últimas fronteras 
que el derecho disciplinario tie-
ne que delinear para lograr su 
completa independencia como 
rama del ordenamiento jurídi-
co colombiano, se decide en 
los escenarios de la jurisdicción 
contenciosa administrativa en 
la que se discute la validez de 
los fallos disciplinarios conteni-
dos en actos administrativos.

En los últimos diez años 
se ha avanzado en el debate 
sobre la existencia de límites 
para el juez administrativo al 
momento de ejercer el con-
trol de legalidad de los actos 
administrativos disciplinarios. 
La tesis que se ha consolidado 
en la doctrina reconoce que 
las sanciones disciplinarias que 
imponen las dependencias del 
ministerio público y las oficinas 
de control interno disciplina-
rio son actos administrativos, 
como resultado del ejercicio 
de la función administrativa.

Pero también, debido a que 
el desempeño de la potestad 
disciplinaria entraña una admi-
nistración de justicia en sentido 
material, al juez administrativo 
se le presentan dos límites in-
franqueables: (i) la valoración 
racional de las pruebas, y (ii) la 
interpretación jurídica realizada 
por la autoridad disciplinaria 
para justificar las sanciones im-
puestas. En caso de verificar si 
en estos puntos se respetan las 
reglas de la argumentación jurí-

1  Docente de la Facultad de Derecho de 
la Universidad Autónoma de Bucaramanga. Co-
rreo: cduarte3@unab.edu.co

dica, el juez administrativo no 
podrá alterar las conclusiones 
que contiene el acto adminis-
trativo disciplinario.

La Sección Segunda del 
Consejo de Estado, por su par-
te, no ha tenido una tendencia 
jurisprudencial uniforme en el 
punto de los límites del control 
de legalidad de las sanciones 
disciplinarias contenidas en 
actos administrativos. Ello es 
en particular visible en las sen-
tencias del periodo 2014-2015, 
en el cual llegó a sostener que 
no existía límite alguno para el 
juez administrativo al realizar 
el control a los actos adminis-
trativos disciplinarios, al punto 
que todo su contenido resulta-
ba ser campo de revisión. 

En 2016, la Sección Segun-
da inicialmente volvió a la tesis 
que sostuvo hasta 2013 según 
la cual no puede concebirse el 
control judicial como una ter-
cera instancia disciplinaria en la 
que pueden revisarse todos los 
fundamentos de las sanciones 
disciplinarias. Empero, en Sen-
tencia de Unificación del 09 de 
agosto de 2016, la Sala Plena de 
lo Contencioso Administrativo 
unificó los dispares criterios en 
la materia al asumir la tesis del 
«control judicial integral» de 
los actos administrativos san-
cionatorios disciplinarios, en 
la que: (i) se niega la existencia 
de límites a la competencia del 
juez administrativo, (ii) los fallos 
disciplinarios no son decisiones 
judiciales, (iii) y sus interpreta-
ciones no se sustentan en la in-
dependencia e imparcialidad, y 
que (iv) «La interpretación nor-
mativa (...) hecha en sede disci-

plinaria, es controlable judicial-
mente en el marco que impone 
la Constitución y la ley». 

Esta última referencia no 
cierra el debate sobre el repro-
che que pueda llegar a hacer el 
juez administrativo frente a la 
interpretación jurídica del acto 
administrativo disciplinario; y 
tampoco deja atrás la jurispru-
dencia constitucional que ha 
identificado al ejercicio de la 
potestad disciplinaria como 
una expresión de la adminis-
tración de justicia en sentido 
material (la carga de transpa-
rencia no es satisfecha por par-
te del Consejo de Estado).

En las siguientes líneas se 
participa en ese debate para 
señalar que, a la hora de eva-
luar la interpretación jurídica 
que sustenta el fallo discipli-
nario, debe seguirse la teoría 
de la interpretación jurídica 
defendida por el positivismo 
normativista de Hans Kelsen, 
presente, por ejemplo, al de-
sarrollo que la Sección Tercera 
del Consejo de Estado le ha 
dado a la noción del error ju-
dicial por la interpretación en 
el ámbito de la responsabilidad 
patrimonial del Estado-juez.

1. El fallador disciplinario: 
¿interprete jurídico?

Lo que lleva a tener a la inter-
pretación jurídica que realiza 
la autoridad disciplinaria como 
un límite para el juez adminis-
trativo, radica en el reconoci-
miento por parte de la Corte 
Constitucional que el ejercicio 
de la potestad disciplinaria es 
una expresión de la adminis-

tración de justicia en sentido 
material, debido a que:2 (i) «se 
imputa la comisión de con-
ductas que han sido tipifica-
das como faltas» disciplinarias, 
(ii) el proceso disciplinario se 
desarrolla para demostrar su 
comisión, (iii) en él se decide la 
imposición de sanciones, y (iv) 
«las autoridades disciplinarias 
despliegan una actividad con 
contenidos materiales propios 
de la función de administrar 
justicia».

Se tiene entonces que el 
fallador disciplinario adquiere su 
condición especial por la inelu-
dible labor de intérprete jurídico, 
pues al momento de adoptar 
decisiones condenatorias el al-
cance de las normas jurídicas no 
siempre es preestablecido. Pero 
la plena condición de juez no es 
reconocida al fallador disciplina-
rio, pues más allá que decide so-
bre la afectación de derechos de 
los sujetos disciplinables, impo-
niendo sanciones aún en contra 
de la voluntad de ellos, no tiene 
a cargo la resolución de litigios, 
ni sus decisiones hacen tránsito 
a cosa juzgada. 

2  Corte Constitucional. Sentencia C-014 de 
2004 (M. P.: Jaime Córdoba Triviño). 

«(...) la plena condición de juez no es 
reconocida al fallador disciplinario, pues 
más allá que decide sobre la afectación 
de derechos de los sujetos disciplinables, 
imponiendo sanciones aún en contra de 
la voluntad de ellos, no tiene a cargo la 
resolución de litigios, ni sus decisiones 
hacen tránsito a cosa juzgada». 
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2. La modulación 
del control del juez 
administrativo frente a 
la interpretación jurídica 
del fallo disciplinario

Empero, la doctrina iusdisci-
plinarista ha indicado que el 
control ante la jurisdicción de 
lo contencioso administrati-
vo no puede socavar, sin más, 
cualquier interpretación jurídi-
ca adoptada por el fallador dis-
ciplinario, y ello se materializa 
en que el juez administrativo 
debe respetar la interpretación 
de las normas realizada por el 
fallador disciplinario que sus-
tentan su decisión, «salvo que 
se constate su desvío de los 
cánones de hermenéutica»3, 
como respuesta al diseño ins-
titucional de la Constitución 
de 1991.

Gómez Pavajeu sintetiza 
la jurisprudencia constitucio-
nal en la materia y señala que el 
carácter ínsito del fallador disci-
plinario como hermeneuta per-
mite invalidar sus fallos cuando 
se sustenten en una interpre-
tación que resulta: (i) «abier-
tamente contradictoria con el 
contenido de la norma cuyo al-
cance dice fijar» o (ii) «incom-
patible con la Constitución».4

3. Una línea decisoria 
hacia el futuro para la 
Sección Segunda del 
Consejo de Estado

Pese a lo anterior, aún en even-
tos en los que los falladores dis-
ciplinarios adopten interpreta-
ciones jurídicas siguiendo o no 
directrices del procurador gene-
ral de la nación, debe identificar-
se un parámetro que permita in-

3  Gómez Pavajeau, Carlos Arturo. Control 
contencioso y justicia disciplinaria. Alcaldía de 
Bogotá, Bogotá, 2010, P. 28.

4  Ibíd., P. 26. Este criterio también es defen-
dido por Roa Salguero, David. La jurisprudencia 
del Consejo de Estado y sus recientes aportes al 
derecho disciplinario. En: Revista Derecho Penal y 
Criminología. N.º. 94 (ene-jun, 2012) P. 120.

validar los actos administrativos 
sancionatorios disciplinarios. Se 
propone que se siga de cerca a la 
jurisprudencia de la Sección Ter-
cera del Consejo de Estado que 
ha desarrollado el «principio de 
unidad de respuesta correcta o 
de unidad de solución justa», 
a fin de identificar cuándo el 
Estado-juez incurre en un error 
judicial por la interpretación ju-
rídica. 

En Sentencia del 02 de 
mayo de 2007,5 la Sección Ter-
cera indicó que pueden existir 
frente a un mismo problema 
jurídico soluciones razonables 
pero diferentes: «todas jurídi-
camente admisibles en cuan-
to correctamente justificadas. 
Entonces, sólo las decisiones 
carentes de este último ele-
mento —una justificación o 
argumentación jurídicamente 
atendible— pueden conside-
rarse incursas en error judicial».
De lo anterior puede concluirse 
que se incurre en error jurisdic-
cional cuando: (i) se adopte una 
decisión que no se corresponda 
con la única respuesta, si es que 
esta es posible, o que (ii) no es 
justificable correctamente den-
tro del marco de soluciones ra-
zonables que el marco jurídico 
le plantea al juez.

Este desarrollo jurispruden-
cial se apoya en el positivismo 
normativista que niega la exis-
tencia de únicas respuestas en 
el derecho para todos los pro-
blemas jurídicos. El positivismo 
jurídico plantea la existencia de 
la discrecionalidad en el ámbi-
to de la interpretación jurídica. 
Hans Kelsen la explica al enmar-
car la labor de interpretación 
jurídica dentro del proceso de 
aplicación del sistema jurídico 
jerarquizado. La relación entre 
las normas superiores e infe-
riores del derecho, dice el auto 

5  Consejo de Estado. Sección Tercera. C. 
P.: Mauricio Fajardo Gómez. Sentencia del 2 de 
mayo de 2007. Exp.: 15776.

austriaco, es de determinación: 
las primeras determinan en al-
gunas veces el contenido de las 
normas inferiores que se deben 
producir.

La interpretación jurídica 
surge debido a que la «norma 
de rango superior no puede 
determinar en todos los senti-
dos el acto mediante el cual se 
aplica».6 Esta indeterminación 
puede ser: (i) intencional  a fin 
de que la norma individual que 
surja continúe el proceso de 
determinación de las normas 
jurídicas, o (ii) no intencional, 
como consecuencia no busca-
da, que se deriva de la ambi-
güedad de las palabras a través 
de las cuales la norma jurídica 
se exterioriza. Este evento se da 
cuando «el sentido lingüístico 
de la norma no es unívoco»; lo 
que lleva a que el órgano que 
tiene que aplicar la norma se 
encuentre ante varios significa-
dos posibles.

Ante esta situación, el de-
recho termina presentándose 
al intérprete como un marco 
en el cual caben varias posibi-
lidades de aplicación. Podrán 
seguirse tantas interpretacio-
nes como «diferentes signifi-
cados lingüísticos de la norma 
jurídica». Por tanto, la interpre-
tación jurídica: 

(…) no conduce necesa-
riamente a una decisión única, 
como si se tratara de la única 
correcta, sino probablemen-
te a varias,  todas las cuales… 
tienen el mismo valor, aunque 
solo una de ellas se convertirá 
en derecho positivo en el acto 
del órgano de aplicación de 
derecho, en especial.7

Así pues, en el ámbito de 
la responsabilidad del Estado, 
no puede derivarse una conde-

6  Kelsen, Hans. Teoría pura del derecho. 16.ª 
Ed., Editorial Porrúa, México D. F., 2011, P. 350.

7  Ibíd., PP. 351 a 352.

na dentro del medio de control 
de reparación directa cuando el 
Estado-juez ha llenado el marco 
jurídico con una interpretación 
admisible por el mismo derecho.

Y teniendo en cuenta que 
las autoridades administrativas 
cuando ejercen potestad disci-
plinaria, y debido a su condi-
ción de hermeneutas de la ley 
disciplinaria administran jus-
ticia en sentido material, para 
validar sus fallos disciplinarios 
no pueden adoptar interpreta-
ciones  contrarias a la ley. Así, 
los fallos disciplinarios deben 
ser invalidados por el juez ad-
ministrativo solo cuando: (i) 
existe para el caso una única 
respuesta correcta, y la auto-
ridad disciplinaria decide con 
otra diferente, o (ii) hay varias 
respuestas posibles desde el 
sistema jurídico, y dicha auto-
ridad adopta una disconforme 
a aquellas.

La Sección Segunda debe 
seguir la jurisprudencia de la 
Sección Tercera del Consejo 
de Estado, debido a que jueces 
y autoridades administrativas 
disciplinarias son, frente a la 
ley, dos especies de hermeneu-
tas, con las diferencias ya ano-
tadas. Con esto se da una po-
sición institucional adecuada 
al ejercicio de la potestad dis-
ciplinaria, pues impone límites 
claros al control que hace el 
juez administrativo de los fa-
llos disciplinarios, y previene la 
arbitrariedad a excluir interpre-
taciones que puedan derivarse 
de la aplicación de ciertos mé-
todos hermenéuticos que no 
tengan como fundamento el 
derecho positivo.

Además, con la apuesta 
por positivismo normativista 
se gana en seguridad jurídica, 
pues la única o las varias res-
puestas posibles existen en la 
medida en que las disposicio-
nes normativas admitan una o 
varias interpretaciones.
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El papel del cooperativismo colombiano en 
el posacuerdo
German Torres Triviño1

El cooperativismo, considerado 
como la tercera vía entre el ca-
pitalismo y el socialismo, don-
de se integra la fuerza solidaria 
de los que están excluidos del 
crédito financiero y no tienen 
las suficientes garantías para 
sustentarlo, aparece dentro del 
contexto de lo que se deno-
mina como posacuerdo, pues 
desde ahora se debe aceptar la 
existencia del conflicto, pero ya 
no a dirimir de manera violen-
ta o a través de las armas, sino 
dentro de los escenarios que 
permite la democracia y la con-
troversia pacífica.

Se plantea que para evi-
tar que los hombres y mujeres 
que se van a desmovilizar, de 
las Fuerzas Armadas Revolu-
cionarias de Colombia (farc), 
continúen en la ilegalidad y la 
delincuencia, el Estado les pro-
porcione las herramientas para 
generar proyectos asociativos 
y de economía social como 
las cooperativas que hoy son 
de importancia fundamental 
para determinados y amplios 
grupos de la sociedad en todo 
el mundo, y que se basan en 
principios sublimes de solida-
ridad y participación colectiva 
para obtener ciertos beneficios 
económicos y sociales que se-
rían difíciles de lograr si no 
existieran estas instituciones.

1  Economista de la Universidad Externado 
con estudios en antropología de la Universidad 
Nacional de Colombia; con maestría en pro-
blemas económicos, financieros y de relaciones 
internacionales del Instituto de Altos estudios 
para el Desarrollo (Iade) - Instituto de Estudios 
Políticos de París y Universidad Externado de 
Colombia; especialista en administración y pla-
nificación del desarrollo regional del Cider de la 
Universidad de los Andes; investigador del IEMP, 
consultor y docente en diferentes centros de 
educación superior de Bogotá. 

También se hace mención 
de que en el conflicto deben 
existir, pero dentro de cierto 
marco legal e institucional, y 
que es necesario que otras or-
ganizaciones como el Ejército 
de Liberación Nacional (eln) 
se involucren en un proceso de 
paz y firmen posacuerdos para 
acallar las armas y finalizar una 
confrontación fratricida que ya 
no tiene sentido en Colombia.

Introducción

El siguiente artículo tiene como 
objetivo central el análisis de las 
posibilidades y el papel que el 
cooperativismo en Colombia 
va a jugar en el posacuerdo, por 
tanto, es una mirada prospectiva 
que ojalá sirva para la reflexión 
de los estudiosos del tema.

Inicialmente, se requiere 
hacer claridad, de manera es-
pecífica, sobre el concepto de 
posconflicto que tanto se utili-
za en el argot cotidiano, en los 
medios de comunicación y en 
los enunciados de autoridades 
y representantes del Gobierno, 
incluso de la guerrilla.

Es importante no sola-
mente partir del hecho de que 
el conflicto es connatural a la 
existencia humana, sino que lo 
que se requiere es canalizarlo 
de manera normal, legítima y 
sin polarización, que es lo que 
desde hace muchos años no se 
logra en nuestra sociedad, sino 
a través de la confrontación ar-
mada o violenta.

Esto, en consonancia con 
Estalinao Zuleta, quien en su 
libro Colombia, violencia, de-
mocracia y derechos humanos, 
editado al fragor de la Consti-
tución de 1991, plantea la nece-

sidad del conflicto como ele-
mento principal para tramitar 
las pequeñas y grandes oposi-
ciones de manera no violenta 
al interior de la sociedad. 

Se deben dejar aflorar 
los conflictos para darles un 
tratamiento y eso lleva im-
plícito un Estado que dé un 
espacio legal donde el ciuda-
dano tenga derecho a pensar 
por sí mismo y defender sus 
creencias. [Para luego añadir] 
Los conflictos no son una 
mala cosa, ellos deben ser la 
base sobre la que se levanta 
la sociedad (…) Una socie-
dad no conflictiva es algo tan 
absurdo como un individuo 
sin angustias y fantasmas: la 
sociedad no puede seguir 
pensándose como una ar-
monía de idilios sin sombras. 
(Zuleta E., 1999, p. 10). 

Por tanto, la importancia 
de los conflictos que necesa-
riamente se dan en la vida y las 
relaciones humanas es que se 
puedan dirimir dentro de las le-
yes y normas que eximen la con-

frontación violenta, en este caso 
la armada, fuera de cualquier 
protocolo, y donde se vulnera 
permanentemente el derecho 
internacional humanitario.

¿Por qué posacuerdo y 
no posconflicto?

Se designa como posacuerdo no 
solo porque aún subsisten gru-
pos armados tanto de izquierda 
como de derecha (Bacrim), o de 
delincuencia, que pueden echar 
por la borda los intentos de 
mantener una paz en un con-
texto de debate civilizado, sino 
también porque lo que se va 
a firmar es un acuerdo entre el 
grupo insurgente que lleva más 
de medio siglo controvirtiendo 
el modelo y el régimen político 
y social instaurado en Colombia, 
no solo dentro del marco cons-
titucional y democrático, sino 
mediante la lucha armada y las 
fuerzas del Estado y la sociedad 
civil que este representa. 

Por otro lado, si considera-
mos las experiencias de posa-
cuerdo que pueden servir de re-
ferente al proceso de paz —eso 
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«(…) la importancia de los conflictos que necesariamente se dan en la vida y las 
relaciones humanas es que se puedan dirimir dentro de las leyes y normas que eximen la 
confrontación violenta, en este caso la armada, fuera de cualquier protocolo, y donde se 
vulnera permanentemente el derecho internacional humanitario».
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sí, teniendo en cuenta las carac-
terísticas típicas del nuestro— 
como el caso de El Salvador y 
Guatemala, luego de firmados 
los acuerdos, no solo se espera 
el cumplimiento de los mismos, 
tanto por parte del Gobierno 
y de la guerrilla así como de la 
sociedad civil, sino también se 
deben impulsar proyectos aso-
ciativos, pues no de otra manera 
se puede evitar que los desmovi-
lizados migren hacia la ilegalidad 
y la delincuencia de nuevo.

Partiendo de estas aclara-
ciones podemos indicar algunas 
oportunidades que, como cual-
quier crisis, nos ofrece el escena-
rio actual del acuerdo de paz, a 
saber: dejación de armas y des-
movilización de cerca de 10 000 
combatientes, y también la ne-
cesaria inclusión de las víctimas 
de esta guerra fratricida en pro-
yectos que generen recursos y 
cohesión social; y aquí es donde 
la denominada tercera vía o eco-
nomía solidaria puede jugar un 
papel fundamental y estratégico 
en la ambientación y afinca-
miento de la paz en Colombia.

Desde varias perspectivas 
se considera que el cooperati-
vismo nace como una respues-
ta al abuso del capitalismo en 
Inglaterra, tras la revolución in-
dustrial, pero también frente a 
la estatización socialista y la bu-
rocratización centralizada. «En 
coherencia con una mirada de 
avanzada desde lo ideológico y 
lo doctrinario, varios estudiosos 
y pensadores han situado desde 
sus inicios al movimiento coo-
perativo en el centro del cambio 
social». (Coomeva, 2010, p. 1).

De esta manera, la propues-
ta va dirigida a profundizar en el 
enfoque o en el modelo coope-
rativo para que se aplique como 
una solución eficiente y produc-
tiva para el futuro de los excom-
batientes, entre otras cosas, para 
aprovechar la organización por 
núcleos y escuadras que, si bien 

proviene de la organización mili-
tar de tipo jerárquica y de man-
do piramidal, también ha propi-
ciado cierto tejido social de tipo 
asociativo, que no viene al caso 
determinar si fue o no eficaz, 
sino que de allí se puede aprove-
char cierto nivel de solidaridad y 
entrelazamiento social que sirve, 
con otros objetivos, de sustento 
a la economía solidaria, que es la 
base del cooperativismo.

Si consideramos las reglas 
básicas del cooperativismo 
que se gestó en Rochdale por 
los trabajadores cesantes que 
se asociaron a la considerada, 
históricamente, primera estruc-
tura cooperativa en el mundo 
y a sus reglas, que la Alianza 
Cooperativa Internacional (aci) 
ha adecuada a los nuevos tiem-
pos, desde 1937 y ajustado en 
1966, podemos afirmar que la 
naturaleza de estas organizacio-
nes se ajusta a las posibilidades 
y bondades que se desprenden 
del posacuerdo con los siguien-
tes principios:

 • Adhesión libre y voluntaria. 
 • Organización democrática. 
 • Limitación del interés al 

capital. 
 • Distribución de exceden-

tes entre asociados en propor-
ción a las operaciones. 
 • Promoción de la educación. 
 • Integración cooperativa.

Finalmente, en 1995, el 
Congreso de la aci, realizado en 
Manchester, Inglaterra, aprobó 
siete nuevos principios: 

 • Adhesión voluntaria y 
abierta.

 • Gestión democrática por 
parte de los asociados.

 • Participación económica 
de los asociados.

 • Autonomía e indepen-
dencia.

 • Educación, formación e 
información.

 • Cooperación entre coo-
perativas.

 • Interés por la comunidad.

En conclusión, si bien la 
propuesta parece general no 
deja de ser realista, pues la es-
trategia de impulsar proyectos 
productivos ya se ha experi-
mentado posterior a la firma de 
la desmovilización de otros  ac-
tores armados como los deno-
minados grupos de autodefen-
sa, que  debido a la necesidad 
de mantener en el anonimato a 
los beneficiarios por seguridad 
no ha sido posible visibilizar. 

En este sentido, el Servicio 
Nacional de Aprendizaje (Sena) 
y otras entidades de empren-
dimiento promovieron los 
proyectos hace unos años que, 
como se explica, no han sido 
mostrados en toda su extensión, 
ni se les ha dado la profusión re-
querida, pero demuestran que la 
asociación, en la cual se sustenta 
el cooperativismo, sí puede ga-
rantizar que los proyectos colec-
tivos que se podrían desarrollar 
en el proceso de posacuerdo 
sean posibles y tengan gran po-
sibilidad de ser exitosos. 

Si bien el cooperativismo o 
el contexto de la denominada 
economía asociativa no consti-
tuye la panacea para que antici-
padamente garantice el éxito del 
posacuerdo, sí se propone como 
una alternativa para afincar la 
paz en Colombia y evitar que los 
desmovilizados del grupo guerri-
llero —que lleva más de medio 
siglo controvirtiendo a través de 
las armas al Gobierno y las insti-
tuciones—, una vez firmados los 
acuerdos de paz, se mantengan 
en  la ilegalidad o pasen a engro-
sar  los grupos de delincuencia 
organizada, o formen sus pro-
pios grupos, como se ha podido 
constatar en otros países como 
El Salvador y Guatemala donde 
se desmovilizaron las guerrillas a 
principios de la década de los 90.
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¿Se retorna a la centralización en Colombia 
y en América Latina? 
Germán Torres Triviño1

El artículo resulta de una invi-
tación del director del IEMP, 
Christian José Mora Padilla, 
dado su interés por la discu-
sión actual en los foros de in-
vestigación social en América 
Latina sobre la tendencia hacia 
la recentralización de la Admi-
nistración Pública en Latinoa-
mérica.

Se trata de un primer acer-
camiento con el objetivo de 
incentivar e iniciar la discusión 
y profundizar a través de los 
centros de investigación, entre 
ellos el IEMP, sobre un proceso 
que ha pasado desapercibido 
en Colombia, pero que se con-
vierte en un tema clave como 
es la recentralización  o vuelta 
a la Administración Pública 
centralizada, que se creía casi 
extinguida tras la firma de la 
Constitución de 1991.

Este examen integral pue-
de dar ciertas referencias reales 
sobre el camino recorrido en 
las reformas descentralizado-
ras y la fuerza que ha tomado 
en América Latina y Colombia 
el retorno hacia la recentraliza-
ción. Se requiere, por tanto, de 
una investigación que apunte 
a develar la naturaleza, los ele-
mentos y características del 
proceso de recentralización en 
Colombia.

1  Economista de la Universidad Externado 
con estudios en antropología de la Universidad 
Nacional de Colombia; con maestría en pro-
blemas económicos, financieros y de relaciones 
internacionales del Instituto de Altos estudios 
para el Desarrollo (Iade) - Instituto de Estudios 
Políticos de París y Universidad Externado de 
Colombia; especialista en administración y pla-
nificación del desarrollo regional del Cider de la 
Universidad de los Andes; investigador del IEMP, 
consultor y docente en diferentes centros de 
educación superior de Bogotá.

Introducción

El artículo se presenta a consi-
deración de otros estudiosos 
e investigadores del tema; está 
orientado a incentivar el análisis 
reflexivo y equilibrado del pro-
ceso de recentralización de las 
políticas públicas en América 
Latina, y develar algunos ele-
mentos estructurales que como 
estudio de caso se pueden en-
contrar en el proceso particular 
de Colombia.

En este «retorno» concu-
rren varios elementos genera-
les como la «bonanza» en los 
mercados internacionales de las 
materias primas que contribu-
yeron a un mayor crecimiento 
y desarrollo de las economías 
del subcontinente —y que no 
olvidemos provienen en su 
mayoría de las regiones de los 
países latinoamericanos—, así 
como el ascenso de gobiernos 
de tinte izquierdista y populista, 

junto con gobiernos de derecha 
con políticas heredadas del lla-
mado Consenso de Washington 
firmado en la década de 1990, 
que establecía ciertos lineamien-
tos hacia los tratados de libre 
mercado, de corte neoliberal 
en sus países.

A pesar de sus diferencias 
de enfoque y de visión de Es-
tado, coincidieron estas dos 
tendencias que gobiernan aún 
a países del subcontinente. Lo 
que se va examinar y confir-
mar es que ambos enfoques 
terminan migrando hacia la 
recentralización que antes se 
había declarado ineficiente y 
una de la grandes debilidades 
del Estado centralista hereda-
do de la misma época colonial, 
tendencia con diferentes gra-
dos, que se mantuvo durante 
la mayor parte del siglo xx en 
América Latina.

Por tanto, para poder de-
terminar con mayor aproxi-
mación el proceso de descen-

tralización que fue perdiendo 
fortaleza y vigor con la entrada 
del siglo xxi, no solamente en 
América Latina sino también, 
por ejemplo, en África, así 
como en algunas economías 
claves como Rusia y China, que 
venían de estructuras centrali-
zadas inspiradas en el dogma 
socialista, ahora, con la adop-
ción de una economía capita-
lista, habrían accedido momen-
táneamente a un proceso de 
descentralización que, en algu-
nos sectores y variables claves, 
siguen refugiados en una férrea 
recentralización que resulta de 
la ampliación y de las necesida-
des del mercado capitalista, a 
las cuales concurren estas dos 
potencias, que no se pueden 
evadir de las exigencia que tie-
ne la expansión de la economía 
multinacional en la actualidad.

Otro elemento predomi-
nante en este retroceso de la 
descentralización, hacia un re-
torno a la recentralización, es el 
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«Otro elemento predominante en este retroceso de la descentralización, hacia un retorno a la recentralización, es el de la corrupción que 
tanto en América Latina, en África y en los dos países antes señalados [Rusia y China], refuerza y termina sustentando el poderoso y manido 
argumento de que las decisiones y el manejo presupuestal deben regresar al nivel nacional (...)». 
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de la corrupción que tanto en 
América Latina, en África y en 
los dos países antes señalados, 
refuerza y termina sustentando 
el poderoso y manido argu-
mento de que las decisiones y 
el manejo presupuestal deben 
regresar al nivel nacional, pues 
la corrupción en los subniveles 
nacionales hace insostenible 
el crecimiento y desarrollo de 
las regiones y, por tanto, de los 
países latinoamericanos en su 
conjunto.

A este proceso que se ha vi-
vido en los últimos gobiernos en 
Colombia se le debe adicionar el 
fenómeno de los actores arma-
dos a nivel territorial, que ha inci-
dido en el aumento evidente de 
la corrupción, la malversación y 
uso indebido de los recursos del 
Estado a nivel territorial.

Pero, para entender este 
fenómeno que naturalmente 
termina restringiendo la auto-
nomía local, que en América 
Latina se pidió a gritos desde 
la década de los 80, tanto por 
parte de los grupos y partidos 
de izquierda como los de de-
recha, hay que resignificar o re-
definir la recentralización, pues 
este paso no se puede asociar 
mecánicamente a la centraliza-
ción que se dio desde principios 
del siglo xx en América Latina, 

Objetivo 7: Garantizar la 
sostenibilidad del medio am-
biente.

- Incorporar los principios 
del desarrollo sostenible en las 
políticas y los programas nacio-
nales y reducir la pérdida de re-
cursos del medio ambiente.

- Haber reducido y haber 
ralentizado considerablemente 
la pérdida de diversidad bioló-
gica en 2010.

- Reducir a la mitad, para 
2015, la proporción de personas 
sin acceso sostenible al agua 
potable y a servicios básicos de 
saneamiento.

- Haber mejorado conside-
rablemente, en 2020, la vida de 
al menos 100 millones de habi-
tantes de barrios marginales.

Objetivo 8: Fomentar una 
asociación mundial para el de-
sarrollo. 

- Desarrollar aún más un 
sistema comercial y financiero 
abierto, basado en normas, pre-
visible y no discriminatorio.

- Atender las necesidades 
especiales de los países menos 
adelantados.

- Atender las necesidades 
especiales de los países en de-
sarrollo sin litoral y los peque-
ños Estados insulares en desa-
rrollo (mediante el Programa 
de Acción para el desarrollo 
sostenible de los pequeños 
Estados insulares en desarrollo 
y los resultados del vigésimo 
segundo período extraordina-
rio de sesiones de la Asamblea 
General).

- Encarar de manera inte-
gral los problemas de la deuda 
de los países en desarrollo con 
medidas nacionales e interna-
cionales para que la deuda sea 
sostenible a largo plazo.

- En cooperación con las 
empresas farmacéuticas, pro-
porcionar acceso a los medi-
camentos esenciales en los 
países en desarrollo a precios 
accesibles.
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«La recentralización se define como una serie de cambios diseñados para revertir reformas 
previas que expandieron la autonomía de los gobiernos subnacionales y, por lo tanto, 
limitaron las prerrogativas del gobierno nacional" (Eaton y Dickovick, 2004, P. 94). 

pues hoy tiene otras particula-
ridades y características que la 
hace de naturaleza diferente y 
diversa, por lo que justifica una 
investigación seria y exhaustiva 
para redireccionar el proceso y 
obtener los mejores beneficios 
del actual proceso en que se ve 
embarcada la Administración 
Pública en todos los niveles, 
tanto en Colombia como en 
Latinoamérica.

También confluyen otros 
eventos para América Latina 
que los gobiernos se empeña-
ron y  acordaron cumplir, me-
diante la implementación de las 
políticas públicas y de profun-
dizar en las reformas aplazadas 
durante el siglo xx y cumplir, por 
ejemplo, con los ocho objetivos 
del milenio (odm) formulados 
por las Naciones Unidas en el 
2001. Para algunos estudiosos, 
las falencias y debilidades de la 
descentralización en América 
y Colombia podrían echarse al 
traste, o hacer fracasar los tiem-
pos definidos por las Naciones 
Unidos para el cumplimiento 
de los odm, que entre otras co-
sas se hace urgente solucionar 
de manera imprescindible en 
los niveles subnacionales donde 
son más notables y crónicos. En 
concreto se está hablando de 
los siguientes objetivos: 

Objetivo 1: Erradicar la po-
breza extrema y el hambre.

- Reducir a la mitad, entre 
1990 y 2015, la proporción de 
personas que sufren hambre.

- Reducir a la mitad, entre 
1990 y 2015, la proporción de 
personas cuyos ingresos son in-
feriores a un dólar diario.

- Conseguir pleno em-
pleo productivo y trabajo 
digno para todos, incluyendo 
mujeres y jóvenes, además 
rechazando rotundamente el 
trabajo infantil.

Objetivo 2: Lograr la ense-
ñanza primaria universal.

- Asegurar que en 2015, la 
infancia de cualquier parte, ni-
ños y niñas por igual, sean capa-
ces de completar un ciclo com-
pleto de enseñanza primaria.

Objetivo 3: Promover la 
igualdad entre los géneros y la 
autonomía de la mujer.

- Eliminar las desigualda-
des entre los géneros en la en-
señanza primaria y secundaria, 
preferiblemente para el año 
2005, y en todos los niveles de 
la enseñanza antes de finales de 
2015.

Objetivo 4: Reducir la 
mortalidad infantil.

- Reducir en dos terceras 
partes, entre 1990 y 2015, la 
mortalidad de niños menores 
de cinco años.

Objetivo 5: Mejorar la sa-
lud materna.

- Reducir en tres cuartas 
partes, entre 1990 y 2015, la 
mortalidad materna.

- Lograr el acceso universal 
a la salud reproductiva.

Objetivo 6: Combatir el 
vih/sida, el paludismo y otras 
enfermedades.

- Haber detenido y co-
menzado a reducir la propaga-
ción del vih/sida en 2015.

- Haber detenido y co-
menzado a reducir, en 2015, la 
incidencia de la malaria y otras 
enfermedades graves.
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- En cooperación con el 
sector privado, dar acceso a 
los beneficios de las nuevas 
tecnologías, especialmente 
las de la información y las co-
municaciones (Organización 
de Naciones Unidas - onu, 
2000).

Definición de la 
recentralización

«La recentralización se define 
como una serie de cambios 
diseñados para revertir refor-
mas previas que expandieron 
la autonomía de los gobiernos 
subnacionales y, por lo tanto, 
limitaron las prerrogativas del 
gobierno nacional" (Eaton y 
Dickovick, 2004, p. 94). 

Para que resulte claro, las 
políticas de recentralización 
son puestas en práctica cuan-
do las autoridades nacionales 
(los presidentes, en la mayo-
ría de los casos) actúan con la 
intención de reconquistar el 
poder sobre recursos y prerro-
gativas en los ámbitos admi-
nistrativos, fiscales y políticos 
que hasta el momento se en-
contraban bajo el control de 
las autoridades subnacionales 
como resultado de procesos 

descentralizadores ocurridos 
con anterioridad. 

A partir de la presente de-
finición debe quedar claro que 
la recentralización no es in-
trínsecamente equivalente a la 
centralización per se, dado que 
en el caso de la primera existe 
la intención de regresar a un 
statu-quo que se vio alterado 
cuando las políticas descen-
tralizadoras fueron puestas en 
práctica. También puede argu-
mentarse que, desde el punto 
de vista conceptual, y dado 
que las políticas recentraliza-
doras suponen una reducción 
en los niveles de autonomía 
de las unidades subnacionales, 
estas tenderán a ser resistidas 
por las autoridades subna-
cionales, ya que suponen una 
amenaza directa a su poder. 
Por eso, dichos intentos pue-
den llevar a un conflicto abier-
to entre niveles de gobierno 
y/o a procesos de negociación 
entre las partes como resul-
tado de los cuales los actores 
subnacionales acepten dichas 
limitaciones a sus poderes a 
cambio de beneficios de otro 
tipo (Eaton and Dickovick, 
2004; Dickovick, 2011a).

Debilidad fiscal y 
dependencia fiscal de 
los territorios

La sumatoria de los fenómenos 
antes anotados (el presidencia-
lismo, la desconfianza en los 
niveles intermedios de la Admi-
nistración Pública, corrupción 
a nivel regional, desconcentra-
ción y delegación sin recursos 
financieros para la provisión 
de servicios públicos a los ciu-
dadanos que ahora se encuen-
tran en lo local, así como una 
restricción de la autonomía e 
independencia frente a los ni-
veles centrales), hace necesario 
afirmar que en Colombia y, se-
guramente, en muchos países  
latinoamericanos, la descen-
tralización no se sustente en la 
generación de recursos propios 
por parte de los niveles locales 
debido, entre otros factores, a 
que los grandes propietarios, 
comerciantes e industriales, 
sobre todo a nivel territorial, se 
han negado sistemáticamente 
a pagar nuevos tributos, en la 
medida de sus capacidades, y 
siempre han alegado su crónica 
incapacidad, y por ello la mayo-
ría de los departamentos y mu-
nicipios, así como las entidades 
territoriales creadas a partir de 
la firma de la Constitución de 
1991 (como por ejemplo las En-
tidades Territoriales Indígenas 
- eti), se mantienen dependien-
do de las transferencias presu-
puestales del nivel central que, 
por este motivo, debió cerrar fi-
las para fortalecer los controles 
desde el nivel nacional.

El seguimiento, monito-
reo e intervención perma-
nentes se justifican para ga-
rantizar la gestión y el manejo 
transparente de los recursos 
financieros transferidos por la 
nación a las regiones.  

Por este y otros factores 
(como la poca generación de 
recursos propios), se ha mante-

nido, de alguna manera, la code-
pendencia tradicional agravada 
con el débil esfuerzo fiscal de 
las regiones y la codependencia 
mutua del nivel central y el terri-
torial, ya que en la primera se ge-
neran los principales tributos del 
país, mientras que, en consonan-
cia con la descentralización, es 
en las regiones donde los ciuda-
danos expresan sus demandas y 
necesidades, y los servicios de-
ben proveerse y acercarse más 
a estos ciudadanos y, a la vez, 
en las regiones están los recur-
sos naturales y materias primas 
que son imprescindibles para el 
funcionamiento de una econo-
mía globalizada como son los 
recursos extractivos, la agricultu-
ra comercial y el agua de la que 
dependen las grandes ciudades.

También, nos encontra-
mos frente a un fenómeno 
relevante en América Latina a 
partir de los cambios políticos 
de comienzos del siglo xxi, y es 
el estilo o el talante presidencial, 
pues en muchos casos, mien-
tras los gobiernos nacionales 
tienden a descentralizar cuan-
do enfrentan escenarios de 
declive político, los presidentes 
son adeptos a recentralizar una 
vez que han logrado estabilizar 
la economía luego de períodos 
de crisis con efectos hiperinfla-
cionarios.

En conclusión, si bien la des-
centralización no ha fracasado 
en América Latina, si ha perdido 
dinámica y fuerza debido a algu-
nos elementos estructurales de 
nuestras regiones y territorios, 
que no se previeron, y otros que 
se pensaban agotados o en tran-
ce de desaparición; esto, se debe 
analizar y explicar de acuerdo al 
contexto de grandes regiones y 
países, es decir, partiendo de las 
diferentes condiciones y  colora-
ciones nacionales.

En el caso de Colombia, los 
niveles subnacionales como es-
cenario de guerra entre grupos 
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«(...) la mayoría de los departamentos y municipios, así como las entidades territoriales 
creadas a partir de la firma de la Constitución de 1991 (como por ejemplo las Entidades 
Territoriales Indígenas - ETI), se mantienen dependiendo de las transferencias 
presupuestales del nivel central que, por este motivo, debió cerrar filas para fortalecer 
los controles desde el nivel nacional». En la imagen instantánea de la página web del 
Departamento Nacional de Planeación (DNP), específicamente del Sistema de Monitoreo, 
Seguimiento, Control y Evaluación (SMSCE) de recursos de regalías.
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armados ilegales de derecha e 
izquierda, y con el concurso de 
las fuerzas armadas oficiales, la 
corrupción que generan estos 
grupos, el narcotráfico y el clien-
telismo, han dado al traste con 
una descentralización efectiva y 
transparente, que se ve agravada 
por la dependencia fiscal y pre-
supuestal con respecto al nivel 
nacional o central, que tienen 
tanto la mayoría de los departa-
mentos como el 95% de munici-
pios y entidades territoriales, así 
como el talante de los últimos 
presidentes, tanto de derecha 
como de izquierda, proclives a 
tomar las decisiones de manera 
centralizada, como consecuen-
cia no solo de las falencias antes 
reseñadas del nivel territorial, 
sino también por el afán de rea-
lizar los programas y proyectos 
del Plan Nacional de Desarrollo, 
no solamente para mostrar re-
sultados a la vista, sino también 
por la lentitud que generó la 
descentralización de responsa-
bilidades y funciones y no de 
obligaciones y deberes fiscales.

Estos eventos han hecho 
retornar el proceso hacia una 
recentralización que ya no 
se puede considerar como 
la vuelta a la situación inicial, 
que encontrábamos antes de 
la descentralización, sino que 
se debe examinar y explorar 
bajo un nuevo contexto, con 
características y elementos no-
vedosos que requieren de una 
investigación integral, que es la 
que en últimas propone este  
artículo, que si bien se queda 
corto pues ha requerido de un 
esfuerzo de consulta primige-
nia y de un examen de lo poco 
que se ha venido escribiendo 
en América Latina en los últi-
mos años, aspira a que el IEMP 
convoque a investigaciones 
sobre el fenómeno en cues-
tión, que es de fundamental 
importancia no solo para el 
presente, sino para el futuro de 

la Administración Pública en 
Colombia.
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